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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo disponiendo se tribuí ''n los honores correspondientes, 
c(m motivo del fallecimiento del señor Ministro Dr. D. Fede- 
rico Ibargúren . 

En la ciudad de Buenos Aires á veinte de Noviembre de 
mil ochocientos noventa, reunidos estraordinariamente en 
su sala de acuerdos el señor Presidente de la Suprema Corte 
Federal, Doctor D. Benjamín Victorica y los señores Ministros 
Doctores D. Calixto S. de la Torre, D. Luis V, Várela y D. Abel 
Bazan, con asistencia del señor Procurador General, Doctor 
D. Antonio E. Malaver, dijeron : 

Que habiendo tenido lugar el fallecimiento del señor Minis- 
tro de la Suprema Corte Doctor D. Federico Ibargúren, y 
debiendo honrar la memoria de este magistrado, que tan 
importantes servicios ha prestado á la República, acordaban : 

Primero: Suspender la audiencia del dia de hoy en señal 
de duelo y asistir en corporación á la inhumación de sus 
restos ; 

Segundo: Encomendara] señor Presidente de la Suprema 
Corte la espresion en aquel acto de los sentimientos de los 
miembros de este Tribunal por tan irreparable pérdida; 

Tercero: Dirijir á la señora viuda una carta de pésame; 

Cuarto: Se coloque su retrato, en homenage á la memoria 
de tan distinguido juez, en el salón de acuerdos; y 
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Quinto: Se diera noticia oficial de tan lamentable aconte- 
cimiento al Poder Ejecutivo y se le comunicara lo dispuesto 
en el presente acuerdo. 

Así lo ordenaron, mandando se registrase este acuerdo en 
el libro correspondiente, y publíquese. 

BENJAMIN VICTORICA. — C. S. DE LA TORRE. — 
LUIS V. TÁRELA. — ABEL BAZAN. — ANTONIO 
£. MALAVER. 

Ante mi : 

Antonio Tamassi, 

Secretario. 



Acuerdo designando los abogados que deben desempeñar du- 
rante el año 4 894,. las fundones de Jueces suplentes y Procu- 
radores fiscales ad hoc. 

En Buenos Aires á veintinueve de Noviembre de mil ocho- 
cientos noventa, reunidos en su sala de acuerdos el señor 
Presidente y Ministros de la Suprema Corte de Justicia Nacio- 
nal Doctores B. Benjamín Victorica, D. Calixto S. de la Torre, 
D. Luis V. Várela y D. Abel Bazan, con el objeto de formar 
la lista de abogados que con arreglo á la ley de veinte y 
cuatro de Setiembre de mil ochocientos setenta y ocho, deben 
suplir en el año de mil ochocientos noventa y uno á los 
Jueces Federales de Sección legalmente impedidos ó recusa- 
dos^ y ejercer las funciones de fiscales ad hoc, acordaron la 
formación de la siguiente lista: 

Para la Capital: Doctores D. José María Rosa, D. Luis 
Beláustegui, D. Mariano F. Benitez, D. Hugo A. Bunge^ D. 
Pedro Passo, D. Vicente Chas, D. Nicolás Achával, D. 
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MaríaDO J. Paunero, D. Mariano Demaria, D. Francisco Ramos 
Hejfa. 

Para la Sección de Buenos Aires : Doctores D. Vicente 
Yillamayor, D. Mariano Castellanos, D.José A. Ocantos (hijo), 
D. Nicolás E. Yidela, D. Francisco Suarez Aguirre, D. Sergio 
Garcia Uriburu> D. José María Bastillo, D. Enrique A. Span- 
genberg, D. Alberto Oteiza, D. Salvador de la Colina. 

Para la Sección de Santa Fé : Doctores D. Eugenio Pérez, 
D. Manuel Escalante, D P. Nolasco Arias, D. Joaquin Lejarza, 
D. Gabriel Carrasco, D. Pedro A. Sánchez, D. Calixto Lassaga, 
D. Helquiades Salva, D. Pedro A. Echagñe, D. José Leguiza- 
mon. 

Para la Sección de Entre Rios : Doctores D. Leónidas Echa- 
güe, D. José Lino Churruarin, D. Miguel M. Ruiz, D. Ramón 
Arígós Rodríguez, D. Carlos M. de EUa, D. Valentin A. Mernes, 
D. Francisco S. Gijena, D. Cristóbal E. Gallino, D. Estévan 
M. Comaleras, D. Justo Avila. 

Para la Sección de Corrientes : Doctores D. Juan E. Torrent, 
D. Juan Valenzuela, D. Pedro F. Sánchez, D. Fermin E. Alsina, 
D. Rómulo Amadey, D. Adolfo Conté, D. Augusto Billinghurst, 
D. J. Heraclio Gomez^ D. Ezequiel González, D. Ramón Con- 
treras. 

Para la Sección de Córdoba : Doctores D. Agustin Patino, 
D. Salustiano Torres, D. Juan M. Garro, D. Teodomiro Paez, 
D. Nicolás Berrotarán, D. José M. Ruiz, D. Nicolás Peñaloza, 
D. Tomás Garzón, D. José J. del Prado, D. Rafael García 
Montano. 

Para la Sección de Santiago del Estero : Doctores D. Reroijio 
S. Carol, D. Benjamin Zavaiía, D. José Pomares, D. Luis 
Silveti, D. Napoleón Taboada, D. Manuel Argañarás, D. Ben- 
jamin Avalos, D. José M. Gorostiaga. 

Para la Sección de Tucuman : Doctores D. Ángel C. Padilla, 
D. Francisco Marina Alfaro^ D. Emilio Terán, D. Juan M. 
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Terán, D. José Frías Silva, D. Patricio Zavalía, D. Próspero 
Mena, D. Agustín de la Vega, D. Eugenio A. Méndez^ D. Ramón 
Correa. 

Para la Sección de Salla : Doctores D. Felipe R. Arias, D. 
José M. Sola, D. Daniel Goitia, D. Medardo Zapana, D. Cástuto 
Aparicio, D. Adrían Cornejo, D. José M. Salva, D. Juan P. 
Frías, D. Mariano Peralta, D. Felipe V. Matos. 

Para la Sección de Jujuy : Doctores D. Pablo Carrillo, D. 
Mariano de F. Pinto, D. Segundo Linares, D. Delñn S. de 
Bustamante, D. Benjamín Villafañe, D. Cosme Arias. 

Para la Sección de Catamarca: Doctores D. Guillermo Correa, 
D. Fidel Barrionuevo, D. Santiago Santa Coloraa, D. Guillermo 
Leguizamon, D. Segundo B. Acuña, D. JoséP. Cisneros, D. 
Manuel J. N. de Navarro, D. Segundo Molas. 

Parala Sección de la Ríoja: Doctores D. Guillermo San 
Román, D. Florentino de la Colina, D. Marcial Catalán, D. 
Domingo S. Luna, D. Manuel J. Paros, D. Segundo A. Colína, 
D. Pedro Agost, D. Nicolás Vera Barros, D. P. Vicente de la 
Vega. 

Para la Sección de San Juan : Doctores D. Juan C. Albar- 
racín, D. Secundíno J. Navarro, D. Arlstides Martínez^ D. 
Manuel Laprida, D. Ricardo J. Ruiz, D. Javier R. Garra- 
muño. 

Para la Sección de Mendoza : Doctores D. Isaac Godoy, D. 
Juan E. Serú, D. Manuel Bermejo, D. Ángel D. Rojas, D. Mar- 
doqueo Olmos, D. Pedro Serpes, D. Pedro A. Guevara, D. 
Francisco Ruisuarez, D. Gregorio Vargas, D. Severo Gutiérrez 
del Castillo. 

Para la Sección de San Luis : Doctores D. Juan A. Barbeito, 
D. Cristóbal Pereyra, D. Marcelino Ojeda, D. Jacinto Videla, 
D. Teóñlo Sáa, D. José A. Caminos, D. Camilo Domínguez^ D. 
ülises N. Lucero, D. Julio Quiroga. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se regís- 
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trase en el libro de acuerdos, se publicase y se comunicase 
al Poder Ejecutivo y á los señores Jueces de Sección respec- 
tivamente. 

benjamín VICTORICA. — C. S. DE LA TORRE. — 
LUIS V. VÁRELA. — ABEL RAZAN. 

Ante mí : 

José E. Domínguez, 
Secretario. 



Acuerdo nombrando Ministro y Secretario para la feria 

de 4890-94. 



En Buenos Aires á seis de Diciembre de mil ochocientos 
noventa, reunidos en la sala de acuerdos el señor Presidente y 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia Nacional, Doctores 
D. Benjamin Victorica, D. Calixto S. de la Torre, D. Luis V. 
Yarela y D. Abel Bazan, con el objeto de nombrar al Juez de 
Feria, con arreglo al artículo cuarto del reglamento para el 
orden interno de la Suprema Corte, acordaron nombrar al 
señor Ministro Doctor D. Abel Bazan, para desempeñar las 
funciones de tal, actuando como Secretario el Doctor D. 
Antonio Tarnassi, quien deberá designar los empleados que 
durante la feria tengan que concurrir á la Secretaría para el 
servicio de ella. 

Así lo dispusieron y mandaron, ordenando se registrase en 
el libro correspondiente y se publicase. 

RENJAMIN VICTORICA. — C. S. DE LA TORRE. — 
LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 

Ante mí: 

Antonio Tarnassi, 
Secretario. 
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Acuerdo nombrando conjueces de la Suprema Corte para 

el año 4894, 



En Buenos Aires á diez de Enero de mil ochocientos noventa 
y uno, reunidos en su sala de acuerdos el señor Presidente y 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia Nacional, Doctores 
D. Benjamin Viclorica, D. Calixto S. de la Torre, D. Luis V. 
Várela y D. Abel Bazan, con el objeto de nombrar conjueces 
para el corriente año en cumplimiento del articulo veintitrés 
de la ley de Procedimientos, acordaron nombrar á los señores 
Doctores D. Manuel M. Escalada, D. Yictor Martinez, D. Carlos 
Tejedor, D. Exequiel Pereyra, D. Bernardo de Irigoyen, D. 
Ceferino Araujo, D. Manuel Obarrio, D. Juan José Montes de 
Oca, D. Honorio Martel, D. Isaac P. Areco, D. Juan J. Romero, 
D. Enrique Martínez, D. Juan S. Fernandez, D. Leopoldo 
Basavilbaso^ D. José M. [Zuviría^ D. José María Gutiérrez, D. 
Juan Manuel Terrero, D. Li&andro Segovia, D. Rafael Ruiz de 
los Llanos, D. Mariano Yarela, D. Isaac M. Chavarría, D. Luis 
Lagos García, D. Juan A. García, D. Pedro Goyena, D. Aristó- 
bulo del Valle . 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se publica 
se y se registrase en el libro correspondiente. 

benjamín VÍCTOR ICA. — C. S. DE LA TORRE. — 
LUIS V. VÁRELA. — ABEL RAZAN. 

Ante mi : 

Antonio Tamassi, 

Secretario. 
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DE JUSTiaA NACIONAL 
CON LA RELACIÓN DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



AÑO 1890 



(Continuación) 



CAUSA I.II 



D. José María Crespo contra D. Fermín Machicoíe, 
por reivindicación ; sobre recusacixm 

Sumario. — £1 haber el Jaez avanzado opiniones prejudicia- 
les sobre la cuestión en otro juicio habido entre el demandado 
j el causante del demandante sobre los mismos derechos que 
se ponen en tela de juicio, es causa de recusación. 



Caso. — D. Nicanor Calderón, por D. José María Crespo, se 
presentó ante el Juzgado de la Sección de Entre Bios reivindi- 
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cando un campo situado en el departamento La Faz, que su 
mandante había comprado á D* Petroua Candioti de Iriondo y 
que estaba actualmente poseyendo D. Fermín Machicote. Refi- 
riéndose á los antecedentes del campo mencionó una sentencia 
dictada por el Juzgado en 3 de Diciembre de 1885 en la de- 
manda deducida por D. José María Ortiz contra D*^ Petrona 
Candioti de Iriondo y por la que exigía á esta la entrega de la 
porción vendida á Crespo, á razón de 800 pesos la legua, con- 
forme á un contrato celebrado en 1857; sentencia que hizo lugar 
á las pretensiones del actor. 

Invocando instrucciones de su mandante, recusó al Juez por 
las causales enunciadas en los incisos 5°, 6^, 7^ y 8'' del artículo 
43 déla ley de procedimientos ; espresando que, en lo referente á 
las de los incisos 5"" y 6®, defería á la confesión ó rechazo que de 
ellas hiciera el Juez y se fundaba en la existencia de odio ó 
resentimiento del mismo Juez respecto del demandante, á quien 
además, habíale hecho daños gravea. Que en cuanto á las cau- 
sales 7' y 8* existían, porque la presente demanda, se decidirá 
según la legitimidad de la sentencia pronunciada por el Juez, 
antes mencionado ; y á este respeto tiene el Juez interés en la 
legitimidad de esa sentencia, habiendo ya emitido su opinión* 

Acreditada la competencia del Juzgado por ser argentino 
D. José María Crespo y estrangero el demandado, el Juez reci- 
bió á prueba con todos cargos las causales de recusación. 

Pidió el actor y así lo ordenó el Juez, que se trajeran ad 
effectum videndi los espedientes seguidos por D. José María 
Ortiz contra D* Petrona Candioti, en calidad de prueba. Estos 
espedientes no han sido elevados. 

Fallo del Jues Federal 

Paraná, Octubre 31 de 1888. 
T vistos: en el incidente de recusación promovido por el repre- 
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sentante de D. José María Crespo, parte demandante, y con- 
siderando : 

Que para fundar la recusación, se alegan las cánsales consig- 
nadas en los incisos S"", 6^, 7^ y 8* del artículo 43 de la ley nacio- 
nal de Procedimientos, defiriendo los hechos que se refieren á 
las causales de los incisos 5® y 6^ á la confesión ó rechazo del 
proveyente y oomprohando las que se contienen en el 7^ y 8^, 
con la sentencia pronunciada con fecha 3 de Diciembre de 1885, 
en la causa seguida por D. José María Ortiz contra D^ Petrona 
de Iriondo, sobre consignación de precio de una fracción de 
campo. 

Que no existen ni han existido entre el recusante y el pro- 
veyente ninguna de las causales á que se refieren los incisos 5^ 
y 6® aludidos, á saber, odio ó resentimiento para con él, ni 
pleito pendiente entre ambos, ni acusación criminal ó daño cau- 
sado en su persona ó bienes, pues si bien es cierto que, con oca- 
sión de fallos dados por el . proveyente en el pleito de D. José 
María Ortiz contra la señora Petrona Candioti, sobre cumpli- 
miento de C(mtrato, se han escrito en el diario oficial de esta 
Capital, editoriales contra el Juez, los que he sospechado que 
fuesen inspirados por el Sr. Crespo, no me han movido á odio 
ni resentimiento contra él, por considerarlos como un desahogo 
natural en algunos litigantes que pierden su pleito ; por lo de- 
más, nunca he tenido cuestiones judiciales ni relaciones de nin- 
gún género con el recusante, ni lo he acusado criminalmente. 
Tampoco le he hecho daño en su persona y sus intereses; no 
debiendo considerarse, como tal, haber resuelto desfavorable- 
mente á sus pretensiones el juicio posesorio que le promovió 
D. Carlos Castagno, pues los actos de justicia, como este, no 
pueden considerarse ante la ley, como generadores de daño, 
menos aún, cuando esa sentencia fué confirmada por el Su- 
perior. 

Que por lo que respecta al prejuicio y al interés de sostener 
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la legitimidad de mis fallos, efectivamente, en el jaicio seguido 
por D. José María Ortiz con D* Petrona Candioti, sobre consig- 
nación de precio, de dos leguas y 444 cuadrabde campo, el pro- 
veyente jazgó la causa, declarando en definitiva válida la con- 
signación, lo que importa declarar firme ante la ley, la compra 
hecha por Ortiz de ese exceso de área existente dentro de los 
límites del terreno vendido y escriturado por la señora Gandioti 
á Ortiz, en 11 de Febrero de 1863, cuestión distinta de la re- 
suelta por la Suprema Corte, la cual versa sobre demasía en- 
contrada fuera de esos límites, y que ni fué escriturada, ni 
hecha tradición al comprador. 

La presente demanda versa sobre reivindicación de esas dos 
leguas y 444 cuadras, y esta solo podía sostenerse, atacando la 
venta, declarada perfecta y consumada por mi referido fallo. 

Por lo demás, el proveyente no puede tener interés en soste- 
ner sus decisiones, sino en tanto que las conceptúe arregladas 
á derecho. 

Por lo tanto: y habiendo emitido ese juicio en la cuestión 
principal, sobre que versa la presente demanda, al pronunciar 
el fallo mencionado ; el proveyente se dá por recusado, en con- 
formidad á lo dispuesto por el artículo 43 inciso 7^; pase, en con- 
secuencia, al Dr. D. Yalentin A. Memes á quien corresponde 
conocer en turno. 

M, de 1. Pinto. 



Falla de la Suprema Capte 

Buenos Aires, Abril 15 de 1890. 

Vistos: reconociéndose por el Juez Federal haber avanzado 
anteriormente opiniones prejudiciales sobre la cuestión promo- 
vida en estos autos en otro juicio habido entre el demandado y 
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el causante del demandante sobre los mitimos derechos puestos 
hoy en tela de juicio, j siendo por tanto de aplicación lo dis- 
puesto por el artíoulo cuarenta j tres, inciso sétimo de la ley 
de Prccedimientos de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres : se confirma con costas el auto apelado de foja 
veinte y siete, y repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJABIIN VIGTORICA.— FEDERICO DAB- 

GüRER (en disidencia). — c. s. de 

LA torre. — LUIS V. VÁRELA.— 

ABEL BAZAN (en disidencia). 



DISIDENGU 



Buenos Aires, Abril 15 de 1890. 

Y vistos resulta: Que don José María Crespo deduce contra 
don Fermin Machicote acción reiviudicatoria de un campo de 
dos leguas y cuatrocientas cuarenta y cuatro cuadras cuadra- 
das de superficie, que dice haberle vendido doña Petrona Gan- 
dioti de Iríondo, y en el mismo escrito de demanda recusa al 
Juez a quo por haber pronunciado sentencia á favor de don 
José M. Ortiz, causante de los derechos de Machicote, en un 
pleito que dicho señor Ortiz promovió contra la señora de 
Iriondo bobre consignación del precio y escrituración de un con- 
trato de venta que esta había celebrado con aquel del campo 
que hoy se trata de reivindicar. 

Y considerando : Primero. Que la causa de recusación esta- 
blecida por el inciso sétimo, artículo cuarenta y tres de la ley 
de Procedimientos, solo es aplicable al caso en que el Juez haya 
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maaifestado opiniones sobre el pleito antes de pronunciar 
sentencia definitiva. 

Segundo. Qae por lo tanto no puede invocarse como cansa 
de recusación en el presente juicio reivindicatorio entre Crespo 
7 Machicote, la sentencia pronunciada en el pleito de Ortiz con 
la señora de Iriondo en que se decidieron acciones puramente 
personales • 

Tercero. Que, según la jurisprudencia establecida por la 
Suprema Corte, el fallo de un Juez en un casO| no importa 
para los casos idénticos una manifestación de opinión qae pneda 
constituir en estos una causa legal de recusación (serie primera, 
tomo quinto, página ochenta y seis). 

Por estos fundamentos: se revoca el auto apelado de foja 
veinte y siete, y se declara que el Juez aquo se halla habilitado 
para conocer en esta causa. Repónganse los sellos y devuél- 
vanse. 

FEDERICO IBARGÚREN. — ABEL BAZAN. 



*i :. 
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CAUSA I.III 



D Román Gálica contra D. Mauricio Cavallier, 
sobre nulidad de un laudo 



Sumario. —La falta de autorización del lando por el escri- 
baño, no constituye un vicio de nulidad de aquel. 



Caso. — En Mayo de 1863 se celebró un contrato entre D. 
Mauricio Cavallier y D. Román Oatica en virtud del cual el 
primero se comprometió á dar al segundo el 30% de las utili- 
dades de su casa de comercio, en remuneración de los servi- 
cios que debía prestar. £1 artículo 6^ de ese contrato, dice así: 
«Si vencido el término de un año de este contrato, no se reno- 
vase de común acuerdo, las utilidades que correspondan á G-a- 
tica se adjudicarán eo esta proporción: en dinero, una tercera 
parte; y el resto, en mercaderías y cuentas ó letras á cobrar, en 
proporción de la existencia >. 

Declarado por decisiones judiciales que las diferencias entre 
ambos contratantes debían resolverse por arbitradores, cele- 
braron los representantes de aquellos, el siguiente compro- 
miso. 



T. IX 
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Con fecha 30 de Setiembre de 1886 comparecieron ante el 
señor Juez, el Dr. D. OseasGuiñazú y D. José Auriol por sus 
respectivos poderdantes, & objeto de nombrar arbitradores para 
la liquidación de la sociedad mercantil & que se refiere la escri- 
tura de foja 1 y acordaron de común consentimiento lo si- 
guiente : 

I"* Nombrar á D. Remigio Acevedu en calidad de único arbi- 
trador para que determine el monto de utilidades que corres- 
pondan al señor Gatica en las operaciones del negocio, objeto 
de la sociedad entre ambos ; 

2® Que se haga saber al nombrado el contenido de la pre- 
sente acta para que acepte j jure el cargo en forma. 

El señor Juez proveyó en todo de conformidad, ordenando se 
repusiera el papel. 

Juan del Campillo. — José Auñol. — 
Oseas Guiñazú. 

En 15 de Enero de 1887, D. Bemigio Acevedo dictó su lau- 
do, cuja parte dispositiva dice así: Fallo: D. Mauricio Gava- 
llier dé y pague al tercer dia de ser notificado, tres mil pesos 
nacionales líquidos al señor Gatica. Condénase en costas al 
demandado, nombrándose tasador á D. Juan K. Godoy. Be- 
pónganse todos los sellos, devuélvanse los libros y facturas pre- 
sentadas, al señor Gavallier, exigiendo un recibo de entrega. 
Devuélvase al Juzgado de Sección este espediente. 

Remigio Acevedo. 

Becibido el espediente por el Juez, este mandó hacer saber 
original el laudo á las partes. La de Gavallier interpuso con- 
tra él; el recurso de nulidad y para fundarlo espuso : que en el 
laudo se había violado el artículo 351 de la ley Provincial de 
Frof edimientoSy aplicable al caso; que el arbitrador había ex- 
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cedido sus atribuciones, fallando sobre pantos no comprometi- 
dos ; que en vista del contrato y del compromiso celebrado por 
las partes, el arbitrador no había podido hacer otra «osa que 
averignar el monto de las utilidades obtenidas por la casa du- 
rante un ano, y fijar el 30 Vo que correspondía á Gatica y de- 
bía abonársele en dinero, mercaderías y cuentas á cobrar, con 
deducción de las sumas que hubiera percibido para sus gastos ; 
que procediendo como lo había hecho, el arbitrador había estra- 
limitado su mandato según la disposición de la ley 32, título i", 
Partida 3. Que fuera de esto, el laudo contiene manifiestos erro- 
res de apreciación que demuestran la ofuscación del arbitrador, 
aunque no sirven para fundar el recurso interpuesto. Que final- 
mente, el arbitrador no estaba autorizado para condenar en cos- 
tas, las cuales ni siquiera pueden causarse en la tramitación 
ante un componedor. Pidió que se declarara sin valor ni efec- 
to el laudo. 

Corrido traslado, lo contestó la parte de Gatica, pidiendo 
que se rechazara el recurso de nulidad. Dijo: Que la jurispru- 
dencia había establecido^ ya que el primer motivo de nulidad 
invocado, esto es^ el no estar el laudo autorizado por escribano 
público ni notificado por cédula á los interesados, no era pro- 
cedente (Fallos, VIII, y art. 355, Ley de Enj.). Que el arbi- 
trador no había fallado sobre puntos no comprometidos, pues 
interpretando bien su mandato y las relaciones de amistad que 
lo ligaban con las dos partes, se ha colocado en la verdadera 
equidad, averiguando siempre la verdad. Que tampoco se ha 
excedido al condenar en costas, porque dado el tiempo trascur- 
rido desde que Cavallier debió entregar las utilidades y las 
gestiones á que dio lugar, las costas deben considerarse como 
parte integrante de las mismas utilidades. (Fallos, XII y 
XXIII). 
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WmMím del Juem Federal 

Mendoza, Marzo 9 de 1887. 

Vistos estos autos seguidos entre D. Mauricio Gavallier y 
D. BamoQ Gatica sobre liquidación de una sociedad en el re- 
curso de nulidad interpuesto por el primero del laudo pro- 
nunciado en ellos por el Juez arbitrador D. Bemigio Ace- 
vedo. 

Y considerando: I'' Que el recurso enunciado se funda en 
las razones siguientes: 1* haberse violado en dicho laudo la 
disposición contenida en la segunda parte del artículo 351 de 
la Ley de Procedimiento^ de esta Provincia, que establece que 
la sentencia arbitral debe ser autorizada por escribano, y en 
seguida notificada por cédula á los interesados ; 2* haberse 
determinado la forma en que deben abonarse á Gatica las uti- 
lidades que en aquel se le asignan, contrariando además, lo 
estipulado en el contrato de foja 1 ; por cuanto manda pagar 
tres mil pesos nacionales estando convenido que se entregaría 
en pago, dinero, mercaderías y cuentas á cobrar, con deduc- 
ción de las sumas que este hubiere tomado para sus gastos, 
conforme al artículo 5^ del referido contrato ; y 3' haberse im- 
puesto al recurrente la condenación en costas sin facultad para 
pronunciarse sobre ellos . 

2^ Que respecto á lo primero, si bien es verdad que pronun- 
ciado el laudo por el Juez arbitrador, el secretario ad hoc^ nom- 
brado por este, procedió á notificarlo original á los interesados, 
omitiéndose así, en ese acto, la formalidad prescrita por la dis- 
posición legal citada, tal defecto, en el supuesto de que esta 
fuese de estricta aplicación al presente juicio, no puede consi- 
derarse sustancial ni menos suficiente para declarar ante él la 
nulidad del laudo ; pues según la misma ley, en su artículo 355 
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establece como únicas caasas de nulidad las' de haberse falla- 
do faera de término ó sobre puntos no comprometidos. 

3° Que además, ninguna ley prescribe como requisito esen- 
cial á la validez de las sentencias pronunciadas por los jueces 
arbitradores, su autorización por escribano y notificación por 
cédula á las partes, pues la ley 4% titulo 21, libro A"", Recopi- 
lación Castellana, s*^ limita, en cuanto á la intervención de este 
funcionario, á ordenar que, luego que la sentencia fuera dada, 
se ejecute libremente presentándose el compromiso y esta sig- 
nada del escribano público ; estableciendo empero, como únicas 
causas de nulidad las ya espresadas, de haberse escedido las fa- 
cultades acordadas en el compromiso ó dictádose fuera del 
término señalado para el efecto. 

4^ Qae es también doctrina uniforme que el recurso de nu- 
lidad de las sentencias pronunciadas por los amigables compo- 
nedores solo procede en los casos espresados (Garavantes, tomo 
^, lib. S"*, tít. 5'',N'' 449), y esta doctrina se halla consagrada 
en diversas leyes de procedimientos, entre otras las vigentes 
en esta provincia, articulo citado, y la recientemente sancio- 
nada en la de San Luis, artículo 480. 

5^ Que por otra parte, la omisión indicada como fundamento 
del recurso, se halla subsanada por la notificación del laudo he- 
cha en forma por el secretario del Juzgado, en cumplimiento 
del proveído de fecha 8 de Febrero, corriente á foja 1. 

6^ Que finalmente, la Suprema Corte ha resuelto también que 
estando suprimido el proveído de los escribanos por la ley na- 
cional de procedimientos para la autenticación de las provi- 
dencias de los jueces, no puede establecerse que sea un medio 
indispensable la autorización de aquel para la validez de un 
laudo, mucho más cuando ha sido presentado al Juez de Sec- 
ción y héchose saber á las partes por su orden, como sucede pre- 
cisamente en este caso (Fallos de la Suprema Corte, serie 1*, 
t. 8^pág. 94). 
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7° Que por lo que hace á la segunda ó sea respecto á la ob- 
servacion fundada eu el hecho de haberse contrariado por dicho 
laudo la estipulación contenida en la cláusula 5^ del citado con- 
trato de sociedad, tampoco es atendible ni tal circunstancia 
bastaría á fundar el recurso de nulidad interpuesto, por cuanto 
ella, en todo caso, afecta al fondo del juicio y no al procedi- 
miento, y según lo ha resuelto también la Suprema Corte, las 
razones que no se refieren á la forma del procedimiento sitió al 
fondo de un laudo, no pueden servir de base para fundar el re- 
curso de nulidad (Fallos citados, t. 14, serie 2', pág. 180, y 
3% pág. 322). 

8® Que finalmente, tampoco puede considerarse que la con- 
denación en costas impuesta á la parte recurrente importa una 
estralimitacion de las facultades conferidas al Juez arbitrador^ 
pues estas, por el contrario, deben racionalmente y como un 
complemento necesario, declararse en todo juicio, siempre que 
resulten procedentes contra alguno de los litigantes, según la 
jurisprudencia práctica de nuestros Tribunales ; pues de otro 
modo las resoluciones judiciales no serían equitativas ni justi- 
cieras; y la falta además de tal declaración en el laudo, en los 
casos procedentes, importaría dejar sin resolución un punto 
integrante de toda sentencia, desde que al Juez de Sección no 
le es dado rever el fallo arbitral, como lo tiene también de- 
clarado la Suprema Corte en la resolución últimamente ci- 
tada. 

Por estos fundamentos, fallo definitivamente: no haciendo lu- 
gar al recurso de nulidad interpuesto por la parte de D. Mau- 
ricio Cavallier. Hágase saber original y repóngaise los se- 
llos. 

Juan del Campillo. 



\ 
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Fall« de la Saprema Corte 

Buenos Aires, Abril 17 de 1890. 

Yistos: Siendo jurisprudencia establecida por esta Suprema 
Corte, que la falta de autorización del laudo por el escribano, 
Tío constituye un vicio de nulidad de aquel ; y no resultando 
por otra parte, del tenor del laudo, haberse escedido el arbitro 
de los términos del compromiso de foja ochenta y seis vuelta, 
7 por los fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento ochenta y uno: se confirma con costas dicha sen- 
tencia y repuestos los sellos devuélvanse. 



FEDERICO IBARGCREN. — C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
RAZAN. 
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CAUSA Lil¥ 



ü. Wenceslao Yorki contra Toledo é hijos, por liquidación 
de sociedad; sobre nombramiento de arbitro tercero 



Sumario. — 1^ El auto no haciendo lagar el desistimiento de la 
petición sobre nombramiento de arbitro tercero en reemplazo 
del r.ombrado, por estar este ausente, trae gravamen irrepa- 
rable. 

íf" Cesada la causa por la que se pidió el reemplazo del arbitro 
tercero, queda sin efecto el nombramiento del reemplazante. 



Caso. — En cumplimiento del contrato social y de decisiones 
judiciales, las partes de Yorki y Toledo constituyeron, para 
resolver las cuestiones suscitadas entre ellas, un tribunal arbi- 
tral, que quedó formado con el Dr. D. Rómulo Amadey, desig- 
nado por la parte de Toledo, con el Dr. D. Benjamín de la Vega, 
designado por la parte de Yorki, y con el Dr. D. Pedro R. Fer- 
nandez, nombrado tercero por el Juzgado. 

En Julio de 1887, la parte de Toledo se presentó ante el Tri- 
bunal arbitral manifestando que la causa estaba paralizada á 
consecuencia de haberse ausentado dos de los arbitros (los Dres 
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de la Vega y Fernandez), con carácter permanente, y fuera de 
]a FroTÍnoía uno de ellos: que pedia, en consecuencia, se pa- 
saran los autos al Juez Federal para que se nombraran los arbi- 
tros que habían de integrar el Tribunal . 

El arbitro Dr. Amadey proveyó este escrito de acuerdo con 
lo en él solicitado, fundado en la notoriedad de los hechos 
inTocados. 

En consecuencia, el Juez convocó á las partes ajuicio ver- 
bal á objeto de nombrar la persona ó personas que habían de 
integrar el Tribunal arbitral. 

En la audiencia, la parte de Yorki nombró arbitro al Dr. D. 
Pedro F. Sánchez en reemplazo del Dr. de la Vega. La parte 
de Toledo recusó á este arbitro, y agregó : que habiéndose ausen- 
tado el tercero Dr. Fernandez, debía el Juzgado nombrar otro 
en su lugar ; á lo que la parte de Yorki observó que debía sus- 
penderse este nombramiento, porque según sus noticias el Dr. 
Fernandez debía regresar pr jnto. 

Después de la audiencia, el Juez dictó auto que dice así : 

Corrientes, Julio 25 de 1887. Para resolver el incidente sus- 
citado sobre si cada una de las partes tiene derecho de recusar 
sin causa al arbitro propuesto por la otra, traslado y autos 
á la parte de Yorki de la recusación deducida. 

Luna. 

Contestado el traslado, con fecha 5 de Agosto de 1887 el 
Juez dictó sentencia, cuya parte resolutiva dice así: 

fPor estos fundamentos, no ha lugar á la recusación sin 
causa del arbitro nombrado Dr. Pedro F. Sánchez, deducida 
por la parte de los Toledo : en su consecuencia, téngasele por 
nombrado arbitro arbitrador por la parte de Yorki debiendo 
aceptar y jurar el cargo ante el Secretario en oportunidad ; y 
comparezcan las partes á audiencia verbal el 16 del presente 
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á la una p. m. con el objeto de nombrar el arbitro tercero ó re- 
solver lo que más convenga. Hágase saber con el original j 
repóngase. 

Carlos Luna. 



La parte de Toledo apeló de esta sentencia en lo relativo al 
rechazo de la recusación y se le concedió el recurso en relación. 
En seguida, pidió que no obstante la apelación, se nombrara 
arbitro tercero en reemplazo del ausenté Dr. Fernandez, á lo 
que la parte de Yorki se opuso, sosteniendo que la ausencia del 
arbitro era temporaria y se le esperaba dentro de pocos dias. 
El Juez resolvió suspender la resolución del incidente hasta que 
fuese decidida la apelación interpuesta en el de recusación. 

Elevados los autos, la Suprema Corte confirmó con costas la 
sentencia del Juez Federal^ y una vez devueltos, se convocó á 
las partes á juicio verbal á los efectos de la última parte de la 
sentencia confirmada, esto es, para nombrar tercero. 

En este estado, la parte de Toledo se presentó esponiendo : 
que tenía noticias de que el tercero Dr. Fernandez debia regre- 
sar en uno de los vapores de la semana siguiente, y habiendo 
sido su parte quien solicitó antes el nombramiento de un reem- 
plazante, fundado en su ausencia, pedía se dejara sin efecto la 
audiencia decretada. 

Corrido traslado, la parte de Yorki lo evacúo esponiendo: que 
había dejado trascurrir cerca de un mes para demostrar la ine- 
xactitud del regreso del Dr. Fernandez, que aún no se había ve- 
rificado; que además el nombramiento de reemplazante del 
Dr. Fernandez estaba ordenado por sentencia pasada en auto- 
ridad de cosa juzgada; que pedía, por tanto, se señalara dia y 
hora para que se efectuara el nombramiento. 
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Ffill» ilel Juea Federal 

Corrientes, Noviembre 7 de 1889. 

Vistos : Tomando en cuenta lo espnesto en el presente escrito: 
no ha lagar á lo solicitado por la parte de los Sres. Toledo. 
Señálase nuevamente la audiencia del once del corriente á las 10 
a. m. á los efectos del auto de foja i 71 . 

Lujambrio. 

El representante deles Sres. Toledo apeló y se le denegó el 
recurso por considerar el Juez que no se le causaba gravamen 
irreparable. 

Envista de esto, el mismo representante anunció al Juzgado 
que iba á recurrir directamente ante la Suprema Corte y pedía 
la suspensión do procedimientos. El Juez no hizo lugar invocando 
el articulo 230 de la ley nacional de Procedimientos. 

En la audiencia verbal, el representante de Toledo espuso: 
que sin p erjuicio del recurso directo de apelación, y para dejar 
á salvo los derechos que representa, proponía como arbitro ter- 
cero en reemplazo delDr. Fernandez, al Dr. D. Adolfo Gomte. 
El representante de Yorki manifestó que dejaba al Juzgado 
el nombramiento, por cuanto no aceptaba la persona propuesta 
y sería imposible ponerse de acuerdo con la otra parte. El Juez 
mandó que se pusieran los autos al despacho, y por auto de fe- 
cha 28 de Noviembre de i 889, en vista de no mediar acuerdo 
de partes, nombró arbitro tercero al Dr. Ricardo Osuna. 

El Dr. D. Lucio Y. López, por los Sres. Toledo interpuso ante 
la Suprema Corte el recurso de hecho, alegando entre sus fun- 
damentos, que el Dr. Fernandez había regresado ya acorrientes. 
La Suprema Corte ordenó que informara el Juez de la causa, sus* 
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pendiendo los procedimientos ; y dicho jaez informó con los au- 
tos, espresando en el oficio con que los remitió, que no es cierto 
que haya estado en la ciudad de Corrientes el Dr. Fernandez 
cuando el Dr. Osuna fué nombrado en su lugar, pues recien 
(Enero 25 de i 890), había regresado del campo, hará como 
cinco ó seis dias. 

Ffill» de la Suprema Certe 

Buenos Aires, Febrero 1* de 1890. 

Vistos en el acuerdo: Trayendo gravamen irreparable el auto 
apelado: se concede en relación el recurso interpuesto; y estando 
ya los autos ante esta Corte, pasen al relator, debiendo darse la 
intervención correspondiente al defensor de menores ; y líbrese 
oficio al Juez de Sección de Corrientes para la notificación de 
este auto á los interesados. 

BENJAMÍN VICTORIGA. — C S. DE LA TORRE . — 
ABEL BAZAN. 

Valle de la Suprema C)erte 

Buenos Aires, Abril 17 de 1890. 

Vistos : resultando del informe del Juez de Sección, corriente 
á foja doscientas veinte y siete, haber cesado por el regreso del 
doctor don Pedro B. Fernandez á la ciudad de Corrientes, la 
causal que hizo necesario el nombramiento recaído en la persona 
del doctor don Ricardo Osuna en reemplazo de aquel: déjase sin 
efecto este nombramiento, debiendo continuar en su cargo como 
arbitro tercero, el mencionado doctor Fernandez ; y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

FEDERICO IBARGÚREN. — G. S. DE LA TORRE.— 
LUIS V. VÁRELA. —ABEL BAZAN. 
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CAVSA I.¥ 



Don Carlos Skolto, contra Don Carlos Thonias, por inhibitoria; 

sobre competencia. 



Sumario. — Es improcedente la inhibitoria deducida en can- 
sa civil entre dos estrangeros^ aunque sean vecinos de distintas 
provincias. 



Caso. — £1 Juez de Sección de la provincia de Santa Fé, con 
fecha 27 de Febrero de 1889, libró un exhorto al de igual clase 
de esta Capital Dr. Tedin, á ñn de que ordenara la notificación 
de Don Carlos Skotto en la causa contra él promovida por ante 
aquel juzgado, por Don Carlos Thomas, por cobro de pesos. 

Notificado Skotto, presentó un escrito esponiendo: 

Que el demandante, según resultaba del mismo exhorto, ha- 
bía denunciado que su domicilio era en esta ciudad en la calle 
de Cuyo. 

Que la ley y los principios generales de) procedimiento, de- 
terminaban que el juez del domicilio del reo era su juez natural 
y privativo, siendo por consiguiente, el juez competente para 
conocer de esta causa el de su domicilio, que era en esta Capital 
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7 no el de Santa Fé, por lo que pedía se librara exhorto á dicho 
jaez de Santa Fé, para que se inhibiera del conocimiento de 
esta cansa y remitiera todo lo obrado ante él. 

Que la regla general qne establécela jurisdicción por el domi- 
cilio del reo, tiene la escepcion de que puede ser juez competen- 
te para hac er cumplir una obligación el del lugar donde esa 
obligación deba cumplirse. 

Que él no tenía ninguna obligación ni contrato escrito con el 
demandante para cumplirse en la jurisdicción del juez exhor- 
tante, ni siquiera fechada en la provincia de Santa Fé, pues si 
existiese, el jtez de Santa Fé se hubiera referido á ellos, para 
hacer conocer que no había perjuicio ala jurisdicción del juez 
exhortado, al mandar emplazar á un vecino de su jurisdicción. 

El juzgado ordenó acreditar la competencia, y Skotto presentó 
dos testigos que declararon que Don Carlos Thomas, estaba es- 
tablecido y tenía so domicilio en la ciudad del Rosario de Santa 
Fé, y que Don Carlos Skotto era vecino de la Capital. 

Se ordenó asimismo que el señor Skotto, manifestase al ser 
notificado, cuál era su nacionalidad y la del demandante Tho- 
mas, contestando ser él de nacionalidad sueco, y el señor Tho- 
mas, inglés. 



Ffill» del Jues Federal 

Buenos Aires, Hayo 31 de 1889. 

Autos y vistos : resultando que Don Carlos Skotto y el señor 
Thomas. son de nacionalidad estrangeros, según la propia ma- 
nifestación del primero, corriente á foja i vuelta. 

Y considerando: Que la razón de vecindad en diferentes pro- 
vincias se refiere solamente á los argentinos y no á los estran- 
jeros cuanda litigan entre sí (serie 2% t. 7^ pág. 441): se de- 
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clara improcedente la inhibitoria deducida, y estando diligen- 
ciado el exhorto remitido por el señor Juez de Sección de Santa 
Fé^ devuélvase con estas actuaciones. 

Virgilio M, Tedin. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 16 de 1890. 
Suprema Corte: 

La sentencia recurrida está perfectamente ajustada á la juris- 
prudencia establecida por esta Corte, y ha de servirse Y. £. con- 
firmarla. 

Eduardo Costa. 



Falle de le Suprema Certe 

Buenos Aires, Abril 22 de 1890. 

Vistos : por sus fundamentos, y de acuerdo con lo espuesto y 
y pedido por el señor Procurador General en su precedente vista: 
se confirma con costas el auto apelado de foja cinco vuelta; y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN VIGTORIGA. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — C. S. DE LA TOR- 
RE. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAN. 
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CAVüA K.TI 



D^ Ernestina Zucchi, contra la Empresa del Ferrocarril de la 
Ensenada, por indemnización de perjuicios ; sobre compe- 
tencia. 



Sumario. — Una compañía anónima cava existencia y foima- 

cion aparece antorizada por leyes de una Provincia, se considera 

á los efectos del fuero como ciudadano vecino de esa Provincia, 

aunque su directorio esté constituido y funcione en el estran- 
gero. 



Caso. — D. Juan Guelbenzu por D« Ernestina Zucchi, en 
virtud de poder en que se espresa ser esta de estado viuda, 
entabló demanda contra la Empresa del Ferro-Carril & la Ense- 
nada, por la cantidad de 10,000 pesos, en que estima los daños 
sufridos á causa de lesiones qte recibió viajando en uno de los 
trenes de dicha Empresa, y que atribuye á faltas cometidas por 
sus empleados en el cumplimiento de sus deberes. Para demos- 
trar la competencia del Juzgado, acreditó que la señora Zucchi 
es italiana, é hizo presente que la Compañía Anónima demandada 
establecida en esta Capital, debía considerarse vecina de ella, 



DE JUSTICIA NACIONAL 33 

conforme á lo dispuesto por el articulo 9^ de la ley sobre juris- 
dicción délos Tribunales Federales. 

Corrido traslado de la demanda, D. Antonio E. Martínez por la 
Empresa, sin contestarla, opuso las excepciones de falta de per- 
sonalidad en la demandante y la de incompetencia del Juzgado. 

Bespeoto de la primera, dijo: que tenía por hecho público y no- 
torio que D* Ernestina Zucchi era casada y que su marido vivía en 
esta ciudad ; y entre tanto, aquella no solo no presenta la venia 
del caso, sino que se dice viuda en el poder, faltando á la verdad. 

Bespecto de la excepción de incompetencia, dijo : que la Com- 
pañía demandada, es una persona jurídica estrangera, sin do- 
micilio legal en la Bepública. Que en efecto, ni las leyes de la 
Provincia de Buenos Aires, de 90 de Agosto de i 857, 26 de 
Junio del mismo año y 9 de Enero de 1854, á que debe su 
origen el Ferro-Carril á la Ensenada, ni los contratos sucesivos 
celebrados en virtud de estas leyes por el Poder Ejecutivo, el 
primero con D. Alfonso Selievre en 16 de Febrero de 1860, y el 
segundo con D. Guillermo Weehlright en 90 de Mayo de 1863, 
exigía que la Sociedad anónima que autorizan á formar para 
esplotar la concesión, tenga su domicilio en el país; y es sabido 
que el Directorio de la Compañía se halla constituido y funciona 
en Londres, no teniendo aquí sino mandatario con poderes revo- 
cables y subordinados á él. Que por tanto, se trata de una 
Sociedad estrangera y con domicilio en el estrangero, hecho 
autorizado por las disposiciones del artículo 44 y del inciso 3^, 
artículo 90 del Código Civil. 

Pidió que se admitieran las excepciones opuestas, con costas 
á la parte aotora. 

Corrido traslado de las excepciones, lo evacuó el apoderado 
de la demandante, acompañando esta vez un poder en que esta 
se dice de estado soltera ; y pidió que se rechazaran con costas 
dichas excepciones. 

Bespecto de la de falta de personalidad, dijo : que la deman- 

T. IX 
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dante era soltera y si en el anterior poder se espresaba que era 
Tiuda, esto se debía á que habiendo tenido hijos sin contraer 
matrimonio, se decía siempre viuda por motivos de moralidad, 
fáciles de comprender ; y siendo esto así, la excepción era impro* 
cedente. 

Bespecto de la incompetencia, dijo : que la claridad de los 
términos del artículo 9"^ de la ley sobre jurisdicción y competen- 
cia de los Tribunales Federales, no admitían duda respecto de la 
aplicabilidad de su disposición al caso actual ; pues según ella 
la corporación anónima que hace sus negocios en una Provin- 
cia, se reputa ciudadano para los efectos del fuero : y en este 
caso se encuentra la demandada. Que nada significa que las leyes 
provinciales ó los contratos que autorizaron la compañía^ guar- 
den silencio respecto de la nacionalidad ó domicilio de la mis- 
ma, porque estos son puntos que deben determinarlos y los han 
determinado las leyes nacionales que no pueden ser modificadas 
por las locales. Que la disposición del artículo 9"^ citado^ es de 
orden público y comprende á la Empresa aunque la existencia 
de esta sea de fecha anterior, puesto que ella no puede tener 
derechos adquiridos contra una ley de orden público. Que final- 
mente, el domicilio de la Empresa demandada en esta ciudad, 
es un hecho notorio ; asi como el de que hace sus negocios en el 
país, recibiendo la protección de las leyes del Estado. 

Se recibió después el incidente á prueba con declaración de 
que la Empresa demandada debía justificar que la actora es 
casada y que su esposo reside en esta ciudad. 

Notificado del auto de prueba el representante de la Empresa 
pidió su reposición, fundándose en que al oponer excepciones no 
había afirmado como hecho que le constaba de un modo seguro , 
que la actora era casada y que su marido vivía en esta ciudad, 
sino que, tenía por público y notorio que ello era así; y que 
averiguaciones posteriores le convencían que estaba en error al 
creer que la actora era casada con el padre de sus hijos. 
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En consecuencia el Juez dictó el siguiente: 

Auto de Jnes Federal 

Buenos Aires, Abril 80 de 1890. 

« 

BecoDOciendoesta parte que por error ha afirmado que la de- 
mandante era casada, lo que hace desaparecer el fundamento 
de la excepción de falta de personería, y la excepción misma, 
puesto que en el poder presentado por su actual representante, 
el oficial público que lo autoriza establece que es persona hábil 
para comparecer por sí misma en juicio, por ser soltera y mayor 
de edad, déjase sin efecto el auto de pruebas en la parte recar- 
rida y autos como están llamados para resolver sobre la excep- 
ción de incompetencia. 

Tedin. 

Fulla del Jues Federal 

Buenos Aires, Junio 14 de 1889. 

Y vistos: para resolver la excepción de incompetencia propues- 
ta en el escrito de foja 1i por la Empresa demandada, fundada 
en el hecho de ser una sociedad estrangera, sin domicilio legal 
en la República, de donde resultaría que ambas partes litigan- 
tes son estrangeras. 

T considerando : Que de la misma esposicion de la Empresa 
demandada, contenida en el referido escrito, resulta que el 
Ferro-Carril de Buenos Aires á la Ensenada pertenece á una 
sociedad anónima, autorizada por el Gobierno de la Provincia 
de Buenos Aires, por las diversas resoluciones que allí se citan 
para su construcción y esplotacion, de cuya autorización nace su 
capacidad legal como sujeto del derecho de los bienes. 
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Que según el articulo 9"^ de la ley sobre jurisdicción y compe- 
tencia de los tribunales nacionales, de catorce de Setiembre de 
mil ochocientos sesenta y tres, las corporaciones anónimas 
creadas y haciendo sus negocios en una Provincia, son reputadas 
para los efectos del fuero, como ciudadanos vecinos de la Pro- 
vincia en que se hallan establecidas, cualquiera que sea la na- 
cionalidad de los socios actuales. 

Por estos fundamentos y los del precedente escrito : no ha 
lugar, con costas, á la referida excepción, y contéstese la de- 
manda en el término legal. Repóngase la foja. 

Virjüio M. Tedin. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 37 de 1890. 

Suprema Corte: 

La resolución del señor Juez de Sección está perfectamente de 
acuerdo con la prescripción de la ley de jurisdicción y compe- 
petencia que recuerda y la jurisprudencia establecida por y. E. 
en numerosos casos de igual naturaleza. 

Sírvase V. E. confirmarla. 

Eduardo Costa. 



Wmilu úe la Suprema C^rte 

fiaenos Aires, Abril 22 de 1890. 

Vistos: Tratándose de una compañía cuya existencia y forma- 
ción aparece haber sido autorizada por leyes especiales de la 
Provincia de Buenos Aires, sobre la base de la previa presenta- 
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cíoD 7 examen por su Gobierno de los reglamentos que se diere y 
dpmás condiciones fijadas en ellas, y teniendo además de las au- 
toridades de dicha Provincia la concesión de su vía, en cuyo caso 
debe entenderse de aplicación lo dispuesto por el artículo nove- 
no de la Ley Nacional sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Federales de catorce de Setiembre de mil ochocien- 
tos sesenta y tres. 

Por estos y los fundamentos concordantes del auto apelado de 
foja veinte y ocho y vista del señor Procurador General, de foja 
treinta y nueve, y de conformidad además á lo resuelto por esta 
Suprema Corte en los casos que se registran en el tomo veinte y 
dos,página doscientos veinte y cinco y veinte y seis de sus Fallos; 
confirma con costas el auto citado de foja veinte y ocho, en 
cuanto por él se declara que el conocimiento de esta causa corres- 
ponde á la Justicia Federal. Repuestos los sellos devuélvanse. 

benjamín YICTORICA. — FEDERICO IB ARGÜREN. 
— C. S. DE LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. 
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CADSA K.TII 



D. Cataldo Biondi, contra D. Benito Sánchez, por cobro de 

pesos; sobre competencia 



Sumario. — El endoso de un pagaré hecho después de la 
quiebra del firmante debe ser reputado como una cesión civil ; 
7 en tal caso, si el cedente y el demandado son argentinos, la 
cobranza de él no corresponde al fuero federal. 



Caso. — D. Alejandro Sánchez, por D. Cataldo Biondi, se 
presentó ante el Juzgado, con un pagaré que dice así: 

< Por pesos fuertes 4355.73 centavos. A los tres meses de 
aviso previo, pagaré á D. Desiderio Onieva, 6 á su órden^ la 
cantidad de cuatro mil trescientos cincuenta y cinco pesos, seten- 
ta y tres centavos fuertes oro, y más el interés de uno por ciento 
mensual pagadero trimestralmente 6 en su defecto capitalizán- 
dose con cargo del mismo rédito, por igual suma y especie que 
he recibido de él en préstamo. — Corrientes, Junio 14d3 1879, — 
Por Cayetano Resoagli hermanos : Pedro Resoagli. — Piador : 
Benito Sánchez >. 

Al dorso del pagaré existe el siguiente endoso : « Corrientes, 
Octubre 28 de 1887. — Pagúese á la orden del Sr. Cataldo 
Biondi por igual valor recibido. Desiderio Onieva*. 

En vista de este pagaré pidió el apoderado de Biondi, con e 
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fin de preparar la acción ejecntÍTa, que se citara al fiador D. 
Benito Sánchez y al endosante D. Desiderio Onieva, para que 
comparecieran á reconocer sns firmas. 

Para acreditar la competencia del Juzgado por ser estrangero 
el demandante j argentino el demandado, ofreció información 
de testigos. 

£1 Juez mandó recibir la información, disponiendo, además, 
que los testigos fueran preguntados por la nacionalidad del 
endosante Onieva. 

Los testigos declararon que Biondi era italiano ; y Sánchez y 
Onieva argentinos. 

WwMm úel Jims Federal 

Corrientes, Junio 25 de 1888. 

T Tistes: D. Alejandro Sánchez, apoderado de D. Cataldo 
Biondi, se presentó pidiendendo que D. Benito Sánchez, fiador 
de un pagaré, á la orden, otorgado por la extinguida sociedad 
de Cayetano Besoagli hermano, á favor de D. Desiderio Onieya 
reconozca su firma á fin de preparar la acción ejecutiva. Que 
Onieva le ha endosado el pagaré abonándole su valor, y pide 
que este reconozca también su firma. Recibida la información 
sumaria ofrecida^ para justificar el fuero, resulta de ella que el 
fiador D. Benito Sánchez y el endosante D. Desiderio Onieva 
son argentinos y D. Cataldo Biondi es estrangero. 

T considerando: 1^ Que según lo dispone el artículo 8* de la 
ley nacional de competencia, para que una cansa surta fuero, 
en razón de la diversa nacionalidad ó vecindad de las partes, es 
menester que el derecho que se disputa pertenezca originaria- 
mente, y no por cesión ó mandato á ciudadanos estrangeros 6 
vecinos de otras provincias, respectivamente, de donde resulta 
que aunque un argentino ceda un crédito á un estrangero, ó viee- 
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versa, la cesión no hace surtir él fuero si la cansa no pertenecía 
al fuero nacional por la diversa nacionalidad 6 vecindad del 
acreedor j deudor originarios; pero esta regla sufre una escep- 
cion respecto de las letras de cambio ó billetes á la orden 6 al 
portador trasmisibles por endoso ; en tales casos como la pro- 
piedad del crédito se trasmite al endosatario por el endoso sin 
necesidad de notifieacion 6 consentimiento del deudor cedido, 
aunque el endoso sea una verdadera cesión, puede el endosatario 
estrangero demandar al deudor argentino, aunque el cedente 
fuese de la misma nacionalidad que este, pues se supone que ha 
habido un nuevo contrato entre el cesionario y el deudor. 

^'^ Que el pagaré endosado por D. Desiderio Onieva á D. 
Gataldo Biondi^ aunque está concebido ala orden, no ha podido 
ser trasmitido por la vía de endoso, 6 mejor dicho, el endoso 
I echo por el primitivo acreedor, señor Onieva, á favor de 
Biondi, no le ha trasmitido la propiedad del crédito ; pues el 
pagaré no está estendido á plazo fijo, sino á tres meses de aviso 
previo, siendo este un plazo incierto dependiente de la voluntad 
del acreedor. 

Según el artículo 910 del Código de Comercio, los vales, 
billetes 6 pagarés que son considerados como letras de cambio 
j trasmisibles por endoso, son aquellos que contienen obliga- 
ciones de pagar cantidad cierta á plazo fijo, á persona determi- 
nada cuando están concebidos á la orden ; pero se ve que el 
pagaré de foja 2 carece de uno de los requisitos esenciales para 
ser considerado como letra de cambio, y es el de no tener plazo 
fijo, y aunque podría decirse que esta circunstancia lo pone en 
el mismo caso que á una letra girada á tantos dias 6 meses de 
vista, no hay identidad en este caso, porque el tenedor de una 
letra á dias ó meses de vista, está obligado á remitir un ejem- 
plar para su aceptación en la primera ocasión oportuna que se 
presente, no pudiendo nunca exceder el tiempo que trascurra 
hasta la salida del segundo correo que lleve correspondencia 
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para el logar del girado ó aceptante, so pena de quedar perju- 
dicada la responsabilidad de todos los endosantes anteriores 
(art. 829 del Cód. de Gom.). En el presente caso el pa- 
garé ha sido endosado después de ocho años de otorgado, sin 
que haya constancia de haberse dado aviso al deudor para el 
pago, ni de haberse protestado por falta de pago á su venci- 
cimiento. 

3"" Que además, el pagaré firmado por D. Pedro Besoagli, k 
nombre de la sociedad Cayetano Resoagli hermanos, bajo la 
fianza de D. Benito Sánchez, aún dado el caso que fuese un 
pagaré que llena las condiciones necesarias para ser trasmisible 
por endoso, como las letras de cambio, habiendo quebrado la 
sociedad deudora, se considera de plazo vencido, puesto que la 
letra puede protestarse antes de su vencimiento, si el que debe 
pagarla se constituye en quiebra (art. 901 del Cód. de Com.), 
siendo principio establecido por el artículo 1544 del mismo, que 
el estado de quiebra hace exigibles todos los créditos pasivos 
del fallido, aunque no se hallen vencidos; y las letras de cam- 
bio vencidas no son endosables, su propiedad se trasmite en la 
forma establecida en el título de la cesión de créditos no endo- 
sable8(art. 812 del citado Cód.) ; por lo tanto, si el pagaré no es 
endosable, D. Cataldo Biondi solo puede ser considerado como 
un cesionario de un crédito no trasmisible por la vía de endoso, 
que no tiene derecho, aunque sea estrangero, para demandar & 
un argentino ante la justicia federal, si su cedente no es tam- 
bién estrangero, como lo establece el artículo 8^ de la ley de 
competencia. 

Por estos fundamentos: se declara incompetente este Juzgado 
para conocer de la demanda que pretende entablar D. Cataldo 
Biondi contra el fiador D. Benito Sánchez, por cobro del pagaré 
de foja 2. Hágase saber con el original y repóngase. 

Carlos Luna. 
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Notificado de esta resolución, el actor espresó : que por creerlo 
innecesario al iniciar su gestión, no había presentado la cons- 
tancia de haberse dado al fiador Sánchez el aviso á que alude 
el pagaré; que ese aviso consta en la carta que exhibe, y por 
tanto, el término de la obligación estaba fijado, quedando así 
el pagaré en las condiciones exigidas por el artículo 915 del 
Código de Comercio; que pedía se ordenara la citación que 
tenía solicitada ó en caso contrario se lo concediera apelación. 

La carta presentada por la parte aparece firmada Benito 
Sánchez, lleva la fecha de 6 de Agosto de 1887 y es dirijida á 
D. Desiderio Onieva. Se acusa recibo de una del dia anterior, 
y le dice que en el acto pasó á ver á la familia del Sr. Resoagli, 
por haberle ella asegurado hace tiempo que llenaría el crédito 
y que por su parte no solo gestionaría porque así suceda, sino 
que lo ayudará. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 28 de 1890. 
Suprema Corte : 

El señor Juez de Sección abundando en fundamentos, á mi 
juicio irrecusables, demuestra de una manera evidente que 
el pagaré de foja 1, no es un documento trasmisible por 
endoso. 

La aplicación que de tal antecedente hace entonces la sen- 
tencia recurrida á la ley de jurisdicción y competencia, es 
notoria y forzosa y ha de servirse Y. £. confirmarla. 

Eduardo Costa. 
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Fallo úe la Suprema Corta 

. Buenos .iires, Abril 33 de 1890. 

Vistos: Afirmándose sin contradicción que el endoso del pagaré 
de foja dos, que sirve de base á la presente ejecución, ha sido 
otorgado con posterioridad á la qniebra del deudor, en cuyo 
caso dicho endoso debe ser reputado como una cesión paramente 
civil, con arreglo á lo dispuesto por el artículo ochocientos doce 
del Código de Comercio ; y resultando que tanto el cedente Don 
Desiderio Onieva como el demandado, son argentinos. Por esto 
7 los fundamentos concordantes del auto apelado de foja nueve: 
se confirma con costas dicho auto y repuestos Ioh sellos devuél- 
vanse. 

BER JAMIlf YICTORICA. — FEDERICO IBARGÜREN. 
— G. S. DE LA TORRE. — ABEL RAZAN. 



CACSA I^TIII 



Criminal contra Don A. Bl(ms8on;por contrabando. 

Sumario. — La invocación del error que no resulta ser mani- 
fiesto é imposible de pasar desapercibido, no exime de la pena 
del comiso. 



Caso. — Lo refieren los siguientes documentos: 
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PARTE DEL SCB-INSPEGTOR DE ALMACENES 

Buenos Aires, Agosto 11 de 1888. 

Ál señor Alcaide encargado de los Depósitos del Sud, D. Pedro 
G. Costa. 

Doy cuenta á Yd. que al verificar el despacho N® 54.658 del 
rapor francés Medoc, registro 1410, entrado al puerto en 31 de 
Julio de 1888, j en el que se pide dos cajones marca G. S. X. C. 
números 212 7 215, conteniendo diez docenas forros de seda 
para sombreros, cinco docenas forma tul ó cañaba para sombre- 
ros, una docena gorras de seda para niñas, diez docenas de som- 
breros junco para baño para hombre y niños, sesenta kilos fun- 
das de papel para sombreros, veinte kilos alas de lienzo engo- 
madas, cinco kilos tafilete de cuero para hombre, y un surtido 
de artículos diversos para sombreros (valor 20 pesos), pedidos 
á despacho por A. Blousson, resultan contener dichos dos cajo- 
nes, ciento noventa (190) kilos géneros de seda para vestidos de 
señoras, catorce gruesas botones finos forrados en seda, para 
señora, y tres kilos quinientos treinta gramos pañuelos de seda 
en cajas. 

Quedando así demostrado que en nada se asemeja lo manifes- 
tado á lo que contienen dichos cajones, y como este caso está 
previsto por los artículos 128 y 930 de las Ordenanzas de Adua- 
na, lo pongo en su conocimiento para los fines consiguientes. 

Dios guarde áYd. 

N. Nuñez. 



^ 
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INFORME DEL ALCAIDE PRINCIPAL 



Alcaidía Principal. 



Buenos Aires, Setiembre 28 de 1888. 



Señor Administrador : 



La declaración del señor A. Blousson, deja completamente 
subsistente el hecho denunciado por el Sub-Inspector de alma- 
cenes, Don Norberto Nuñes, en el parte que encabeza este es- 
pediente. 

Se trata en este caso, señor, de una falsa manifestación des- 
cubierta por un empleado en el acto en que se pretendía extraer 
la mercadería de la jurisdicción de la Aduana, á cuyo efecto el 
parcial estaba despachado en confianza por el señor vista Elap- 
pembach, y se habían satisfecho los derechos por un valor de 
40 pesos moneda nacional con 51 centavos, cantidad muchísimo 
menor que la que legítimamente corresponde á la mercadería 
que contienen los dos cajones de que se trata. 

Este hecho lo esplica el señor Blousson, manifestando que, 
por razones que se producen con frecuencia, el vapor Medoc, que 
debió conducir de Burdeos á este puerto una partida de siete 
bultos, trajo tan solo cuatro, siendo importados los otros tres 
por el vapor Equateur, posteriormente ; que al hacer los permi- 
sos de despacho, cometió el error de declarar el contenido de los 
cajones venidos en el Medoc por los del Equateur, j vice-versa 
al hacer los despachos de los cajones venidos por el Equa- 
teur. 

A cualquiera se le ocurre, y debió así proveerlo el señor Blou- 
sson, que la administración en salvaguardia de los intereses 
fiscales, no puede darle crédito bajo su palabra, por más fé que 
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ella le merezca, y mandar sobreseer este espediente, que impor- 
ta un conato de defraudación á la renta, porque él declara que, 
€ fué producido por un error inocente » que no da lugar apenas 
« puesto que para que ella sea motivada, hubiera debido produ- 
cirse una disminución en la renta». Debió^ pues, para compro- 
bar el error, citar fechas, adjuntar conocimiento, ó cualquier 
otra prueba concluyente que no dejase lagar á duda sobre la 
exactitud de su aseveración. 

A pesar de que las aduanas en sus procedimientos para la 
aplicación délas penas por contravención á sus leyes y disposi- 
ciones vigentes, no toman en consideración para nada la inten- 
ción 6 inocencia con que se producán los errores, que importan 
una infracción punible, sino que se limitan á constatar y pro- 
bar los hechos, porque de lo contrario darían lugar á que á la 
sombra del error involuntario, inocente, se abrigara el dolo y el 
fraude á la renta, á pesar de esto, esta alcaidía se permite en- 
trar en algunas consideraciones pertinentes á la declaración de 
les interesados, y tendentes á destruir las afirmaciones que en 
ella se hacen . 

El vapor Medoc entró al puerto en Julio 31 de 1888, corres- 
pondiéndole el número 1410 de paquetes, á cuyo bordo venían 
(según declaración), caatro bultos marca 6. S. X. C, de los 
siete que debió embarcar en Burdeos consignados al señor 
A. Blousson. 

Con fecha Agosto 6 de 1888, el interesado solicita el permiso 
de despacho á plaza número 54.658, en el cual pide despacho 
por dos de los cuatro cajones mencionados, con los números 212 
y 215, y declara el coitenido que detalla en su parte á foja 1 
el Sub-Inspector señor Nuñez, cuyo valor total según tarifa es 
de ciento dos (102) pesos nacionales. 

El vista señor Elappembach, despacha la mercadería con fe- 
cha Agosto 9 de 1888; con fecha 10 del mismo, se abona en te- 
sorería la suma de 40 pesos 51 centavos, que importaban los de- 
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rechos, y con fecha 11, se presenta el interesado al depósito á 
retirar la mercadería; pero el Sub-Inspector Nuñez^ seleocar- 
re practicar ana verificación previa, encontrando que los dos ca- 
jones contenían ciento noventa kilos género de seda para vesti- 
dos, y catorce gruesas botones forrados en seda, es decir, mer- 
caderías no solo distintas á las que espresaba el permiso, sino 
también de un valor por tarifa de tres mi! cuatro cientos veinte 
y siete (3427) pesos, y á los cuales habría correspondido dere- 
chos por la suma de 1036 pesos moneda nacional próxima- 
mente. 

En la fecha en que el señor Blousson presentó el despacho de 
que se trata (Agosto 6 del 88), tenía conocimiento ya, según su 
declaración, de que el vapor Medoc había traido tan solo cuatro 
de los siete cajones que esperaba, en tal caso^ si tenía duda sobre 
el contenido de ellos, y á fin de no esponerse á errores de mani- 
festación, que las ordenanzas penan, debió hacer uso de las fa- 
cultades que le concede el artículo 108, presentando el mani- 
fiesto y copia de factura, con la cláusula de ignorar contenido. 

Es conveniente también consignar, que el parte de foja 1 
tiene la fecha de Agosto 11 de 1888; que en la misma fecha fué 
citado por la oficina de sumarios para presentarse á prestar de- 
claración el señor Blousson, y que no habiéndolo hecho, la se- 
gunda citación tiene fecha 16 y la tercera 20 del mismo mes. 

En 18 del actual mes de Setiembre, recien concurre el señor 
Blousson á las tres citaciones de la oficina de sumarios, y espre- 
sa en su declaración el error de manifestación cometido, entre 
los permisos de despacho del vapor Medoc y del vapor Equa- 
teur. 

Se esplica perfectamente la demora del interesado en prestar 
declaración, si se tiene en vista que el 1 1 y 16 de Agosto, el vapor 
Equateur aún estaba en viaje, pues este vapor presentó su ma- 
nifiesto de carga ó formalizó su entrada con fecha 17 del mismo 
mes, según datos que he tomado en la oficina de Begistro. 
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Por otra parte, el permiso de despacho á plaza pedido por el 
señor A. Blonsson, por los cajones venidos á sn consignación en 
el vapor f^ua^eur, lleva el número 60.2527 ^^^ presentado en 
con¿adurla con fecha 27 de Agosto próximo pasado, es decir, 
16 dias después de descubierta por el Sub-Inspector Nuñez, la 
falsa manifestación hecha eu el manifiesto número 54.658 del 
vapor Medoc. 

Por las consideraciones espuestas, en vista de los hechos que 
quedan relacionados, que pueden ser comprobados en cualquier 
momento por documentos que existen en poder de la Aduana, 
queda sin valor alguno la objeción del señor Biousson, de que se 
trata de un error que de ningún modo puede dar lugar á pena ; 
puesto que no existe peligro para la legítima percepción de la 
renta. 

Si el 11 de Agosto hubiesen salido de la jurisdicción déla 
Aduana, los dos cajones en que se ha encontrado la infracción 
¿quién garante que los interesados hubiesen presentado el 27, 
el manifiesto número 60.252, con igual declaración de conte- 
nido? 

Eli definitiva, esta alcaidía opina, salvo el mejor parecer del 
señor Administrador, que el error que invocan los interesados, 
no puede considerarse de igual naturaleza que á los que se re- 
fiere el artículo 1057 de las Ordenanzas, y por el contrario, son 
de estricta aplicación en el caso ocurrente los artículos 1025 
y 1026. 

B. Moreno. 



RESOLUCIÓN DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 

Buenos Aires, Octubre 5 de 1888. 

Visto lo actuado: con arreglo al artículo 930 de las Ordenanzas 
de Aduana, declaro caido en comiso la diferencia del valor en- 
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contrado por el Inspector Ñoñez, en 10 docenas forros de seda 
para sombreros ; 5 docenas formas tol 6 canavápara sombreros; 
i docena gorras seda para niñas; iO docenas sombreros janeo 
de baño para hombres; 60 kilos f andas de papel para sombreros; 
20 veinte kilos alas de lienzo engomadas ; 5 kilos tafiletes de 
enero para hombre, 7 nn surtido diverso para sombreros (valor 
20 ps.), qae resoltó ser 190 kilos género de seda para vestidos; 
i4 grnesas botones finos forrados en seda para señoras» y 3 ki- 
los 530 gramos, pañuelos de seda en cajas^ de diferente especie á 
lo manifestado. 

Hágase saber á sos efectos, pase á la Contadoría 7 repóngan- 
se los sellos. 

Granel. 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Buenos Aires, Octubre S6 de 1888. 
Señor Juez : 

Que lo manifestado no era lo que contenían los cajones es 
nn hecho comprobado 7 aceptado por el recurrente. 

Pero se dice, ha habido error 7 por consiguiente ha debido la 
Administración resolver de acuerdo con el artículo 1057 de las 
Ordenanzas. 

£1 caso en que se coloca la casa, está previsto en la le7(1067 
siguientes). 

Entre tanto no se ha procedido como ella lo establece según 
resulta de autos. 

Por loque respecta á la invocación que se hace del artículo 
1057, CU70 amparo se pretende, bastará recordar que esa dis- 
posición confiere á la Administración ana facultad que puede 6 
no ejercitar segan sa propio criterio. 

T. a 4 
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Soy pues, de dictamen queV. S., debe confirmar la resolu- 
ción recurrida. 

José A. Viole. 



FaUo «el Juea Fedenü 



Buenos Aires, Octubre 24 de 1889. 

Y vistos : por las ccínsideraciones aducidas por el Procurador 
riscal, en su vista de foja 17 vuelta : se confirma la resolución 
recurrida de foja 8, y en consecuencia, repuestos que sean los se- 
llos, devuélvanse los autos á la Aduana con el correspondiente 

oficio. 

Andrés Vgarriza. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 6 de 1890. 
Suprema Corte: 

Consecuente con la manera, como ámi juicio, debe ser inter- 
pretado el artículo 1057 de las Ordenanzas de Aduana, según lo 
tengo manifestado á V. E., pido también en este caso la confir- 
mación de la sentencia recurrida, cuyos fundamentos son, por 
otra parte, claros é irrecusables. 

Eduardo Costa, 
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WmUo de lA SupreniA Corim 

Buenos Aires, Abril 33 de 1890. 

Tistes : no tratándose en el caso suJ? judice del error manifies- 
to é imposible de pasar desapercibido á qne se refiere el artículo 
mil cincuenta y siete de las Ordenanzas de Aduana, y de acuer- 
do con lo pedido por el señor Procurador General : se confirma 
con costas, la resolución apelada de foja veinte y siete, y repues- 
tos los sellos devuélvanse. 

benjamín VICTORICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — G. S. DE LA TOR- 
RE. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAN. 
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CACSA ULX 



Los herederos Rossi contra D. Alvaro Pinto, por resolución 
de contrato ; sobre recurso á la Suprema Corte 



Sumario, — En las cansas en que no se ha puesto en cnes- 
tion la inteligencia de alguna prescripción constitucional, ley 
del Congreso, ú otro acto de antoridad ejercida en nombre de 
la KacioQ, no procede el recnrso de las sentencias de los Tri- 
bunales locales para ante la Suprema Corte Federal. 



Caso. — En la causa seguida por los herederos de D. Octavio 
Bossi contra D. Alvaro Pinto, sobre rescisión de un convenio 
de compra-venta, se dictó por la Cámara de Apelaciones de 
la Capital sentencia definitiva, contra la que recurrió para ante 
la Suprema Corle el demandado Pinto. 



ACUERDO Y SERTENaA DE LA CÁMARA DE APELACIONES 

DE LA CAPITAL 

En Buenos Aires, Capital de la República Argentina á seis de 
Diciembre de mil ochocientos ochenta y nueve, reunidos los se- 
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ñores vocales de la Exma. Cámara de Apelaciones en lo Civil en 
su sala de acuerdos, para conocer del recurso interpuesto en 
los autos testamentarios de D. Octavio Bossi contra D. Alvaro 
Pinto, respecto de la sentencia corriente á foja 131, el Tribu- 
nal estableció las siguientes cuestiones : 

Primera. ¿Es justa la sentencia recurrida de foja 131 ? 

Segunda. ¿Lo es en cuanto exime de la condenación en cos- 
tas á la parte vencida ? 

Habiéndose practicado el sorteo, resultó que la votación debía 
tener lugar en el orden siguiente: doctores Sauze, Bazan, Bus- 
tos, Tofré, Aguirre. 

El señor vocal Dr . Sauze, sobre la primera cuestión es- 
puso: 

D. Alvaro Pinto compró á D. Octavio Bossi una propiedad 
que este no pudo escriturar por haber fallecido. 

En tanto se procedía al arreglo de la testamentaría, Pinto 
presentó el escrito de foja 5, pidiendo que una vez hecha la de- 
claratoria de herederos se le hiciera saber A fin de proceder á la 
escrituración y pago de precio. 

Poco tiempo antes, el mismo Pinto había dirijido á uno de 
los herederos la carta foja 6, en que reitera su compromiso de 
compra y pide contestación sobre puntos relacionados con la 
misma. 

Como un mes después, en 15 de Mayo de mil ochocientos ochen- 
ta y ocho, los herederos de Bossi piden se notifique á Pinto el 
escrito por ellos presentado (f . 7) para que el comprador espre- 
se la forma en que ha de hacerse la escritura, optando por una 
de las proposiciones establecidas en el boleto sobre la forma del 
pago del precio. 

Pinto contestó á foja 16 que era exacto lo espuesto respecto 
de la forma de pago establecida en su carta, adjunta al escrito 
de los herederos Bossi, y que en esas condiciones, aceptadas por 
aquellos, no tiene inconveniente en proceder á la escrituración 



54 FALLOS OB LA SUPREMA CORTE 

Los herederos Bossi, á quienes confirió traslado el Juez, lo 
evacuaron, aceptando las proposiciones de Pinto. 

Esto tenía lugar en veinte y dos, veinte y ocho y treinta de 
Junio del año pasado. 

En cuatro de Julio, el inferior manda otorgar la escritura, 
debiendo el comprador depositar previamente el precio. 

He insistido en estos detalles, porque habiéndose hecho fuer- 
za con las demoras y trabas, opuestas por el comprador* era 
justo dejar establecido que hasta la fecha del auto que dejo re- 
cordado, lejos de haber demostrado Pinto el deseo de obstaca- 
lizar la escrituración, es él por el contrario quien aparece ur- 
giendo á los herederos para llevarla á cabo. 

Algunos dias después de la escrituración de pago, Pinto se 
presentó con el escrito de foja 28, proponiendo nuevo escriba- 
no, y el heredero D. Octavió Bossi en conocimiento de ese he- 
cho, pide se intime nuevamente al comprador la oblación del 
precio bajo apercibimiento, pero sin especificarlo. El Juez pro- 
veyó : € Intímese como se pide » . 

Notificado el apoderado de Pinto de ese proveído, dentro de 
tercero dia, pide próroga para la oblación por hallarse enfermo 
su poderdante. El Juez da traslado y el heredero D. Octavio 
Bossi se opone pidiendo se haga efectivo el apercibimiento, y se 
dé á Pinto por desistido de la compra. 

Como los demás herederos pidieron al Juzgado nueva inti- 
mación de depósito dentro de veinte y cuatro horas, bajo aper- 
cibimiento de dejar sin efecto la venta, el juzgado no hizo lu- 
gar á la próroga pedida por el comprador y le intimó nueva- 
mente la oblación bajo apercibimiento de lo que hubiere lugar 
por derecho. 

Es claro, pues, que hasta este momento, subsistía el derecho 
de Pinto para escriturar, ly por lo tanto para facilitar el estu- 
dio de la causa, dejando esto sentado, corresponde inquirir 
ahora si posteriormente ha perdido Pinto ese derecho. 
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Notificado de la niieYa intimación, el demandado manifiesta 
no tener inconveniente para efectuarla, pero pide certifique la 
oficina de hipotecas sobre la libertad de gravamen y la inscrip- 
ción del título en el registro de la propiedad. El Juez de oficio 
no hizo lugar, con fecha cuatro de Agosto, notificándose el apo- 
derado de Pinto en diez del mismo. 

En diez y siete de Agosto, D . Octavio Bossi á mérito de ha- 
ber incurrido Pinto en el apercibimiento, pide se rescinda la 
venta, y el Juez da traslado en veinte y uno de ese mes, noti- 
ficándose Pinto al dia siguiente. En treinta y uno de Agosto, 
el mismo heredero Rossi acusa rebeldía y esta es declarada en 
cinco de Setiembre . 

En la misma fecha en que el Juez mandaba certificar al se- 
cretario sobre el vencimiento del término, Pinto presentaba su 
escrito de foja 51, al que acompaña el recibo de oblación y re- 
caba la posesión por haber cumplido por su parte el contrato. 

El señor Melian Lafinur, por su esposa, uno de los herederos, 
se manifestó conforme con la oblación, aunque con este motivo 
surgieron dificultades entre él y su esposa sobre el derecho de 
aquel para espedirse en tales términos, pero los demás herederos 
se opusieron á dicha oblación tachándola de tardía, y pidiendo 
de acuerdo con lo proscripto en el inciso 3^ del artículo 1375 
del Código Civil, se declarase rescindida la venta. 

Así se encuentra actualmente trabado el pleito, sosteniendo 
la parte de Pinto la legalidad de la oblación y por lo mismo su 
derecho de llevar adelante la escrituración, en tanto que los he- 
rederos de Rossi entienden que el convenio con aquel ha fene- 
cido, por haber caducado su derecho para obtener la escritura- 
ción de la propiedad comprada. 

Es precepto dominante en nuestra legislación civil, que en 
ausencia de pacto comisorio, los contratos no se disuelven aunque 
una de las partes no cumpla sus estipulaciones, acordándose 
solo el derecho de pedir su cumplimiento (Cód. Giv. , art. 1204). 
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No conteniendo el convenio celebrado entre Pinto j Rossi pac- 
to alguno comisorio, se toca la yerdadera dificultad cuando se 
trata de averiguar si el apercibimiento con que ha sido conmi- 
nado Pinto parü proceder al pago previo del precio, ha im- 
portado una condición resolutoria como la del pacto comi- 
sorio. 

En primer término, debo observar que, como resulta de la re- 
lación de antecedentes que dejo hecha, Pinto no fué nunca con- 
minado con apercibimiento de quedar sin efecto el contrato co- 
mo se pidiera. El reoaido por primera vez fué simple, y el de- 
cretado por segunda vez, con la cláusula de lo que hubiere la- 
gar por derecho. 

Este antecedente reviste desde luego la mayor importancia, 
puesto que este Tribunal, en presencia de la gravedad de una 
intimación de la que puede depender la pérdida de derechos, 
ha juzgado siempre necesario, para que el cominnado obre con 
pleno conocimiento de causa, que se haga mención espresa del 
alcance del apercibimiento. 

Entre otros casos, puedo recordar lo que tiene establecido 
sobre la absolución deposiciones, exigiendo que en la cédula de 
comparencia, se determine claramente el efecto de la inasis- 
teoeia, para que esta pueda producir los efectos legales apare- 
jados por la ley, al que es citado bajo apercibimiento de ser te- 
nido por confeso. 

Apercibido pues Pinto para la oblación, ha podido entender 
válidamente que la interpelación de que era objeto, le consti- 
tuía en mora y le hacía pasible de sus efectos, pero no que se 
tratara de la caducidad de su derecho acordado por el boleto 
dé compra. 

Con efecto, y aquí entro á apreciar la cuestión suA judice 
bajo otra de sus fases, habiéndose seguido los procedimientos 
de este juicio en el sentido de obtener de Pinto el cumplimiento 
de w contrato, persiguiéndose el pago del precio, la acción no 
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podía cambiarse bruscamente, pasando de la vía de cumplimien- 
to á la de rescisión si se me tolera la frase. 

Nuestro Código aún con referencia al caso de pacto comiso- 
rio establecido en el contrato, es bien terminante cuando dice 
en el artículo 1374, inciso 3^: c puede el vendedor á su arbitrio 
demandar la resolución de la venta 6 exigir el pago del precio. 
Sí prefiriese este último espediente, no podrá en adelante de- 
mandar la resolución del contrato >. 

Que en este caso lo que persiguían los herederos Bossi era el 
pago del precio v no la resolución de la venta, está por demás 
decirlo después del examen que dejo hecbo de las constancias 
de autos. 

Pero sea de ello lo que fuere, ese mismo artículo del Código 
cuya aplicabilidad no puede desconocer la testamentaría, pues- 
to que lo ha invocado para sostener la procedencia de la resci- 
sión, suministra otro argumento poderoso para la parte de Pin- 
to ; 7 es que determinada la mora por la inejecución de Pinto, 
no se seguía tp$o facto, de acuerdo con ese artículo, la resolu- 
ción del contrato, sino solo el derecho de demandarla, lo que es 
bien distinto. 

También en el contrato de locación, la falta de pago de dos 
períodos consecutivos de alquiler, da derecho á la resolución 
del contrato, y este Tribunal, fijado el genuino alcance de tal dis- 
posición legal, tiene establecido en Inuchos casos que esa falta 
de pago, da derecho para demandar la rescisión, pero que no 
importa dar desde luego por disuelto el contrato. 

ITna cosa es demostrar la mora en que incurrió el contratan- 
te qne, como Pinto al presente, no obla cuando se le ordena, y 
otra cosa la resolacion del contrato que debe ser siempre de- 
mandada para qne los Jueces se pronuncien sobre su procedencia. 

La mora por la inejecución de las obligaciones recíprocas in- 
herentes ¿ los contratos consensúales, es el punto de arranqae, 
es el término habilitante para que el estipulante perjudicado 
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inicie la vía de apremio para el camplimiento de lo pactado, 6 
busque quedar desligado de su compromiso. 

Así es de derecho y de equidad. 

Nuestra legislación está calcada bajo la base de la más per- 
fecta igualdad de derechos y obligaciones en los contratantes, 
y es incuestionable que ella se quebrantaría si en manos de un 
vendedor estuviera perseguir el cobro del precio cuando este 
sea el justo valor ó la encuentre ventajosa, para cambiar luego 
de acción y pedir la rescisión tan pronto como se ha producido 
un aumento en los valores ; en tanto que el comprador en uno y 
otro caso, estaría espuesto á quedar perjudicado, pagando el 
justo precio si la cosa desmerece ó quedándose sin ella si sa 
valor aumenta. 

Y no se diga que en mano del compradoi está obviar la di- 
ficultad, pues que si hay demora puede ser también imputada al 
vendedor, á quien incumbe igualmente urgir por el cumplimien- 
to de lo convenido. 

Si el vendedor no entrega la cosa al tiempo fijado en el con- 
trato, el comprador puede pedir la resolución de la venta ó la 
entregado la cosa (art. 1412). ¿Por qué? por la razón de la 
igualdad de derechos y obligaciones, para no quebrantar el prin- 
cipio fundamental ya citado, de que la falta de cumplimiento 
en ausencia de pacto comisorio no autoriza la rescisión. 

Podrá pedir, dice el artículo, lo que por cierto no equivale 
á dar por disuelto el contrato, cual si mediara condición reso- 
lutoria. 

Ahora bien^ en el caso sub judies^ se ha pedido sí la resci- 
cion, pero lejos de llegarse hasta el pronunciamiento judicial 
que la decretara, consta de autos, como se ha visto, que antes 
de la rebeldía de la contestación de la demanda se declarase 
por el inferior^ y en el mismo dia en que el actuario espedía su 
certificado, el depósito quedaba hecho en el Banco y el com- 
prador manifestaba su propósito de escriturar. 
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¿Cómo proveerse^ pues, de acuerdo con la demanda, cnando 
ni lugar á jnicio sobre la rescisión queda librado al fallo judi- 
cial? 

¿Era el caso de proveerse como lo determina el Código de 
Procedimientos para con los rebeldes? No, porque la rebeldía 
no produce sus efectos hasta que es notificada en la forma que 
prescribe el artículo 433 de aquel Código, y al presente ni no- 
tificado fué en forma alguna Pinto del auto que declara la re- 
beldía; no, también, porque la rebeldía quedaba purgada con 
la presentación de Pinto antes de ser decretada, sino á efecto 
de que se tuviera por contestada la demanda ; si, á efecto de 
que el juicio siguiera adelante y no fuese aplicable al artí- 
culo 434. 

Pero sobre todo esto, agregaré que el juicio ordinario en re- 
beldía, no tiene aplicación al caso sub judtce en que no se 
trata de falta de comparecencia al emplazamiento ó abandono 
del juicio que exige el artículo 433, sino solo de una rebeldía 
parcial por no haberse evacuado en tiempo el traslado de la de- 
manda. 

£1 auto de foja 42 vuelta que dio traslado del escrito, en que 
después de sostenerse que Pinto había incurrido en el aperci- 
bimiento decretado, se recaba la rescisión del contrato, fué 
consentida por todos ellos. 

¿Qué quiere decir esto? ¿Puede desconocerse que tal escrito 
sea una verdadera demanda de rescisión? Si estuvieran aún 
dentro de la vía de apremio para el pago del precio, ¿ cabría se- 
mejante traslado para hacer efectivo nn upercibimiento ya re- 
petido ? No. Demostrada la mora del comprador en el cumpli- 
miento de sus obligaciones, se encontraba la testamentaría en 
presencia de dos caminos: el de seguir ejecución para el pago 
del precio, ó de demandar la rescisión, haciendo uso del dere- 
cho acordado en el artículo 1375 del Código Civil ; y para que 
no quepa duda de que era el que sirve de apoyo á la demanda 
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los mismos herederos se han encargado de demostrarlo con su 
escrito de foja 55 y los subsiguientes. 

Y bien': el término para contestar una demanda es de nueve 
diaSy de modo que notificado Pinto en veinte y dos de Agosto 
(f . 43) cuando presentó su escrito con el depósito foja 51 , es- 
taba aún en tiempo para contestarla, desde que entre el veinte 
y tres de Agosto en que arranca el término hasta el primero de 
Setiembre, solo iban trascurridos ocho dias hábiles. 

Toda cuestión desaparece pues, en presencia de este argu- 
mento que es de estricta verdad . 

Nuestro Código s(^ ha separado del francés y ha seguido al 
de Austria en lo relativo á los efectos de la inejecución de un 
contrato en que no se ha establecido el pacto comisorio. 

Así lo dice la nota al artículo 1432 donde se lee: c Las con- 
diciones resolutorias tácitas no nacen de los contratos... Solo 
hay pues lugar á la acción que da el contrato con los daños é 
intereses que debe satisfacer el que no lo cumpliese > . 

¿ Se opone á este principio, que como dejo dicho es domi- 
nante en nuestra legislación, el artículo 1187 del mismo Có- 
digo que ha suministrado al apelante su más poderoso argu- 
mento en el informe in voce que ha producido ante la Cá- 
mara? 

Contesto resueltamente que ño, ni por su espíritu ni por su 
letra. 

No lo primero, porque no se esplicaría contradicción tan fla- 
grante autorizando la existencia de una cláusula rescisoria tá- 
cita, en el mismo título en que se ha sentado el princiqio de que 
la falta de cumplimiento de uno de los contratantes no autoriza 
al otro para dejar de cumplir el convenio. No lo segundo, por- 
que el mismo texto del artículo dice: cía parte que resis- 
tiese hacerla (la escrituración) podrá ser demandada por la 
otra para que otorgue la escritura pública, bajo pena de resol- 
verse la obligación en el pago de pérdidas é intereses». 
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¿ Cómo se establece la resistencia? 

Por la mora. ¿ Cómo se determina esta ? Por la interpelación. 

Es lo qne había consegaido la parte de la testamentaría 
cuando pidió la rescisión. 

Demostrada la mora de Pinto en el cumplimiento de la obli- 
gación de escriturar, llegaba el momento de seguirse ejecución 
para obtener el depósito del precio ó la rescisión, resolviéndose 
la obligación en el pago de pérdidas é intereses lo mismo que 
como hemos visto está legislado en el contrato de compra- 
venta. 

Se dice que la testamentaría no tiene título par& ejecutar, pe- 
ro se olvida sin duda del que le acuerdan los autos ejecutoria- 
dos mandando oblar el precio. 

£1 vendedor optó, es cierto, por la rescisión, pero no llegó el 
caso de que esta fuera decretada por el fallo judicial, pues que 
como hemos I visto, el comprador cumplió su obligación antes 
de fallarse la causa. 

Como pudiera observárseme que el artículo 1187 estaría de- 
más si la inejecución hubiera de producir los efectos generales 
legislados para los contratos, contesto que no debe echarse en 
olvido que sin ese artículo no podría tener lugar la efectividad 
de los derechos que él consagra, puesto que el contrato se en- 
cuentra afectado por la nulidad fulminada en el artículo 
1184. 

Si para que un contrato se rescinda por falta de cumplimien- 
to de una de las partes, se necesita pacto comisorio, es á mi jui- 
cio bien evidente que la falta de cumplimiento á lo convenido, 
no haya de producir unos mismos resultados cuando no hay tal 
pacto y cuando él existe. 

Ahora, si el pacto comisorio no resuelve la obligación, sino 
que solo da derecho á pedir la disolución, ¿ cómo podría la sola 
demanda en que se pide el cumplimiento del contrato, cuando 
tal pacto no existe, autorizar la rescisión? 



^ 
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La interpelación jadicial para el cumplimiento del contrato, 
es la que viene á soplir el pacto comisorio. Declarada la mora 
del interpelado, la resolución judicial que la establece, produce 
los efectos de la cláusula rescisoria inherente al pacto espreso^ 
y es desde entonces que el perjudicado tiene espedita su acción 
para demandar la caducidad de su obligación. 

No veo otro modo de dar su efecto propio al pacto comisorio 
y de impedir que se infrinja el precepto de que los contratos 
no se disuelven por la falta de cumplimiento de uno de los con- 
tratantes. 

Y no puede decírseme que de acuerdo con esta doctrina, que- 
da sin sanción penal el demandado que no concurre al cumpli- 
miento de su obligación, lo que haría que el obligado dejara 
vencer el término del apercibimiento para luego cumplir la 
obligación, cuando se le demandara el pago 6 la resci- 
cion. 

De ninguna manera. Y es precisamente porque encuentro 
previstas y castigadas esas situaciones en que puede encon- 
trarse el obligado moroso, que me ratifico en el juicio que emi- 
to en este asunto. 

El^codificador argentino, después de enumerar los efectos de 
las obligaciones respecto del acreedor, dice en el artículo 508: 
cEl deudores igualmente responsable por los daños é intereses 
que su morosidad causara al acreedor en el cumplimiento de sn 
obligación ». 

Pinto estaba obligado á escriturar en tiempo, ¿no lo ha efec- 
tuado? luego debe dañóse intereses, ¿de qué? de los que su 
morosidad ha caUrSado. ¿Cuáles son estos? no pueden ser los que 
corresponderían aun contratoque se rescinde, puesto que enton- 
ces tanto efecto produciría el contrato sin pacto comisorio 
como con él. Luego son los perjuicios del cumplimiento tardío, 
es decir, que aunque esté conforme ahora con escriturar, si ha 
causado perjuicios, concurriendo tardo ala escrituración que no 
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ha tenido motivo pasa resistir (hablo hipotéticamente) debe re- 
sarcirlos d sa contrario. 

Nada más, nada menos ¿ Cómo se esplicaría de otro modo que 
á renglón segaido Tenga el artículo 511 prescribiendo: «qne el 
deudor de la obligación es también responsable de los daños é 
intereses, cuando por culpa propia^ ha dejado de cumplirla» ?• 

¿Este artículo no comprendería todos los casos si aquel otro 
no fuese especial para la mora en el cumplimiento ? 

No me cabe duda en presencia del artículo 512 siguiente, que 
dice : c la culpa del deudor en el cumplimiento de la obligación, 
consiste en la omisión de aquellas dilijencias que exije la natura- 
leza de la obligación, y que correspondieren á las circunstancias 
de las personas del tiempo y del logar». 

Del íiempOy dice el artículo, y esto evidencia que si el 511 
no se refiere á la obligación que caduca, y el 508 á la obliga- 
ción que se cumple aunque tardíamente, ambas establecerían 
un mismo principio y este último estaría demás. 

Me he estendido demasiado y por eso renuncio al propósito de 
demostrar con muchas otras disposiciones de nuestro Código la 
existencia del principio que sostengo, pero me permito invocar 
la del 605. 

En él se establece que la obligación de dar cosas inciertas no 
funjibles, determinadas solo por su especie ó cantidad, da dere- 
cho al acreedor para exijir el cumplimiento de la obligación con 
los perjuicios é intereses de la mora del deudor si hubiese in- 
currido en ella, ó para disolver la obligación con la indemniza- 
ción de perjuicios é intereses. 

Desde entonces hay mora que da lugar á daños é intereses aún 
cumpliéndose la obligación ó lo que es lo mismo, que no siempre 
la mora da margen á rescisión, y que la hay también como cau- 
sal de resolución é inherente obligación de indemnizar perjui- 
juicios, lo que vale á decir que la inejecución, á debido tiempo, 
es siempre penada, sin que por eso proceda de plano la rescisión 



64 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

en los contratos, tengan 6 no condición resolutoria. Domat, de 
donde nuestro codificador ha tomado su artículo 1204, tratando 
de las cláusulas resolutorias y penales, se espresa en estos tér- 
mÍDos de oporttina transcripción: c Las cláusulas resolutorias 
7 las penales, no siempre se ejecutan rigurosamente y las conven- 
ciones no quedan resueltas ni se debe la pena desde luego, aun- 
que se haya convenido que la resolución obrará su efecto por el 
solo hecho y sin el ministerio del Juez; sino que estas cláusu- 
las tienen su efecto al arbitrio de este, según la naturaleza dol 
contrato y las circunstancias que en él hubiesen mediado... » 

Esto en cuanto al derecho francés antiguo ; por lo que res- 
pecta al moderno, Troplong sobre el articulo 1584 del Código 
Francés, no obstante )a disparidad de esa legislación con la 
nuestra que dejo notada, se espresa así: t¿La cláusula resolu- 
toria es tácita como, por ejemplo, cuando la resolución del Juez 
se funda en la inejecución de las cláusulas esenciales de la ven- 
ta ? La ley nueva se refiere entonces al sistema de la antigua 
jurisprudencia. Ella no quiere que la resolución se opere de 
pleno derecho ; la parte para la que el convenio no ha sido cum- 
plido, tiene la elección, 6 de forzar á la otra á la ejecución de la 
convención, cuando es posible, ó de demandar la resolución con 
daños é intereses. La resolución debe ser demandada en justicia 
y puede acordarse al demandado un plazo, según las circuns- 
tancias > . 

Y lo que es más todavía, en ese mismo Código Francés donde 
la condición resolutoria se sobreentiende de pleno derecho, 
para el caso en que una de las partes se niega á cumplir el con- 
trato, prescribe el artículo 1656 que en materia de venta de in- 
mnebles, si se ha estipulado que la venta se resuelva por falta 
de pago en el término convenido, el comprador puede pagar des- 
pués de la espiración del plazo, en tanto que no haya incurrido 
en mora por una interpelación. 

En resumen, pues, las dilijencias practicadas hasta el escrito 
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foja 4i han tenido por objeto y por efecto interpelar al compra- 
dor para oonstitairle en mora, supliendo con ello la condición 
resolntoria ausente por falta de pacto comisorio en el contrato 
celebrado entre Bossi y Pinto . 

Tina vez prodacida la mora, los herederos Bossi, de las dos 
yías que la ley les dejaba espeditas, optaron por la de demandar 
la rescisión^ pero antes que esta fuese decretada por el fallo ju- 
dicial, como era necesario, el comprador se allanó al cumpli- 
miento de su obligación, oblando el precio, pidiendo posesión y 
manifestándose dispuesto á escriturar. 

En estas condiciones pues, y en mérito de las prescripciones 
legales en que me he fundado, cualesquiera que sean los dere- 
chos que asistan á la testamentaría de Bossi por la ejecución tar- 
día de Pinto, la rescisión del contrato no procede y siendo esa la 
conclusión á que llega el Inferior, mi voto es por la afirmativa. 

Permítaseme aún la última observación. 

No se trata al presente de una venta judicial. Pinto firmó 
boleto viviendo Bossi, y este incidente solo tiene por objeto lle- 
var á cabo lo convenido, haciéndose honor á la firma del cau- 
sante, como han dicho sus herederos. 

Las consecuencias de este hecho son de la mayor impor- 
tancia. 

Está bien que en una testamentaría, por razones que no es del 
caso inquirir, sea necesario oblar previamente el precio de 
compra, pero en los contratos no procede exijencia semejante. 

tEn los contratos bilaterales, dice el artículo 1201 del Có- 
digo Civil, una de las partes no podrá demandar su cumpli- 
miento si no probase haberlo ella cumplido ú ofreciese cumplirlo 
ó que su obligación es á plazo. » 

Ahora bien, y en presencia de una estipulación espresa por la 

que la parte de precio á pagarse por Pinto al contado, debía 

ser entregada en el acto de firmarse la escritura, ¿puede exi- 

jirse á Pinto la oblación previa, cuando la testamentaría no ha 

T. n 5 
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demostrado hallarse en coudiciones de escriturar, cuando no ha 
presentado los certificados que le incumbe tener espedí tos, ni 
ha insinuado haberse acercado al escribano encargado de la 
escrituración, haciéndole presente que se encontraba en condi- 
ciones de escriturar por su parte ? 

¿Se sabe acaso si hoy mismo, dada la oblación del comprador, 
el vendedor podrá estender escritura sin dilaciones ocasionadas 
por falta de pago de la Contribución Directa ó por la existencia 
de algún embargo 6 gravamen? 

¿Cómo ha podido pues mejorarse la condición del vendedor 
cuando solo se trata del cumplimiento del contrato que él cele* 
bró en vida, y es sabido que sus herederos le han sucedido, sin 
solución de continuidad, así en sus derechos como en sus obli- 
gaciones ? 

¿Cómo ha podido rechazarse de plano el pedido de foja 39, de 
que certificara la oficina de hipotecas, y la del Bejistro de la Pro- 
piedad, manifestándose pronto el comprador para la oblación en 
presencia de ese artículo ISOl que dejo recordado? 

Comprendo que no pueda hacerse fuerza con estos argumentos 
que habrían sido decisivos, una vez que ha sido consentido por 
el comprador el auto que manda oblar previamente : así es de 
estricto derecho. Pero tampoco puede desconocérseles toda im- 
portancia, puesto que está librado al prudente arbitrio de los 
Jueces resolver si el contrato entre Bossi y Pinto ha fenecido 
por haber demorado este último la oblación del precio, cuando 
en cambio nada nos garante que su contrario se encuentre á su 
vez en condiciones de llevarlo á cabo. 

ElSr. vocal Dr. Bazan, dijo: 

La esposicion que el Juez a quo ha hecho, en su sentencia, de 

los antecedentes de esta causa y que el Sr. vocal Dr. Sauze 

ha complementado con algunos otros detalles de la misma, es 

arreglada á las constancias de autos . 

De esos antecedentes resulta que la cuestión á resolver en el 
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presente caso, es si ha quedado disuelta la obligación de escri- 
tarar qne tenían los herederos Bossi en virtud del boleto de 
venta de foja 2 por no haber oblado D. Alvaro Pinto la canti- 
dad qne se le ordenó por el auto de foja 36 vuelta, á pesar de 
habérsele intimado, á consecuencia de las peticiones de foja 
35 7 36, que hiciese dicha oblación bajo apercibimiento de lo 
que hubiese lugar por derecho. 

El Juez a quo ha dado á esta cuestión una solución negativa, 
que no me parece ajustada á derecho, siendo por el contrario 
la afir mat iva; la que, en mi opinión, debe prevalecer como la 
más conforme á los antecedentes de la causa y á la le j que rije 
el caso. 

Para demostrarlo comenzaré por observar, como lo ha hecho 
ya con mucha razón el Inferior en su sentencia, qne el contrato 
celebrado por D. Octavio Rossi y D. Alvaro Pinto en el boleto 
de foja 2, sobre venta de la chacra de su referencia, no es un 
contrato de compra-venta ni vale como tal, porque tratándose 
de la venta de inmuebles no hay contrato válido de este género 
si noae hace en escritura pública, conescepcion del que se cele- 
bra en subasta publica (art. 1184, inciso I'' del Código Civil); 
y ese boleto como quiera que tenga el mismo valor de un instru- 
mento público, después del reconocimiento que las partes han 
hecho de su verdad ante el Juzgado, al modificar de común con- 
sentimiento una de sus cláusulas, no es por cierto la escritura 
pública que ellas debían firmar en el rejistro del escribano que 
al efecto había designado Pinto para dejar así perfeccionada 
la venta. 

No es, pues, como lo pretende Pinto en su escrito de c Res- 
ponde», un contrato de compra-venta el que se ha celebrado en 
el boletc mencionado, por la circunstancia que alega de haber 
reconocido tanto él como los herederos Bossi en su respectivos 
escritos que corren en autos, la verdad de dicho boleto. 

A ese contrato no le son aplicables las disposiciones del título 
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de la oompra-Tenta del Código Civil, como lo faa dicho muy bien 
el Juez a quOy ni los interesados pueden, en su mérito, ejercer 
las acciones que nacen de la empíio vendüio. 

£1 contrato consignado en el boleto es, según la clara dispo- 
sición del artículo 1185 de dicho Código, un contrato en que las 
partes se han obligado á hacer escritura pública, obligaciou que 
tiene que ser juzgada como una obligación de hacer, con arreglo 
á lo prescrito en el artículo 1187 del mismo Código. 

Y es oportuno notar aquí, porque interesa á la demostración 
que me propongo, el hecho de que por haber fallecido Don Octa- 
TÍo Rossi, firmante del boleto de foja 2, sin hacer la escritura 
correspondiente de esa venta y por estar conformes sus herede- 
ros en cumplir el contrato celebrado con Pinto, se presentó este 
al Juez de la testamentaría, manifestando hallarse dispuesto á 
proceder á la escrituración y pago del precio, una vez que se 
hiciese la declaratoria de herederos. 

Con tal motivo, y como lo demuestran las actuaciones de este 
espediente desde foja 5 adelante, D. Alvaro Pinto y los herede- 
ros Rossi han ocurrido al Juzgado para llevar á cabo con su in- 
tervención el contrato del boleto, lo que hace que tengan que 
someterse á las resoluciones del mismo Juzgado, tendentes á la 
ejecución de dicho contrato, mayormente sí estuviesen consen- 
tidas y se hubiesen ejecutoriado. 

Hechas estas observaciones, veamos ahora cuál ha sido la 
actitud de ambas partes en este negocio, especialmente ante las 
providencias que el Juez ha dictado desde el auto de foja 22 
hasta el de foja 36 vuelta, en que mandó hacerla oblación antes 
ordenada bajo apercibimiento de lo que hubiese lugar por dere- 
cho, y cuál también la importancia jurídica de esa actitud, así 
como la de dichas providencias, porque de su correcta aprecia- 
ción ha de fluir sin violencia la verdadera solución de la cuestión 
que se debate. 

El auto de foja 22 dice lo siguiente: tDe conformidad de 
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partes otorgúese por el Escribano D. Vicente B. Bamirez U es- 
oritora de compra-venta en la forma propuesta en el escrito de 
foja 16 y aceptada en la de foja 18, 19, 20 7 21, debiendo el 
comprador depositar previamente en el Banco Nacional á la 
orden de este Juzgado j como perteneciente á la testamentaría 
de D. Octavio Bossiy los 40.000 pesos moneda nacional que se 
obliga á entregar al contado». 

Hasta la fecha de este anto, justo es reconocer, como lo ha 
observado el señor Vocal qne me precede, que no haj cargo al- 
guno que hacer á Pinto de haber empleado demoras, ni opuesto 
trabas para obstaculizar la escrituración estipulada, pero no 
ha sucedido lo mismo desde esa fecha adelante, pues existe en 
estos autos constancia de haber echado mano de diferentes eva- 
sivas para aplazar indefinidamente dicha escrituración, dejando 
de cumplir las intimaciones del Juzgado para que ella se efec- 
tuase. 

El auto que antes he transcrito, fué consentido por Pinto 7 
quedó ejecutoriado, lo qne importa decir, que este se hallaba 
en la obligación de hacer la oblación que en él se le ordenaba, 
si realmente quería que se procediese á la escrituración conve- 
nida, desde que la oblación tenía el carácter de previa. 

Más, Pinto ni siquiera se acordó de ella desde el 4 de Julio 
en que se le notificó dicho anto hasta el 20 del mismo mes en 
que se presentó al Juzgado acompañando los títulos de la pro- 
piedad materia del contrato, que paraban en su poder, propo- 
niendo se aceptara otro escribano que el que anteriormente 
había designado, para hacer la escritura. 

Y como hasta el 26 de dicho mes (vide cargo del escrito de 
foja 39) no hubiese hecho todavía la oblación prescrita, uno de 
los herederos Bossi, por su escrito de foja 39, pidió al Juzgado 
que se intimase á aquel la efectuase dentro de 24 horas bajo 
apercibimiento. 

El Juzgado prove7Ó á esta petición con el decreto : t Intímese 
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oomo se pide » ; decreto que no cumplió la parte de Pinto y con- 
tra el cual tampoco interpuso recurso alguno, habiéndose limi- 
tado el apoderado de Pinto á pedir al tercer dia de notificado, 
que se le concediesen quince dias para hacer el depósito orde* 
nado por hallarse enfermo su poderdante j no poder ocuparse 
hasta entonces del asunto (escrito de foja 32). 

Sustanciada esta petición con un traslado á los herederos, 
todos ellos se opusieron á la próroga solicitada, pidiendo uno de 
ellos, D. Octavio Rossi, que se hiciese efectivo el apercibimiento 
decretado dando á Pinto por desistido de la venta y dejando sin 
efecto el boleto sin más trámite; y los otros, aunque manifestan- 
do adherirse al pedido de dicho heredero, solicitaron no obstan- 
te, que se hiciese nueva intimación á Pinto para que depositase 
la suma ya mencionada dentro del perentorio término de 24 
horas, bajo apercibimiento de dejarse sin efecto la venta, y 
agregando uno de ellos, — el marido de D" Maria Rossi, — que 
se dejase á salvo el derecho de la testamentaría para reclamar 
del Sr. Pinto los daños y perjuicios ocasionados con su pro- 
ceder. 

Después de esto el Juzgado por su auto de foja 36 vuelta, 
no hizo lugar á la próroga solicitada por Pinto, y ordenó se le 
intimase que deposite dentro de 24 horas en el Banco Nacional 
y á la orden del Juzgado los 40.000 pesos moneda nacional que 
debía entregar al contado, bajo apercibimiento de lo que hu- 
biere lugar por derecho. 

Notificado este auto á Pinto por la cédula de foja 38 con fe- 
cha 10 de Agosto, tampoco lo cumplió, haciendo el depósito en 
el término que se le fijó, sino que vino recien á verificarlo con 
fecha 1^ de Setiembre, según consta del certificado de foja 49, 
es decir, mucho tiempo después de haberse solicitado por varios 
herederos que se hiciese efectivo el apercibimiento decretado y 
que se dejase sin efecto la venta por falta de cumplimiento del 
contrato celebrado (vide escritos de foja 41 y 44). 
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En presencia de estos antecedentes, no pnede ser dudoso, ni 
discatirse por an momento, que D. Alvaro Pinto ha incurrido 
en el apercibimiento decretado por el Juez en sn auto de foja 
36 vuelta. 

Y como ese apercibimiento, según los esplícitos términos de 
dicho auto, es el que hubiere lugar por derecho , se hace desde 
luego indispensable averigaar y dejar establecido, cuál es ese 
apercibimiento qae procede con arreglo á derecho y al que ha 
debido referirse el Inferior en el caso subjudice. 

Pues bien, sostengo con la más plena convicción, que ese 
apercibimiento, ó sea la pena en que debía incurrir D. Alvaro 
Pinto, con arreglo á derecho, por no hacer el depósito ordenado 
en el plazo que se le fijó al efecto, no es, ni puede ser otro, que 
el de resolverse la obligación en el pago de pérdidas é intereses. 

La demostración es bien obvia. Hemos visto yaque el contrato 
celebrado en el boleto de foja 2, no es un contrato de compra- 
venta, sino uu contrato por el cual las partes se han obligado á 
hacer escritura pública, y que esta obligación se ha de juzgar 
según la terminante disposición del artículo i 187 del Código Civil, 
como una obligación de hacer, agregando este mismo artículo 
que la parte que se resistiese hacerlo, podrá ser demandada 
por la otra para que otorgue la escritura publica^ bajo la pena 

DE RESOLVERSE LA OBLIGACIÓN EN EL PAGO DE PÉRDIDAS É INTE- 
RESES. 

Es regla incontestable de sano criterio, c que el que resiste 
y no quiere emplear el medio necesario para conseguir un fin 
determinado, visto es por ello que resiste y no quiere llegar á 
ese fin > . 

Ahora bien, habiendo ordenado el Juez de esta causa en el 
auto de foja 22 que para precederse á la escrituración anterior- 
mente convenida entre los herederos Rossi y D. Alvaro Pinto, 
debía este hacer previa oblación en el Banco Nacional de los 
40.000 pesos moneda nacional que tenía que pagar de contado 
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al firmarse la escritura, auto que quedó consentido y ejecutoria- 
do, y habiendo el espresado Pinto resistido esa oblación, no 
efectuándola antes, ni cuando primeramente se le fijó el térmi- 
no de 24 horas para que la hiciese, es claro como la laz en 
fuerza de la regla de sano criterio ya recordada, que Pinto ha 
manifestado con ello resistir á la escrituración convenida desde 
que áeste fin conducía dicha oblación. 

Y ante esta resistencia, habiendo la mayoría de los herede- 
ros Rossi pedido al Juzgado que se intimaste nuevamente á 
Pinto, como ha sucedido, que hiciese la oblación referida, bajo 
el apercibimiento ó pena que de no verificarla en el perentorio 
término deSihoras, quedaría resuelta la obligación emerjente 
del contrato celebrado en el boleto de foja % es evidente que 
hacían uso con esta demanda del derecho que les acuerda el 
citado artículo 1187, y que el Juez al decretar el apercibimien- 
to consignado en su auto de foja 36 vuelta, de lo que hubiere 
lugar por derecho, decretaba el mismo apercibimiento solicitado 
por los herederos Rossi puesto que es el gue ha lugar por dere- 
cho, hallándose oomo se halla claramente autorizado por la ley. 

He dicho también que en el apercibimiento de loque hubiere 
lugar por derecho decretado por el Inferior, no puede con arre- 
glo á derecho entenderse comprendido otro apercibimiento que 
el de resolverse la obligación en el pago de pérdidas é intereses. 

La verdad de esta tesis quedará evidenciada, desde el mo- 
mento que demuestre, que es un grave error el considerar que 
ese apercibimiento, en el caso sub judice, puede ser una preven- 
ción á Pinto que habilite á los herederos Rossi á seguir un jui- 
cio para hacer efectivo el depósito ordenado. 

No, los herederos Rossi no podían usar de la vía ejecutiva 
con este objeto, á pesar de lo que en contrario ha afirmado el 
Inferior. 

Me fundo para pensarlo así^ en que corresponde á las más 
elementales nociones de la práctica forense que no procede jui- 
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cío ejecatíTo por cobro de pesos, sino cuando hay un acreedor y 
nn deudor de cantidad líquida y de plazo vencido. 

Ahora bien, por más que se apure el ingenio y se esfuerce la 
dialéctica, jamás se conseguirá demostrar qué los herederos 
Bossi son acreedores de los 40,000 pesos mandados oblar por 
el auto de foja 22, ni que D. Alvaro Pinto sea á su vez deudor 
de dichos señores por esa misma suma. 

La razón que para ello tengo, no puede ser ni más decisiva, 
ni más concluvente. 

Ella es, que siendo las estipulaciones del boleto de foja 2 con 
la modificación de una de sus cláusulas acordada posteriormente 
entre las partes, la regla á la cual estas tienen que someterse 
como á la ley misma, y habiéndose establecido en una de esas 
estipulaciones, que D. Alvaro Pinto pagaría de contado á los 
herederos Rossi la suma de 40.000 pesos en el acto de firmar la 
escritura de venta, es claro que no puede considerarse á estos 
señores acreedores de esa cantidad , ni á D. Alvaro Pinto deu- 
dor de la misma de plazo vencido, antes del acto de firmar dicha 
escritura, en cuyo caso no es concebible, con arreglo á derecho, 
la procedencia de la vía ejecutiva para hacer efectivo el depósi- 
to ordenado. 

Y si bien es verdad que por estar consentido y ejecutoriado el 
aoto que mandó hacer la oblación de esa cantidad, se hallaba 
Pinto en la obligación de efectuarla en el término que se le fijó, 
preciso es no confundir la importancia y alcance jurídicos de esa 
oblación con los que tiene aquella que se ordena, cuando un 
acreedor persigue el pago de un crédito que efectivamente se le 
adeuda y es de plazo vencido. 

La oblación ordenada á Pinto no ha tenido, ni tiene por obje- 
to realizar el pago de un crédito que se halle en estas condi- 
ciones, puesto que, como lo he demostrado, no existe tal crédito 
en dichas condiciones, sino que esa oblación se ha ordenado 
como un medio de llegar á la escrituración de antemano estipu- 
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lada, y para servir de garantía de qae Pinto pagaría el precio 
convenido al firmarse la escritura. 

Por esta razón, la obligación de efectuar el depósito menciona- 
do participa del mismo carácter jurídico que la obligación de 
escriturar, y desde que esta obligación debe ser juzgada como 
una obligación de hacer, y el que resiste cumplirla da derecho 
á la otra parte para demandar su cumplimiento bajo la pena de 
resolverse la obligación en el pago de pérdidas é intereses, es 
claro que no puede atribuirse al apercibimiento de lo que hubie- 
re lugar por derecho, que no es más que la intimación de que 
se incurrirá en la pena que establece la ley, el carácter de una 
prevención de llevarse adelante el juicio para hacer efectivo el 
depósito ordenado, puesto que no se ha iniciado ni ha podido 
iniciarse juicio por cobro de cantidad de pesos adeudada, sino 
para cumplir la obligación de hacer la escritura, objeto de las 
gestiones de ambas partes, y porque la pena de la ley por esta 
resistencia que se constata con el hecho de no hacer el depósito 
ordenado, es precisamente que quede resuelta aquella obligación 
6 sea que desaparezca para convertirse en la de pagar pérdidas 
é intereses, si así lo quisiere el demandante. 

Con tal motivo, el Juez a quo no ha podido ni debido pensar 
que el efecto jurídico del apercibimiento de lo que hubiere lu- 
gar por derecho, fuese el de constituir á Pinto, por no hacer la 
oblación de los 40.000 pesos que se le ordenó, en deudor moroso 
de esa suma, atribuyendo á los señores Rossi por esta falsa ra- 
zón el derecho de ejecutar, derecho que solo compett^ á los que 
son realmente acreedores, calidad que recien tendrán aquellos 
por el acto de firmar la escritura pública, habiéndose estipulado 
que para entonces se les abonaría la suma indicada. 

De consiguiente, el apercibimiento de lo que hubiese lugar por 
derecho, no teniendo para el caso de no cumplir Pinto la obliga- 
ción de hacer el depósito, otro significado que incurrir en la pe- 
na de la ley y no siendo esta la de ejecutar, sino la de resolver- 
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86 la cbligacioD del boleto en el pago de pérdidas é intereses, el 
Juzgado no ha podido eludirla, declarando subsistente esa mis- 
ma obligación, desde el momento que Pinto había incurrido en 
el apercibimiento decretado y que los herederos Rossi le pidieron 
lo hiciese efectiyo, como ha sucedido. 

Ni se alegue en contra de la procedencia de la petición de 
dichos herederos sobre resolución del contrato de foja % la 
jurisprudencia de esta Cámara^ cuando se dice que ella ha 
juzgado siempre necesario para que sea enciente una intimación 
de ]a cual puede depender la pérdida de derechos, que se haga 
mención espresa del alcance del apercibimiento. 

En contestación á este argumento, debo observar que es 
errónea la referencia que se hace á tal jurisprudencia, porque 
ella no existe en los términos generales j absolutos con que se 
iuToca. 

Todo lo que hay á este respecto se reñere al caso especial de 
las posiciones en que esta Cámara ha declarado en diferentes 
causas, que no procede dar por absneltas las posiciones propues- 
tas á un litigante por no haber comparecido á la presencia 
judicial, cuando á pesar de haber sido citado para ello, no se le 
ha hecho la citación en la forma y en los términos que espresa- 
mente preceptúa el artículo 127 del Código de Procedimientos, 
que dice: 

a El que ha de declarar será citado por cédula con un dia 
de intervalo, bajo apercibimiento de que si dejare de compare- 
cer sin justa causa, será tenido por confoso >. 

Fuera de este caso no se citará uno solo de distinta especie 
en que este Tribunal haya establecido la jurisprudencia á que 
se alude. 

Esa jurisprudencia importaría declarar, que nada vale, ni 
produce efecto alguno el apercibimiento de lo que hubiere lugar 
por derecho, que es la fórmula que la práctica constante y 
diaria de los Tribunales tiene consagrada para prevenir á los 
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litigantes 6 á los qne tienen algan interés en los asuntos que se 
ventilan en jnicío, de qne les parará el perjuicio 6 pena con 
que la ley castiga en su caso, al qne deje de usar de un derecho 
que ella le acuerda, 6 de cumplir una orden que se le intima. 

T no pudiendo nadie alegar ignorancia de lo que las leyes 
prescriben, porque todos están obligados á conocerlas (art. 923 
del Oód. Ciy.), ni sostener que son vanas las providencias que 
los jueces dictan para su cumplimiento^ es claro que este Tri- 
bunal no ha podido ni puede establecer la jurisprudencia de 
que es ineficaz el apercibimiento de lo que hubiere lugar por 
derecho, cuando no se hace mención espresa de su alcance, desde 
que no es dado al apercibido ignorarlo, ni es concreto frustrar 
las providencias judiciales autorizadas por una práctica cons- 
tante, salvo el caso de que no se acomoden á la prescripción 
espresa de la ley respecto de la forma y de los términos en que 
deben hacerse saber como sucede en el caso de las posi- 
ciones* 

Tampoco se arguya, á fin de negar á los herederos Bossi el 
perfecto derecho que les asiste para pedir en el presente caso 
la resolución de la obligación de escriturar, con que se trata de 
un contrato bilateral como es el celebrado en el boleto de foja 2 
y que no habiéndose hecho en él espresamente el pacto comi- 
sorio de que habla el artículo 1204 del Código Civil, aquellos 
no han podido pedir, ni el Juez ordenar que se resuelva dicho 
contrato, sino que se cumpla. 

Cierto es que no se ha hecho en el bjleto el pacto de la refe- 
rencia y que el artículo 1204, hablando de los contratos, estable- 
ce que : € si no hubiese pacto espreso que autorice á una de las 
partes á disolver el contrato si la otra no lo cumpliese, el con- 
trato no podrá disolverse, y solo podrá pedirse su cumpli- 
miento ». 

Más no debe perderse de vista que los herederos Bossi, 
habiendo solicitado del Juzgado en dos veces diferentes que se 
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intime á Pinto qne hágala oblación decretada en el auto ejecu- 
toriado de foja 22, por no haberla hecho ó resistídose á efectuarla, 
han pedido con este motiyo y en la forma antes mencionada, no 
la disolución del contrato de foja % que es de hacer escritura, 
sino su cumplimiento, desde que pedir la oblación, que es, en 
el caso, requisito previo y por lo mismo medio necesario para 
llegar á la escritura, objeto de aquel contrato, vale tanto como 
pedir su cumplimiento. 

Con tal motivo esa petición de ios herederos no es contraria 
á lo dispuesto en el artículo 4204 del Código Civil, ni puede 
sostenerse que lo sea por la circunstrancia de haberse ella 
formulado, solicitando el apercibimiento de resolverse la obli- 
gación contraida por el boleto, si no se hacía dicha obla- 
ción. 

Una demanda semejante se halla de perfecto acuerdo con la 
disposición del artículo i187 del Código Civil, que está en 
consonancia con la del artículo 1204, en cuanto autoriza á 
demandar el otorgamiento de la escritura, que no es más que el 
cumplimiento del contrato á que se refiere, cuando una de las 
partes lo resistiese, como aquí ha sucedido, por laño oblación 
del precio, sin que sea posible admitir que ambas disposiciones 
sean contradictorias, porque la del primero de dichos artículos 
contenga la especialidad que contiene, á saber : que se pida el 
cumplimiento del contrato de su referencia, ó sea de la obliga- 
ción de escriturar, bajo la pena de resolverse dicha obligación 
en el pago de pérdidas é intereses. 

Es^ pues, completamente impertinente el argumento que se 
hace con el artículo 1204 del Código Civil, cuya disposición es 
manifiestamente inaplicable al caso en que una de las partes, 
después de haber solicitado ante el Juzgado el cumplimiento de 
un contrato bajo la pena que la ley, y no el pacto, claramente 
establece para el que se resiste á su cumplimiento, pide que se 
declare á la otra incursa en esa pena por haber desobedecido la 
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Orden que se le Intimó, bajo la conminación del apercibimiento 
correspondiente. 

No deben confundirse en esta causa dos situaciones que 
constituyen casos completamente diferentes para el respectivo 
dereclio de las partes. La una es aquella en que estas se encon- 
traban después del auto ejecutoriado de foja 22, que mandó se 
procediese á la escritura, previa oblación del precio que debía 
pagarse de contado, y cuando los herederos Rossi, por segunda 
vez, pedían se intimase á Pinto que hiciese la oblación ordenada 
en el perentorio término de 24 horas,. bajo la pena de disolverse 
la obligación del boleto; y la otra es cuando, después de notifi- 
cado el auto de foja 36 vuelta, y de haber dejado vencer Pinto 
el término que se le señaló, sin hacer la oblación, los mismos 
herederos pidieron con este motivo al Juzgado, que hiciese 
efectivo el apercibimiento, declarando disuelta la obligación. 

En el primer caso no se ha pedido la disolución del contrato 
por la resistencia de Pinto á hacer la oblación, sino su cumpli- 
miento por el hecho de solicitar que se le intime nuevamente 
que realice aquella, en el término de 24 horas, bajo la pena de 
disolverse la obligación estipulada en el boleto. 

Entonces los herederos Rossi ejercitaban nna facultad espre- 
sámente acordada por el artículo ii87 del Código Civil, de 
demandar la escrituración, como lo hacían pidiendo la oblación 
bajo la pena que establece dicho artículo. 

En el segundo caso estando ya de antemano decretada la 
oblación bajo el apercibimiento de lo que hubiere lugar por 
derecho, que no es más que el de la pena que tiene establecida 
la ley, es evidente que Pinto, no haciendo la oblación en el 
término que se le fijaba, incurría en dicho apercibimiento, y 
nacía de aquí para los herederos Rossi el derecho de pedir que 
se haga efectivo el apercibimiento, declarando disuelta la obli- 
gación del boleto. 

Esta situación, ó caso, presenta, no hay duda, grande analo- 
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gía con el del locador y locatario de una finca, cuando este no 
paga dos períodos consecutivos de alquiler ó renta, hecho que 
autoriza al locador para demandar la resolución del contrato 
con indeoinizacion de pérdidas é intereses (art. 1479 del Cód. 

CiT.). 

La analogía de ambos casos consiste especialmente : 1® En 
que producido el hecho del no pago de los dos períodos conse- 
cutivos de renta, el locador puede ó no pedir al Juzgado la 
resolución del contrato de arrendamiento, porque la ley le 
confiere para ello una facultad de que puede ó no usar ; del 
mismo modo, por el hecho de no haber cumplido Pinto la orden 
de oblación, incurriendo por esto en el apercibimiento de 
pararle el perjuicio que hubiere lugar por derecho, pueden los 
herederos Rossi, pedir 6 no pedir al Juzgado que haga efectivo 
el apercicimiento declarando resuelta la obligación de escritu- 
rar, que en el caso siA judtce, según lo he demostrado, es la 
pena de la ley ; y la razón es sencilla, porque tratándose de un 
derecho establecido en su favor, pueden hacer uso de él ó renun- 
ciarlo, según les conviniese ; y 

2^ En que así como una vez que el locador ha deducido de- 
manda, pidiendo la resolución del contrato por el no pago de 
los dos períodos, el Juez no podría dejar de declarar disuelto el 
contrato ante la prueba de tal hecho, porque lo contrario impor- 
taría arrebatar al locador un derecho espresamente acordado 
por la ley, lo que no le es lícito, del mismo modo tampoco puede 
el Juez dejar de pronunciar la resolución del contrato en el caso 
subjudicey desde que esta es la pena que ha lugar por derecho 
y la consecuencia del apercibimiento con que se comminó ¿ 
Pinto, si no cumplía la orden de oblación, y desde que por no 
haberla cumplido, han demandado los herederos Bossi que se 
haga efectivo el apercibimiento decretado, es decir, que se 
declare resuelta la obligación del boleto, usando así de un dere- 
cho que no han renunciado, que tiene su origen en la ley y 
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que no paede por lo mismo, desconocerles el Juez sin injas- 
ticia. 

Dadas estas analogías, fácil es convencerse de qae nada se 
adelanta en favor de la sentc^ncia del inferior, en cnanto ha 
negado la resolución del contrato que le han pedido los herede- 
ros Bossi^ con decir que este Tribunal ha declarado, que no 
queda resuelto ipso jure el contrato de arrendamiento por el no 
pago de dos períodos consecutivos, y que su resolución debe 
siempre ser demandada para que los jueces se pronuncien sobre 
ella, porque aún cuando asimilemos completamente este caso 
con el de Pinto, que no hace la oblación que se le ordena y que 
por ello incurre en el apercibimiento^ ó pena de la ley^ tendría- 
mos siempre, en fuerza del principio de analogía^ que llegar á 
la conclusión del caso anterior, á saber : que el Juez no puede 
dejar de pronunciar la resolución del contrato desde que los 
herederos Bossi se la han pedido en virtud del hecho constata- 
do en autos, de no haber efectuado Pinto la oblación orde- 
nada. 

£1 derecho del locador, como el de los señores Bossi en sa 
caso, no depende para ser declarado enjuicio, del modo ó forma 
con que plazca al Juez sustanciar su respectiva demanda sobre 
resolución del contrato, ni del hecho de que el locatario 6 el 
señor Pinto, quiera consignar y consigne, después de puesta la 
demanda de rescii?ion, Ja cantidad que debía. 

Toda demanda para ser procedente en juicio debe tener por ba- 
se la verdad de uno ó más hechos anteriores al mismo juicio, y 
nna ley que acuerde al actor por razón de esos hechos, eldere^ 
cho cuyo reconocimiento solicita en el pronunciamiento judi- 
cial. 

La existencia de ese derecho no está por consiguiente subor- 
dinada ni ala tardía cousignacionque quiera hacer el demandado, 
ni á la buena ó mala voluntad de los jueces que deben juzgar, 
aplicando siempre la ley y no su arbitrio, á menos que la ley 
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espresamento haya librado á este la resolución favorable 6 ad- 
Tersa del caso. 

Becaerdo este principio qnees de una verdad inconcusa en el 
oficio de la magistratura, para negar decididamente la perti- 
nencia en el caso subjudice, de las doctrinas de Domat y de 
Troplong, que cita el señor vocal que me precede y que fundan 
en la espresa disposición del artículo 11 84 del Código Napoleón, 
que dice : 

€ La condición resolutoria siempre se sobreentiende en los 
contratos sinalagmáticos para el caso en que una de las partes 
no cumpla su obligación. 

c En este caso, el contrato no se resuelve de pleno de- 
recho. 

c La parte respecto de la cual no se cumple lo convenido, tiene 
la elección, ó de forzar á la otra á la ejecución, cuando es posi- 
ble, ó de demandar la resolución con danos é intereses. 

« La resolución debe ser demandada en justicia y puede acor^ 
darse unplazo al demandado, según las circunstancias». 

Nuestro Código Civil ni establécela condición resolutoria im- 
plícita en los contratos, ni acuerda al juez en ninguno de sus 
artículos, la facultad de conceder al demandado un plazo para 
que cumpla la obligación, cuya existencia esté subordinada á 
una condición resolutoria espresamento estipulada ó establecida 
por la ley, cuando realizada la condición se demanda en su mé- 
rito la resolución del contrato, 6 el cumplimiento de una cláu- 
sula penal. 

La facultad de pedir, ó de no pedir la resolución del contrato 
en estos casos, 6 el cumplimiento de la cláusula penal, cor- 
responde esclusivamente á la parte en cuyo favor se ha estipu- 
lado ó establecido por la ley, sin que sea dado al juez dejarla 
ilusoria una vez que la parte ha entablado la correspondiente 
demanda, haciendo uso de ella., Su derecho no se halla; en nues- 
tra legislación, restringido por el arbitrio judicial, como sucede 

T. IZ 6 
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en la de Francia, según se ve por el artículo que antes lie tras- 
crito 7 por el 1655 del Código Napoleón. 

Carecen igualmente de aplicación y de consiguiente de valor 
en pro du la resolución apelada, los argumentos que se hacen coa 
el artículo 1375 y 605 del Código CítíI, aún cuando para auto- 
rizar la pertinencia de la cita del primero de estos artículos se 
alegue que los herederos Rossi lo han invocado para fundar sa 
demanda. 

Los jueces no están obligados á resolver las cuestiones por las 
citas de derecho que las partes impertinentemente traigan al de- 
bate como favorables al objeto de su demanda. Su noble oficio 
les impone el deber de hacer justicia según su ciencia y concien- 
cia, dando á los litigantes lo que piden, si por la ley les corres- 
ponde solicitarlo, aún cuando no acierten á invocar la del caso, 
que el juez debe conocer y servirle de base á su sentencia. 

Por lo demás, que el artículo 1375 ha sido impertinentemen- 
te citado, se evidencia con solo observar que no se trata aquí 
del cumplimiento de un contrato de venta con pacto comisorio, 
ó sin él, sino de un contrato de hacer escritura, al cual, como ya 
lo dije al principio, no le son aplicables las disposiciones del Có- 
digo relativas á aquel contrato. 

No hay pues razón alguna para insistir en que por haber pe- 
dido los herederos Rossi la oblación ordenada en el auto ejecu- 
toriado de foja 22, han pedido el pago del precio de venta, y que 
por haber preferido este medio, uo pueden demandar la resci- 
sión del contrato, según lo establece el inciso 3® del artículo 
1375. 

Nó, la oblación indicada no significa aquí otra cosa, que la 
manifestación material de que se quiere con ella la escritura- 
ción, asegurando que se pagará do contadO; cuando esta se haga, 
la suma estipulada* 

Pedir por consiguiente que se oble dicha suma, no es pedir el 
pago de la misma, como si estuviese celebrado el contrato de 
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compra-venta, en que se haya estipulado el pacto comisoriOy que 
es el caso para el cnal legisla el articulo 1375, inciso 3^, y mal 
puede aplicarse su disposición para otro diferente como es el 
subjudice, con mayor razón caando este se halla regido espre- 
sámente por otro artículo, el 1187 del Código Civil, según lo he 
demostrado. 

Por esta misma razón y porque el objeto del contrato celebrado 
en el boleto de foja 2 no es el dé dar cosas inciertas no fnnji- 
bles, sino el de hacer escritura, nc tiene tampoco aplicación al- 
guna al presente caso al articulo 605 del Código Civil. 

Por último, observaré que si bien no se trata de una venta 
hecha judicialmente sino de una obligación de hacer, emanada 
de un contrato privado y que los interesados quisieron que se 
ejecutase con intervención del Juzgado, no por esto se ha de cla- 
mar contra la injusticia de exigir á Pinto la oblación previa del 
precio que más tarde debia pagar á los Rossi, cuando se hiciese 
la escritura. 

Precisamente^ porque oblar una suma á la orden del Juzgado, 
no es todavia pagarla^ ni autorizar á que desde luego dispongan 
de ella aquellos á quienes más tarde corresponderá, si se firma- 
se la escritura, es que nada de contradictorio envuelve dicha 
medida con lo estipulado en el boleto de foja % ni hay tampoco 
injusticia ó falta de equidad en que la oblación se exija y efectúe 
como una garantia de la buena fé y de la exactitud con que Pin- 
to habia de cumplir el pago de contado, cuando se firmase la es- 
critura . 

Esa garantia material es una exigencia de la igualdad de con- 
diciones de ambos contratantes ante la equidad y la ley, pues 
si uno de ellos por su parte ha entregado ya sus títulos, á los 
cuales no se ha puesto vicio alguno y ha pedido además el Juez, 
que pasen al escribano que ha de redactar la escritura, objeto 
del contraro celebrado ; ese contratante, digo, dado este princi- 
pio de ejecución por su parte, de lo convenido, ¿porqué no ha 
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de tener derecho á que la otra demuestre, á su vez, con el hecho 
de la oblación, que no ha de hacer ilusoria su obligación en el 
momento de cumplirla? ¿De dónde el privilegio de que se ha 
de creer á su palabra y que no deben tomar los dueños de los tí- 
tulos la garantía de que se les ha de pagar, para hacer á su vez 
todas las diligencias necesarísís á fin de concluir el acto de la es- 
crituración sin dificultades ni menoscabo de sus derechos? 

Pero no se olvide que tratamos aquí de puntos resueltos ya 
en el presente caso, y que tienen la autoridad de la cosa juzgada, 
razón por la cual no puede hacerse de ellos mérito en sentido 
contrario, y mucho menos para atribuir al Juez facultades ar- 
bitrarias, que ninguna ley le acuerda. 

Por las consideraciones espuestas mi roto es por la negativa 
en esta cuestión. 

A la primera cuestión el Dr. Bustos dijo : 

Los señores vocales que me han precedido, al estudiar la cues- 
tión sometida al fallo del Tribunal, han precisado los antece- 
dentes de la cuestión subjudice. 

Considero por esto innecesario producirlos de nuevo, y voy á 
dar aunque muy brevemente los fundamentos de mi voto. 

£1 contrato de que instruye el documento privado de foja 2, 
que sirve de fundamento á la demanda deducida á foja 53 por la 
testamentaría de D. Octavio Rossi, no es de compra-venta, como 
lo sostiene con razón el juez a quo, desde que se tratado la tras- 
misión de un bienraiz, en la cual, salvo el caso de venta en su- 
basta, es indispensable la escritura pública so pena de nuli- 
dad (art. H84, inc. 1® del Cód. Civ.). Si el contrato mencio- 
nado no es de compra-venta, contiene sí, una obligación de ha- 
cer, que en caso de resistir Pinto su cumplimiento, ha podido 
dar lugar á una demanda de parte de la testamentaría de Rossi, 
para que se resuelva en la de pago de pérdidas é intereses (artí- 
culos li85 y 1187, Cód. Civ.). Esta consideración basta en 
mi concepto, para demostrar que el artículo 1375, inciso 1^ del 
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Código Civil, queso invoca en la domanda de foja 53, es perfec- 
tamente inaplicable al caso, como lo son igaalmente las demás 
disposiciones del título de la compra-venta del mismo Código. 

Pero aún admitiendo que tales disposiciones fueran aplica- 
bles, resulta siempre que la testamentaría demandante carece 
de derechos para instaurar la acción que motiva este juicio, des- 
de que el contrato de foja 2 no contiene pacto comisorio, y aún 
en el supuesto de que lo contuviera, los escritos de foja 30 y foja 
35, demuestran que la testamentaría ha exigido de Pinto el pa- 
go del precio, lo que la inhabilita para cambiar la acción como 
lo pretende con la demanda de foja 53, pues tal procedimiento 
es contrario á lo dispuesto en el artículo i375, inciso 3®, del 
Código Civil. 

Dejando, pues, de lado lo referente á la compra-venta y admi- 
tiendo que el contrato que nos ocupa está regido por la disposi- 
ciones del título de los contratos en general del Código Civil, 
paréceme fácil demostrar que la acción de resolución instaurada 
á foja 53, es improcedente y que debe ser rechazada. 

En efecto, el contrato de que instruye el documento de foja 2 
es bilateral y no contiene cláusula espresa que autorizo á una de 
las partes contratantes á disolverlo si la otra no lo cumple (ar- 
tículos 4204 y 4204 delCód. Civ.). 

Se vé, pses, que la testamentaría de Rossi al presentar los 
escritos de foja 30 y foja 35, para obligar á Pinto á abonar el 
precio estipul^o, á fin de proceder en seguida á la escritura- 
cionordenada en el auto de foja 22, no ha hecho otra cosa que 
usar de su derecho en la forma prescrita en los artículos cita- 
dos del Código Civil. 

Si la mente de la testamentaría de Bossi era, como no podía 
ser otra, que Pinto cumpliera la convención, la petición formu- 
lada ante el juez de la causa con el propósito de obligar al com- 
prador á abonar el precio estipulado, se imponía como una con- 
secuencia ineludible de la naturaleza del contrato y de lo man- 
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dado por el inferior en el aato consentido de foja 22. Pero se 
pretende que los apercibimientos decretados áfoja 31 y foja 37, 
eran de resolver la obligación, si Pinto no hacía la oblación del 
precio en el plazo señalado al efecto. 

Considero que hay error en cnanto al alcance que se atribuye 
á los apercibimientos mencionados. 

Ellos no importan, en mi concepto, otra cosa, que hacer saber 
á Pinto que se procederá contra él por la vía ejecutiva, si no 
efectúa el pago del precio estipulado. 

Y que la testamentaría tenia título hábil para ejecutar á 
Pinto al presentar los escritos que motivaron los apercibimien- 
tos mencionados^ me parece fuera de duda, bastando para de- 
mostrarlo los términos del auto consentido de foja 22, en que 
se impone á Pinto la obligación de pagar 40.000 pesos moneda 
nacional al contado, para proceder ec seguida á la escrituración 
del terreno comprado por este. Por lo demás, aún dando por sen- 
tado que esos apercibimientos fueran de resolverse la obligación 
por la resistencia á escriturar del comprador Pinto, no veo tam- 
poco que procedería la resolución que se pretende fundada en el 
artículo 1187 del Código Civil. 

El artículo citado establece : c La obligación de que habla el 
artículo 1185 será juzgada como una obligación de hacer, y la 
parte que resistiere hacerlo, podrá ser demandada por la otra 
para que otorgue la escritura pública^ bajo pena de resolverse 
la obligación en el pago de pérdidas é intereses > . 

Ahora bien ; los escritos de foja 30 y foja 35 demuestran que 
la testamentaría de Bossi, con el propósito manifiesto de proce- 
der á la escrituración ordenada á foja 22, exijía de Pinto el 
pago de los cuarenta mil pesos moneda nacional que el compra- 
dor debía abonar al contado. 

Para que procediera entonces la solicitud de que se hiciesen 
efectivos los apercibimientos decretados contra Pinto, en la hi- 
pótesis de que estos tuvieran el alcance que se les atribuye, era 
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indispensable qae el comprador resistiera la escrituración ne- 
gándose á pagar el precio. 

Pero es el caso que Pinto no se ha negado á abonar el precio 
estipulado, como lo demuestra el recibo que obra á foja 49. Y 
si bien es cierto que Pinto ha efectuado la oblación del precio* 
cuando ya había vencido el término señalado en el auto de foja 
37, esta circunstancia no basta para dar por resuelta la obliga- 
ción, desde que el derecho á demandarla dependía de la resis- 
tencia de Pinto á escriturar, y esa resistencia no quedaba cons- 
tatada, sino con la falta de pago del precio estipulado. 

Sostener que la testamentaría de Rossi, puede, no obstante la 
oblación hecha por Pinto, demandar y obtener la resolución 
de la obligación, es colocar á aquella en una situación mucho 
más ventajosa que á este, pues que, asi como á Pinto no le ha- 
bía sido lícito exonerarse del cumplimiento de la obligación 
contraida, ofreciendo satisfacer perjuicios é intereses (art. 63i, 
Cód. Civ.), así tampoco la testamentaría puede demandar la 
resolución de la obligación fundándose en la disposición del ar- 
ticulo li87 citado del Código Civil, cuando ya ha exijido su 
cumplimiento, y no ha demostrado absolutamente que Pinto 
se niegue á hacer la escritura, que es el hecho á que está obli- 
gado según el contrato. Estas consideraciones y las análogas 
aducidas por el señor vocal Dr. Sauze, deciden mi voto por la 
afirmativa en la cuestión propuesta. 

El Dr. Jofré dijo: Estando relacionados con exactitud los 
antecedentes de este asunto, y las constancias de autos en la 
sentencia apelada de foja i3i, y en los votos de los señores vo- 
cales que me preceden, me abstendré de resumirlos, limitán- 
dome á concluir que el punto á resolver en esta Cámara es de 
puro derecho, y está fijado con toda precisión en el voto del señor 
vocal Dr. Bazan. Se trata de saber si habiendo pedido los here- 
deros Bossi que se intime á Pinto que cumpla con el auto de foja 
^ depositando previamente la suma de cuarenta mil pesos, 
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para escriturar, bajo apercibimiento de que se dejará sin efecto 
el convenio de compra-venta, y habiendo decretado el Juez que 
deposite la espresada suma dentro de veinticuatro horas, bajo 
apercibimiento de lo que hubiere lugar por derecho, cuyo auto 
fué consentido por Pinto, debe darse cumplimiento á dicho 
auto. 

Yo tengo convicción profunda de qae la única solución cou« 
forme á las constancias de los autos y á las disposiciones del 
derecho, es la de hacer efectivo el apercibimiento de ese auto 
consentido por la parte de Pinto; que no hay otra ejecución po- 
sible de él que la establecida en el voto del vocal Dr. Bazan, 
por ser ella la que está perentoriamente impuesta por el arti- 
culo ii87del Código Civil. 

La teoría del Código en cuanto á la forma de los contratos, 
según se desprende de los artículos ii85, ii86, 1187 y 1188, es 
la de que, cuando se exije la escritura pública como forma d^l 
contrato, no queda concluido como tal contrato mientras la es- 
critura no sea hecha, pero deja subsistente una obligación de 
hacer. 

Estando conforme por esta consideración, en que el caso sub- 
judice, no debe ser juzgado como contrato de compra venta, 
porque los efectos de este contrato no han podido producirse, 
desde que él no ha sido celebrado, tiene que concluirse forzosa- 
mente, que no son aplicables al caso las disposiciones del Có- 
digo que rijen los efectos de la compra-venta legalmente perfec- 
cionada y desde luego, que todo lo que se diga sobre ausencia 
del pacto comisorio, es improcedente. 

No obsta áesta afirmación, el artículo 1204 del Código Civil, 
porque este artículo no es aplicable á aquellas obligaciones de 
hacer, en que el hecho no puede ser ejecutado por otro que el 
obligado, de cuyo carácter es la obligación de firmar una escri- 
tura, de hacer escritura. 

En estas obligaciones, según los artículos 629 y 630, la ine- 
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jecncion de la obligación, la resuelve en pérdidas é intereses. 

No tiene, paes, el artículo i204, el alcance general y absoluto 
que se le quiere dar. 

Tratándose en el caso de una obligación de hacer, rejidapor el 
artículo 1187 citado, no puede dudarse, como con razón sostiene 
el Dr. Bazan, que el efecto del auto de apercibimiento, c de 
lo que hubiere lugar por derecho » es declarar resuelta la obli- 
gación de escriturar. é 

Para mayor claridad de la inteligencia y aplicación que debe 
darse á los artículos H85 y 1187 de nuestro Código, debo ob- 
serrur que ellos han sido copiados casi literalmente de los ar- 
tículos 1930 y 1931 del Proyecto de Código Civil para el Brasil 
del Sr. Freitas. 

El artículo 1931 dice textualmente ; 

«A obriga^ao produzida por esser contractos, assimfeitos por 
instrumento particular, será juzgada com una obrigagao defazer 
é a parte remissa sí pederá ser demandada pela outra, para que 
otorgue é assigne escriptura pública, com comminagao de re- 
solverse á obrigafao em perdidas é intereses. > 

En este artículo, concluye el Sr. Freitas citando el 951, n^" 3'', 
que habla de los efectos de las obligaciones de hacer, y dice, que 
si el deudor no quiere ejecutar el hecho siendo solo él el que lo 
puede ejecutar, el acreedor tendrá ánicamente derecho para exi- 
jir la ejecución del hecho con la conminación de resolver la obli- 
gación en pérdidas é intereses. Exactamente lo que en el caso 
ocurrente han pedido los acreedores Bossi. 

Ahora bien, la palabra comminaQoo , portuguesa, significa 
apercibimiento con pena, que es precisamente lo que estatuye 
nuestro artículo 1187, diciendo que podrá ser demandada una 
parte por la otra, para que otorgue la escritura pública, bajo 
pena de resolverse la obligación en pérdidas é intereses. La pa- 
labra commino^ao portuguesa, ha sido sustituida en nuestro 
código por la frase bajo pena . 
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Desde luego, el apercibimiento de lo qae hubiere lugar en de- 
recho, del auto de foja 36 vuelta, no puede significar otra cosa, 
que la conminación de la pena de declarar resuelta la obligacioa 
de hacer. 

El Juez a quo, no ha podido, evidentemente, dejar de llevar á 
efecto ese apercibimiento, que no fué reclamado por Pinto, sino 
que al contrario, lo consintió. 

Y como la única manera de llevarlo á efecto, es aplicar la pena 
de resolución fijada en el artículo \ 187, resulta que la senten- 
cia apelada que no hace lugar á ella, no es justa. 

Forestas consideraciones y los fundamentos del voto del doc- 
tor Bazan, estoy por la negativa en la cuestión propuesta. 

El doctor Aguirre fundándose en las consideraciones aduci- 
das por loH señores vocales doctores Bazan y Jofre, adhirió al 
voto de este. 

A la segunda cuestión, el tribunal resolvió no tomarla en con- 
sideración, atento el resultado de la primera. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la siguiente 
sentencia. — Sauze. — Bazan. — Bustos, — Jofre. — Aguin- 
re. — Ante mí : Pedro R. Otero. 

Es copia fiel del acuerdo original que existe redactado por mi 
en el libro respectivo. — Pedro R. Otero. 

Buenos Aires, Diciembre 6 de 1889. — Vistos: por loque re- 
sulta de la votación de que instruye el acuerdo que precede, se 
revoca la sentencia recurrida de foja i 31, declarándose resuelto 
al contrato celebrado entre Don Alvaro Pinto y Don Octavio 
Rossi, hoy su sucesión, é incursoal primero en la pena que esta- 
blece el artículo mil ciento ochenta y siete del Código Civil. 

Devuélvanse y repónganse los sellos. — Luis A. Sauze. — 
Abel Bazan. — Martin Bustos. — Julián L. Aguirre. — Fc- 
lipeJofré. — Ante mí: Pedro R, Otero. 



DE JUSTICIA NACIONAL 9i 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Bueaos Aires, Febrero 26 de 1890. 
Suprema Corte: 

La cuestión seguida entre los señores Pinto y Bossi, ha versa- 
do sobre puntos esencialmente del derecho civil. 

Háse tratado de la ejecución de un contrato de compra-venta 
7 la discusión en la laboriosa secuela del juicio, ha versado es- 
clusivamente acerca de la inteligencia de las cláusulas del mis- 
mo, y del alcance del apercibimiento que hizo el Juzgado al 
comprador para el cumplimiento de una de sus estipulaciones. 

No se ha puesto una sola vez en cuestión la inteligencia de 
alguna de las prescripciones de la Constitución 6 de alguna ley 
del Congreso, ni el interesado lo insinúa siquiera en su larga es- 
posioion. 

No es, pues, el caso de ninguno de los estremos del artículo 
44 de la ley de jurisdicción y competencia. 

Sírvase Y. E. así declararlo, al desestimar el recurso. 

Eduardo Costa. 



Wmllm de Im Suprema Certe 

Buenos Aires, Abril 24 de 1890. 

Vistos en el acuerdo : de conformidad con lo espuesto y pedi- 
do por el señor Procurador General, y por lo que resulta de au- 
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tos : se declara no haber lagar al recurso interpuesto, y en su 
consecuencia, repuestos los sellos, devuélvanse aquellos al tri- 
bunal de su procedencia. 

benjamín VICTORICA. — FEDERICO 
IBARGtREN. — C. 8. DE LA TOR. 
RE. — LUI8V. VÁRELA. 



CAUSA liX 



D. Juan E. Clark y C', contra D. Higinio Alegre; sobre 

espropiaeton 



Sumario. — En la indemnización por espropiacion no debe 
incluirse el importe de arriendos posteriores á ladesposesion, 
que el espropiado tenía derecho á cobrar, según contrato, si no 
hubiese tenido lugar la espropiacion. 



Caso. — D. Francisco Besoagli, por los mencionados señores 
Clark 7 Compañía, se presentaron ante el Juzgado esponiendo : 
que iniciaba el correspondiente juicio para la espropiacion de 
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i 8,250 metros de terread perteneoientes á D. Higinio Alegre, 
ubicados entre los kilómetros 433,5 y 434,9, oon destino á Esta- 
ción 7 TÍa. 

Que el propietario había rebasado el preoio de 365 pesos que 
86 le ofreció y que se había depositado á fin de que se diera la 
posesión del terreno á la Empresa. 

Que la oferta es ventajosa, porque, aparte de que la línea no 
corta edificio, canal, huerta, quinta, etc., la Empresa se com- 
promete á hacer las obras necesarias para dejar la propiedad 
en pleno estado de seguridad, conservando corrientes los desa- 
gües, construyendo alcantarillas, pasos á nivel, etc. 

Que el valor actual de los terrenos se debe casi enteramente 
á las líneas férreas en construcción, y no deben tenerse en 
cuenta para la fijación del precio, según el artículo i5 de la ley 
de espropiacion. 

Que quedando una estación en el terreno del señor Alegre, de- 
be tenerse presente lo espuesto en la nota al artículo 251 1 del 
Código Civil. 

El Juez mandó dar la posesión pedida ; y notificado el apodera- 
do de D. Higinio Alegre, se presentó esponiendo : que la oferta 
que se hacía, de dos centesimos por metro cuadrado era irriso- 
ria. Que el valor solamente del terreno, era ocho ó diez veces 
mayor que lo ofrecido por toda indemnización. 

Que la carta que presentó del apoderado de la Sociedad Indus- 
trial Paraguaya, D. Pacífico Vargas, prueba que Alegre ha re« 
chazado ofertas por el terreno, que esceden seis veces al valor 
que se ofrece como justo precio é indemnización. 

Que por otra parte, sobre los terrenos pesa una especie de 
servidumbre de tránsito, como lo demuestra el contrato de lo- 
cación que presentó y para resolver el cual, debe el propietario 
devolver al locatario el importe recibido con deducción del 
tiempo transcurrido, lo que representa un perjuicio real que de- 
be indemnizar la empresa. 
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Qae no debe compensarse la indemnización con el mayor valor 
qne adquiérela parte de terreno no espropiada, porque, además 
de que la nota al artículo 251 i , Código Civil, invocada por eles- 
propiante, prohibe estas compensaciones^ esa valorización es na 
hecho eventual y la indemnización no se subordina á eventuali- 
dad alguna. Pidió 20 centesimos por metro coadrado, más el 
valor que deba devolverse al locatario, y la depreciaeion que el 
fraccionamiento pueda producir á juicio de peritos. 

Presentó esta parte : 1° Una carta fecha en la Asunción á 15 
de Setiembre de 1888, firmada: Pacífico Vargas, yditijida á D. 
Higinio Alegre. Dice en ella el firmante, que de acuerdo con lo 
prometido, hace Alegre la siguiente proposición : por todo el 
terreno con frente al Rio Paraná, 800 pesos por cuadra de 
10,000 varas, pagaderos la cuarta parte al contado, y el resto 
á 6, 12 y 18 meses ; por un lote de 10 á 12 cuadras, 1200 pesos 
fuertes, pagaderos mitad al contado y mitad á 6 meses de plazo. 

2^ Un contrato de locación celebrado entre D. Higinio Ale- 
gre y D. Eladio Gruesalaga ante el Juez de Paz de Posadas con 
fecha 23 de Enero de 1889, y por el cual Alegre da en arrenda- 
miento por seis meses contados desde el 1^ del corriente año, con 
destino al pasaje de hacienda, los bretes de su propiedad, en el 
paraje llamado «La Laguna >. Ouesalaga abona al firmar el 
contrato, 1350 pesos á razón de 225 mensuales. En la cláusula 
5*^ se espresa que, si por causas agenas á la voluntad de Alegre, 
hubiera que rescindir el contrato, solo estará obligado á devol- 
ver á Ouesalaga el importe del arrendamiento recibido con de- 
ducción del tiempo transcurrido y sin otra responsabilidad. 

El Juez convocó á las partes á juicio verbal. No habiéndose 
puesto de acuerdo, nombraron peritos, el espropiante á D. Eu- 
genio Bamirez y el espropiado á D. Elias Santiago. 

Los peritos se espidieron de común acuerdo esponiendo qne 

r 

en su concepto, el precio de los terrenos á espropiarse es el de 
16 V2 centavos el metro cuadrado. 
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Beqneridos los peritos por el Juez para que espresaran el fun- 
damento de sa opinión, espusieron : que dada la rápida valori- 
zaoion de la propiedad , no se puede determinar el precio con 
exactitud, pues las demandas de compras esceden á las ofertas 
de venta. 

Que las operaciones hechas de algún tiempo atrás, difieren no- 
tablemente entre sí, dependiendo el precio del interés del com- 
pradero de la necesidad del vendedor. 

Que sin embargo, de los datos que han obtenido, resulta que 
el precio fijado es el promedio de los conseguidos en las transac- 
ciones particulares, j esta consideración es la que les ha servi- 
do de guía. 

Con estos antecedentes el Juez llamó autos, j ordenó después 
para mejor proveer, que el demandado presentara los títulos de 
propiedad, los cuales le fueron devueltos. 



Fftll« del Juez lietrftdo 



Posadas, Julio 25 de 1889. 

Yistos estos autos seguidos porD. Francisco Resoagli, en re- 
presentación de los señores Juan E. Clark y C'^, concesionarios 
del ferro-carril Nord-Este Argentino, sobre espropiacion de 
i8,250 metros de terreno propiedad de D. Higinio Alegre, ubi- 
cado en los suburbios de este pueblo. 

Besultando : que con fecha 29 de Marzo ocurrió al Juzgado 
dicho Sr. Besoagli, á nombre de la empresa del mencionado fer- 
ro-carril, esponiendo que en la necesidad de adquirir una par- 
te del terreno de que es propietario el Sr. Alegre, éntrelos ki- 
lómetros ^3,5 7 434,9 para estación y vía, solicitó ponerse de 
acuerdo sobre el monto del precio ó indemnización que debía 
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abonarle por los 18,250 metros necesarios, sin haber podido 
llegar á un avenimiento por lo exajerado de üus pretensiones 
con relación á la oferta de dos centavos metro cuadrado, qae 
creía lo equitativo hacerle, 'teniendo en cuenta que en ese terre- 
no se construiría la estación, con lo que se beneficiaría los con- 
tiguos, que también le pertenecen. En consecuencia, solicitaba 
la decisión judicial de la diferencia. 

Proveído este pedido, D. Cipriano Gastelli se presentó á nom- 
bre de D. Higinio Alegre, á quien pertenece el terreno, según 
la escritura que por orden del Juzgado fué agregada á foja 3 y 
espuso : que el precio de dos centavos metro ofrecido, era irriso* 
rio tratándose de tierras por las que su representado había re- 
chazado ofertas de 800 pesos cuadra de 10000 varas y que él 
estima en veinte centavos, debiendo además ser indemnizado 
del perjuicio real que le ocasiona el tener que rescindir el con- 
trato de locación que comprueba la escritura agregada á foja 15 
7 por cuya cláusula 5' debe devolver á D. Eladio Guesalaga el 
importe de las ihensnalidades recibidas por el tiempo que falta 
del contrato, fuera de la depreciación por fraccionamiento del 
terreno. 

En el juicio verbal á que fueron llamadas las partes, insistie- 
ron en sus respectivas pretensiones, por lo que se procedió al 
nombramiento de peritos que informasen sobre el valor del bien, 
por parte de la empresa á D. Eugenio Ramírez y por la de Ale- 
gre á D. Emilio Santiago. Estos en su informe han avaluado el 
metro cuadrado á razón de 16 centavos por los fundamentos es- 
puestos á foja 28. 

Y considerando : Que los demandantes D. Juan E. Clark y 
C* están facultados, de acuerdo con la ley de concesión y con- 
trato celebrado con el Poder Ejecutivo de la Nación en Junio 12 
de 1889, para espropiar los terrenos necesarios para la vía fér— 
rea, estaciones, talleres, depósitos, etc., á construir de Monte 
Caseros á Posadas, según los planos aprobados. 
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Qq6 para apreciar con arreglo á la razón y la equidad la legí- 
tima indemnización que debe acordarse al espropiado, el medio 
más seguro es indudablemente la relación entre el valor del bien 
con el corriente atribuido á otros en iguales ó parecidas condi- 
ciones, aparte de la renta que produzca regularmente, y por úl- 
timo la opinión de personas imparciales y competentes. 

Que las partes haciendo prescindencia completa de los dos 
primeros principios que habrían contribuido á la más acertada 
resolución de la diferencia, se han concretado al nombramiento 
de peritos que justiprecien el biená espropiar, los que haciendo 
des]|f arecer la distancia que separa las pretensiones de los conten- 
dientes aprecian el valor del terreno á razón de 16 centavos me- 
tro cuadrado, fundando su opinión en que tal precio puede con- 
siderarse el término medio de los atribuidos en las diferentes 
transacciones particulares . 

Ante tan uniforme apreciación, el Juzgado no está autorizado 
á separarse de ella, dado el carácter de las personas que la hacen, 
y con tanta más razón cuanto que las partes habiendo tenido 
oportunidad de observarlo, no lo han hecho. 

Que si bien, según el artículo i5 de la ley de espropiacion 
el valor de los bienes debe regularse por el que hubieren tenido 
si la obra no hubiere sido ejecutada ni aún autorizada, nada 
autoriza á dar por sentado como lo pretende el espropiante que 
el mayor valor de las tierras, hoy dia, se debe casi esclusiva- 
mente á las líneas férreas en construcción, siendo fuera de du- 
da que diferentes otras circunstancias que revisten el carácter 
de notoriedad pública, influyen en ese sentido. 

Respecto al mayor valor que debe procurar á la fracción no 
espropiadala ejecución de las obras para estación y que debe 
tomarse en consideración para la avaluación del importe de la 
indemnización, como también lo quiere el demandante en vista 
de lo dispuesto en el artículo 251i y su nota (Cód. Giv.), ningún 
antecedente resulta para servir de guía en la apreciación de es- 

T. IX 7 
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te hecho, ni los peritos se han referido á él, concretándose á la 
estimación del valor venal dé la cosa ó sea su precio. 

Que en cuanto á la indemnización que la parte del propietario 
pretende por la rescisión del contrato de locación que pesa so- 
bre el terreno, es de observarse que si se pagara simplemente 
el valor de este, teniendo aquel que desembolsar lo ya recibido, 
importaría un gravamen causado al espropiado que no se indem- 
nizaba 7 la ley establece que la indemnización debe compren- 
der todos los gravámenes que sean consecuencia forzosa de la 
espropiacion. 

La indemnización por depreciación debida al fraccionamiento, 
por cuanto el terreno á espropiar, es atravesado en parte por el 
ferro-carril, según aparece en el croquis corriente en autos y 
acerca de lo cual tampoco hay antecedentes para juzgar con 
acierto el valor en que debe ser estimado el perjuicio que ocasio- 
na, debe darse por compensado con las ventajas que trae á las 
tierras no espropiadas su contigüidad á la estación. 

En mérito de lo espuesto, se declara : que el valor de la indem- 
nización que debe abonarse á D. Higinio Alegre por la espro- 
piacion de los 18,250 metros que se necesitan para la estación 
7 vía férrea en el paraje a La Laguna», es el de 16 centavos 
cada metro cuadrado, más el importe que hubiere de devolver 
al locatario D. Eladio Guesalaga, con arreglo al contrato de fo- 
ja 15 desde el dia que se verificó su rescisión, después de la ocu- 
pación del terreno por la empresa, lo cual deberá hacerse cons- 
tar en forma, 6 bien desde aquel en que se hizo imposible su 
cumplimiento por la ejecución de las obras, dándose por com- 
pensado el mayor valor que adquiere el terreno no espropiado 
por la estación á construirse, con el desmérito que sufre por el 
fraccionamiento. De conformidad con lo espuesto en el artículo 
18 de la ley de espropiacion, declárese también que las costas 
d^l juicio son á cargo del espropiante por ser la indemnización 
que se manda pagar superior á la oferta. 
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Desglósese y devuélvase al interesado el título de propiedad 
qae solicita, reponiéndose los sellos. 

D. Quiroga. 



WmUm de I» Suprem» Oorte 

Buenos Aires, Abril 26 de 1890. 

Yistos: siendo equitativo á juicio de esta Corte, el valor 
asignado por la sentencia apelada de foja treinta como precio 
de la indemnización del terreno de cuya espropiacion se trata en 
estos autos, menos en lo relativo á la devolución que debe hacer 
el espropiado con arreglo al contrato de foja quince del valor de 
los arriendos posteriores al acto de la espropiacion, que cons- 
tituyendo nna renta á devengarse no tiene el espropiado derecho 
á percibir : se confirma dicha sentencia con la modificación rela- 
tiva á los arriendos enunciados, siendo las costas causadas de 
cargo del espropiante. Repuestos los sellos^ devuélvanse. 



BENJAMÍN YIGTORIGA. — FEDE- 
RICO IBARGÚREN. — G. S. DE 
LA TORRE. — ABEL BAZAN. 
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CAUSA liXI 



Don Donato Galardo, contra Don Juan Lavarello, por examen 
de mercaderías ; sobre nombramiento de perito. 



Sumario. — Nombrada como perito tercero una persona que 
el Juzgado estima con la snficiente competencia para el asunto, 
no hay razón para reclamar de su nombramiento^ no probándo- 
se lo contrario. 



Caso. — La parte de Galardo pidió que se practicara una pe- 
ricia para justificar que dos pipones marca D. G., depositados en 
la Adaana de las Catalinas, se encuentran hasta el dia en bue- 
nas condiciones, y si resalta de su examen que el vino que con- 
tenían, ha sido extraído con espiches que se ven en los cas- 
cos. 

Propuso por su parte al tonelero Don Luis Yignale y pidió 
que se intimara á la parte de Lavarello designar otro perito. 

£1 juez proveyó de conformidad y la parte de Lavarello, nom- 
bró á Don Eduardo S. Scotti. 

El juez hubo por nombrados á los dos peritos, y mandó que 
procedieran á llenar su cometido. 
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Los dos peritos se presentaron pidiendo que el jaez designara 
tin tercer perito en discordia por no estar ellos conformes en la 
apreciación de la avería. 



Auto del Jíuex Federal 

Buenos Aires, Marzo 19 de 1889. 

Atento la disconformidad manifestada^ nómbrase perito ter- 
cero en discordia, al señor Don Garlos Herfst, quien previa 
aceptación del cargo ante el actuario, procederá á llenar su co- 
metido. 

Tedin . 

La parte de Galardo, espuso : 

Que no conocía al tercero nombrado por el juez, pero le cons- 
taba que no es tonelero de ofiqio ni tenía tonelería en esta Ca- 
pital, y no le era posible someter su derecho al dictamen de una 
persona que no es perita ; 

Que el oficio de tonelero es reglamentado en Europa, y en 
Buenos Aires existen personas que han practicado los estudios 
correspondientes, entre otras Don Ángel Molis, Don Juan Naya 
j Don Alejandro Beruti. 

Pidió que se deje sin efecto el nombramiento hecho y se de- 
signe en su lugar á un tonelero de oficio. 

Corrido traslado de la revocatoria, la parte de Lavarello pidió 
que no se hiciera lugar á ella con costas. 

Dijo : qaepara practicar la pericia pendiente, no se necesita- 
ba ser tonelero de oficio, bastando que la persona designada ten- 
ga como sucede en este caso^ la competencia suficiente en la 
materia ; 

Que el tercero nombrado ha practicado y practica continua- 
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mente todo género de pericias y especialmente de vino en cascos 
sin qae se haya puesto en duda su competencia ; 

Que si como se dice, el oficio de tonelero está reglamentado 
en Europa, aquí no lo está, y así, el diploma dado en Europa 
nada vale entre nosotros, y su poseedor no tiene título para ser 
preferido á otro esperto ; 

Que la causal alegada no puede ser tenida como una recusa- 
ción del perito, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 43 
y i 44 de la ley de Procedimientos ; 

Que el nombramiento hecho y motivado por la discordia entre 
los otros dos peritos, no podía ser objeto de oposición. 



Auto del Jíuex Federo! 

Buenos Aires, Octubre 10 de 1889. 

Y vistos : por los fundamentos aducidos por la parte de Lava- 
relio en el escrito de f. 21, fecha i^ de Abril del corriente año, y 
considerando además, que la profesión de tonelero no está regla- 
mentada en el país, no requiriéndose por lo tanto poseer diploma 
para ejercerla. 

Que el nombramiento de tercero en caso de discordia y no 
avenimiento entre las partes, es facultativo del juez . 

Que la persona en quien ha recaído ese nombramiento le ofre- 
ce suficiente garantía de honorabilidad y competencia, pues fre- 
cuentemente practica pericias de la misma naturaleza de la de 
que se trata, en este Juzgado, sin que hasta ahora los interesados 
hayan observado la falta de alguna de dichas condiciones. 

No ha lugar á lo pedido por la parte de Galardo en el escrito 
de f . 9, y corran los autos según su estado. 

Repóngase el sello v 

Virgilio M. Tedin. 
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FaIIo de la nuprmtmm Cowim 

Buenos Aires, Abril 26 de 1890. 

Vistos: no existiendo en autos mérito bastante para modificar 
el nombramiento del tercer perito hecho por el anto de foja 
quince vuelta: se confirma con costas el de foja sesenta y una, 
7 repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJABUN VIGTORIGA. — FEDERICO 
IBAR6ÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— ABELBAZAN. 



CAUSA liXII 



La Empresa del Ferro-C arril á La Carlota, contra los señores 
Davis y C^ y sus ees ionarios Sicard hermanos ; sobre espro- 
picuñan. 



Sumarto. — La indemnización por espropiacion debe ser 
equitativa. 
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Caso.— J), Diego del Castillo por el espropiante, se presentó 
ante el Jazgado esponiendo : 

Que por el artíoalo 5"" de la ley de 2 de Octabrede 1886 se 
declaró de utilidad pública la ocupación de los terrenos con 
destino á estaciones, talleres, etc., de la vía á construirse desde 
el Venado Tuerto hasta la Colonia Carlota, en la Prorincia de 
Córdoba. Que entre esos terrenos se encuentran unos pertene- 
cientes á los demandados y compuestos de 35 metros de frente 
por 441 de fondo ósea con una extensión superficial de Í5.435 
metros cuadrados que deben ser espropiados. Que á 500 pesos la 
cuadra por toda indemnización, importan 457 pesos con 36 centa- 
vos de curso legal ; cuya suma agregada á la de 150 pesos en que 
debe avaluarse un rancho que deberá ser destruido, asciende & 
la cantidad ád 607 pesos con 36 centavos, la misma que ha 
depositado en el Banco Nacional á la orden del Juzgado para que 
se le dé la posesión inmediata del inmueble. 

£1 Juez convocó á juicio verbal y autorizó á la Empresa para 
la ocupación del terreno. 

No habiéndose puesto de acuerdo en e' juicio verbal, la parte 
espropiante nombró como perito para la avaluación, á D. Carlos 
González, y la espropiada á D. Juan Yelez, conviniendo en que 
el Juez nombrara el tercero en caso necesario, y presentando el 
espr opiado el plano de foja 12. 

El perito nombrado por el espropiante se presentó esponien- 
do : que el cruce de la vía férrea colocaba los terrenos del de- 
mandado en condiciones ventajosas para la agricultura sin 
causarles grandes perjuicios, pues el campo no queda fracciona- 
do de una manera irregular. Que el precio ofrecido por la 
Empresa es más que suficiente, pues de los datos que ha recogido 
resulta que terrenos inmediatos se han vendido á ese mismo 
precio ó á uno menor ; y ú bien es cierto que algunas ventas se 
han hecho á más alto precio, también lo es que tenían por objeto 
terrenos situados dentro de lo ya edificado . 
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El perito nombrado por el demandado^ espnso : que el terreno 
de que se trata está sitaado á estramuros de Villa Constitacion, 
como á 700 metros de los embarcaderos que el Ferro-Carril ha 
establecido sobre la barranca del Rio, y linda con los terre- 
nos qae la Compañía destina á Estación principal. Que la vía 
corta el terreno de los demandados por el medio, é inutiliza un 
rancho, unas pequeñas plantaciones y un pozo de agua. Que las 
fracciones que quedan á uno y otro lado, son de insignificante 
importancia respecto del todo, y la comunicación entre ellas 
será dificii y peligrosa por sobre la vía férrea. Que por estas 
circunstancias y atento al gran valor que han tomado los terre- 
nos inmediatos á Villa Constitución, especialmente por encon- 
trarse cerca de la Estación Pavón del Ferro-Carril de Buenos 
Aires y Rosario, estima en un peso de curso legal cada uno de 
los i 5,435 metros cuadrados que deben espropiarse, incluyendo 
en esta avaluación las indemnizaciones debidas por fracciona- 
miento, inutilización de obras, etc. 

Puestas las avaluaciones en conocimiento de las partes, la 
del espropiante pidió que se nombrara un tercer perito, de acuer- 
do con lo que se había convenido ; é hizo presente que la ava- 
luación del perito del demandado era exhorbitante, y debía 
tenerse presente que el mayor valor adquirido por los terrenos 
inmediatos á Villa Constitución, era debido al mismo Ferro- 
Carril que motivaba la eapropiacion, y no debía por tanto, 
tenerse en cuenta, según la ley de la materia. 

El Juez nombró tercero á D. José N. Puocio, quien se espidió 
diciendo: que en vista de los informes de los peritos de las 
partes, la ubicación del terreno, los perjuicios que la espropia- 
cion le causa y los precios pagados en las transacciones efectua- 
das en el mismo paraje, avalúa el terreno á razón de 40 centa- 
vos moneda legal, el metro cuadrado^ importando así, la suma 
de 6174 pesos con inclusión de la indemnización por fracciona- 
miento 6 cualquier otro perjuicio que se cause al propietario. 
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FaIIo del Jíuea Federal 

Rosario, Agosto 3 de 1890. 

Autos 7 vistos: estos autos iniciados por el Ferro-Carril á La 
Carlota contra los señores Ernesto Davis y C^, sobre espropia- 
cion de un terreno situado en Villa Constitución, compuesto de 
treinta y cinco metros de frente por cuatrocientos cuarenta y uno 
de fondo, formando una área total de quince mil cuatrocientos 
treinta y cinco metros cuadrados ; y lindando por el Este con D. 
Antonio Bernardi y D. Antonio Forati ; al Oeste con la Empresa 
Villa Constitución y al Norte y Sud con los espropiados. 

Resulta:!'' Que la Empresa expropiante ofrece por toda 
indemnización, la suma á que se refiere el boleto de foja 4 por 
valor de seiscientos siete pesos con treinta y seis centavos mo- 
neda nacional. 

2^ Que convocadas las partes al juicio verbal de ley, se 
nombra perito tasador por parte de la Empresa á D. Carlos 
González y á D. JuanE. Velez por la de los espropiados, acor- 
dándose que el Juez haría oportunamente la designación del 
tercero, según todo consta del acta de fojas 11 vuelta á 13. 

3"^ Que espedidos los mencionados peritos en los informes 
corriente á foja 14 y foja 16, se nombra por el Tribunal perito 
tercerea D. José N. Fnccio, quien evacúa su cometido á foja 22. 

4^ Que en este estado comparcenlos señores Sicard hermanos 
representados por el señor Midleton, solicitando la participación 
que en este juicio les corresponde como cesionarios de los señores 
Davis y C'', lo cual comprueban por el testimonio corriente á 
foja... y ofreciendo justificarlo debidamente en su oportunidad, 
á mérito de no serles posible presentar las escrituras correspon» 
dientes de venta en ese mismo momento. 

Y considerando : I"" Que el juzgado al justipreciar el terreno. 



DE JUSTICIA NACIONAL 107 

caya espropiacion tiene por objeto el presente juicio, debe 
tomar en consideración el valor que el mismo pudo tener á la 
época de la concesión otorgada al Ferro-Carril espropiante, y no 
al que actualmente le corresponda, como parecen pretenderlo 
los espropiados y haberlo entendido el perito de los mismos, en 
contra de lo que espresamente estatuye la ley de la materia. 

2^ Que la tasación practicada por el perito tercero, D. José 
N. Puccio, aparte de consultar los principios legales que rigen 
la avaluación en casos como el presente, merece completa fé al 
Tribunal, dada la reconocida competencia del mismo en esta 
materia, acreditada por su constante ocupación en las transac- 
ciones de compra-venta de terrenos ubicados en las diversas 
localidades de la Provincia. 

3^ Que el hecho de que escepcionalmente hayan podido obtener 
algunos terrenos situados en el mismo distrito que aquel en que 
se encuentra ubicado el sometido á este litis, una mayor ó menor 
remuneración, no reviste importancia suficiente para considerar 
esos precios como tipo de la tasación, el que debe naturalmente 
ser regulado por la generalidad de los mismos, circustanoia en 
que también basa su avaluación el mencionado perito tercero, 
dándole así una mayor autoridad á su dictamen. 

Por tanto : se resuelve aprobar la tasación del perito tercero 
D. José N. PucciOy fijándose el precio total de las indemnizacio- 
nes debidas por motivo de la espropiacion, en la suma de seis 
mil ciento setenta y cuatro pesos moneda nacional de curso legal, 
debiéndose estender la correspondiente escritura, previa con- 
signación de la mencionada suma, con costas á la Empresa 
espropiante, y á cargo de la misma, los intereses correspondien- 
tes al exceso de la suma justipreciada sobre la ofrecida por 
aquella en el boleto de foja 4, computados á estilo de banco, y 
desde el dia de la demanda. Hágase saber con el original y 
repónganse los sellos. 

£r. Escalera y Zuviría. 
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Fallo de la Suprenia Oorte 

Buenos Aires, Abril 26 de 1890. 

Vistos: Siendo equitativo el valor asignado por la sentencia 
de foja treinta y dos al terreno de cuya espropiacion se trata 
en estos autos: se confirma con costas dicha sentencia y repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN YIGTORIGA. — FEDERICO IBARGÚREN . 
— C. S. DE LA TORRE. —ABEL BAZAN. 



CAUSA liXIII 



D. Serafín Baserga contra D. Josélgartúa, por reivindicación ; 

sobre reposición de sellos. 

Sumario. — No procede la reposición de sellos délo actuado 
en espedientes seguidos ante la justicia de Paz, traídos á la jas- 
ticia Federal como antecedentes de la causa. 



Caso. — En la demanda reivindicatoría de Baserga contra 
Igartúa sobre un terreno, pidió el apoderado del primero que 
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se agregaran unos espedientes que las mismas partes habían 
seguido ante la justicia de Paz de la Capital, sobre interdicto y 
sobre daños y perjuicios, con motivo del terreno sobre que versa 
la reivindicación. El Juez proveyó de conformidad. 

Bemici^os y agregados los espedientes, la parte delgartúa, 
pidió que se devolviera al Juez de Faz el referente á los daños, 
porque era completamente ajeno al juicio actual. 

El Juez corrió traslado; y en este estado se presentó la parte 
de Baserga esponiendo : que hacía como una semana había de- 
jado en Secretaría un escrito contestando ese traslado ; 

Que en la Secretaría se le había dicho que no se pondría ese 
escrito al despacho mientras no se repusieran los sellos corres- 
pondientes á las fojas de los espedientes obrados ante la justi- 
cia de Paz; 

Que si una ley autoriza que las actuaciones ante los Juzgados 
de Paz se hagan en papel común, la presentación de esos espe- 
dientes no requiere reposición de sellos, pues se encuentran en 
las condiciones de las boletas y recibos de Contribución Direc- 
ta, que pueden ser presentados en cualquiera repartición sin 
reposición ; 

Que esto es tanto más cierto cuanto que los espedientes de 
que se trata, no se han presentado como prueba, sino que han 
sido traidos como un antecedente que el Juez aún de oficio ha- 
bría podido pedir, y que no están destinados á formar parte de 
la causa ; 

Que si la orden de no poner el escrito al despacho, emana- 
ra del Juez, pedía reposición de ella y apelaba subsidiaria- 
mente. 

WmUo del Jíuea Weúermi 

Buenos Aires, Agosto 23 de 1889. 
Por lo que resulta de la esposicion anterior y del informe 
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Yerbal del Secretario á este respecto, y de acaerdo al artícalo 
10 de la ley de papel sellado : se declara que deben reponerse 
las fojas de los espedientes acompañados, y en consecuencia se 
concede en relación la apelación entablada en sabsidio. 

Ugarriza. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Ráenos Aires, Febrero 15 de 1890. 
Suprema Corte : 

La cuestión suscitada acerca de la reposición que viene á la 
resolución de Y. E., está, á mi juicio^ resuelta por el artículo 
44 de la ley de la materia. 

Serán aceptados y tramitados sin exigirse reposición de se- 
llos, dice este artículo : c todos los documentos 6 actuaciones 
provinciales que se presenten ante los Tribunales Federales, 6 
á los déla Capital que hayan debido estenderse y otorgarse y se 
hayan estendido y otorgado en los sellos provinciales corres- 
pondientes » . 

Con mayor razón la escepcion alcanzará á los documentos ó ac- 
tuaciones presentados dentro de una misma jurisdicción. 

Si la ley exonera del uso del papel sellado ante la justicia de 
Faz déla Capital, sería iuesplicable se obligara ala reposición, 
por el hecho de presentarse las actuaciones obradas ante ella á 
los Tribunales Federales, 6 los de la Capital. 

Pido la revocación de la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 
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VaUo de la Suprema Corte 



BaeDOS Aires, Abril 26 de 1890. 

Vistos : De conformidad con lo espuesto y pedido por el Sr. 
Procurader General en su precedente vista^ y por lo que resulta 
de la disposición del artículo noveno, inciso noveno de la ley 
nacional de papel sellado para el corriente año, igual á la del 
inciso octavo del artículo noveno de la misma ley para el año 
i887, según la que, el uso de papel sellado ante la justicia de 
Faz debe entenderse relevado por el de la estampilla que deben 
poner bajo su firma los actores y demandados en el acto de la 
sentencia definitiva, pues de lo contrario las actuaciones ante 
los jueces de menor cuantía resultarían recargadas con un gra- 
vamen mayor que las seguidas ante los Tribunales superiores: 
se revoca el auto apelado de foja cuarenta y cuatro, declaran- 

doseno haber lugar á la reposición por él ordenada. Repuestos 

los sellos devuélvanse. 



FEDERICO IBARGtREN. — C. S. DE 
LA TORRE. — ABEL BAZAN. 
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CAUSA liXIT 



El señor Don Santiago Gordillo, contra Don Abrahan Medina^ 
por devolución de impuestos ; sobre competencia 



Sumario. — Las demandas sobre devolución de impuestos 
pagados, fundadas en la inconstitacionalidad de estas^ corres- 
ponden al conocimiento en l'^ instancia de los jueces federales. 



Caso. — En 2 de Abril de 1889, el Doctor Don Santiago Gor- 
dillo, se presentó ante el juzgado de Tucuman^ espresando : 

Que Don Abrahan Medina le era deudor de la suma de 3985 
pesos nacionales oro, que le había pagado por introducción de 
vinos de la Bioja, que se lo habían cobrado en virtud de una ley 
inconstitucional, creadora de un impuesto sobre introducción de 
vinos de estraña provincia, todo lo que constaba de los recibos 
que acompañaba ; 

Que á pesar de haber intentado los medios posibles de llegar á 
un arreglo amistoso, á fin de conseguir el pago, entablaba de- 
manda contra Don Abrahan Medina, pidiendo que, declarado 
inconstitunacional el impuesto, se ordenara la devolución de la 
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cantidad cobrada, más los intereses devengados desde la fecha 
de los recibos hasta la del pago, con costas. 

Dijo : qoe la justicia de esta demanda no podía ser más pa- 
tente, pues, aparte de los artículos 9, iO j li de la Constitución 
Nacional que rigen el caso materia de este juicio, se tenía el 
juicio seguido por los señores Bencioy C*, contra el mismo Don 
Abrahan Medina, sobre inconstitucionalidad del impuesto alu- 
dido fallado en el mismo Juzgado por el Doctor Yallejo, y con- 
firmado después por la Suprema Corte . 

Que desde la publicación de la sentencia en la causa mencio- 
nada, se resistió al pago del impuesto inconstitucional, j que 
á pesar de sus protestas fué obligado á pagar ejecutivamente, 
por la policía, como constaba de la orden del Intendente de po- 
licía, que también acompañaba. 

Que, posteriormente, los mismos señores Bencio y C*, deman- 
daron á Don Abel del Corro, rematador del impuesto para que le 
devolviera los dineros, que en virtud de este le tenían pagado, 
ordenando el Juzgado al demandado la devolución de esos valo- 
res, con m&á los intereses hasta la fecha del pago, sentencia que 
faé ejecutoriada. 

Acompañó ala demanda: i^ Diez y siete recibos por diversas 
partidas de impuesto pagado que forman un total de pesos 3985. 

Los recibos son del tenor siguiente : 

Introducción de Frutos 

El portador Don Santiago Gordillo (arriero Policarpo Fuen- 
tes), ha pagado por derecho impuesto alas cargas siguien- 
tes: 

Harina flor K 

Harina en rama 

Vino (24 cargas) 36 

Pasas 

T. n 8 
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Papas B 

Semilla de alfalfa 

Alumbre 

Alcaparras 

Nieve 

Anis 

La cantidad de pesos fuertes 36. — Tuouman^ Mayo 3 de 
4882. — Firmado: A. Medina, — A Corro. 

Nota. — Esta guía la entregará el conductor al cobrador en 
la ciudad de Tucuman. 

Al margen los artículos siguientes : Art. 9^. — Toda carga de 
vino en barriles 6 en botellas de los que se fabriquen en la Be- 
pública, que se consignen ó yendan para el consumo público, 
pagarán doce reales fuertes por cada docena de botellas de las 
que vengan en cajones. Las frutas secas, anís en grano, semilla 
de alfalfa, papas, nieve, alumbre y alcaparras, pagarán tres 
reales fuertes, por carga. La harina en flor con peso de 12 á i6 
arrobas la carga, pagará tres reales fuertes por carga y uno y 
medio real la que no sea en flor. 

Art. iO. — Por cada carga de sal de piedra, compuesta de 
dos panes, se pagará un real fuerte. 

Art. 77. — El impuesto de patente podrá abonarse en mone- 
da corriente boliviana á razón de uno y cincuenta centavos por 
cada peso fuerte. 

2° Una nota del Departamento General de Policía de la ciu- 
dad de Tucuman, que dice así: 

Tucuman, Mayo 12 de 1882. — Al señor Dr. Don Santiago 
GordillOn — Habiéndose quejado Don A. Medina, rematador de 
los impuestos comprendidos en el artículo 9^ de la ley de Paten- 
tes, que se nieg9 Vd. apagarlos, le ordeno á Yd. en nombre de 
la ley, pagar á dicho rematador el impuesto que le cobra. — 
Dios guarde á Vd. — C. Mur. — Juan B. Merchot, oficial pri- 
mero. 
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Acreditada la competencia del Juzgado por razón de la mate- 
ria, el juez, sin perjuicio de ulteriores providencias sobre la 
competencia, confirió traslado de la demanda. 

La parte de Den Abrahan Medina, pidió que se citara la evic- 
cion del Gobierno de la Provincia, vendedor de los impues- 
tos. 

Este aceptó la eviccion, encargando la de prosecución del 
juicio al demandado señor Medina, quien contestando la de- 
manda, opuso las escepciones de incompetencia y prescripción . 
Dijo: que se había traido la demanda ante el juez de sección, 
aplicando mal la disposición del artículo 4® de la ley nacional 
del año 1862. 

Lo que se alegaba era la nulidad del impuesto como repug- 
nante á la Constitución Nacional ; pero esto no bastaba para 
producir el caso á que se refiere la disposición citada, porque así 
se comprende según el teito espreso de la ley, y de las resolu- 
ciones dictadas por la Suprema Corte en varios casos análo- 
gos. 

Que en efecto, según lo resuelto por la Suprema Corte en 
fallo que se registra en el tomo 8"", serie 2^, páginas 171 y 207, 
correspondería que el demandante dedujera su acción ante los 
tribunales provinciales, y del fallo de estos ocurrir recién á la 
justicia nacional, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 14 
de la ley de 14 de Setiembre de 1863, en su inciso 2"", puesto 
que lo que se discute no es una ley nacional, sino provincial, 
que se supone en oposición con la Constitución general. 

Que esta última consideración que reputaba terminante, sir- 
ve para establecer la diferencia entre el presente caso y el que 
prevé el artículo 4"" de la ley de Octubre de 1862, y por con- 
siguiente, para demostrar que la presente cuestión no cae bajo 
la jurisdicción del ju zgado federal. 

Que llamaba la atención del Juzgado sobre este punto, con- 
siderando suficiente lo espuesto para fundar su primera escep- 



116 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

cioD^ qae oponía incorporada á la contestación de la demanda, 
por no estar en término para deducirla por separado. 

Que la acción intentada por el demandante estaba prescrita, 
que se trataba en este caso de la nulidad de un acto jurídico: el 
pago hecho por el Doctor Gordillo en virtud de una ley que se 
pretendía inconstitucional. 

Que, según esto^ y suponiendo la inconstitucionalidad de la 
ley, habría lugar á la nulidad de ese acto, y como su consecuen- 
cia, á la repetición de lo pagado, como pago hecho por error, fal- 
sa causa^ en razón de una ley que se dice nula. 

Que el artículo 4030 del Código Civil, señala el término de 
dos años para la prescripción de estas acciones. 

Que los diversos recibos de pagos cuya devolución se deman- 
daba, tienen las fechas de Mayo á Diciembre de 1882, habiendo 
por consiguiente transcurrido más de tres veces el tiempo nece- 
sario para prescribir. 

Que son tan terminantes las escepciones que opone para ob- 
tener el rechazo de la demanda que se abstenía de tratar la 
cuestión bajo su faz constitucional. 

El Juzgado confirió traslado de las escepciones, y contestán- 
dolo, el Doctor Oordillo, pidió su rechazo con costas. 

Dijo : que el artículo 14 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, 
en que el fdemandado fundaba su escepcion no tenía aplica- 
ción en el caso presente, pues que el juicio no se había ra- 
dicado en los tribunales de provincia, sino que, al Contrarío, 
buscando la jurisdicción nacional, había ocurrido al Juzgado fe- 
deral, amparado por la ley de 16 de Octubre de 1862 (art. i"" 

7 40. 

Que los dineros cuya devolución cobraba eran procedentes 
del pago de impuestos á los vinos fabricados en la República, 
por el hecho de introducirlos de una provincia á otra, lo que 
era contrario al espíritu y letra de los artículos 10 y 11 de la 
Constitución Nacional, y que por consiguiente el caso estaba 
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regido por esta y su conocimiento y decisión corresponde á la 
justicia nacional. 

Que la escepcion de prescripción era infundada. 

Que el artículo 4030 del Código Civil citado, no tenía aplica- 
ción, pues de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 944, 973 
y 974, el caso subjvdice no era un acto jurídico, y no siéndolo, 
no había razón ni fundamento para la escepcion de prescripción 
alegada. 

Que la acción en cuestión es puramente personal regida en 
cuanto á la prescripción por el artículo 4023 del Código Civil, 
que da para ello el término de 10 años. 

Que esta acción es por deuda exigible como lo establece el ar- 
tículo 784 del Código Civil, que el que voluntariamente, por un 
error paga lo que no debe, puede repetir lo pagado, y con ma- 
cha mayor razón quien como él había sido obligado por la fuer- 
za al pago. 

Que en cuanto á que el consumidor es el que paga los impues- 
tos en último término, es un principio de economía política, pero 
que en derecho el que paga, es el que paga, como lo dice el 
Doctor Yallejo, ex- juez federal, en un fallo resolviendo una 
cuestión idéntica ala presente, entre el señor Bencioy el señor 
Corro. 

Que los dos fallos citados por el demandado eran en causas 
iguales á la suya, con diferencia que los demandantes de enton- 
ces no cumplieron con las prescripciones de la ley provincial, 
con las reservas del caso, para ocurrir recien á la justicia federal 
diciendo de nulidad del impuesto por inconstitucional y pidien- 
do la devolución de lo indebidamente pagado, mientras que él 
había pagado el impuesto, protestando de inconstitucional, para 
repetirlo después haciendo esta reserya. 

Que la demanda la había entablado contra un particular que 
había percibido lo que no se le debía, no habiendo razón ni jus- 
ticia para que este se quedara con lo que no le pertenecía, se- 
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gun lo resuelto por la Suprema Corte, causa 113, serie 2*, tomo 
13, página 488 ; causa 63, tomo 7^ serie 2*, página 296. 



FaIIo del JTueM Federal 



Tucuman, Febrero 5 de 1890. 

Vistos : £1 Doctor Don Santiago Gordillo se presenta enta- 
blando demanda por cobro de pesos contra ^Don Abrahan Me- 
dina. 

Dice que este le es deudor de 3985 pesos, que le pagó por in- 
troducir Tinos de la Rioja, cuyo cobro se le hizo en virtud de 
una ley inconstitucional que creaba un impuesto sobre la intro- 
ducción de Tinos de extraña provincia, todo lo que consta de los 
recibos que en número de 17 acompaña , y concluye pidiendo 
que, declarado inconstitucional dicho impuesto, se le mande de- 
volver la cantidad cobrada y sus intereses con las costas del 
juicio. 

El demandado contestando la demanda, espone : que ella no 
procede y debe ser rechazada, alegando que la acción intentada 
está prescrita. Se trata, dice, de la nulidad de un acto jurídico, 
cual es el pago hecho por el Doctor Gordillo, en virtud |de una 
ley que se pretende inconstitucional, de que resulta que sien- 
do eso así, había lugar á la nulidad de ese acto, y como conse- 
cuencia, ala repetición de lo pagado, como pago hecho por error 
6 falsa causa, en razón de una ley que se dice nula, acciones á las 
cuales el artículo 4030 del Código Civil, señala dos años para 
la prescripción, teniendo los pagos hechos por el Doctor Gordi- 
llo, cuya devolución demanda, mucho más de ese tiempo, como 
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se comprueba por las fechas mismas de los diversos recibos pre- 
sentados por dicho Doctor Gordillo. 

Incorporada á la contestación de la demanda, el demandado ha 
dedncido escepcion de incompetencia del Juzgado, alegando que 
esta causa, por la naturaleza del asunto que la motiva, debe 
▼entilarse en los tribunales provinciales, y de su fallo en defini- 
tiva, ocurrir á la justicia federal, según lo tiene resucitóla Su- 
prema Corte, en el fallo que se registra en el tomo 8^, serie 2*, 
página 171. 

Y considerando, sobre esta escepcion de incompetencia : que 
el Juzgado aceptó el conocimiento de la presente causa, bajo la 
base de ser ella de jurisdicción federal por razón de la materia, 
6 sea en concepto de que, se trabara discusión entre las partes 
sol)re la constitucionalidad ó inconstitucionalidad de la ley 
provincial que creó el impuesto, cuya devolución se de- 
manda. 

Que esta discusión no existe ni puede existir, una vez que el 
demandado en su contestación á la demanda, no contradice la 
inconstitucionalidad de la predicha ley provincial alegada de 
contrario, sosteniendo su falta absoluta de repugnancia á la 
Constitución Nacional. 

Que solo cuando el Juzgado hubiera de declararse sobre la 
validez ó nulidad de aquella ley provincial podría esplicarse la 
procedencia de la jurisdicción federal por razón de la materia, 
de acuerdo con el artículo 4"" de la ley de 16 de Octubre 
de 1862. 

Que no siendo así, no estando en discusión ninguna ley que 
se diga opuesta 6 repugnante á la Constitución de la Nación, no 
existe el motivo sobre que reposaría la intervención de la justi- 
cia federal por razón del fuero de la cansa. 

La discusión no versa, pues, 'Jobre si la ley de la provincia, 
que creó el impuesto en cuestión^ sea 6 no repugnante á la Cons- 
titución, único caso en que sería procedente la justicia federal 
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con presoindencia del fuero de las personas; ella, como se ve por 
la relación de los hechos, no afecta ningún principio constitucio- 
nal^ reduciéndose á saber si procede la devolución demandada, 
en vista del tiempo que se ha dejado pasar sin pedirla, aceptán- 
dose de hecho y derecho la nulidad ó inconstitncionalidad de la 
espresada ley provincial, una vez que esas enunciaciones no han 
sido contradichas en la contestación á la demanda de una ma- 
nera categórica. 

De todo lo que resulta que la Constitución Nacional no figura 
para nada en la presente causa, ui tiene que ver con ella la 
cuestión á resolverse. 

Por estos f undamentos» y no habiéndose afirmado por el actor, 
que fuera además procedente la jurisdicción federal por razón 
de las personas, fallo: declarando que este Juzgado es incompe- 
tente para conocer en esta causa. 

Hágase saber con el original y repónganse los sellos. 

Delfín Oliva. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 22 de 1890. 



Suprema Corte : 



El Doctor Gordillo pide al Juzgado de sección de Tucuman, 
que declarando inconstitucional el impuesto en cuyo mérito pagó 
á Don A. Medina, cantidad de pesos por introducción de vinos á 
dicha provincia de Tucuman, condene á dicho Medina al pago 
de lo que indebidamente le entregó por dicho impuesto. 
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La primera caestion que hay que resolver es, entonces, si el 
impuesto es 6 no en el caso $ub judice, contrario á la constitu- 
ción. 

Y no es necesario decir que esta caestion, por razón de la ma- 
teria, es del resorte de la justicia federal. 

Pero el demandado, dice el señor Juez de Sección, está confor- 
me en la inconstitacionalidad del impuesto y por consiguiente, 
este punto no viene á la resolución del Juzgado, y separado él, 
su jurisdicción no procede por razón de la materia. 

Es este un error á mi juicio. • 

La conformidad del demandante y demandado en la inconsti- 
tucionalidad de un impuesto, ó de un acto cualquiera, no quita 
ni da carácter de constitucionalidad al impuesto ú al acto, ni 
exime á la justicia del deber de traerlo á su jurisdicción, y de 
liacer á su respecto la declaración á que haya lugar. 

Es bien sabido, por otra parte, que la declaración de incons- 
titucionalidad de una ley, solo afecta al caso sometido al fallo 
del juez, sin invalidar ipsofacto todos los casos de igual natu- 
raleza, para lo que se necesita en cada uno una declaración es- 
pecial. 

En el presente, la conformidad de las partes, facilitará la ta- 
rea del señor Juez de Sección^ pero no lo exime de la declara- 
ción previa, en que funda el demandante su acción y su derecho 
á la devolución que solicita. 

Pido lá revocación de la sentencia recurrida. 



Eduardo Costa. 
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Fallo de 1» Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 1* de 1890. 

Vistos 7 considerando : Primero. Que con arreglo al inciso 
primero de la ley nacional sobre jurisdicción y competencia de 
los tribunales federales, de catorce de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta y tres, corresponde á los jueces nacionales de 
sección, el conocimiento en primera instancia de las causas qae 
sean especialmente regidas por la Constitución, ó las leyes qae 
haya sancionado ó sancionare el Congreso. 

Segundo. Que es de este género, la que se trae actualmente 
á la decisión de esta Suprema Corte, pues en ella la demanda 
se funda directa y esclusivamente en la violación de la prescrip- 
ción de los artículos nueve, diez y once de la Constitución Na- 
cional. 

Tercero. Que no es exacto que el demandado haya reconocido 
la inconstitucionalidad de la ley provincial, que se dice violato- 
ria de la prescripción do aquellos artículos, y la cuestión así ¿ 
deducir es, en primer lugar, la validez ó nulidad de dicha ley, 
como directamente contraria á la prescripción constitucional 
invocada. 

Cuarto. Que la demanda es traida después de satisfechos por 
el demandante los impuestos establecidos por la ley que se obje- 
ta de inconstitucional, y es de aplicación, por tanto, lo dispues- 
to por esta Suprema Corte, en los casos invocados por el propio 
demandado, que se registran en el número diez y siete, página 
ciento setenta y uno y doscientos siete de sus fallos. 

Por estos fundamentos, y de conformidad á lo pedido por el 
señor Procurador General en su dictamen de foja ciento cin- 
cuenta y ocho: se revoca el auto apelado de foja cuarenta y sie- 
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te, declarándose que el conocimiento y decisión de esta causa 
corresponde á la justicia federal, y vuelvan en consecuencia los 
autos al Juez de Sección, para qne reasumiendo la jurisdicción 
de qne se ha desprendido, proceda á tramitar aquella, y resolver 
lo qne corresponda. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENIAMIN YIGTORICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN; — C. S. DE LA TORRE. 
' ABEL BAZAN. 



CAUSA liXY 



El doctor don Santiago Gordillo contra don Abel del Corro, 
por devolución de impuestos; sobre incompetencia 



En esta causa se dictaron por el Juez de Sección de Tncn* 
man y por la Suprema Corte, resoluciones iguales á las recaí- 
das en la cansa anterior, en las mismas fechas. 
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CAUSA liXTI 



Criminal: de es tradición pedida por las autoridades chilenas 
contra Natalio Jara, procesado por asesinato del subdito 
inglés D. Enrique F. Peters. 



Sumario. — 1*" El delito de asesinato está inclaido en la ley 
de estradicion. 

2*" La nota de requisición del procesado espedida por el Jaez 
de la caasa equivale al mandato de prisión. 

3"* No presentando el sumario vicios estemos de forma, sien- 
do probada la identidad del requerido y la competencia del Jaez 
requirente, procede en ese caso la concesión de la estradicion. 



Caso. — Besulta de las piezas siguientes que fueron pasadas 
á los tribunales argentinos : 

Juzgado de Letras de Temuco, Julio 28 de 1887. 
Señor Ministro de Justicia : 

Ante elJuzgadoque tengo el honor de desempeñar , se procesa 
á Natalio Jara y otros, con motivo del asesinato cometido en la 
persona del subdito inglés D. Enrique Fryers Peters, el dia 12 de 
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Marzo del presente año. El dicho Natalio Jara se ha refagiado 
en el fuerte Junin, de los Andes, de la República Argentina. 
A fin de qne la justicia no quede burlada, me permito acompa- 
ñar los antecedentes que acreditan la culpabilidad de Jara, pa- 
ra que si Y. S. lo estima conyeniente, se sirva ordenar se prac- 
tiquen las diligencias conducentes á obtener su estradicion. 
— Dios guarde á V. S. — Firmado : Emiliano Fuentes R. 

Antecedentes del proceso seguido contra Natalio Jara y otros, 
con motivo del asesinato de don Enrique F. Peters. — Co- 
pia. — Juzgado de Letras de Temuco, Julio 14 de 1887. 
— Tengo el honor de dar cuenta á V. S. del resultado de 
la comisión que á fines de Mayo último tuyo á bien con- 
fiarme á fin de obtener datos de D. Enrique F. Peters, 
subdito británico, qne se suponía había desaparecido, sin 
dejar huella ninguna en el trayecto de Yillarrica á esta. 
Obedeciendo á las órdenes é instrucciones que Y. S. me 
impartió el 29 del citado mes, púseme en marcha ese mismo 
dia, llegando al anochecer del siguiente á Yillarrica, de 
donde el Sr. Peters había salido el 12 de Marzo con direc- 
ción al norte, acompañado por un paisano. Imposible fuéme 
obtener noticias seguras del desaparecido, pues varios de- 
cíanme que el mencionado inglés habíase dirijido á Llaina ; 
otros que había pasado á la vecina Bepública ; en fin, solo pu- 
de saber que el individuo que había salido con él era un vecino 
de Pucon, de apellido Natalio Jara, que á fines de Abril había 
ido á establecerse á Junin de los Andes (Bepública Argenti- 
na). Infundiéndome ese individuo algunas sospechas, me dirijí 
el 5 del próximo pasado á Puceon, á fin de obtener datos sobre 
sus antecedentes, y con sorpresa, en la casa de Holzaffel y 
Yalck, se me dijo que era sujeto sumamente honrado, de excesi- 
va delicadeza, incapaz de la menor mala acción y que en vista 
de su honradez, la misma cusa habíale proporcionado á seis me- 
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ses de plazo, las mercaderías que había llevado á Janin para es- 
tablecer allí un negocio, aún más, dijéronme que siempre lo ocu- 
paban en asuntos de confianza. 

Como es fácil de suponer, la recomendación de D. Clemente 
Holzaffel, tendía á hacer boirar los malos conceptos que podían 
formarse de Natalio Jara, y así tuve que practicar diligen- 
cias nuevas, siempre con resultado malo, pues todas las noti- 
cias que obtenía eran contradictorias y tendentes á favorecer al 
recomendado. 

Decíanme algunos, impelidos tal vez por móviles que ignoro, 
que Feters había dado en su viaje muestras de demencia, que- 
riendo botarse al Allijun, y que era probable estuviese entre 
los indios viviendo en las montañas. El mismo Sr. Holzaffel ase- 
guróme que tenía noticias certeras de que lo habían visto en es- 
ta, y que D. Jorge Seo, vecino de Palquin, había estado con él, 
palitroque alemán que aquí existe. 

Viendo ya que era imposible encontrar al desaparecido, traté 
de salvar la cordillera para volver con Jara, pues á este creíale 
yo autor de más de un crimen, y con el objeto de que trayéndolo 
me señalase el lugar donde habíase apartado de su compañero 
de viaje. Tenía la seguridad de traerlo y á pesar de lo avanzado 
de la estación, del tiempo borrascoso y pésimo, púsome en mar- 
cha acompañado por dos soldados disfrazados. Desgraciada- 
mente, á causa de las continuas nevazones al pié del volcando 
Lanin, ya no pude avanzar y después de dos dias en 1 \ nieve, 
muriéndose cuatro caballos, tuve que regresar, aunque á pesar 
mió. El guía que llevaba se heló; pude, sin embargo traerlo has- 
ta la reducción de Tramacnra, donde lo dejé moribundo, no sin 
prestarle antes todos los auxilios que estaban á mi alcance. 

A pesar de los peligros corridos por los que me acompañaban, 
la ida á la cordillera no fué del todo infructuosa, pues contra la 
opinión de todos, pude formarme concepto de Jara y tener en 
conciencia la seguridad que era autor ó cómplice de la desapa- 
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rioion ó presunto asesinato del Sr. PetPis. Segan mis presun- 
ciones, este debía haber sido asesinado en la zona comprendida 
éntrelos rios Pedregoso y Allipini. Gasnalmente, antes de mi 
vis^e ala cordillera había encargado al Gefe délas fuerzas de 
Fucon la prisión de Juan José Turra, en cuyo poder encontrá- 
base un par de botas inglesas que yo creía debían pertenecer al 
desaparecido. Probóme su propietario que las había recibido en 
regalo y que eran procedentes de la República Argentina. Presu- 
miendo inyerosímil su relato, lo dejé siempre detenido y á mi 
vuelta de Tramacura lo conduje á Yillarica. Los rios habían 
crecido considerablemente, quedando sin vado; las avenidas im- 
pedían balsearlas ó pasarlas á nado. El telégrafo y correo esta- 
ban interrumpidos y me vi obligado á dar cuenta á Y. S. , por 
nota, del resultado todavía malo de la comisión. Envié para 
ello un propio el 24 del mes próximo pasadu con orden de llevar 
átoda costa mi comunicación, no pudo esta llegar ásu destino 
porque desgraciadamente el enviado se ahogó ese mismo dia en 
Pedregoso. Su caballo fué visto en el rio Totten arrastrado por 
la corriente y de él no pude tener noticias. Después de haber 
invertido una regular suma de dinero en propinas y dádivas pa- 
ra obtener el menor dato seguro de Peters, para poder así con 
certeza partir de un punto dado y descubrir algo, víme obliga- 
do á proceder á la detención momentánea de los vecinos é indí- 
genas establecidos entre la laguna de Yillarrica y el rio Allipi- 
ni. Solo así conseguí los datos que necesitaba. El cacique Cali- 
tripai referíame que Peters había estado en su casa, saliendo 
de allí al oscurecer, dábame á cada momento datos contradic- 
torios, hasta que tuve la seguridad que solo me engañaba y 
que tal vez era sabedor de algo. 

Procediendo con tino, conforme á las instrucciones de Y. S., 
pude descubrir que el desaparecido había pasado por el Tune el 
i2deMarzoálas H a. m., aproximati?amente, acompañado 
por Natalio Jara, Juan Heichaman, yerno de Calitripai y Ca- 
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díd, fornido indígena de malísimos antecedentes. Esas noticias 
las obtuve después de un mes de asiduas investigaciones, prac- 
ticadas durante dias de continuos aguaceros, enfermándose los 
tres soldados que me acompañaban. Es escusado decir que por 
idéntica causa se aniquilaron por completo los caballos que me 
quedaban. Los dejé atalaje. Provisto yo de los datos que ne- 
cesitaba, el 30 del mes próximo pasado aprehendí en la tarde i 
Juan Heichaman, en momentos en que Calitripai aprontábase 
para la fuga; en lo restante del dia y de la noche fuéme imposi- 
ble poder obtener á Canin, que al tener conocimiento de mi lle- 
gada á la reducción de Lafé ó Villa del AUipin, había huido 
apresuradamente. Siempre le capturé al dia siguiente, y pude 
dejar á los dos estrictamente incomunicados. Teniendo en mi 
poder dos de los acompañantes de Feters, presumía descubrirlo 
todo. Inútilmente había recorrido durante treinta y dos dias 
las espesas montañas de Tume, Catries y Coipué, Traitraicoy 
Allipin, habiéndome dirijido ala cordillera, el inglés había desa- 
parecido sin dejar rastro, ni recuerdos de él. Sus compañeros 
de viaje me darían datos ; interrogué álos dos minuciosamente 
y después de varias respuestas contradictorias, sin poder ellos 
establecer con evidencia donde habían pasado el dia en que ocur- 
rió la desaparición, confesaron de hecho que con Natalio Jara 
habían asesinado al Sr. Peters el 12 de Marzo, poco después de 
puesto el sol, en la montaña que existe al noreste de Traitraico. 
El 2 del actual ine relataron todos los pormenores del crimen, 
indicándome donde habían botado el cadáver y en la tarde de 
ese mismo dia, acompañado y guiado por ellos, me dirijí á buscar 
los restos. Apenas quedaban varios fragmentos del esqueleto, 
esparcidos por todos lados, ya las aves de rapiña y las bestias 
del campo habíanlo devorado, destrozándolo completamente. La 
ropa estaba en pedazos ; en un bosillo del chaleco encontré una 
boquilla para cigarros. La camisa llevaba dos colleritas en los 
puños. Un pedazo de cartera y trozos de papel quemados encon- 
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tráronse tapados por hojas secas. Por las señas que existen en 
el vestaario recogido, se conoce que fné atacado por la espalda 
7 herido de bala á quema ropa. Levanté todos los restos que 
pude encontrar, haciendo llevar asimismo los pedazos de ropa 
allí existentes. A 150 metros del occiso encontróse el esqueleto 
del cahallo que fué degollado por los asesinos para encubrir el 
crimen. Según relatan los cómplices de Jara, el Sr. Feters es- 
tuvo en casa de Calitripai el 12 de Marzo, compró allí un potro 
y después que su compañero de viaje había conversado largo 
rato con el cacique, salieron los dos para el norte, Juan Hei- 
chaman y Canin encontrábanse ahí ; en cuanto los dos viaje- 
ros salieron, Colatripai llamó al primero, diciéndole que el es- 
tranjero que había estado en la reducción iba á morir; que ya 
se había comprometido para ello y por eso le ordenaba que ayu- 
dara á Jara para ultimarlo. Obedeciendo Canin y Heichaman el 
mandato del ya citado Calitripai^ subieron al momento á caba- 
llo, alcanzando á los viajeros á poca distancia del Tume. Pasa- 
ron juntos donde varios vecinos y al llegar á Traitraico tomaron 
el camino de la montaña que conduce á la reducción de Lapi, 
sin que Peters se apercibiese que lo estraviaban, y al internarse 
cercado dos leguas al noroeste del camino público, Natalio Jara 
atacó á traición al desprevenido inglés, disparándole todos los 
tiros de su revólver en la espalda y á quema ropa. 

Pudo caer de pié el desgraciado y armándose de un cuchillo 
trató de repeler á sus cobardes agresores. Derribado por segun- 
da vez por un golpe que Jara le pegó con el caballo, saltó el 
cuchillo, y solo así desarmado pudieron los tres ultimarlo á pu- 
ñaladas. Refieren Canin y Heichaman que murió retando á sus 
asesinos, pero dicen ellos mismos que sin comprender las pala- 
bras que en idioma estraño profería, bien se conocía que aún en 
los estertores de la agonía, sus labios solo espresaban el más su- 
mo desprecio. Jara registraba febrilmente el cadáver, guar- 
dando el reloj, dinero y cinturon que este llevaba sobre sí. Los 

T. IX 9 
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papeles los quemó janto con varios planos y cartas del occiso. 
Ganin 7 Heichaman concluyeron de despojar el cadáver, lleván- 
dole casi todas su prendas ; en seguida le echaron en el hueco 
de un roble que el viento había derribado. Degollaron el caba- 
llo, despedazaron la montura y se retiraron á la reducción don- 
de alojaron tranquilamente. Al dia siguiente, Jara acompañado 
por Ganin se vino á esta. Foco tiempo después volvió á Fucon 
y fué á establecerse á Junin, llevando una familia consigo . A 
más de Juan Heichaman y Ganin, capturados en la montaña de 
Allipin, aprehendí á Juan José Turra, en cuyo poder encontrá- 
ronse las botas del occiso, y á Ejidio Gea por ser el reloj del mis- 
mo, á Fedro Soto y á los indígenas Ficlemeli, Venancio, Anti- 
bnil, Manuel Baillao Quirolef , Antilef y José Jaramillo Liando, 
por estar las declaraciones de ellos en relación con el delito re- 
ferido, pudiendo así establecerse con plenas pruebas la culpabi- 
lidad de los autores. Asimismo, es de mi deber advertir que los 
restos del infortunado Sr. Feters y las prendas de vestuario, 
cartas y especies que á él pertenecieron, que pude encontrar 6 
me fueron entregadas durante mi comisión, encuéntranse en mi 
poder; lo que pongo en conocimiento de Y. S. áfin de que si lo 
tiene á bien, se digne dictar las órdenes que á ese respecto en- 
cuentre por conveniente. En la tarde del 5 del actual llegó á 
Gaipue, donde encontrábame con los presos, el alférez Gulach 
con doce cazadores, los que enviados tan oportunamente por 
y. S., pudieron conducir con la celeridad del caso á esta todos 
los individuos aprehendidos durante mi comisión. También 
tengo el sentimiento de poner en conocimiento de Y. S., que en 
la montaña de Freiré y en momentos de desfilar por un camino 
casi impracticable y pantanoso, el indígena Colitripai, que ve- 
nía en calidad de reo, botóse del caballo con la deliberada 
intención de evadirse de la acción de la justicia por medio de la 
fugaé internándose en la montaña. Después de perseguirle á pié 
ron un soldado y agotados todos los medios que la prudencia 
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SQJiere en tales casos, me vi obligado á hacer uso de las armas, 
lo qne dio por resaltado la muerte del fugado. Lo que es de mi 
deber poner en conocimiento de Y. S. — Dios guarde á Y. S. 
— Hernán Trisano. — Señor Intendente de la Provincia y Co^ 
mandante de armas. — Temuco, Julio i4 de 1887. — Fase al 
Juez Letrado. — Gorostiaga. 

En Temuco á i4 de Julio de 1887, se hizo comparecer 
i la presencia judicial al reo Juan Heichaman el que, pré- 
Tia promesa de decir la verdad y examinado por medio de 
los intérpretes juramentados Antonio Oses 7 Faustino Chue- 
cas, espuso, después de mirar detenidamente el retrato de 
D. Enrique Feters, que le fué presentado: que este caba- 
llero es el mismo que andaba con Natalio Jara el dia en que 
fué muerto, suceso por el cual se han traido presos. Instado 
para que hiciera una relación exacta de la manera cómo tuvo 
lugar este suceso j de quienes tomaron parte en él, dijo: que 
un dia, cuya fecha no recuerda^ pasó este caballero en compañía 
de Natalio Jara, por la casa del Cacique Colitripai, en el lugar 
denominado Tume, en el camino de Yillarrica, encontrándose 
en ese momento el declarante en la misma casa donde había ido 
junto con el indígena Canin á cobrar la suma de tres pesos qne 
le adeudaban por esas vecindades. Después de estar un rato en 
la casa indicada, los dos viajeros resolvieron irse, para lo cual 
mandaron á Canin á buscar los caballos que por ahí cerca habían 
dejado al pasto ; pero se le hizo volver de medio camino, yendo 
á hacer esta diligencia el mismo Jara seguido del cacique Coli- 
tripai, quienes en esto se demoraron bastante rato por haber 
trabado una conversación, al parecer, de mucho interés. Ensi- 
llados los caballos y habiendo partido los viajeros, el cacique 
nombrado llamó aparte al declarante y á Canin, y les dijo : que 
el estranjero que iba con Jara debía morir y que era necesario 
que ellos ayudaran á obtener este fin ; que con este objeto Iqs 
alcanzaran en el acto, que escondieran bien el cadáver y fue- 
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ran de corazón bastante grande para couservar el secreto por to- 
da su vida. Aceptaron la comisión que se les encomendaba y á 
poca distancia se reunieron á los que ya habían emprendido el 
viaje, siguiendo el camino juntos. Luego pasaron por cerca de la 
casa de Tomás XJrra y á ella se dirijió el estranjero con Gañín 
donde compraron media botella de espíritu, lo que no habiendo 
podido beber por lo fuerte, pasaron todos á mezclarlo con agua 
á casa de un tal Meza. Algún rato después de salir de este punto 
y llegando al lugar denominado Traitraico, el declarante dijo á 
Jara que allí se separaba y que pensaba tomar el camino d» su 
casa, á lo cual le replicó que por ese camino iba bien ; que i:o 
podía separarse porque el cacique Colitripai había ordenado dar 
muerte al estrangero y que él y su compañero debían ayudar. 
Diciendo esto, se adelantó, se acerco al caballero y le disparó 
cinco tiros seguidos de revólver, con lo cual el herido cayó del 
caballo y permaneciendo en pié sacó un cuchillo con el que trató 
de defenderse. Jara arremetió contra él y dándole un golpe con 
su caballo lo hizo caer á tierra, soltando el cuchillo. En este 
momento, Jara gritó dirijiéndose áél y su compañero: < bájen- 
se indios brutos y ayúdenme á matarlo y si no lo hacen al mo- 
mento, los mato á ustedes también », y les apuntaba con el re- 
vólver, en el que le quedaban dos balas. Se bajaron ellos y 
tomando Ganin al herido por la cabeza y el declarante por los 
pies, Jaralo ultimó á puñaladas. Acto continuo se fuésobreél, 
le rompió la ropay registrándole los bolsillos sacó varios obje- 
tos y papeles que guardó; pero esclamaba: «debalde hemos 
muerto este gringo, porque no tenía plata », y les mostró un 
billete de valor de diez pesos y otro de valor de uno, como todo 
lo que había encontrado. Al declarante lé cnpo apropiarse dos 
mantas gruesas indianas, el sombrero y un par de botas, objetos 
que reconoció ser los mismos presentados que le fueron por el 
Juzgado. Consumado el hecho, colocaron el cadáver en el hueco 
do un roble caido, le taparon con algunas ramas, mataron tam- 
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bien el caballo y se fueron todos en dirección á la casa del de- 
clarante, donde pasaron la noche, yéndose Jara al día siguiente 
muy temprano, camino de este pueblo, según presumí, pues pi- 
dió á Canin que lo acompañara hasta el pasaje de AUipin. Esta 
es la verdad de todo lo ocurrido. Espuso ser casado con dos mu- 
jeres, agricultor, al parecer de cuarenta y tres años de edad, no 
sabe leer ni escribir y no ha estado nunca preso. Se suspendió 
esta diligencia, firmando para constancia el Sr. Juez, de que 
doy fé. — Fuentes R. — Navarrete, Secretario interino. 

En el mismo dia se hizo comparecer al reo indígena Canin, 
el que bajo promesa de decir verdad, dijo por intermedio de los 
intérpretes juramentados Antonio Oses y Faustino Chuecas, 
que estando con Heicham^n en casa del cacique Calitripai, lle- 
gó á ella Natalio Jara, con un caballero á quien acompañaba. 
En este momento se le presentó el retrato de D. Enrique Feters, 
y dijo ser el mismo á quien se refiere. Después de haber perma- 
necido algún tiempo en este punto, resolvieron irse y lo manda- 
ron enfrenar los caballos que estaban amarrados por ahí cerca. 

No alcanzó á ejecutar lo que se le encomendaba, porque Jara 
le dio contraorden, dirijiéndose personalmente en busca de los 
eaballos y seguido del cacique antes nombrado. Antes de volver 
Tió que tuTieron una conversación bastante larga y animada. 
Luego que se fueron los viajeros, el cacique llamó al declarante 
7 á Heichaman, y les dijo que era necesario matar al estrange- 
ro que iba con Jara; que con este motivo Jara le había dado 
treinta pesos y que á cada uno de ellos le tocaría otro tanto si lo 
ayudaban; que montaran á caballo y los alcanzaran. Efectiva- 
mente los alcanzaron luego, y en medio de un prado. Jara les 
dijo que ahí era bueno matar al gringo, á lo que respondieron 
que no convenía porque podían pasar algunos carreteros y ser 
sorprendidos. Siguieron el camino y pasaron el declarante y el 
caballero á casado D. Tomás TJrra á comprar una botella de es- 
píritu, el que siendo muy fuerte no pudieron beber y pasaron á 
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mezclarlo con agaa á casa de Meza. Salidos de este punto, lle- 
garon en la tarde al lugar denominado Traitraico y aquí aoercán- 
dose l)ien Jara al cal)allero, le disparó varios tiros de revólTor 
haciéndolo caer del caballo. En el acto se levantó y sacando un 
cuchillo trató de defenderse, pero fué derribado al suelo con nn 
golpe que le dio Jara con su caballo. En este momento, intima»* 
dos por aquel se bajaron de sus caballos y tomando al caldo por 
la cabeza. Jara lo acabó de matar á puñaladas. Registrados loa 
bolsillos por Jara, sacó de ellos algunos objetos, recordando, 
entre otros, un reloj y cadena, amlos blancos, de plata, y que es 
el mismo que se le presenta por el Juzgado y que fué encontra- 
do en poder de Egidio Cea. Agrega que habiendo querido tam- 
bién registrar los bolsillos su compañero Heichaman, Jara se 
opuso á ello, haciéndolo retirarse á un lado. Despojado el cadá- 
ver de todo lo que quisieron quitarle, Jara esclamó : <c de balde 
matamos á este gringo, porque no andaba trayendo plata » . En 
seguida metieron el cadáver en el hueco de un tronco botado, 
mataron el caballo y se fueron los tres á casa de Heichaman, 
de donde Jara se fué al dia siguiente temprano, acompañándolo 
el declarante hasta el valle de Allipin. 

Se suspendió esta diligencia en este estado, ratificándose el 
reo en ella y esponiendo ser casado, agricultor, no sabe leer ni 
escribir, ni ha estado nunca preso. Para constancia firma el Sr. 
Juez de que doy fé. — Fuentes R. — Navarrete, Secretario in- 
terino. 

En Temuco, á 19 de Julio de 1887, se hizo comparecer á la 
presencia judicial á Zenon Meza, el que juramentado é interro- 
gado enferma, espuso : que un dia, ell2 de Marzo del presente 
año, iba con un hermano suyo en dirección á Pedregoso, y en 
el lugar denominado c Las raices de Goipué >, encontró á Nata- 
lio Jara que iba en compañía de un caballero y dos indios lla- 
mados Juan Heichaman y Ganin, por el camino que conduce á 
este pueblo. Se detuvo á hablar con Natalio Jara, para cobrarle 
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10 pesos que le debía y este le contestó que venia á este pueblo 
7 que á su vuelta se los pagaría. Le preguntó quien era ese ca- 
ballero á quien nunca había visto, y le contestó, que era un 
gringo que iba de Yillarica para Temuco. 

Agrega, que como seis dias después de esto^ encontró otra vez 
á Jara en Traitraioo, que iba de vuelta de este pueblo sdo, y le 
pagó los 10 pesos de que antes se ha hablado. El declarante sí* 
guió ese mismo dia, hasta la caba de Egidio Cea, en AUipin, á 
ofrecerle en venta una yunta de bueyes, para traer plata á este 
pueblo y llevar harina. Cea no aceptó el negocio porque no te* 
nía el dinero suficiente, pues le dijo que ese mismo día habla pa- 
sado Jara por su casa y él le había dado 10 pesos por un reloj, el 
que le mostró, para que le dijera qué le parecía. Se le mostró el 
retrato de D. Enrique Feters, y dijo que era el mismo que había 
Tisto acompañado de Jara y los individuos mencionados más 
arriba, como asimismo dijo, que el reloj que se le muestra es el 
mismo que esa vez le mostró Egidio Cea. 

Se ratificó, es mayor de edad y firmó con el señor Juez, de que 
doy fé. — Fuentes R. — R. Zenon Meza. — Navarrete, secreta- 
rio interino. 

Él mismo dia se hizo comparecer á Tomás Urra, el que jura- 
mentado en forma, espuso : que un dia^ cuya fecha no recuerda, 
pasaron por su casa Natalio Jara, un caballero á quien no co- 
noció y dos individuos llamados Heichaman y Ganin. Se detu- 
vieron un rato y bebieron un poco de aguardiente con agua y en 
seguida se fueron. 

Se le presentó el retrato de D. Enrique Peters, y dijo que es 
el mismo á quien se refiere esta declaración. 

Agrega que después no ha vuelto á ver á Natalio Jara. 

Se ratificó, es mayor de edad y firmó para constancia con el 
señor Juez; de que doy fé. — Fuentes R. — Tomás Urra. — 
Ifavarrete, secretario interino . 

En el mismo dia se hizo comparecer á Joaquín Meza, el qus 
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juramentado en forma, espnso : que un dia, andando con sn her- 
mano Zenon, encontraron á un caballero que iba con Natalio 
Jara y dos indios, siendo el caballero el mismo qae aparece ea 
el retrato que se le presenta por el Jazgado. Alguaos dias des- 
pués estuvieron los dos en casa de Egidio Cea, á proponerle en 
venta una yunta de bueyes, la que Cea no compró, pues dijo que 
había dado á Natalio Jara, 10 pesos á cuenta de un reloj. 

Se ratificó, espaso ser mayor de edad y firmó para constancia 
con el señor Juez ; de que doy fé. — Fuentes R. — Joaquín Me- 
za. — Navarrete, secretario interino. 

Están conformes el parte y declaraciones insertas con sus 
originales que glosan en el proceso criminal seguido de oficio 
contra el reo ausente, Natalio Jara y otros, por homicidio. — 
TemucOy Julio 22 de 1887. — Pedro J. Navarrete^ secretario 
interino. 

Está conforme. — El sub-secretario : J. Velasco, 



VISTA FISCAL 

Señor Juez Letrado : 

Dario Contreras, Agente fiscal ad hoc^ en el incidente sobre 
estradicion del preso Natalio Jara, evacuando la vista que se 
me ha corrido del escrito del defensor de dicho preso, como mejor 
proceda en derecho, digo : 

i^ Que en justicia y por las resultancias de esta causa, Y. S. 
se ha de servir desestimar en absoluto los argumentos aducidos 
por el señor defensor en el escrito de que se me da vista, decla- 
rando en consecuencia que hay lugar á la estradicion solicitada 
por el Exmo. señor Ministro Plenipotenciario de la República de 
Chile, agregando las providencias que sean del caso para la eje- 
cución ; todo en virtud de las consideraciones que someramente 
espondré. 
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2^ El defensor fonda sa escrito más en motivos de piedad y 
compasión por sa defendido, qae en las prescripciones de la lej 
qne rige el caso. 

3^ Despoes de transcurrido nn tiempo más 6 menos largo de 
la perpetración de nn gran crimen ; cuando apenas estarán secas 
las lágrimas de ana esposa j de los tiernos hijos de esta; á ca- 
yo marido se asesina alevosamente en un lugar desierto, como 
sucede con el infortunado Feters ; cuando ha pasado lo más ar- 
diente de la indignación pública causada por ese delito, entra 
entonces, según se ve comunmente, la conmiseración á favor 
del criminal, sin tener presentes ya los sufrimientos de las víc- 
timas, de la madre desolada y de los huérfanos qne han queda- 
do sin el auxilio poderoso del padre para mirar por su porvenir, 
j son raros también los qne se acuerdan de que la sociedad 
está ofendida por el quebrantamiento salvaje de la ley que ga- 
rante l£i vida del hombre, siendo esa ley la primera que vemos 
consignada en todos los códigos del mundo. Si, nada de esto se 
tiene en cuenta, sino que el preso sufre los rigores de una estre- 
cha cárcel, y que arrastra una pesada cadena por espacio de tan- 
tos años. Mientras tanto, los seres desgraciados, sumidos en tal 
situación por ese monstruo, aunque no están presos ni arrastran 
cadenas, esperimentan sin embargo un martirio peor todavía : 
el esposo, el padre, se les presenta dia por dia á su vista; se 
patentiza ante su imaginación la ferocidad de su muerte y caen 
exánimes creyendo oir todavía los estertores de su agonía y las 
mtimas palabras de Feters, retando á sus cobardes asesinos II 
Mas aún, los contratiempos, las necesidades que se soportan en 
el tránsito de la vida, son otros tantos motivos de angustiosa re- 
cordación para ellos, por la falta del protector de su existen- 
cia. 

A"" Si hago estas reflexiones, señor Juez, distrayéndome del 
panto principal de la cuestión, es llevado por los que se permite 
el defensor en el escrito que contesto, que serían de oportunidad 
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tratándose de otro preso contra quien no militasen las circans- 
tancias gravísimas que pesan sobre la responsabilidad de Jara, 
7 que sn propia conciencia, puesto qne dice es inocente del he- 
cho que se le atribuye, su delicadeza dé hombre honrado le colo- 
can en la estremidad de abordar los sinsabores del juicio á que 
es llamado en Chile, á fin de salvar tan imprescindibles deberes 
7 quedar ileso en su conducta como ciudadano laborioso de aque- 
lla República. 

5^ Se alega como argumento capital por el señor defensor, 
la falta, en el testimonio remitido de Chile, del auto motivado 
de prisión contra Jara. ¿ Y ese defecto no está subsanado, señor 
Juez, por las resultancias de la misma causa? Sin duda, que sí. 
Y. S. que ha estudiado el espediente; que ha leido muchas ve- 
ces las declaraciones de los encausados en Temuco por el asesi- 
nato horroroso del subdito inglés Enrique Peters, había formado 
indudablemente la conciencia jurídica de que hay mérito bastan- 
te para acordar la estradicion de Jara, como lo han hecho sin 
vacilación, tanto el Exmo. señor Ministro de Relaciones Este- 
riores, como el del Interior en el gabinete argentino, según las 
notas de fojas 1, 18 á 19, después de examinar el testimonio de 
esa causa, 7 encontrándolo en debida forma, aceptan de plano el 
reclamo de estradicion, pasando á Y. S. estos antecedentes al 
solo objeto de constatar la identidad del citado Jara, no para 
que se ponga en tela de juicio la suficiencia 6 deficiencia de los 
documentos aludidos, los cuales por el procedimiento de los 
ministerios respectivos, fueron declarados bastantes. Si no fue* 
ra así, se habría observado al señor Ministro Plenipotenciario de 
Chile, el defecto enunciado, con arreglo á lo dispuesto por los 
artículos 13, 14 7 15 de la 107 de estradicion de 25 de Agosto 
de 1885. 

6° Por otra parte, el auto de prisión contra Jara, está com- 
prendido implícitamente en la nota del señor Juez Letrado, que 
conoce de la causa de los asesinos de Peters, con que se encabeza 
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el testimonio remitido de Chile, en el que se pide la estradicion 
de Jara, como complicado en ese crimen. 

7^ La ley debe interpretarse por su sentido racional y no por 
la materialidad de sas términos, & £n de darle la verdadera, la 
recta y provechosa inteligencia qae el legislador se propuso al 
sancionarla (lib. 3^ tít, ^^ part. 1*). 

8® Se exije el anto de prisión para demostrar qne el indivi- 
duo cuya estradiccion se solicita, resulta de la sumaria autor 6 
cómplice de un hecho criminal incurso en las penas determina- 
das perlas leyes del pais requirente, y en las declaraciones del 
proceso seguido por el Juzgado de Letras de Temuco, aparece 
Jara como autor principal del homicidio de Peters en convenio 
acordudocon él cacique Caliatripai. 

9^ Si esas declaraciones son falsas, si Jara es ó no inocente, 
todo ello resultará de la prosecución y debates que tengan lu- 
gar en la causa tramitada en Chile. A las autoridades argenti- 
nas no le incumbe esto, y por mi parte como representante de 
la ley, en vez de sangre, vería con satisfacción la noticia de que 
Jara se había justificado, pero desgraciadamente aparece pri- 
ma facie de esa causa, comprometido de una manera grave, 
desde que por su propia confesión, es el mismo Jara denuncia- 
do por los pampas asesinos de YiUarrica, y por consiguiente en 
cumplimiento de mi cargo, tengo que aconsejar su estradi- 
cion. 

10^ El Jara preso aquí, declara que yendo de Yillarrica pa- 
ra Temuco, se juntó con otro individuo (que no conoce) que á esa 
sazón salía también de aquel pueblo ; que como dos leguas y 
media de Yillarrica, se quedó el declarante en casa del cacique 
Calitripai y el otro siguió su camino; que llegó á Junin de los 
Andes en Marzo de 1887 ; que después oyó decir que á su acom- 
pañante lo habían muerto ; que se había ocupado del comercio 
por menor en Pucon ; que el negocio que llevó á Junin se lo 
había dado D. Clemente Holzaffel, alemán, proveedor de Chile; 



140 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

7 todos estos detalles son los mismos qae suministra el proceso 
fonnado en Temuco de Chile contra Jara. 

ll"^ Por ahora no hay otro Jara sino el qae está preso en esta 
capital, que haya sido comerciante de bebidas en Facón ; que 
hubiese sido habilitado de Holzaffel con el negocio qae llevó á 
Junin délos Andes; que hiciera viaje por Yillarrica en Marzo 
de 1887, mesen que tuvo lugar el asesinato de Peters; que se 
acompañase con un hombre á quien no conocía ; y finalmente 
que estuviese á su paso en el camino de Yillarrica con el caci- 
que de Galitripai, de donde se separó su compañero de viaje. 
Todo esto, Sr. Juez, aparece uniformemente de las declaracio- 
nes que comprende la sumaria en copia y que confiesa Jara en 
su declaración de foja 30. Las variantes de su parte son de 
ninguna consecuencia para poner en duda su identidad. 

12<^ Y entonces, ¿qué importa el auto de prisión contra Jara, 
cuando la cansa que se sigue en Chile sobre el asesinato de 
Peters, autoriza este procedimiento, y el Juez sumariante pide 
la estradicion del presunto criminal asilado en Junin de los 
Andes de este territorio? Nada, Sr. Juez; creo que Y. E. no 
debe abrigar escrúpulo alguno para acceder al reclamo inter- 
nacional de estradicion, porque están llenados los requisitos del 
artículo 12 de la ley recordada. No debe detenerse, señor, en afir- 
mar con su resolución la consagración de esa ley, que es de con- 
servación y buen crédito de las sociedades, y á este respecto no 
puedo dejar de recordar los dignos y patrióticos sentimientos 
que espresa el defensor cuando dice al final de su elocuente es- 
crito, que las leyes en la República Argentina no son letra 
muerta, debiéndose á esto el prestigio esterior y la felicidad de 
que gozamos, y el que nuestro privilegiado suelo sea elegido por 
la emigración de las diversas nacionalidades, no aceptando solo 
de tan bellos conceptos la aplicación particular que deduce : 
aplicación muy lejana por cierto, de la reconocida rectitud é 
ilustración de Y. S., es decir, la posibilidad de que esas leyes 
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protectoras pudieran en esta vez desnaturalizarse amparando 
un criminal. 

Por tanto en nombre de esa misma ley, pido á Y. S. se sir- 
va resolver este incidente como lo solicito en el número l**de 
este escrito. 

David Contreras. 
Fiscal ad hoc. 



WmUm del Jues Iietr»d« 



Chos Mfllal, Enero 8 de 1890. 

Y vistos, considerando: 1* Qae si bien es cierto no consta 
de la sumaria criminal seguida por el Juzgado.de Letras de Te- 
mnco, Bepública de Chile, contra los autores y cómplices del 
homicidio perpetrado en la persona de 1 subdito inglés Enrique 
Peters, el auto motivado de prisión contra Natalio Jara, cuya 
estradicion ha solicitado del Exmo Oobierno Argentino el Sr. 
Ministro Plenipotenciario de Chile por su nota fecha 19 de Oc- 
tubre de 1887, ese requisito que la ley exige en el caso, está 
virtualmente comprendido en el oficio del Sr. Juez sumariante, 
con que se encabeza el testimonio acompañado por la autoridad 
requirente. 

^ Que el auto de prisión tiene por objeto manifestar que el 
presunto delincuente resulta comprometido en la causa que se si- 
gue por tal delito, y que el Juez que conoce de ella y la decreta^ 
es competente ; y como todo esto aparece de la sumaria en co- 
pias, es inútil entonces retrogradar por un término que no tie- 
ne al presente razón de ser. 

3® Que además, el testimonio en cuestión, ha sido aceptado 
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por los ministerios respectivos de la República, llamados en 
primer término á conocer y decidir sobre este incidente, quienes 
ordenaron, en su mérito, la prisión de Jara, (artículo i 5 deli¿ 
ley de estradicion de 1885). 

if^ Que respecto de la identidad de dicho detenido con el Jara 
que figura en la causa, punto capital á que debe contraerse este 
Juzgado (artículo 17 ley citada), está constatado de una manera 
que no deja la menor duda de ser el mismo que se reclama, más 
exacta que una filiación personal, pues sus respuestas en las de- 
claraciones que prestó á foja 30, coinciden uniformemente con 
los detalles que suministra la sumaria seguida en Temuco, acer- 
ca de lo cual no se necesita una prueba completa para otorgar 
la estradicion. 

5"^ Que el testimonio de la sumaria de que se trata, no adole- 
ce de vicio alguno en sus formas esternas ; que el delito que 
motiva dicha sumaria está incluido en los casos de la ley de es* 
tradición, sin que le comprendan tampoco las excepciones del 
artículo 3® de la misma; y finalmente, que el Juez que ha soli- 
citado de su gobierno la estradicion de Jara, es el de la causa 
y por lo tanto competente para este procedimiento. 

En consecuencia y de conformidad con los fundamentos de la 
vista del Sr. Agente Fiscal y disposiciones legales recordadas, 
se declara que procede la estradicion solicitada contra el dete- 
nido Natalio Jara, á quien se pondrá á disposición de las autori- 
dades del Oobierno de Chile por el conducto correspondiente. 

Hágase saber al Sr. Gobernador del territorio á sus efectos. 

Regúlanse en 150 pesos el honorario del Agente Fiscal y en 
100 pesos los del defensor de Jara, comunicándose al Ministerio 
de Justicia para su pago. 

NiGASio Marín. 

Justino Ferrari, 
Secretario interino. 



DE JUSTICIA NACIONAL 143 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 27 de 1890. 
Suprema Corte: 

Los fandamentos adncidos por el defensor del reclamado, no 
son bastantes para resistir su entrega. 

En primer lugar, la falta del aato de prisión, está soplída por 
la requisición que hace el jaez que conoce del delito, para que su 
gobierno pida la estradicion del procesado. ¿Qué otra cosa im- 
porta este pedido sino un auto de prisión ? 

Guando la ley requiere este auto, no exije venga él revestido 
de formas determinadas, 6 de palabras sacramentales, como en 
la legislación antigua de Boma, sino una constancia deque 
el Juez de la causa ha pedido la captara. La comunicación del 
Jaez de Letras de Temuco, que encabeza este proceso, es una 
prueba irrecusable de que ha ordenado la prisión. 

El reclamado no ha negado, por otra parte, que sea él Nata- 
lio Jara, ¿y qué mayor prueba de su identidad podría exi- 
jirse ? 

No ha dicho tampoco que existiera otro Jara por aquellos 
lugares en que f oé asesinado Peters, y en que él reconoce haber- 
se encontrado. 

El Jara á que el Juez de Temuco se refiere es él , y no puede 
ser otro, sea 6 no culpable, lo que resultará del juicio á que 
será sometido. 

Ha de servirse Y. E, confirmar la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 



I 
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Falto de to SupreaiA Cmwim 



fiaeDos Aires, Mayo 3 de 1890. 

Vistos: Importando la nota de requisición qae en copia cor- 
re á foja dos, espedida por el Juez encargado déla prosecución y 
conocimiento de la cansa criminal qae da lagar á este procedi- 
miento, nn acto equivalente al mandato de prisión á que se re- 
fieren los artículos doce de ía ley de veinte y cinco de Agosto de 
mil ochocientos ochenta y cinco y seiscientos cincuenta y uno 
del actual Código de Procedimientos en materia criminal para 
los tribunales del fuero nacional, y siendo en consecuencia ella 
bastante á los efectos de la estradicion solicitada, máxime vi- 
niendo como viene el pedido respectivo, acompañado de copia de 
las diligencias del sumario actuado ante dicho Juez y que sirven 
de fundamento á la reclamación entablada. 

Y considerando por lo que respecta á la identidad de la per- 
sona del detenido, puesta en duda por su defensor: 

Que ella no ha sido denegada por aquel en el acto de su decla- 
ración indagatoria, y resulta además, de las siguientes graves 
y precisas circunstancias, á saber: 

Primera: Del hecho de la identidad del nombre. 

Segunda : De la vecindad en Fucou, República de Chile, que 
se atribuye al autor del hecho en las actuaciones de foja dos y 
siguientes y que reconoce el detenido haber tenido á la época del 
suceso, en la declaración de foja treinta. 

Tercera : Del hecho afirmado en dichas actuaciones de haber 
salido el matador con su víctima el dia del suceso, del pueblo de 
Yillarrica con dirección á Temuco, en cuyo trayecto se llevó á 
cabo el asesinato, y del reconocimiento del detenido de haber 
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TÍajado desdd el mismo punto 6 en la misma dirección con nna 
persona qae, dice, snpo despnes había sido muerta. 

Ciiarta : De la circunstancia de haber llegado el mismo dia 
del suceso la víctima con su Tictimario al rancho de un cacique, 
donde se detuTÍeron ambos y se concertó el asesinato por este 
con aquel, y de reconocer el detenido que efectivamente llegó á 
dicho punto con la persona con quien salió de Villarrica, que, 
según dice, supo después había sido muerta. 

Quinta: De la época de su arribo á esta Bepública, que con- 
cuerda con la del hecho del asesinato que da lugar á esta cau- 
sa, y 

Sesta: Finalmente, del hecho resultante de las actuaciones 
de foja dos y siguientes de haber sido el acusado habilitado por 
don Clemente Holzaffel con un pequeño negocio de mercaderías 
para trasladarse á esta Bepública y constar de la declaración del 
detenido ser él precisamente quien recibió esta habilitación. 

Por estos, los fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja cuarenta y dos y los de la precedente vista del se- 
ñor Procurador General : se confirma con costas dicha sentencia. 

Hágase saber librándose al efecto el correspondiente oficio 
para la notificación del detenido ; y fecho, pásese original este 
proceso al Ministerio de Relaciones Esteriores, de conformidad á 
lo dispuesto por el artículo seiscientos cincuenta y nueve del 
Código de Procedimientos, dejándose de ello la suficiente cons- 
tancia. 



BERJAHIN VIGTORIGA. — FEDERICO IBA RGÚREN. 

— C. S. DE LA TORRE. — LmS V. VÁRELA. 

— ABEL BAZAN . 
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CAUSA liXYII 



Don Mauricio Ottolenghi, contra Don Tomás Garda Zúñiga, 

por incompetencia; sobre costas. 



Sumario. — Ko siendo escusable el error por el caal se ha 
ocurrido á tribuDal incompetente, las costas del incidente de 
declinatoria de jurisdicción, deben ser de cargo del deman- 
dante. 



Caso. — Don Mauricio Ottolenghi, entabló demanda contra 
Don Tomás García de Zúñiga, para que se le condenara á la es- 
crituración de unos terrenos que dice haberle vendido el deman- 
dado. 

Para acreditar la competencia del juzgado, Ottolenghi presen- 
tó el testimonio de Don Torcuato Mataldi y de Don Fernando 
Fusoni, que firmaron el escrito de demanda, declarando que el 
actor es italiano y el demandado, García Zúñiga, argentino. 

Ratificados los testigos, secoiiió traslado, y el demandado, 
sin contestar la demanda, opuso la escepcion de incompetencia, 
alegando que él era Oriental, y se trataba así, de un juicio en- 
tre dos estrangeros. 

Agregó: que los testigos habían cometido el delito de falso tes- 
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timonio previsto en los artículos 437 y 440 del Código Penal, y 
les corresponde como mínimo la pena de un año de prisión. 

Pidió que se admitiera la escepcion con costas al actor y que 
se pasaran los antecedentes al Juez del Crimen de la Capital, 
para que juzgue á los testigos. 

Corrido traslado, Don Mauricio Ottolenghi, lo contestó espo- 
niendo : que Don Tomás García de Zúñiga, era una persona co- 
nocida (^n el país desde hacía más de cuarenta años, habiéndose 
presentado siempre como ciudadano legal emigrado de su patria 
por persecuciones políticas, manifestando además haber sido 
durante algún tiempo, archivero de la provincia de Buenos Aires. 

Que en vista de estos antecedentes, no se puede considerar que 
ha procedido de mala fé al demandarlo ante la justicia federal, 
lo que no importa para él ventaja alguna. 

Que atenta la actitud del demandado, le reconoce la naciona- 
lidad que invoca, pidiendo que el juez se declare incompetente 
7 pase el espediente al juez ordinario. 

Que dada la sinceridad de su afirmación, era improcedente 
la condenación en costas que se pedía, porque no había temeri- 
dad ni mala fé ; y más improcedente aún el acusar por falso tes- 
timonio á personas honorables, que en todo caso, y á ser cierto 
que García de Zúñiga sea Oriental, se han conducido de buena 
fé, basados en múltiples actos y circunstancias que hacían vero- 
símil la nacionalidad atribuida al demandado. 

El juez dictó el siguiente auto : 

Buenos Aires, Julio 6 de 1887. 

Y vistos : De conformidad de partes se declara este Juzgado 
incompetente para conocer de la presente causa ; y en conse- 
cuencia, pásese con el correspondiente oficio al señor Juez en lo 
Civil, que esté de turno. 

Ugarriza. 
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García de Zúñiga, presentó escrito pidiendo que se salvara la 
omisión en que se había incurrido, no procediendo según lo día— 
ponía el artículo 134 de la ley de procedimientos, relatÍTamen- 
te á los testigos ; y apelando por la no condenación en cos- 
tas. 

El juez resolvió que ocurriera el interesado donde correspon- 
diera por haber él cesado de conocer en la causa, en virtud de la 
resolución dictada. 

García de Zúñiga, se presentó nuevamente pidiendo al juez, 
que se pronunciara respecto de la apelación interpuesta por las 
costas. 

El juez resolvió que, no teniendo jurisdicción para conocer en 
el asunto, ocurriera el solicitante donde correspondía. 

Garcia de Zúñiga, ocurrió en queja ante la Suprema Corte pi- 
diendo que se ordenara al juez pronunciarse sobre la apelación 
interpuesta. 

Traido el espediente que se encontraba ante la Cámara de lo 
Civil, la Suprema Corte mandó que se reniitiera al juez para 
que se pronnnciara sobre el mencionado recurso. 



Valle del J^ues Federal 

Buenos Aires, Diciembre 3 de 1889. 

No estimando el Juzgado que haya temeridad en la acción en- 
tablada por el actor : no ha lugar á la condenación en costas so- 
licitada por la parte de Zúñiga, en su escrito de foja 31, y se 
concede en relación el recurso de apelación interpuesto, debien- 
do elevarse los autos á la Suprema Corte en la forma de es- 
tilo. 

Bepóngase el sello. 

Andrés Ugamza. 
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Falto de to ñupwmtmm Carie 



Baenos Aires, Hayo 6 de 1890. 

Vistos: No siendo jaste hacer pesar sobre el demandado las 
oostas cansadas por el hecho del demandante ocnrriendo ante 
un jnez incompetente por la ley, para conocer en la demanda, 
aún admitiendo qne tal hecho proceda de un mero error del de- 
mandante ; 7 no constando por otra parte, en este caso, qne el 
error si existe, sea escnsable, de conformidad á lo resuelto en el 
caso qne se registra en el tomo Teinte y ocho, página caatrocien- 
tas veinte y dos de los fallos de esta Suprema Corte : se reToca 
el auto apelado de foja veinte y nueve vaelta, y se declara que 
las oostas causadas en el incidente sobre incompetencia, son á 
cargo del demandante. 

Bepuestoslos sellos devuélvanse. 



BENJAMÍN yiGTORIGA. — FEDERICO 
IBARGtSREN. — G. S. DB LA TOR- 
RE. — LUIS y. TÁRELA. — ABEL 
BAZAN. 
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CAUSA I.XTIII 



El Banco de la Provincia de Buenos Aites, en la ejecución de 
Tapia Hermanos, contra J. Llavallol é hijos, sobre tercería de 
mayor derecho. 



Sumario . — Los privilegios del Banco de la Provincia de 
Buenos Aires, prescindiendo de la cuestión relativa á sn existen- 
cia, no pueden hacerse valer, no habiendo quiebra del deu- 
dor. 



Caso. — En Setiembre de 1878, el Banco de la Provincia, 
dedujo tercería en la mencionada ejecución; y en 8 de Febrero de 
i879, el Juez de Sección dictó sentencia, no haciendo lugar á 
ella. 

Apelada esta resolución, la Suprema Corte la revocó por me- 
dio de la siguiente bentencia : 



Buenos Aires, Noviembre 25 de 1880. 



Vistos : constando que el Banco opositor tiene pendientes di- 
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Tersos juicios ante ¡los Juzgados de Comercio de la Provincia, 
reclamando los mismos créditos por los cuales ha deducido la 
presente tercería . 

Que ni los dendores Jaime Llavallol é hijos, han promovido 
juicio de concurso, como sería de su deber si se hallasen en esta- 
do de quiebra ; ni el Banco por su parte ha pedido que se les de- 
clare en ese estado, como tendría el derecho de hacerlo, para 
evitar que los deudores dispongan de sus bienes haciendo pagos 
parciales, en perjuicio de los privilegios que invoca. 

Considerando: Que en presencia de estos hechos, debe presu- 
mirse que los ejecutados se hallan solventes, j que así lo repu- 
tan sus propios acreedores. 

Que á más de tener bienes especialmente afectados al pago de 
algunos de sus créditos, j otros garantidos por otras personas* 
el Banco tiene bienes embargados en los juicios á que ha hecho 
referencia. 

Qne aunque él afirma que todos esos bienes no alcanzarán á 
cubrirlo íntegramente, esto ha sido contradicho, y solo podrá 
saberse con exactitud cuando los juicios pendientes hayan ter- 
minado y vendídose los bienes ejecutados. 

Que mientras esto no suceda, aún cuando se admitiese que 
en rigor de derecho pudiera el Ba^nco pretender preferencia so- 
bre el producto de los bienes ejecutados por Tapia hermanos, 
sería contra toda equidad, que después de haber dado lugar á 

esa ejecución y permitido en silencio que llegue á su término, 
privase ¿ los ejecutantes del resultado, cuando tal vez basta lo 
que tiene hipotecado y embargado, para el íntegro pago de sus 
créditos (Gregorio López á la ley 60, tít. 18, Part. 3*, y otros 
prácticos) . 

Por estos fundamentos : revocándose la sentencia apelada, se 
declara que el producto déla finca vendida, debe continuar en ' 
depósito, 6 entregarse al ejecutante, si lo solicitare, bajo fianza 
bastante de devolverlo en caso qne los bienes ejecutados por el 
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Banco, resaltasen insaficientes para cubrir sus créditos, y qae 
estos fuesen declarados de preferente pago. 
Satisfechas las costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. E. GOROSTIAGA. — J. DOMIN- 
GI3EZ. — O. LEGÜIZAMON. — 
ULADISLAO FRUS. 

Dictada esta sentencia el representante de Tapia hermanos, 
pidió al Juzgado que le fijara al Banco el término de diez días á 
fin de que dedujera sus acciones. 

El Juez no hizo lugar, por auto de fecha 23 de Junio 
de 1882. 

Apelado este auto, la Suprema Corte lo revocó por medio del 
siguiente : 

Buenos Aires, 14 de Setiembre de 1883. 

Vistos y considerando: Que por la sentencia ejecutoriada de 
foja ciento diez y ocho, se declaró que el producto de la finca 
vendida debe continuar en depósito ó entregarse, como se ha 
verificado, al ejecutante si lo solicitare^bajo fianza de devolverlo, 
en caso de que los bienes ejecutados por el banco resultaren in- 
suficientes, para cubrir sus créditos, y estos se declarasen de 
preferente pago. 

Que el derecho adquirido por el Banco en virtud de esta re^o- 
lucion,f né con el cargo, como de su tenor y espíritu resulta, de 
seguir y terminar los juicios á que ella se refiere, pendientes 
entonces. 

Que estos, según el escrito de foja ciento setenta y cuatro, 
del representante del Banco, se hallan en el mismo estado en 
que se encontraban al diotarse la referida sentencia, sin embar- 
go de haber trascurrido ya casi dos años. 
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Y qae no abiéndose designado plazo en dicha sentencia para 
el cumplimiento, por parte del Banco, del cargo referido, debe 
cumplirse en el que el Juez señalare (artículo treinta y cinc o, 
título De las obligaciones condicionales. Código Ciyíl, concor- 
dante con la ley trece, título once, partida quinta). 

Por estos fundamentos: se revoca el auto apelado de foja cien- 
to setenta y ocho, y se fija el plazo de seis meses para que el 
Banco termine los juicios mencionados, bajo el apercibimiento 
de que si no lo verifica, se le dará por desistido de la tercería 
que interpuso y que quedará como definitivo el pago hecho á los 
apelantes. 

Satisfechas las costas de la instancia y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO frías. — S. H. 
LA8PIUR. 



Dentro de los seis meses se presentó al Juzgado el apoderado 
del Banco de la Provincia, esponiendo : que de acuerdo con lo 
resuelto por la Suprema Corte, había ejecutado todos los bienes 
conocidos de los señores Llavallol é hijos, y percibido su pro- 
ducto, que había sido imputado á la deuda de esos señores. 

Que estos quedaban adeudando, según la cuenta que acompa- 
ñó, 102.428 pesos con 83 centesimos. 

Que por tanto, deducía nuevamente tercería de mejor dere- 
cho, pues no existían ya más bienes de los deudores, que los 
fondos depositados en la ejecución seguida por Tapia herma- 
nos, y que habían sido entregados á estos, bajo fianza. 

Pidió que se ordenara la entrega al Banco de los fondos men 
donados . 

Acompañó el representante del Banco una cuenta formada 
según sus libros en la cual figuran las cantidades recibidas de 
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Llavallol é hijos, los intereses cargados á ellos y el saldo de 
402.428 pesos 83 centavos, áqne se refiere la demanda. 

Conferido traslado, lo contestó el ejecutante pidiendo que se 
rechazara con costas y se declarara que debía libertársele de la 
fianza qne había dado para recibir el dinero importe de la ejecu- 
ción, y que dicho dinero le pertenecía esclusivamente. 

Dijo: que el Banco debía probar la verdad de la cuenta acom- 
pañada con su demanda, pues aún cuando el Código Civil había 
concedido el privilegio de ser consideradas como instrumento 
público las cuentas estraidas de los libros fiscales, nadie más 
que el fisco gozaba de este privilegio. 

Que sería un error pensar que el Banco lo goza también desde 
que por ley se le han acordado los privilegios fiscales, porque 
esto se refiere á los cobros que hiciera, pero no á lo demás del 
establecimiento, y así, las letras de los particulares dadas en 
pago de derechos de Aduana, se consideran instrumentos públi- 
cos, mientras que las dadas al Banco de la Provincia, se equipa- 
ran á las que recibe cualquier casa de comercio. 

Que esa cuenta, por tanto, debe ser comprobada por los me- 
dios ordinarios, circunstancia que exije en este caso, porque obra 
en representación de intereses ágenos y no quiere cargar con la 
responsabilidad de aceptar una cuenta no justificada. 

Que aceptada en hipótesis la exactitud de la cuenta, el Banco 
no tiene el mejor derecho que se atribuye. 

Que los privilegios fiscales del Banco para el cobro de su cré- 
dito, le fueron conferidos por el artículo i i de la ley provincial 
de 19 de Octubre de i854, por el artículo 5"" de la de 27 de Se- 
tiembre de 1855 y por el artículo 6"^ de la ley de 5 de Julio de 
1856, pero estos privilegios no importaban el déla hipoteca tá- 
cita, como lo demuestra el artículo 3® de la ley citada de 1856, 
por el cual se autoriza al Banco para recibir pagarés hipoteca- 
rios con una sola firma, lo cual habría sido inútil existiendo la 
hipoteca tácita. 
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Que aanque esa hipoteca tácita hubiera correspondido al 
Banco, porque caandose le acordaron sus privilegios ella existía 
en la legislación española, no existiría hoy en virtud de las varia- 
ciones sufridas respecto de los privilegios fiscales, por la legis- 
lación posterior ; y el Banco no podría pretenderla ya, después 
del afianzamiento definitivo de la Nación, cuando está bajo la 
legislación del Congreso, el cual le ha mandado convertir sus 
billetes, cuando paga á la Nación su contribución de sellos, pues 
sus letras deben ir con el sello nacional y cuando ocurre á los tri- 
bunales nacionales para ejecutar á sus deudores, con aplicación 
de las leyes nacionales y subsidiariamente de las provinciales. 

Que ante este resultado, no puede el Banco negar al Congre- 
so la facultad con que ha suprimido la hipoteca tácita y el be- 
neficio de restitución in integrum, ambos privilegios fiscales, 
ni la de decir, como ha hecho en el Código Civil : c Lo que no 
está dicho esplícitani implícitamente, no puede tener fuerza de 
ley en derecho civil . 

Que tampoco podría pretenderse aplicar la antigua legislación 
sobre hipoteca tácita en un asunto nacido bajo el imperio del 
nuevo código y aunque así fuera, estaría regido por el artículo 
5° del título complementario, en que espresamente se dice: que 
son regidas por las nuevas leyes todas las garantías que las an- 
teriores concedían á las mujeres casadas, á los menores é inca- 
paces, entre los que figuraba el fisco, reputado menor; de todo 
lo cual se deduce, forzosamente, que el Banco de la Provincia 
no goza sino el privilegio de que el fisco goza para el cobro de 
sus créditos. 

Que este mismo privilegio no puede el Banco hacerlo valer 
sino en caso de concurso; habiendo la ley facultado al acreedor 
hipotecario, por escepcion, para perseguir el bien gravado espe- 
cialmente, abriendo un concurso aparte al que deberían concur- 
rir todos los que tuvieran hipotecas ó privilegios sobre la cosa 
ejecutada. 
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Qae el Banco no había podido concarsar á Llavallol 6 hijos, 
porque á no hacerlo se había obligado por contrato, dándose por 
satisfecho con todos los bienes qae ellos le abandonaban para 
qne Tendiese. 

Qae al obligarse á Asto el Banco no procedió correctamente, 
paes por medio del concurso se habrían traido á la masa los es - 
tablecimientos de t Las Hermanas », que fueron entregados á 
otros en pago, las casas de la calle BivadaTía, que importaban 
muchos millones y que también se dieron en pago á otros ; su- 
cediendo lo mismo con machos más bienes de los mismos deudo- 
res. 

Que prescindiendo de todo lo espuesto, hay que tener presen- 
te que el acreedor hipotecario que consiente en la venta pública 
del inmueble gratado y admite qne sea escriturado á los com- 
pradores sin pedir judicialmenre una colocación actual para su 
crédito, no tiene derecho alguno al precio obtenido y si única- 
mente contra el bien hipotecado, en los casos previstos por la 
ley; pero en el presente caso, no tendría ningún derecho, por- 
que la hipoteca queda chancelada por el ministerio de la ley en 
los casos de venta en remate público, y la hipoteca no se con- 
serva sobre el precio, porque ella no puede existir sobre el dine- 
ro ni sobre cosas muebles. 

Que la manera como ha procedido el Banco lo coloca en esta 
situación, pues solo cuando el ejecutante debía recibir el dine- 
ro, fué que se presentó oponiéndose á la entrega y deduciendo 
tercería de mejor derecho. 

Que resultaba, finalmente, no haberse demostradolos dos es- 
tremes exigidos por la Suprema Corte, para tener derecho al di- 
nero recibido por el ejecutante. 

Dado por evacuado en rebeldía de Llavallol é hijos el trasla- 
do conferido de la demanda, se recibió la causa á prueba por 
medio del siguiente auto : 
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Baenos Aires; Marzo 19 de 18^. 

Vistos : Desconociendo el demandado la exactitud del estado 
presentado por el Banco de la Provincia de Bnenos Aires, para 
justificar el saldo deudor de la casa de Llavallolé hijos, se reci- 
be la causa á prueba por el término de quince dias comunes y 
prorogables . 

Bepóngase la foja. 

Virgilio M. Tedin. 

Únicamente produjo prueba la parte ejecutante, y ella consis- 
te en las siguientes posiciones absueltas por Don Felipe Llava- 
Ilol. 

Preguntado (1*) cómo es cierto que el Banco ha celebrado un 
contrato con Jaime Llavallol é hijos, en el que se da por satisfe- 
cho desús créditos con las cantidades recibidas y con laque cree 
obtener en este pleito; contestó: que no es cierto, que nohace« 
lebrado ningún contrato. 

Cómo es cierto (2*) que Llavallol é hijos, han garantido al 
Banco el percibo de la cantidad que cuestiona en este asunto, 
para el caso en que pierda el pleito; contestó: que no es 
cierto. 

Cómo es cierto (3*) que la estancia t El Pelado >, hipotecada 
al Banco, no se ha vendido en remate público por el Banco ; 
contestó: que se ha vendido en remate público por el Banco Hi- 
potecario. 

Cómo es cierto (4*) que el Banco no ha ejecutado á las perso- 
ñas que firman como girantes ó aceptantes, las letras que Lla- 
vallol é hijos le adeudaban ; contestó : que no es cierto, que las 
únicas letras que tenía la casa de Llavallol con otras firmas, 
eran dos, según cree : una con la de Doña Josefa Monasterio de 



158 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Llavalloly y otra» con la de Doña Laura Fiñeiro deLlavallol ; que 
á la primera, ejecutó el Banco, y con la segunda, arregló. 

Cómo es cierto (5*) que Llavallol é hijos, ó las personas que 
forman la sociedad son propietarios de la casa calle Cangallo, 
números 156 á 162, y también de otros bienes ; contestó: que 
lo que hay al respecto es que Don Jaime, Don Martin y Don Fe- 
lipe Llayallol, recibieron en donación el derecho de habitar ellos 
y sus tias esa casa por treinta años, con prohibición de ser ena- 
genada, y que no tienen ningunos otros bienes. 

Cómo es cierto (6*) que en el contrato ó convenio en que se 
daba por satisfecho el Banco con lo que había recibido y recibie- 
se en este pleito, dicho Banco se obligó además á no concursar 
á los señores Jaime Llavallol é hijos ; contestó: que no es cierto^ 

La parte del Banco acompañó con su alegato de bien probado 
un certificado espedido por el actuario en la ejecncion seguida 
por dicho Banco, contra Llavallol é hijos, y en el cual se espre- 
sa: que el saldo que esos señores adeudan por varias letras, as- 
ciende á las cantidades siguientes : en pesos fuertes 82.846 coa 
23 centavos, y en moneda corriente 465.769 pesos, según así 
resulta del informe del mismo Banco que figura en dicha ejecu- 
ción (f. 323) y demás constancias de él. 



Falle üel Jfuea Federal 

Buenos Aires, Febrero 12 de 1887. 

Vistos estos autos sobre tercería de mejor derecho promovi- 
dos por el Banco de la Provincia de Buenos Aires, en la ejecn- 
cion seguida por los señores Tapia hermanos, contra J. Llava- 
llol é hijos. 

Besulta: V Que estando para entregarse á los ejecutantes las 
sumas realizadas en dicha ejecución, se presentó el representan- 
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te de aquel establecimieoio que también ejecutaba á los mismos 
deudores por ante uno de los señores Jueces de Comercio de la 
Froyincia, para el cobro de varios créditos, dedociendo sobre 
ellos tercería de mejor derecho, fundada en el priyilegio de que 
gozan sus créditos, en virtud de sus leyes orgánicas que le per- 
miten ser pago con los bienes de su deudor, con prelacion á todo 
acreedor personal. 

2"^ Que sustanciada la tercería en la forma que prescribe el 
artículo 301 de la ley nacional de enjuiciamiento, elJnzgado 
pronunció la sentencia corriente á foja 68, no haciendo lugar 
á ella y mandando llevar adelante los procedimientos de la eje- 
cución segan su estado, cuya resolución fué revocada por la de 
la Saprema Corte, corriente á foja 118, en lacnal después de es- 
tablecer, que aún cuando se admitiese qae en rigor de derecho 
pudiera el Banco pretender preferencia sobre el producto de los 
bienes ejecutados por Tapia hermanos, sería contra toda equidad 
que después de haber dado lugar á la ejecución y permitido en 
silencio que llegue á su término, privase á los ejecutantes del 
resultado cuando tal vez bástalo que tiene hipotecado y embar- 
gado para el íntegro pago de sus créditos, resuelve que la suma 
cuestionada continúe en depósito ó se entregue al ejecutante 
bajo fianza bastante de devolverla en el caso que los bienes eje- 
cutados por el Banco, resultasen insuficientes para cubrir sus 
créditos y que ellos fuesen declarados de preferente pago. 

Que el mismo tribunal, por la sentencia corriente á foja 189, 
resolvió acordar al Banco, el plazo de seis meses para que termi- 
ne sus juicios pendientes, contra los señores Llavallol é hijos, 
bajo apercibimiento de que si no lo verifica, se le daría por desis- 
tido de la tercería que interpuso, quedando como definitivo el 
pago hecho á Tapia hermanos. 

4® Que en cumplimiento de dicha resolución, espone el Ban- 
co haber ejecutado todos los bienes conocidos de los señores Lla- 
vallol, percibiendo su producto, y se presentó alJnzgado dentro 
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del plazo señalado (f . 304), manifestando que dichos señores 
quedaban adeudando un saldo de ciento dos mil cuatrocieníos 
veinte y ocho pesos fuertes con ochenta y tres centavos, de modo 
que había llegado el momento de deducir nueyamente la tercería 
de mejor derecho, cuya solución había quedado pendiente por la 
sentencia de la Suprema Corte, pues ya no existían más bienes 
sobre los cuales pudiera el Banco ejercer su derecho. 

5* Que esta nueva demanda fué contestada á foja 222, re- 
produciendo las defensas alegadas en el primer juicio, contra el 
privilegio invocado por el Banco y exigiendo, además, la justifi- 
cación de la exactitud de la cuenta presentada por dicho estable- 
cimiento, que arroja el saldo mencionado^ á cuyo efecto se re- 
cibió la causa á prueba por el auto de foja 234, habiéndose pro- 
ducido por parte del demandado únicamente las posiciones 
absueltas por Don Felipe Llavallol. 

Y considerando : i^ Que de acuerdo con lo resuelto por la 
Suprema Corte, en la sentencia corriente á foja 118, la admisi- 
bilidad de la acción deducida por el Banco de la Provincia ó sea 
la entrega del producto de los bienes ejecutados por Tapia her- 
manos, depende del cumplimiento de dos condiciones, la una de 
hecho y de derecho la otra, á saber : que los bienes ejecutados 
por el Banco, resultan insuficientes para cubrir sus créditos, y 
que estos fuesen declarados de preferente pago. 

2"* Que no habiéndose admitido por los demandados la exacti- 
tud de la cuenta presentada á foja 200 con que se instruyó la de- 
manda^ era deber del actor justificar el primer estremo indicado, 
en virtud de lo resuelto en el auto de foja 234 y en conformidad á 
la ley 1*, título i 4, Partida 3% nu habiendo sin embargo prodn- 
cido prueba alguna, según lo constata el certificado corriente á 
foja 252, pues no puede admitirse como prueba legal, el certifi- 
cado de foja 293, tanto por no ser diligencia ordenada por este 
Juzgado, cuanto por haberse presentado fuera de la estación en 
que es permitido producir pruebas hábiles en los juicios. 
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S"* Qae la cuenta corriente da foja 200, no es por sí misma nn 
documento fehaciente, pues el precepto del inciso 5^, articulo 
979 del Código Civil, que califica de instrumentos públicos, las 
cuentas sacadas de los libros fiscales y autorizadas por el encar- 
gado de lleyarlos, no es aplicable á las cuentas de un estableci- 
miento que, aunque perteneciente á la provincia, es puramente 
comercial, que se gobierna con completa independencia del fisco 
7 respecto del cual rigen las disposiciones del Código de Comer- 
cio, qu^ solo admite como medio de prueba en juicio los libros 
de los comerciantes llevados en la forma y con los requisitos pres- 
critos en el mismo código, conforme á lo dispuesto en el artfca- 
lo76. 

4® Que aún admitiéndole el carácter de instrumento público, 
dicha cuenta solo justifica que á la época en que fué formulada 
el saldo adeudado al Banco por los señores Llavallol é hijos, 
era de 102.428 pesos fuertes, pero no que se hayan ejecutado 
todos los bienes embargados ó hipotecados á dicho estableció 
miento, sobre cuyo punto solo existe la afirmación de su repre- 
sentante ; que no se les conozca otros bienes, y menos aún que 
los deudores se hallen insolventes, induciendo á presumir lo con- 
trario, el hecho de no haber [^ejercitado el Banco el derecho de 
someterlos á concurso, de modo, pues, que no se ha probado el 
cumplimiento de la primera condición impuesta por el fallo de 
foja 118, lo que hace innecesario dilucidar la cuestión de dere- 
cho, pues quedan en pié las mismas razones de equidad que mo- 
tivaron el fallo recordado de la Suprema Corte. 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar á la tercería 
deducida por el Banco de la Provincia y mandando chancelar 
la fianza prestada por dichos señores, con costas al actor. 

Virgilio M. Tedin. 
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El representante del Banco apeló y se le concedió el recurso 
libremente. Espresando agravios ante la Suprema Corte pidió 
que se revocase la sentencia apelada, declarándose que los 
bienes ejecutados por el Banco habían resultado insuficientes 
para cubrir sus créditos y que estos son de preferente pago al de 
Tapia hermanos. 

Dijo : que estableciendo la Suprema Corte en su sentencia de 
25 de Noviembre de 1880, que el Banco que reclamaba una 
hipoteca general sobre los bienes de sus deudores Lavallol 6 
hijos, teniendo una especial sobre bienes determinados, podía 
en rigor de derecho hacer valer la primera aún sobre los bienes 
especialmente afectados á Tapia hermanos, por el embargo que 
habían obtenido, quiso no obstante inspirarse en la equidad 
que aconseja Gregorio López, en su glosa 9, á la ley 70, título 
18, Partida 3% y resolvió que el Banco no podía ser admitido á 
hacer valer su hipoteca general, mientras no resultase que no 
podía cubrirse con los bienes que le estaban especialmente afec- 
tados. 

Que viendo la Suprema Corte una presunción de solvencia de 
Llavallol é hijos en el hecho de no haber sido concursados, 
declaró que mientras esta presunción no fuera destruida, el 
Banco no podía hacer valer su hipoteca general sobre el precio 
de la finca vendida por Tapia hermanos ; y debía hacer notar 
que el Banco no acostumbraba solicitar el concurso de sus 
deudores, sino cuando veía en ellos mala fé, limitándose á pedir 
una inhibición de bienes para que con estos no se pagaran otros 
acreedores, y esto era precisamente lo que había hecho con 
Llavallol é hijos. 

Que después de esas declaraciones de la Suprema Corte no se 
trata de si los privilegios generales pueden solo discutirse en 
caso de concurso general ; cuestión por otra parte que la resuel- 
ve la ley autorizando las tercerías que no son sino concursos 
especiales en que se discute al mejor derecho, sin distinción 
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de que los priTÍIegios invocados sean generales ó particnlares. 
Que no se trata ya sino de la cuestión de saber si habían resul- 
tado insuficientes los bienes de Llavallol hipotecados al Banco 
7 embargados por él^ y de la de averiguar si los créditos del 
Banco son de preferente pago al de Tapia hermanos. 

Que el Juez resuelve negativamente la primera de estas 
cuestiones, fundado entre otras cosas, en que el Banco no había 
producido prueba ; y á este respecto debe decir que durante el 
término de prueba, fué creada en el Banco una oficina de asun- 
tos judiciales siendo nombrado entre los procuradores de esta, 
el mismo que había representado al establecimiento en esta 
causa « el cual creyendo que no había necesidad de pruebas, 
porque estaba acostumbrado á que las cuentas del Banco, como 
la presentada al deducir la tercería, hicieran fé en juicio, no 
dio aviso al abogado sino cuando debía alegarse de bien proba- 
do ; que esto sin embargo, no influye para la decisión del asunto, 
porque el certificado presentado con el alegato de bien probado, 
lo ha sido en oportunidad, con arreglo á las leyes 34 in fine, 
títnlo 16, Partida 3% y 19, título 8^ libro 2°, del Fuero Real; y 
porque aún cuando así no fuera, el Juez debió para mejor 
proveer, pedir los autos en que se basa aquel certificado, desde 
que ello conducía á averiguar la verdad, que era lo primero 
que debía proponerse, conforme alo dispuesto por la ley 11, 
título 4% Partida 3\ 

Que con estos autos á la vista habría podido estimarse que es 
completamente exacto el balance presentado, pues todos los 
bienes hipotecados especialmente y embargados fneron vendi- 
dos, entre ellos, todos los que espresa el ejecutante, y además, 
unos terrenos de la calle de Callao y otro en el Paraguay, que- 
dando aún pendiente el saldo del recordado balance, con esclu- 
sion de una letra que en él figura por 2500 fuertes y que era 
i cargo de D. Jaime Llavallol hijo (véase esplicacion de foja 
326 vuelta). 
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Que respecto de la fuerza probatoria del citado balance, debe 
decir que no es exacto que el Banco se gobierne con completa 
independencia del físco^ pues es propiedad de la Provincia de 
Buenos Aires, forma parte de su administración, está servido 
por empleados nombrados con arreglo á la ley, lo administra 
un directorio nombrado con intervención de dos de los poderes 
públicos de la Provincia ; que así, los libros del Banco se en- 
cuentran en las mismas condiciones que los libros fiscales ; y 
si las cuentas sacadas de los asientos de estos, tienen la fuerza 
de instrumento público, deben ¿amblen tenerla las cuentas 
sacadas de aquellos ; que si el Banco fuera un simple comer- 
ciante, sus libros aún llevados en la forma del Código de 
Comercio^ no probarían contra Tapia hermanos, que no contra- 
taron con él ; si prueban contra ellos, es porque no es un mero 
comerciante, sino una rama de la administración provincial. 

Que si bien el balance presentado por el Banco no demuestra 
por sí solo que se hayan ejecutado todos los bienes embargados 
é hipotecados especialmente, ello está demostrado en la ejecu- 
ción seg3ida por el mismo Banco ; este no conoce más bienes 
á Llavallol é hijos, y esta negación no es susceptible de prueba; 
si Tapia hermanos los conocen, han debido denunciarlos; pero 
no habiéndolo hncho, no obstante que la iniciación de una 
tercería autoriza para pedir la ampliación del embargo, la pre- 
sunción de la solvencia de los deudores no puede subsistir, ni 
el Juez ha debido invocarla, pues ya la Suprema Corte había 
exijido únicamente que se demostrara que los bienes ejecutados 
habían resultado insuficientes, cosa que, como queda dicho, 
está plenamente comprobada en los autos ejecutivos. 

Que el Juez no ha resuelto nada respecto de la preferencia 
de los créditos del Banco^ pero la Suprema Corte ha decidido en 
diversos casos, que ese Establecimiento tiene por la ley hipoteca 
tácita sobre los bienes de sus deudores, fundado en las leyes 
provinciales de 26 de Junio de 1822, 25 de Octubre de 1854, 
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27 de Setiembre de 1855, 5 de Julio de 1856 y 22 de Mayo de 
1863, las onales le confieren los privilegios fiscales, que consis- 
tían en una hipoteca tácita general sobre los bienes de los 
deadores, acordada por las leyes 23, 25 y 33, título 13, par- 
tida 5*; 6% título 19, libro 3^ Fuero Real ; y 8", título 18, 
libro 9®, Recopilación Castellana. 

Que el Código Civil derogó todas las leyes civiles generales y 
especiales, pero en esta derogación no se comprenden las leyes 
que constituyeron al Banco y le dieron sus privilegios, pues 
ellas no son propiamente civiles. 

Que aunque así no fuera, el Código Civil no habría podido 
derogar las citadas leyes provinciales, pues el Banco es legislado 
y gobernado por la autoridad de la Provincia de Buenos Aires, 
con arreglo al artículo 7^ del pacto de 11 de Noviembre de 
1859, puesto bajo la salvaguardia de la Constitución en el artí- 
culo 404y según las palabras del informe que la Comisión 
examinadora de la Constitución Federal, presentó á la Conven- 
ción de Buenos Aires en 3 de Abril de 1860. 

Que aún cuando en realidad, la ley de 21 de Setiembre de 
1880 qa« declaró Capital á la ciudad de Buenos Aires, dispuso 
que el Banco quedaría en las mismas condiciones que tenía, 
debe agregarse que de todos modos, esa ley no puede tener 
efecto retroactivo y no puede privar á aquel de un derecho que 
ya había adquirido. 

Que según el artículo 1709 del Código Civil que debe regir 
los créditos del Banco, por consistir ellos en letras de cambio, 
establece que la fecha de la hipoteca tácita es la de su causa 
respectiva, y como esta causa es la obligación, la fecha de esta 
es la de la hipoteca. 

Que aún cuando la hipoteca tácita del Banco hubiera de ser 
regida por el Código Civil en cuanto á la aplicación de la nueva 
ley, siempre tendría que ser considerada como un derecho 
adquirido en cuanto á sus créditos contra Llavallol é hijos, toda 
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yezqre no solo es anterior á la ley de 21 de Setiembre de 1880, 
sino también que ha sido puesta judicialmente en ejercicio y so 
se le ha dado aplicación sobre determinados bienes (art. 40i8, 
C6d. Civ.). 

Que aún cuando el embargo trabado por Tapia hermanos, 
fuese anterior á las letras del Bauco, esta circunstancia no 
podría ser tomada en consideración, porque uo fué alegada en 
la contestación á la demanda; y además, no es fundada, pues 
las letras de Llavallol é hijos son renovación de otras muy 
anteriores, como resulta de los libros del Banco, y como es 
sabido, estas renovaciones no causan novación. 

Conferido traslado, lo contestó el representante de Tapia 
hermanos, pidiendo que se confírmase con costas la sentencia 
apelada. Dijo : que la Suprema Corte no había declarado como 
lo pretendía el Banco, en su sentencia de 25 de Noviembre de 
1880, que los créditos de aquel tuvieran privilegio sobre ?I de 
Tapia, en razón de la hipoteca legal que se atribuye. 

Que lo que esa sentencia estableció, fué que el Banco no podía 
hacer uso de sus privilegios generales, aunque consistiera el 
que se invocara en la hipoteca legal, sino en el caso de concurso 
del deudor. 

Que esta jurisprudencia es la que siempre se ha seguido ante 
los Tribunales, tanto de la Capital como de la Provincia de 
Buenos Aires, aplicándose en diversos casos, en que ha sido 
parte el mismo Banco (causas 4 y 14, tomo I'', 2' serie, fallos de 
la Corte de la Provincia y causa 241 de la Cámara de lo Civil). 

Que la doctrina es también en este sentido, como puede verse 
en Laurent, tomo 29, párrafo 303. 

Que no es exacto que como lo pretende el Banco, con arreglo 
á la ya citada sentencia de la Suprema Corte, solo tuviera él que 
comprobar que los bienes que estaba ejecutando no habían al- 
canzado para cubrir sus créditos, pues con esto no se demostraba 
que Llavallol é hijos fueran insolventes. 
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Que aunque los mencionados bienes no hubieran en efecto 
alcanzado, el Banco no habría podido omitir la petición de que 
se formara el concurso, si es que quería hacer valer sus privi- 
legios generales, y habiéndole omitido, queda en pié la presun- 
ción de solvencia que la sentencia de la Suprema Corte contiene, 
según el mismo Banco lo reconoce. 

Que por otra parte, el Banco no ha probado que no alcanza- 
ran los bienes que ejecutaba, pues él no ha producido prueba 
alguna durante el término legal. 

Que se ha pretendido que se pida para mejor proveer, la 
ejecución que siguió contra Llavallol, yesto no sería procedente, 
porque las leyes autorizan á los Jueces para traer á los autos 
los antecedentes que resulten necesarios por no ser del todo 
convincentes las pruebas producidas 6 cuando hay contradic- 
ciones entre las que hubieran presentado las partes, pero no 
para suplir la omisión de estas, porque semejante cosa equival- 
dría á una restitución que no tendría hoy fundamento legal. 

Que además, aún cuando el balance presentado por el Banco 
se reputase verdadero, y aún cuando hubiera de tomarse en 
consideración el certificado estemporáneamente presentado con 
el alegato de bien probado, resultaría siempre que esos dos 
documentos acreditan un saldo contra Llavallol y en favor del 
Banco, pero no que este haya ejecutado todos los bienes^ ni 
menos que el deudor se halle insolvente. 

Que el balance presentado no es un instrumento público, 
aunque emane del Banco ; este no es una rama de la adminis- 
tración provincial, y si lo fuera, solo sería justiciable origina- 
riamente ante la Suprema Corte, cuando todos los dias se le vé 
ocurrir á los Tribunales inferiores como demandante y como 
demandado; sus libros no pueden equipararse á los fiscales, 
porque ellos se refieren á sus negocios comerciales, que no 
pueden ser comprendidos por ninguna administración ; y es tan 
cierto que el balance no es un instrumento público, que ha- 
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biendo el Juez recibido la causa á prueba, precisamente porque 
se le desconocía ese carácter, nada tuvo que observar el Banco, 
con motivo del auto de prueba. 

Que no es exacto que la Suprema Corte haya reconocido los 
privilegios del Banco de la Provincia, como lo afirma el apelante ; 
en los únicos casos en que ha conocido, ocurridos antes de la 
federalizacion de la ciudad de Buenos Aires, no se ha negado 
los privilegios al Banco Provincial sino al Nacional, y no ha 
tenido así ocasión de hacer otra declaración sino la de que en 
caso de concurrencia de ambos Bancos no podía colocarse al 
Nacional en condiciones inferiores al de la Provincia ; la cues- 
tión, pues, de los privilegios no se ba presentado nunca direc- 
tamente á la resolución de la Suprema Corte (Causa 79, tomo 
7% 2* serie ; H6, tomo H, 2« séri^í; 32, tomo i9, 2* serie). 

Que como lo observa el apelante, el Código Civil no derogó 
las leyes que constituyeron al Banco y le dieron sus privilegios, 
pero derogó las leyes que daban al fisco privilegios, escluyendo 
de estos la hipoteca legal ; ninguna ley acordó al Banco el 
privilegio de la hipoteca legal, y el artículo 3° de la de 5 de Julio 
de 1856 lo autorizó para recibir pagarés hipotecarios con una 
sola firma, autorización que habría sido sin sentido si se enten- 
día que el Banco gozaba de la hipoteca tácita ; de t jdos modos, 
desde que los privilegios que tenía eran los del fisco, ellos 
debían aumentarse ó disminuirse en la misma proporción que 
estos, y escluida la hipoteca tácita de entre los privilegios 
fiscales, por disposición espresa del Código Civil, no es posible 
sostener que el Banco continúa hoy con esa hipoteca. 

Que el artíeulo S"" de la ley de 21 de Setiembre do 1880 fede- 
ralizando á la ciudad de Buenos Aires, no puede ser invocado 
en favor del Banco, porque ese artículo no se refiere á los 
derechos del Banco, al decir que ellos quedarían sin alter?<;ion, 
sino á los derechos de la Provincia como propietaria de su 
Banco, del Hipotecario y del Monte de Piedad, los cuales, sin 
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esa salvedad habrían pasado á ser Propiedad de la íTacion ; y 
porque, en todo caso, el artículo mencioflado se habría referido 
no á los derechos que corresponden al Banco sino á los que 
corresponden al fisco. 

Por otra parte, no puede el Banco invocar derechos adquiri- 
dos en este caso porque no los hay contra una disposición de 
orden público. 

Que como el Banco lo reconoce, sus créditos son de fecha pos- 
terior al embargo obtenido por Tapia hermanos ; ha pretendido 
últimamente que sus letras no son sino renovaciones de una 
obligación que existía con anterioridad, pero esto no lo ha 
alegado en oportunidad ni lo ha probado ; nota que Tapia her- 
manos no alegaron en la contestación á la tercería nada respecto 
de la fecha, pero nada en verdad tenían que alegar, porque era 
un antecedente que resultaba de la propia demanda y debería 
en todo caso decirse que hicieron esa alegación al negar al 
Banco en absoluto el mejor derecho que se atribuye. 

Terminó el apelado sosteniendo que el Banco podría cubrirse 
íntegramente de sus créditos contra Llavallol é hijos si pidiera 
la declaración de quiebra de estos, porque entonces se retro- 
traerían los efectos de la quiebra y se anularían muchas de las 
enagenaciones que han tenido lugar, pero que el Banco se abste- 
nía de pedir esa declaración porque se había obligado por con- 
trato á no pedirla, contentándose con una inhibición que no es 
eficaz desde que ella no impide sino la enagenacion de bienes 
raices, dejando libres los papeles de crédito que pueden repre- 
sentar grandes valores. 



j 
I 
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Fallo de la Suprema C^orte 

Buenos Aires, Mayo 8 de 1890. 

Yistos y considerando : Que en ningún caso puede acordarse 
á los privilegios que el Banco de la Provincia de Buenos Aires 
invoca en su favor^ mayor estension que los que corresponden 
al Fisco por la legislación común, con arreglo al tenor literal 
de las leyes de primero de Octubre de mil ochocientos cincuenta 
j cuatro, veinte y siete de Setiembre de mil ochocientos cin- 
cuenta y cinco y cinco de Julio de mil. ochocientos cincuenta y 
seis, que dicho Establecimiento hace valer en su defensa, y qae 
declaran que el Banco gozará en sus negociaciones de los privi- 
legios fiscales. 

Que los privilegios acordados al Fisco por la legislación vigen- 
te no son otros que los generales á que se refieren las disposi- 
ciones contenidas en el Capítulo I del título De la preferencia 
de créditos y del Código Civil. 

Que estos privilegios por razón de su naturaleza, no pueden 
hacerse valer sin que preceda insolvencia ó quiebra del deudor 
común respecto de cuyos bienes be quieren ejercitar. 

Que no se ha justificado en esta nueva instancia que los 
ejecutados señores Jaime Llavallol é hijos, según lo que se 
enunció en la sentencia ejecutoriada de foja ciento diez y ocho, 
hayan promovido juicio de concurso, como sería de su deber 
si se hallasen en estado de quiebra, ni que el Banco por su parte 
haya pedido que se les declare en ese estado, como tendría el 
derecho de hacerlo para evitar que los deudores dispongan de 
sus bienes haciendo pagos parciales, en perjuicio de los privile- 
gios que invoca. 

Que en defecto de tal justificación, deben aquellos ser reputa- 
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dos solventes^ conforme á lo decidido en la referida sentencia de 
foja ciento diez y ocho. 

Por estos, como por los fundamentos aducidos por el Juez de 
Sección^ y prescindiendo de juzgar la cuestión relativa ¿ la 
existencia ó inexistencia de los privilegios invocados por el 
Banco demandante, por no ser ello necesario en el caso, se con- 
firma con costas la sentencia apelada de foja trescientos seis y 
repuestos los sellos devuélvanse. 

BEIUAMm YICTORICA. — FEDERICO IBARGÚREIf. 
— C. S. DE LA TORRE. 



CAVSA I^miX 



Don Francisco A. Bellizia contra don Miguel Forcella, 
por rescisión de un contrato de locación; sobre pruebas 



Sumario. — £1 auto que importa la ejecución de otro con- 
sentido por las partes, debe ser confirmado. 



Caso. — £1 Juez Federal doctor Ugarriza conocía en dos jui- 



172 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

cios seguidos por las personas nombradas : nno sobre rescisión 
de nn contrato de locación, j otro sobre cobro de alquileres. 

Dorante el término de prueba abierto en el primero, don 
Prancisco Bellizia pidió y así lo mandó el Juez/ que se tuvieran 
como parte de la suya, las siguientes piezas constantes en los 
autos sobre cobro de alquileres : 

La escritura pública de arrendamiento de fecha 2 de Marzo 
de 1886. 

El acta de embargo trabado en el primer juicio. 

El acta de misión en posesión á don Augusto Burgos de la 
finca en cuestión. 

El acta de la misma posesión dada á don Anselmo Goulin. 

Y finalmente, un escrito del mismo Coulin. 

Habiéndose suscitado en el espediente sobre cobro de alqui- 
leres un incidente que se elevó en apelación, mandó la Suprema 
Corte que, para mejor proveer, el Juez doctor ügarriza remitiera 
el espediente sobre rescisión que había pasado á él, por recusa- 
ción del Juez doctor Tedin. 

Visto el incidente, la Suprema Corte resolvió declarando 
nulo lo actuado, por cuanto la intervención del doctor Ügarriza 
debió ser únicamente en el espediente de rescisión, en el cual 
había sido recusado el doctor Tedin; y mandó que los espedien- 
tes se devolvieran respectivamente á los Jueces á quienes cor- 
respondía. 

En consecuencia, el espediente sobre rescisión fué remitido al 
doctor ügarriza y el seguido por cobro de alquileres al doctor 
Tedin. 

Recibido por el doctor ügarriza el juicio sobre rescisión, el 
cual se encontraba ya en estado de sentencia, cuando fué ele- 
vado á la Suprema Corte, don Francisco Bellizia pidió que, en 
atención á la separación de las causas, se pidiera al Juez doctor 
Tedin copia de las piezas del espediente sobre cobro de alquile- 
res, y que, á su solicitud, se había mandado tener como prueba. 
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Falto del JTues Federal 

Buenos Aires, Agosto 20 de 1889. 
Como se pide. 

Ugarriza. 

Falle de la Suprema €)orle 

Buenos Aires, Mayo 8 de 1880. 

Yisto: No importando el auto recurrido de foja doscientos 
dos, sino la ejecución del auto de foja ciento una vuelta, con- 
sentido por las partes/, se confirma aquel con costas, y repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VIGTOHICA. — FEDERICO 
IBARGÜREN. — G. S. DE LA TORRE. 
— ABfcL RAZAN. 



174 FALLOS DE LA S13PREMA CORTE 



CAVSA I4XX 



D. Francisco Bellizia contra D. Miguel Forcella, por cobro de 
alquileres ; sobre auccilio de la fuerza pública al encargado 
judicial de la cobranza . 



Sumario. — Al encargado judicial de cobrar los alquileres 
que se hallan en litigio, procede que se le conceda el auxilio de 
la fuerza pública para el ejercicio de su cometido. 



Caso. — D. Francisco Bellizia, sub-locador á Forcella de la 
casa calle Victoria número 2459, inició ejecución contra el sub- 
locatario por cobro de alquileres. 

En la estación oportuna de la ejecución, Bellizia denunció 
para su embargo las existencias de un almacén, que dijo ser de 
Forcella, y los alquileres que adeudaban los inquilinos de la 
casa ; y pidió, en cuanto á esto último, que se notificara á los 
mencionados inquilinos que no debían pagar en adelante á For- 
cella los alquileres sino depositarlos en el Banco Nacional á la 
orden del Juez. Este proveyó de conformidad con lo solicitado, 
bajo la responsabilidad de la parte. 

En consecuencia, el Oficial de Justicia del Juzgado acompa-- 
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nado de un escribano público, trabó embargo en las existencias 
del almacén é hizo á los inquilinos la correspondiente notifica- 
ción. 

Pronunciada y consentida la sentencia de remate, el ejecu- 
tante pidió que se nombrara nn administrador de la casa para 
que percibiera los alquileres embargados, 7 el Jaez resolvió au- 
torizar al mismo ejecutante para que percibiera esos alquileres 
7 los que en adelante se devengaren, pudiendo alquilar las ha- 
bitaciones que se desocupasen, pagando los impuestos munici- 
pales 7 debiendo depositar los fondos en el Banco Nacional ala 
orden del Juzgado. 

Reclamada esta autorización por el ejecutado^ el Juez la dejó 
sin efecto 7 nombró en reemplazo del ejecutante, á D. Augusto 
Burgos, quien debería llenar su cometido con arreglo á lo re- 
suelto en autos. 

Posteriormente, 7 á instancias del ejecutante, el Juez exoneró 
del cargo á D. Augusto Burgos, 7 nombró administrador á D. 
Anselmo Goulin. 

Este pidió que se le pusiera en posesión de la casa 7 de su car- 
go ; pero el Juez, fundado en que el solicitante no había sido 
nombrado depositario de la finca, sino administrador encargado 
del percibo de los alquileres que produce 7 de depositarlos en el 
Banco Nacional á la orden del Juzgado, no hizo lugar al pedi- 
do, 7 mandó que el Oficial do Justicia lo hiciera reconocer en 
tal carácter por los ocupantes de la finca. 

Cumplido el mandato, D. Anselmo Goulin 7 el ejecutante pi- 
dieron que se autorizara al primero para hacer desalojar la ca- 
sa, ponerla en estado de aseo 7 alquilarla por cuartos ó por en- 
tero, según conviniera. Para el caso que esta autorización no se 
acordara, Coulin renunciaba el cargo de administrador. 

El Jaez dictó el siguiente auto : 
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Buenos Aires» Julio 30 de 1887. 

Considerando : Que, como se ha establecido en el auto de foja 
i 50 vuelta, la misión del depositario está limitada al percibo de los 
alquileres embargados y su depósito en el Banco Nacional á la 
orden del Juzgado. Que dado el estado de los autos, la ampliación 
de facultades al depositario en el sentido solicitado, importaría 
la privación al locatario de la posesión de la finca locada, acerca 
de lo cual existe juicio por separado, pendiente de resolución 
del Juzgado. No ha lugar á lo que se pide y guárdese lo man- 
dado. 

Tedin. 

En Mayo 6 de 1889 y conociendo en los autos el Juez Dr. 
TJgarriza á quienes habían pasado agregados al juicio sobre res- 
cisión en que el Dr. Tedin había sido recusado, se presentó el 
administrador Coulin anunciando que el dia anterior había ido 
á la casa para cobrar los alquileres acompañado de Bellizia, j 
que Forcellaque llegó en esos momentos, promovió un desorden 
amenazando á los inquilinos que pagaran é intimándoles que á 
nadie debían pagar sino á él. Solicitó en consecuencia, que se le 
autorizara á pedir el auxilio de la fuerza pública para el desem- 
peño de su cargo hasta que se aceptara la renuncia que había 
presentado hacía mucho tiempo. 

El Juez proveyó de conformidad; pero recurrido este proveí- 
do, la Suprema Corte por resolución de 30 de Julio de i 889 lo 
declaró sin efecto, y nulo además todo lo actuado por el Dr. 
TJgarriza, por haber este procedido sin jurisdicción, por cuanto 
edte solo debía reemplazar al Dr. Tedin en el juicio sobre recu- 
sación en que este Juez había sido recusado. 

Remitidos los autos al Juzgado á cargo del Dr. Tedin, 
se presentó el administrador Goulin reproduciendo el pedido que 
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había hecho ante el otro Jazgado para que se ordenara á la 
policía lo auxiliara con la fuerza, afirmando que la ylolenta 
oposición de Forcella continaaba, y que la Policía favorecía su 
propósito. 

FaIIo del Juea Federal 

Buenos Aires, Agosto 28 de 1889. 

Constando de autos ser D. Anselmo Coulin, nombrado por este 
Juzgado, administrador de los bienes embargados j encargado 
de percibir los alquileres que produzcan, y atento lo manifestado 
en el escrito que precede, líbrese oficio á la Policía haciéndole 
saber que Coulin es encargado por elJuzgado de percibir los al- 
quileres de la casa calle Victoria número 2459, y al que le debe 
prestar el auxilio de la fuerza pública, si ello fuere necesario 
para el fiel cumplimiento de su cometido. 

Tedin. 

WmUm de I» Suprem» Cmwt^ 

Buenos Aires, Mayo 8 de 1890. 

Vistos : Teniendo por único objeto la medida autorizada en el 
auto recurrido, el defender á don Anselmo Coulin en el ejercicio 
pacífico de su cometido, limitado al cobro de los alquileres de la 
casa en cuestión, contra los actos de violencia que en los escri- 
tos de fojas ciento ochenta y dos y doscientos veinte y ocho se 
dicen llevados acabo por don Miguel Forcella: se confirma con 
costas dicho auto, y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMÍN YICTORICA. — FEDERICO 
IBARGCREN. — G. 8. DE LA TOR- 
RE. — LUIS y. VÁRELA. — ABEL 
RAZAN. 

T. n IS 
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CAVSA liXXI 



La Municipalidad de la Capital contra don Conrado Lagos; 

sobre espropiacion. 



Sumario. — En la espropiacion de una finca, para estimar el 
yalor del terreno, debe atenderse al fijado á propiedades situa- 
das en condiciones análogas, espropiadas anteriormente. 



Caso. — El representante de la Municipalidad se presentó 
esponiendo: que para la apertura de la Avenida ordenada por 
la ley nacional de 3i de Octubre de 1884, era necesaria la es- 
propiacion de la finca situada en la calle Tacuarí N"" 54 á 60, de 
propiedad de don Conrado Lagos y su esposa dona Matilde 
Wilde. Que no habiendo podido arreglar privadamente la ena- 
genacion de 216 metros cuadrados con 5 decímetros, que es la 
superficie necesaria para la Avenida, ofrecía la suma de pesos 
41.182, en que estima el mencionado terreno. 

Convocadas ajuicio verbal, la parte de la Municipalidad nom- 
bró para avaluar la finca al ingeniero don Pedro Batilana, y la 
del propietario á don Avelino Rolon. 

El perito de la Municipalidad, espuso lo siguiente: 
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Buenos Aires, 9 de Junio de 1889. 
Señor Juez Federal: 

El ingeniero que suscribe, evacuando la operación pericial 
ordenada por Y. S. en el juicio seguido por la Municipalidad de 
la Capital contra el señor Conrado Lagos, de la finca calle Ta- 
cnarf N^ 54 al 60 (números nuevos), manifiesta: que según los 
datos que arrojan estas actuaciones, los suministrados por va- 
rias personas y los recogidos en el terreno que se quiere espro- 
piar para la Avenida de Mayo, resulta que este se compone de 
(13^93) trece metros con noventa y tres centímetros de frente 
al Oeste á la calle de Tacuarí, por (15°*5i) quince metros con 
cincuenta y un centímetros de fondo, formando una superficie 
de (2i6'°'05) doscientos diez y seis metros cuadrados con cinco 
decímetros. 

Siendo el edificio viejo, y tomándolo todo la Avenida de 
Mayo, avalúo el terreno con edificio á razón 520 pesos moneda 
nacional por metro cuadrado; dando para toda la superficie una 
cantidad de (112.346 S ny^) ciento doce mil trescientos cua- 
renta y seis pesos moneda nacional de curso legal. 

Dios guarde á V. S. 

Pedro J. Batilana. 
El perito del propietario, se espidió como sigue: 



Buenos Aires, Julio 5 de 1889. 

Señor Juez Federal : 

Avelino Bolon^ en el juicio seguido por la Municipalidad con 
don Conrado Lagos, sobre espropiacion, á Y. S. digo: 
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Que nombrado perito para la ayaluacion de la propiedad calle 
Tacuarí N<" 28 á 32 (hoy N<" 54 á 60), he procedido al lleno de 
mi cometido, y de ello paso á dar cuenta á Y. S. 

Para formar una opinión más exacta sobre el valor de ese 
inmueble, he tomado las informaciones necesarias sobre precios 
obtenidos en enagenaciones realizadas de propiedades cercanas, 
y de una ubicación más ó menos semejante. 

He tenido también en consideración la forma del terreno, que, 
siendo de mucho frente con relación al fondo, influye favora- 
blemente en el precio. 

El terreno mide i 3 metros 93 centímetros de frente al Oeste, 
i 4 metros 20 centímetros en el contrafrente y 15 metros 60 
centímetros de fondo, lo que forma una supérele de 219 metros 
41 centímetros. 

£1 edificio es antiguo y se compone de almacenes al frente. 
Avalúo el terreno á que me he referido^ incluyendo el edificio 
que contiene, á razón de 950 pesos moneda nacional el metro 
cuadrado, lo que forma un total de doscientos ocho mil cuatro- 
cientos treinta y nueve pesos cincuenta centavos moneda nacio- 
nal $ (nvii 208.439,50). 

Dejo así cumplido mi cometido. 

Avelino Rolon. 

Citados ambos peritos para dar esplicacioneSy el de la Muni- 
cipalidady dijo: que se limitaba á reproducir su informe. El del 
propietario, dijo: que corroboraba lo espresado en su informe, 
con los siguientes datos: en la calle Ghacabuco entre Bivada- 
via y Victoria, se había realizado una venta á razón de 1200 
pesos el metro cuadrado; que otra propiedad, en frente de la que 
en estos autos se trata, se había avaluado j adicialmente á 752 
pesos el metro, sin incluir los edificios y los daños. En el mismo 
acto, manifestaron los peritos que habían medido nuevamente 
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la propiedad á espropiarse, resultando una superficie de 218 
metros con 71 decímetros cuadrados. 



Fallo del Juea de Seeeiaii 

9uenos Aires, Setiembre 26 de 1889. 

Y vistos estos autos iniciados por la Municipalidad de la Ca- 
pital con don Tomás Aitken, como representante de los esposos 
don Conrado Lagos j doña Matilde Wilde de Lagos, sobre espro- 
piacion de la finca calle Tacuarí números veinte y ocbo á 
treinta y dos, antiguo, perteneciente á la segunda: Oidas las 
partes en juicio verbal, examinados los informes y las esplica- 
ciones de los peritos de una y otra parte, de los cuales resultan 
ambos conformes en que el terreno ¿ espropiarse mide una 
superficie de doscientos diez y ocbo metros sententa y un decí- 
metros cuadrados : se declara que el valor total de la espropia- 
cion es de ciento treinta y siete mil doscientos veinte y seis pe- 
sos moneda nacional correspondiente al valor del terreno, 
teniendo en cuenta su forma, que abraza un gran frente con 
poco fondo, seiscientos pesos por cada metro cuadrado, y seis 
mil pesos más por el valor del edificio. 

En consecuencia, previo el depósito de la cantidad señalada 
como valor de la espropiacion, precédase á estender la corres- 
pondiente escritura á favor de la Municipalidad de la Capital, 
poniéndosele en posesión de la finca, objeto de estos autos, 
siendo á cargo de la misma los gastos de actuación, honorarios 
de peritos y escrituración. Hágase saber, notificándose con el 
original. 

Andrés ügarriza. 
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Fallo de to Suprenuí Corte 



Buenos Aires, Mayo 8 de 1890. 

Vistos: Con el mérito de las informaciones periciales corrien- 
tes en antoSy y atento el valor fijado á propiedades situadas en 
condiciones análogas á las qne se refieren estos autos, en espro- 
piaciones anteriormente realizadas, al mismo fin de la presente: 
se resuelve fijar en quinientos cincuenta pesos moneda nacional 
el valor del metro cuadrado, del terreno á espro piarse, deján- 
dose subsistente la apreciación hecha por la sentencia apelada 
de foja treinta y cuatro, en lo que respecta al valor del edificio 
existente en dicho terreno, y siendo las costas causadas de 
cargo del espropiante, de conformidad á lo dispuesto por el 
artículo diez y ocho de la ley de la materia, y devuélvanse. 

BENJAMÍN YICTOEICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN.— G. S. DB LA TORRE. 
—LUIS V. VÁRELA.— ABEL BAZAR. 
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CAUSA li^XII 



Los señores Fernandez contra I). Gaspar Taboada, por mejor 

derecho; sobre jurisdicción. 



Sumario. — Establecida debidamente la competencia del 
Juzgado Federal, y radicado ante este el pleito, la participa- 
ción espontánea que la Provincia de la vecindad del deman- 
dante citada de eviccion, procede á tomar en defensa del de- 
mandado, no hace cesar la jurisdicción de dicho Jazgado. 



Caso. — En 2i de Octubre de i887 D. Ensebio P. García por 
D. Gaspar Taboada se presentó ante el Juez de Sección de San- 
tiago del Estero exponiendo : 

Que á propósito de unas diligencias de mensura de un ter- 
reno seguidas por D. Herminio Gapdevila, se había deducido 
por los señores Fernandez juicio de mejor derecho á la estan- 
cia € Higuerillas», que fué vendida por Taboada al señor Cap- 
devila, por lo que este lo había citado de eviccion. 

Que D. Gaspar Taboada es vecino de la Provincia de Córdo- 
ba 7 los señores Fernandez vecinos de la Prcvincía de Santiago 
del Estero, y siendo este un caso que corresponde al Fuero Fe- 
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deral, y no queriendo prorogar jarisdiccíon á los Tribunales 
de la Provincia ante los cuales hasta entonces pendían los autos 
referidos, venía á entablar contienda de competencia por inhi- 
bitoria. 

Que por eso pedía se sirviera el Juzgado declararse compe- 
tente 7 oficiar al Juez de 1* Instancia en lo Civil de la Provin- 
cia para que se inhibiese y remitiese el espediente á este Juz- 
gado. 

Pasado en vista al Procurador Fiscal el escrito precedente, 
este se espidió diciendo : 

Que en los juicios de deslinde, amojonamiento y mensura son 
partes principales del juicio todos los colindantes, y que siendo 
competentes los Tribunales provinciales para conocer de este 
juicio, lo son también para conocer de todas sus inciden- 
cias. 

Que el juicio de mejor derecho cuando reconoce por causa un 
juicio de deslinde es incidente de este, y que por eso, debiendo 
sustanciarse ante los mismos tribunales de la Provincia, opi- 
naba que el Juzgado de Sección era incompetente en el caso sub 
judice. 

Conferido traslado, don Ensebio García por D. Gaspar Ta- 
beada dijo : 

Que para que haya arraigo del juicio es preciso que medie la 
litis contestatio, que no puede eüstir en simples » diligencias 
de jurisdicción voluntaria. 

Que por otra parte, mensuras, deslindes y amojonamientos, 
aunque de la competencia de los Tribunales locales, no son 
ninguno de los juicios universales comprendidos en el artículo 
12, inciso 1*" de la ley de jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales, para llamar á sí las contiendas que ori- 
ginen. 

Que cuando surjo la oposición de un colindante y sobreviene 
un juicio contradictorio, recien se presenta la contención, cuyo 
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conocimiento puede 6 no ser de la competencia de los Tribuna- 
les locales. 

Que en el caso presente por la diversa Tecindad de las partes 
ese conocimiento pertenece al Juzgado de Sección. 

Con estos antecedentes en 21 de Agosto de 1888 el Jazgado 
falló declarándose competente, y mandando librar oficio al Juz- 
gado de 1* Instancia en lo Civil de la Provincia, pidiéndole se 
inhibiera de conocer en este juicio, y remitiera los anteceden- 
tes al Juzgado Federal. 

Los autos remitidos contenían : 

1° Lu escritura pública de venta de los terrenos denominados 
las € Higuerillas > por D. Gaspar Tabeada á D. Herminio Cap- 
devila, en 2 de Abril de 1881 ; 

2° El pedido de mensura de Capdevila y el auto ordenándola ; 

3® La mensura hecha en 28 de Agosto de 1886 ; 

4"" La demanda de los Fernandez sobre mejor derecho á los 
campos mensurados ; 

5® £1 decreto del Juez de 1* Instancia confiriendo traslado 
de la demanda ; 

6® El escrito de Capdevila no evacuando el traslado, y pi- 
diendo la citación de eviccion contra Tabeada ; 

7° Habiendo sido citado de eviccion D. Gaspar Tabeada ex- 
pone que había entablado contienda de competencia por inhi- 
1)itoria ante el Juzgado de Sección ; 

8^ Auto del Juez de 1* Instancia, que recibido el oficio man- 
dado librar por el Juez de Sección, acepta la inhibitoria. 

El Juez de Sección, ordenó corriera el traslado pendiente y 
Tabeada lo contestó pidiendo en otrosí se citara de eviccion al 
Fisco de la Provincia, como enagenante originario de los dere- 
chos que representa. 

Hecha la citación se presentó el Fiscal, pidiendo que el Juez 
se declarara incompetente, y mandase los autos al Juzgado de 
i' Instancia. Dijo: 



i 86 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Que los derechos de Gaspar Taboada, proceden del Es- 
tado. 

Que la Provincia entra por esto & tomar parte en el juicio, y 
que desde este momento se trata de una cuestión entre la Pro- 
yincia y un vecino de la misma. 

Que este caso no está comprendido en los artículos i 00 y iOl 
de la Constitución Nacional ni tampoco en la ley del 63 sobre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales. 

Que por tener estos una jurisdicción excepcional, los casos 
que no estén mencionados en dichas leyes, caen bajo la juris- 
dicción de los Tribunales de la Provincia. 

Se confirió vista al Fiscal Nacional, y este se espidió diciendo : 

Que la eviccion y el saneamiento es en los juicios un acci- 
dente que modifica la personalidad de una de las partes, pero 
en manera alguna una condición que caracteriza la naturaleza 
de una causa. 

Que habiéndose promovido y radicado este juicio ante el 
Tribunal Federal, el mismo es el competente, y no los Tribu- 
nales provinciales . 



Fallo del Juea Fedeml 

Santiago, Mayo 28 de 1889. 

Y vistos : la declinatoria de jurisdicción interpuesta por el 
Fiscal de Estado de la Provincia, con ocasión de la citación de 
eviccion que le ha sido hecha en la causa que siguen D. Gas- 
par Taboada con los señores Fernandez, sobre mejor derecho á 
unos terrenos situados en el departamento de Guasayan de esta 
Provincia. 

Considerando : Que el presente juicio radicado ante este Tri- 
bunal está trabado entre las parto ya mencionadas, es decir, 
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D. Gaspar Tabeada, yecino de la Provincia de Córdoba, y los 
señores Fernandez, vecinos de esta. Que siendo estas las par- 
tes en el caso sub judice, él es evidentemente de la jurisdicción 
federal. Que la parte de Tabeada, al pedir se hiciera la cita- 
ción de eviccion, no ha dejado de hacerse parte, pues si su 
mente hubiese sido abandonar el juicio y entregarlo á la de- 
fensa de la Provincia, no habría contestado como lo ha hecho 
su demanda, siendo además de tenerse muy en cuenta, que es 
esta misma parte quien solicitó que el presente caso se trajera 
á conocimiento de este Tribunal por razón de la distinta ve- 
ciudad de las partes. Que así, en el caso presente la citación 
que ha pedido Tabeada se haga, no ha tenido otro objeto que 
dejar á salvo sus acciones, para el caso de que preceda el jui- 
cio de saneamiento. Que por otra parte, según la Ley de Pro- 
cedimientos Nacionales, la citación de eviccion, no es una ex- 
cepción dilatoria^ como lo es en esta Provincia, sino un mero 
caso incidental del juicio. 

Por todo lo espueste y de acuerdo con lo pedido per el Pro- 
curador Fiscal, no se hace lugar á la declaración de incompe- 
tencia solicitada; debiendo por tanto, seguir esta causa su 
curso regular, según su estado. Notifíquese original, repuestos 
que sean los sellos . 

P. Olaechea y Alcorta. 

' VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 38 de 1890. 

Suprema Corte: 

Si la citación de eviccion á la Provincia de Santiago no hu- 
biese tenido más alcance que dejar á salvo los derechos del 
señor Tabeada, es fuera de duda que el pleito debía seguir ante 
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el Juzgado do Sección, por la diversa vecindad de las partes, 
no obstante que su resolución pudiera afectar á la Provincia 
mencionada (serie i*, tomo 8^, pág. 156). 

Citada esta, empero, asume participación en el juicio, se 
constituye parte y deduce, en tal carácter, declinatoria de ju- 
risdiccion acogiéndose á la originaria de esta Corte. 

La causa pasa, entonces, á ser entre una Provincia y veci- 
nos de la misma, los señores Fernandez, según así resulta d e 
las constancias no contradichas de estos autos. 

Ha cesado, por consiguiente, la competencia de la Justicia 
Federal y así ha de servirse declararlo Y. E. 

Eduardo Costa, 



Fallo de la Suprema C^rfe 

Buenos Aires, Mayo 8 de 1890. 

Vistos y considerando : Que á la fecha de la presentación de 
la Provincia de Santiago del Estero en estos autos, el presente 
juicio se hallaba ya trahado por la demanda y la contestación, 
y radicada en consecuencia definitivamente la jurisdicción del 
Juez de Sección. 

Que dada la vecindad de los demandantes y demandado en 
la causa, la demanda fué bien llevada ante dicho Juez, con 
arreglo á lo dispuesto por el artículo 2"^, inciso 2^ de la Ley so- 
bre jurisdicción y competencia de los Tribunales Federales, y 
ninguna de las partes pudo declinar de su jurisdicción. 

Que el cambio posterior en la persona de los litigantes no 
ha podido alterar el resultado de estos hechos ni variar las 
condiciones del juicio en lo que respecta á la competencia ju- 
dicial, pues la jurisdicción se determina por la nacionalidad 6 
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vecindad de. las partes á la fecha de la demanda, y radica á 
esa época, cualesquiera que sean las modificaciones que des- 
pués de la contestación puedan sobrevenir en relación al do- 
micilio ó vecindad del demandante ó demandado, ó por razón 
de la cesión ó traspaso á terceros de los derechos de cualquiera 
de ellos, salvo el caso de una disposición especial 6 de una ju- 
risdicción privativa y excluyente por la Constitución 6 por la 
ley. 

Que por consiguiente, la participación espontánea, en lo que 
respecta á los demandantes, tomada en esta causa por la Pro- 
vincia de Santiago del Estero, asumiendo la representación 
del demandado y tomando su lugar y defensa en la causa, sin 
abrir ni deducir un nuevo litigio ni poder anular el efecto de 
las actuaciones ya producidas, que ha sido llamada simplemente 
á continuar en la situación en que las ha encontrado, no en- 
traña ni puede entrañar la cesación de la jurisdicción del Jue- 
gado que previno en el juicio, y cuya competencia fué á su 
tiempo debidamente establecida en relación á los respectivos 
litigantes. 

Por estos fundamentos, se confirma con las costas de esta 
instancia el auto apelado de foja 153, no haciéndose lugar á lo 
pedido respecto de las de primera instancia, por no haber mé- 
rito para ello, y repuestos los sellos devuélvanse. 

benjamín YICTORICA. — FEDERICO 
IBARGÜREN. — C. S. DE LA TOR- 
RE. — ABEL BAZAN. 
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CAUSA IiX.¥III 



La Comisión de las Obras de Salubridad contra D. Guillermo 

Griffíth Parry ; sobre espropiacion 



Sumario. — Los daños que no son el resaltado de la espropia- 
cion, ó se eliminan por medio de obras que toma á su cargo el 
espropiantO; no hacen parte de la indemnización. 



Caso. — A solicitud del representante de la referida comi- 
sión, se convocó á juicio verbal, y en el dia que tuvo lugar, el 
mismo representante acompañó en copia una nota del ingeniero 
encargado de las obras, y de la cual resulta que por el terreno 
del espropiado situado en Quilmes, debe practicarse un túnel 
que ha sido construido ya en su mayor parte. Acompañó tam- 
bién una avaluación hecha por el Secretario de la comisión, es- 
timando el terreno por donde pasa el túnel, como si se lo t(>ma- 
se todo él^ y además el valor de los perjuicios, en 1040 pesos 
nacionales. El representante de la comisión ofreció esta misma 
cantidad en el juicio verbal. 
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La parte del propietario dijo : que el destino de la chacra y 
quinta de Parrj donde este habita, cambia totalmente con las 
obras, paes se hacen inhabitables ; 

Que pasándola cloaca máxima á pocas varas de la casa prin- 
cipal, interesa sns cimientos . 

Qne las obras imposibilitan la plantación de árboles, semen- 
teras 7 jardines^ así como utilizar el suelo ; 

Qoe la cloaca fracciona los dos terrenos principales ; 

Que las obras ya ejecutadas sin consentimiento del propieta- 
tario han destruido arboledas, un mirador y un invernáculo ; 

Qne el edificio ha costado con todos sus accesorios cerca de 
50,000 nacionales, fuera de los terrenos que costaron (el letra 
A), uno de ellos, 394,000 pesos moneda corriente de Buenos Ai- 
res ; y otro (el letra B), 416,916 ; 

Que la comisión ha adquirido un terreno inmediato para 
construir una torre de ventilación, cuyas emanaciones lo perju- 
dicarán igualmente, así como otros ventiladores proyectados. 

No estando conforme el propietario con la suma ofrecida, se 
nombraron peritos, designándose á D. Manuel Gaché por parte de 
la comisión y á D. José González Bonorino por parte de Parry. 

Se acordó en el mismo acto que el Juzgado practicara una 
inspección ocular con asistencia de los peritos. 

La parte del propietario presentó en el juicio verbal un me- 
morándum refiriendo lo que había costado la propiedad y las 
condiciones insalubres en que á su juicio la dejan las obras eje- 
cutadas y á ejecutarse en Quilmes, y además la declaración de 
cuatro vecinos de Quilmes, prestadas ante el Juez de Paz, refi- 
riendo las condiciones de la misma propiedad y los perjuicios 
que en opinión de ellos ocasionan las obras. 

Después de aceptar los peritos su nombramiento, se practicó 
la inspección ocular, consignándose lo siguiente: 1^ que la boca 
del túnel que cruza por la quinta y jardines de Parry, tiene un 
diámetro de i metro 95 centímetros próximamente ; que el espe-* 
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sor de la capa de tierra sobre el túnel era, según se estimó, de 
uno 7 medio metros ; que para llevar á cabo la obra fué necesa- 
rio abriruna zanja cuyo ancho se estimó en tres metros ; 

^ Que el terreno es ribereño del Bio de la Plata ; 

3^ Que la superficie del jardín quedaba mis alta que la boca 
del túnel; 

4*^ Que este dista de la casa, 25 metros más 6 menos ; 

5^ Qae la casa tiene todas las condiciones que la hacen apta 
para servir de habitación permanente á su propietario; 

6^ Que la boca del registro y ventilación dista del límite sud 
de la propiedad, quinta y jardines, 25 metros más ó menos y su 
altura no alcanza á cuatro metros ; 

1"^ Que para la construcción de la zanja y depósito de tierra 
estraida, se había ocupado una área cuyo ancho se estimó en 18 
metros término medio ; 

8^ Que los árboles arrancados con motivo de las escavaciones, 
se calcularon en 100 pinos insignes que debían tener una edad 
de 15 años; 

9^ Que en los terrenos de Parry y contiguos de Gichero exis-' 
tía una cañada que al mismo tiempo servía para desagüe de los 
campos altos, sus aguas se aprovechaban para canales de irri- 
gación y comunicación de trasporte en los terrenos de Parry ; y 
cuya cañada, según manifestó el espropiante que se comprome- 
tía á hacerlo, continuaría sirviendo para desagües y para ali- 
mentar los canales en la misma forma; 

10^ Que la parte baja del terreno de Parry estaba destinada 
en su mayor parte á árboles frutales y de leña, cuyas plantas 
no bajarían de 400,000; y mientras se practicaba la inspeo- 
cion, llegaron cinco carros conduciendo estacas 6 plantas de las 
mismas, que no bajarían de 30,000; siendo toda la plantación 
del mismo año (1886) ; 

11<^ Que se habían construido dos grandes canales, que arran- 
cando de la cañada, terminaban : el uno, en el arroyo de las Ca- 
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fias y el otro en el arroyo Antoco, por donde se podía introducir 
y esportar productos al Bio de la Plata ; 

12"^ Qae el canal que termina en el arroyo de las Cañas no 
bajaría de 1300 metros, y desde su terminación hasta el punto 
en que las obras de salubridad cortan la cañada, habría 1000 
metros más 6 menos. 

Los peritos se espidieron en desacuerdo : el de la comisión 
avaluó el terreno, indemnizaciones, etc., en 970 pesos con 60 
centesimos . 

El del propietario hizo la misma avaluación en 63.742 pesos 
con 31 centesimos. 

El primer informe comprende las siguientes partidas : 300 
pesos en que estima la ocupación de 2550 metros cuadrados de 
terreno^ desde Noviembre de 1885 hasta Mayo de 1887 en que 
deben estar concluidos los trabajos. Hace notar á este respecto, 
que la ocupación se relaciona solo con una de las fracciones del 
terreno, pues en lo demás, el túnel ha sido construido sin tocar 
la superficie, entrando por la calle pública y por el terreno con- 
tiguo ; 25 pesos en los daños causados en un mirador artificial, 
destruido en parte por la zanja abierta, y consistente en una 
eminencia de tierra rodeada de pinos; 300 pesos por cien árbo- 
les de diferentes especies avaluados cada uno, término medio» 
en 3 pesos ; 345 pesos con 60 centesimos por 864 metros cua- 
drados avaluados en 40 centesimos cada metro. Ese número de 
metros es el que ocupa la cloaca, paes tiene 288 de largo por 3 
de ancho. 

El perito de la comisión no incluye cantidad alguna para 
indemnizar los perjuicios que puedan venir al propietario de las 
malas condiciones higiénicas en que la cloaca y demás obras 
coloquen á su propiedad, pues considera que ellos no existen, por 
cuanto la cloaca pasa por el subsuelo á una profundidad bas- 
tante y á 25 metros de distancia de los edificios, siendo cons- 
truida con materiales que no darán lugar á infiltraciones ni 

T. IX 13 



194 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

emanaciones de gases nocivos y sin que en todo el trayecto se 
abra boca algu.u. 

El informe del perito del espropiado, comprende las partidas 
siguientes : 5200 pesos por espropiacion de 2600 metros caá- 
drados á 2 pesos cada uno. Funda la avaluación de 2 pesos en 
que el Banco Hipotecario ba vendido terrenos contiguos á 1 peso 
y 1 peso 20 centesimos ; en que el Sr. Rodríguez ha comprado 
una manzana entera á 75 centesimos el metro ; en que los ter- 
renos, por la aplicación que pueda dárseles, deben ser avaluados 
como los solares por los cuales se paga doble que por las grandes 
áreas; en que el terreno es de barranca. 1000 pesos por la ocu- 
pación durante año y medio de siete metros á cada costado de la 
zanja y túnel. 1000 pesos, valor de cien pinos insignes á 10 pe- 
sos cada uno, en atención á la edad de los mismos^ según se 
consignó en la inspección ocular. 500 pesos en que estima la 
restauración del mirador destruido en parte por la zanja. 3700 
pesos que ocasionaría el rellenar la zanja, á razón de 1 peso 50 
centesimos el metro cúbico, comprendido el poner la tierra vege- 
tal que el terreno contenía antes de la apertura de la zanja. 900 
pesos que importaría el rellenar el túnel á razón de 3 pesos el 
metro cúbico. 

Estas dos últimas partidas las incluye el perito manifestando 
que antes de la demanda por espropiacion, el propietario había 
deducido un interdicto de amparo, y su representante pedía que 
se tuviera en cuenta en el dictamen pericial, lo que importaría 
cegar la zanja y el túnel. 

El perito del propietario considera á la inversa del otro, que 
toda la propiedad de Parry desmerece con las obras, porque ellas 
lo dejan en malas condiciones higiénicas y estima este desmere- 
cimiento en 51 ,442 pesos con 31 centesimos; que representa la 
tercera parte de su valor. Considera que el desmerecimiento 
sería debido principalmente á las emanaciones de la boca de ven- 
tilación que queda situada á 25 metros de los cercos de la pro- 



DE JUSTICIA NACIONAL 195 

piedad de Parry, porque esas emanaciones atacan á la salad y 
hacen imposible para el propietario no solo vivir en la casa cons- 
truida sobre el terreno, que fué edificada con tal objeto, sino 
continuar en la dirección de los negocios que tiene en el ter- 
reno. 

Antes de espedir su informe los peritos, la parte del espro- 
piado les presentó varias obras sobre higiene, entre ellas las de 
los doctores Bawson y Wilde ; diversas traducciones de autores 
ingleses y un memorándum, todo con el fin de probar que la 
cloaca y las emanaciones de la boca de ventilación son noci- 
vas i la salud, y concurren por tanto, al desmerecimiento de la 
propiedad. 

El espropiante observó el informe del perito del espropiado, 
sosteniendo : 

i** Que era arbitrario el precio de 2 pesos por metro cua- 
drado asignado al terreno como lo demostraba el otro perito 
con el cuadro contenido en su informe y del cual resultaba 
que en Setiembre de 1886, las ventas efectuadas en Quilmes ha- 
bían alcanzado un precio, término medio, de 46 centesimos el 
metro ; que además, el perito calculaba una área mucho mayor 
que la que debía espropiarse, pues el túnel ocupaba solo 864 
metros y no los 2600 que se avalúan ; que si la comisión cal- 
culó 2600 metros, lo hizo para englobar en ellos todo lo que 
creía deber pagar por la espropiacion, por la ocupación del ter- 
reno durante la construcción, por la destrucción de árboles, 
mirador, etc. ; pero después que el perito avaluaba todo esto 
por separado, no debió referirse en cuanto al terreno, sino al 
que debía ocupar la cloaca; 

2'' Que es igualmente arbitrario, elfijar lOOOpesospor la ocu- 
pación de los costados de la zanja con la tierra estraida durante 
un año, pues los mismos 300 pesos que el otro perito asigna por 
este motivo, representa un alquiler que no ha ganado ni ganará 
el terreno de Parry ; 



i 96 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

3® Que el precio de 10 pesos fijado i cada uno de los cien ár- 
boles destruidos, según se consignó al tiempo de la inspección 
ocular, es exajerado, pues valen cuando más de 3 pesos, que es lo 
que fija el otro perito; 

4® Que la reparación de lo que se ha llamado mirador artifi- 
cial puede hacerse por un peón en dos 6 tres dias^ de suerte que 
ello costaría cuando más 10 pesos, y así, no debe calcularse con 
ese objeto 500 pesos, estando este gasto generosamente retri- 
buido con los 25 pesos fijados por el perito de la comisión ; 

5^ Que el perito del espropiado no ha debido calcular cantidad 
alguna para rellenar zanjas, desde que una vez concluidas las 
obras, ninguna tendrá que rellenar el propietario ; 

6° Que otro tanto debe decirse del rellenamiento del túnel ^ 
teniéndose presente además que el mismo perito establece el 
valor por la espropiacion del terreno que él ocupa ; 

7^ Que es de todo punto inadmisible la partida fijada por 
desmerecimiento de la propiedad, en las dos terceras partes del 
valor de la misma, que desautorizadamente se hace subir á 
77,163 pesos con 46 centesimos ; si ella fuera procedente, todos 
los propietarios de la Capital y los demás inmediatos á las cloa- 
cas y á las bocas por las cuales ellas respiran, tendrían el mis- 
mo derecho; y es de notar que el dia mismo de la inspección, el 
propietario hizo llevar miles de gajos para cubrir de árboles la 
parte de su terreno próxima al rio, emprendiendo además una 
canalización artificial. 

El propietario observó el informe del perito nombrado por la 
comisión, sosteniendo : 

1<* Que él debió tener en cuenta la cuestión de la higiene, im- 
poniéndose de las diversas obras que á él y al otro perito les 
fueron oportunamente presentadas, las cuales le habrían de- 
mostrado, así como las nuevas traducciones que acompañó (f. 
104), la influencia que los trabajos tienen para la salud; 

2^ Que al fijar el valor del terreno, el perito había tenido 
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presente las ventas efectuadas en el mes de Setiembre, sin 
reparar en que ninguna de ellas es de terrenos situados 
sobre la barranca, como es el de Parry, y sin recordar la efec- 
tuada en esa misma época de la casa y terreno de D. José 
Antonio Wilde, la cual le habría dado base para apreciar lo que 
yalía en Quilmes un terreno bien situado ; 

3® Que ha omitido los perjuicios anexos á la espropiacion y 
consistentes en el desmonte de árboles, la remoción de tierra, la 
destrucción de las obras existentes, todo lo cual, aún en la hipó- 
tesis de que sea restablecido á su primitivo estado, importa pa- 
ra Parry la privación violenta de su propiedad durante cerca de 
dos años. 

El mismo espropiado observó el informe del perito nombrado 
por él, manifestando que sus considerandos eran exactos, pero 
que reducía caprichosamente la avaluación á la mitad de lo que 
debía ella importar. 

Falto del Juea Federal 

La Plata, Noviembre 8 de 1887. 

Y vista esta causa por espropiacion seguida por la Comisión 
de las Obras de Salubridad de la Capital de la Bepública, contra 
D. Guillermo Oriffith Parry de la que resulta : 

i^ Que á foja i, se presenta el representante de dicha Comi- 
sión de las Obras de Salubridad^ demandando á D. Guillermo 
Oriffith Parry y pidiendo se citara á las partes á un comparendo 
verbal, y realizado este, como consta á foja 42, dijo el primero 
que reproducía su demanda, y ofrecía, de acuerdo con el artí- 
culo 4^ de la ley nacional de espropiacion, la cantidad de mil 
cuarenta pesos moneda nacional por toda indemnización, esti- 
mando perfectamente justa esa suma por las razones que se 
espresan en el acta referida. Contestando la demanda la parte 
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de Parrj en este acto, rechazó la oferta que se le hacía, 
fundándose en que los perjuicios que se le irrogaban por la 
construcción del túnel de la Obras de Salubridad, eran mucho 
mayores, en razón de la insalubridad en que quedaba su pro- 
piedad, que la hacía inhabitable para vivir con familia, con la que 
residía permanentemente, los que le había ocasionado el acumu- 
lamiento de tierra removida para esas obras, inseguridad, des- 
trucción de árboles y demás que se alega en dicha acta. 

2^ Que en este estado y sin reconocerse de parte á parte los 
hechos alegados, y sin perjuicio de insinuarlos cada uno de ellos 
álos peritos ú otros que hagan á sus derechos, se procedió ai 
nombramiento respectivo, con arreglo el artículo B"" de la ley 
nacional de espropiacion, recayendo por parte de la Comisión, 
en la persona de D. Manuel Oache, y por la del Sr. Parry en la 
de D. José González Bonorino, quienes aceptaron el cargo, co- 
mo consta á foja 46 y foja 46 vuelta, conviniéndose en que se 
practicara la vista ocular, corriente á foja 56. 

3® Que consignada la cantidad ofrecida, como consta á foja 
52, se mandó dar al espropiante la posesión provisoria. 

4^ Que á fojas 78 y 88 se espidieron los peritos, Sres. Gon- 
zález Bonorino y Gaché, estimando el primero las indenmiza- 
ciones á pagarse, en la suma de sesenta y tres mil setecientos 
cuarenta y dos pesos con treinta y un centavos moneda nacional ; 
y el segundo, en la de novecientos setenta pesos con sesenta 
centavos de igual moneda ; cuyos dictámenes fueron objetados 
por ambas partes en los escritos de foja 147 y foja 127, rati- 
ficándose las objeciones en el juicio verbal señalado al efecto, 
cuya acta corre á foja 138, llamándose por el Juzgado autos 
para resolución. 

Y considerando : i^ Que de conformidad al artículo i6 de la 
ley de Setiembre 13 de 1866, la espropiacion debe limitarse, en 
cuanto á sus objetos, al valor de la tierra y daños y perjuicios 
positivos, y en este sentido, no pueden ser tomados en conside- 
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ración daños y perjuicios, que pueden ser perseguidos en otra 
forma, como derecho de propietario y tales son y deben ser 
consideradas las indemnizaciones que se cobran, en primer tér- 
mino, por la insalubridad y exhalaciones que se desprenden de 
la torre de ventilación que, según los informes de los peritos, 
no se halla dentro del terreno espropiado, y deben, por lo 
tanto, ser incluidas en las limitaciones y restricciones del do- 
minio, qne se halla regido por los artículos 2621 y 2625 del 
Código Civil ; que no puede ser de otra manera, si se toma en 
consideración que el juicio de espropiacion es rápido y sumario 
y en él no podría encontrarse satisfacción á ese derecho, sino en 
un juicio ordinario y amplio. 

2^ Que en el mismo caso se encuentra la reclamación preten- 
dida por el demandado, sobre indemnización por los perjuicios 
que se le produjeron por la ocupación violenta de su terreno, y 
que fué reconocida por fallo de este Tribunal ; pues este juicio 
es independiente y separado del de espropiacion, como indemni- 
zación de daños y perjuicios acordados en un interdicto pose- 
sorio. 

3® Que así, eliminadas estas partidas de las cuentas que pre- 
sentan los peritos, hay que tomar en consideración el valor de 
la tierra, y á este respecto, si bien se ha estim&do por el perito 
de Parry en dos nacionales el metro cuadrado, el dictamen y 
cuadro estadístico acompañado por el perito del demandante, 
dejan presumir, que el precio medio es de sesenta y cinco centa- 
vos moneda nacional, lo que, agregado que el perito déla parte 
de Parry asevera sin contradicr ion, que los terrenos de Quil- 
mes que limitan con la barranca tienen más apreciación que 
los que median entre el centro de la población ; y las pruebas 
que exhiben de haberse obtenido mayor precio y ser un pequeño 
lote el espropiado, que tampoco han sido contradichas, autori- 
zan al Juzgado á estimar prudencialmente en un peso nacional 
al metro cuadrado ; que en cuanto al área ó superficie (ó sea 
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ochocientos sesenta y cuatro metros cuadrados) qoe han ocupa- 
do ó debido ocupar las obras de salubriiad, tampoco puede des- 
conocerse la exactitud del cálculo presentado por el perito de la 
comisión, que no ha sido impugnado, sin qne á esto obste, que 
en la tramitación se haya confesado, por parte de la Comisión 
de Salubridad, que esa área 6 superficie era de dos mil seis- 
cientos metros^ están conformes los peritos con la longitud j 
ancho del terreno que deben ocupar las obras de salubridad, lo 
que hace que por esta partida, debe reconocerse como indem- 
nización la s; ma de ochocientos sesenta y cuatro pesos moneda 
nacional. 

4^ Que en cuanto á los daños inmediatos, ó sea á la pérdida 
de árboles y un mirador, debe tenerse en cuenta, en cuanto al 
belvedere 6 mirador, como se le llama, se ha convenido en que 
era un adorno del parque, que ha desaparecido y que tendrá 
que restablecerse, y los gastos y tiempo que demanda esa re- 
paración, desde qiie se conviene en que tenía tres metros de 
elevación y podía contener más de cien árboles, no puede esti- 
marse excesivo el precio que establece el perito de Parry ; y por 
lo que respecta á los árboles que se han arrancado ó debido 
arrancar para las escavaciones hechas, se encuentran los peritos 
conformes en su número, que han sido cien, disintiendo en 
cuanto á su precio y calidad ; pero á este último se halla con- 
venido en la inspección ocular que debían ser pinos insignes, y 
esta misma circunstancia hace comprender que es excesivo el 
valor que se les ha asignado^ y que prudencialmente el Juzgado 
puede y debe asignarle la mitad del precio demandado, 6 sea 
cinco pesos moneda nacional cada uno. 

5"" Que en cuanto á la desmejora que se cobra por fracciona- 
miento del terreno : habiéndose comprometido la Comisión de 
Obras de Salubridad á dejar á nivel esos terrenos, no puede ser 
estimada, máxime si se toma en cuenta que el representante 
de la Obras de Salubridad se comprometió á dejar á beneficio 
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del señor Parrj esa misma saperficie hasta la profundidad de la 
cloaca. 

6" Que con respecto á los perjuicios que se cobran, por cuanto 
las Obras de Salubridad, cortando ó interrampiendo el curso 
de una cañada^ que alimenta los canales de los terrenos bajos 
del señor Parry, tampoco puede ser tomado en consideración, 
porque esta reclamación se encuentra en el mismo caso que la 
insalubridad á que se refiere el considerando primero, como por 
cnanto el representante de las Obras de Salubridad se compro- 
metió á hacer las necesarias para que esos defectos no se produ- 
jeran. 

Por estas consideraciones, y de conformidad á las leyes ci- 
tadas, fallo que la Comisión de Obras de Salubridad debe pagar 
y pague áD. Onillermo Grifñth Parry, á los diez dias de ejecu- 
toriada la presente, la suma de mil ochocientos sesenta y cuatro 
pesos moneda nacional, con sus intereses desde la demanda; 
dejando á salvo las acciones á que se refieren los considerandos 
primero y segundo de esta sentencia. Notifíquese con el origi- 
nal y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin. 



Falto de im SupreniA Corte 

Buenos Aires, Marzo 20 de 1890. 

Vistos : Teniendo en consideración por lo qae respecta al va- 
lor del terreno á espropiarse, las enunciaciones contenidas en 
el informe espedido por el perito nombrado por parte del espro- 
piado, á foja setenta y ocho, ya respecto á dicho valor, ya res- 
pecto á operaciones de compra-venta de terrenos situados en las 
proximidades del que forma la materia de este juicio, como el 
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mérito de las demás informaciones corrientes en autos : se re- 
suelve fijar en dos pesos moneda nacional el valor de cada un 
metro cuadrado de la área á espropiarse. 

Considerando por lo que respecta á la indemnización de los 
daños que se hace derivar de las emanaciones producidas por la 
torre de ventilación construida á inmediaciones del terreno del 
espropiado : que no siendo tales daños resultado de la espropia- 
cion, sino de obras construidas fuera del terreno espropiado, la 
acción para su cobro, si existe, debe ser ventilada en el juicio 
ordinario correspondiente, y no en el prettente, que se refiere 
solo á las indemnizaciones debidas por efecto inmediato de la 
espropiacion ; se resuelve confirmar á este respecto, la sentencia 
apelada. 

Considerando por lo que respecta á la partida relativa á in- 
demnización por efecto de emanaciones de la cloaca misma, 
construida en el terreno del espropiado: que según el informe 
judicial de foja doscientas once, tales emanaciones no existea 
en la forma en que las obras han sido construidas y que ningún 
perjuicio procede, en consecuencia, por tal causa, álapropiedaJ 
del demandado : se resuelve no hacer lugar á la indemnización 
reclamada sobre este punto. 

Considerando en lo que respecta á los daños y perjuicios de- 
mandados por la ocupación del terreno : que son correctas las 
observaciones aducidas por el Juez de sección : se confirma en lo 
que á ellas concierne la sentencia apelada. 

Considerando en lo que hace á los daños procedentes de la 
interrupción de la cañada que se dice sirve para el desagüe é 
irrigación de los terrenos del espropiado : que según se espresa 
en el acta de foja cincuenta y seis, y lo afirma el Juez de sec- 
ción en la sentencia apelada, la parte espropiante ha tomado á 
su cargo el restablecimiento do los lugares al estado en que se 
hallaban antes de la ejecución de los trabajos que dan ocasión á 
este juicio, y que no es procedente, en consecuencia, indemniza- 
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cion alguna por esta causa; se coafírma también sobre este 
punto, la sentencia mencionada. 

Considerando, finalmente, en lo que se refiere á las demás in- 
demnizaciones de que hace mérito la sentencia apelada: que son 
fundadas las consideraciones aducidas en ella ; se confirma 
igualmente dicha sentencia. 

De conformidad al artículo diez y ocho de la ley de espropia- 
Cion, se declaran de cargo del^espropiante las costas causadas^y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín VICTORICA.— FEDERICO IBAR- 
CUREN — C. 8. DE LA TORRE. — 
ABEL BAZAN. 



CAUSA IiXXIT 



Contienda de competencia entre el Juez Federal de San Juan y 
el de Mendoza con motivo de un embargo ordenado por este 
último, en el interdicto seguido por los señores Áranda con- 
tra D. Desiderio Aguiar, 



Sumario: — No existiendo antecedentes para juzgar dentro 
de qué limites jurisdiccionales está situado el punto en que se 
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ha practicado un acto, debe considerarse como jaez compet^enle 
para conocer en el incidente surgido de dicho acto, el qxxe co- 
noció sin oposición, de la causa que lo motivó. 



Caso, — En 1887 D. Jorge Céspedes, por los señores 
entabló ante el Juez de Sección de Mendoza interdicto d. 
ner la posesión de un campo denominado c £1 Quemado > ^ 
N. E. de la Provincia de Mendoza, y lindero por el K «^ 
lugar llamado c Acequión >, por el S. con el < CarrizsL. J 
el E. con el camino de Mendoza á San Juan, y por eL 
el paraje denominado <Las Buenas >. 

El demandante dijo que sus representados habían sd 
lestados en la posesión por D. Desiderio Aguiar, quien s 
introducido con peones y carros en el campo para cortí 
y había depositado la leña cortada en la estación 
había impedido á los representantes de los Aranda que <s 
y estrajesen leña, habiéndoles también demandado » 
particular. 

Este interdicto fué fallado por sentencia de 25 de 
de 1888, confirmada por fallo de la Suprema Corte de 
tiembre de 1888, declarándose procedente el interdicto, 
nando á Aguiar el desalojo de la parte de terreno que o 
en la estancia cEl Quemado», con condenación en ci 
daños y perjuicios. 

Durante el juicio de interdicto^ Céspedes, manifestam. 
Aguiar había hecho cortar leña en el campo en cuestión, 
vendido una parte, y tenía amontonada otra parte en Isb 
cion Bamblon á nombre de Marcelino Vega, que es el 
que tiene Aguiar para el corte de la leña, pidió por una 
que se librase oficio al Juez Federal de San Juan para qn 
medio del subdelegado de Huanacache se notificara á Yeg 
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debía abstenerse de cortar leña en el campo c El Quemado », j 
por otra, que se embargase la leña cortada que estaba en la es- 
tación Bamblon á nombre de Vega, notificándose al Gefe de la 
Estación que no debía permitir se sacara de allí bajo ningún 
pretesto. 

Acreditados sumariamente los hechos, el Juez Federal de 
Mendoza decretó el embargo preventivo de la leña j madera 
existente en el campo c £1 Quemado », debiendo el demandante 
afianzar las resultas del embargo y proponer depositarlo. 

Otorgada la fianza, y propuesto como depositario D. Fran- 
cisco Almonacid, el Juez Federal comisionó para la ejecución 
del embargo al Juez de Paz de Las Heras, y ofició al adminis- 
trador del Ferro-carril Andino para el embargo de la leña exis- 
tente en la Estación. 

El embargo fué resistido, y D. Marcelino Vega, contratista 
de D. Desiderio Aguiar, se presentó ante el Juez Federal de 
San Juan suscitando contienda de competencia para que avo- 
cara á sí el asunto, alegando que la madera era de él, que el 
paraje de los Bamblones se hallaba en la jurisdicción de San 
Juan, y que la detención de la leña que le hizo saber el admi- 
nistrador del Ferro-carril constituía á su cargo un verdadero 
despojo, pues él no poseía las maderas como agente de Aguiar, 
sino como contratista y dueño de ella. 

La resistencia al embargo causada por ser el mismo D. Mar- 
celino Vega el subdelegado del punto, provocó una redamación 
del señor Juez Federal de Mendoza, que primeramente pidió al 
P. E. el auxilio de la fuerza pública para efectuarlo, y luego,, 
atento el dictamen del señor Procurador General, elevó los au- 
tos á la Suprema Corte. 

La Suprema Corte confirió vista al señor Procurador que se 
espidió del modo siguiente : 
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Baenos Aires, Octubre 31 de 1888. 
Exmo. señor : 

Principiaré por llamar la atención de V. E. acerca de la for- 
ma insólita 7 altamente inconveniente en que el señor Céspe- 
des se espresa en su escrito de foja 8, con respecto á los Po- 
deres Públicos de la Nación, y haciendo, por completo, caso 
omiso de la parte que á mi me toca en sus abusivas apreciacio- 
nes, pediré se sirva Y. E. hacer sentir al espresado señor Cés- 
pedes la censurable ligereza de su lenguaje con prevención cla- 
ra y esplícita de que guarde en lo sucesivo, en sus escritos, la 
compostura y el respeto que debe á las autoridades de .su país. 

Diré ahora, entrando en materia, que no es posible formar un 
juicio exacto, acerca de lo que se solicita en este caso. Se 
pide el auxilio de la fuerza pública, para hacer cumplir una 
resolución del Juzgado de Mendoza, que manda trabar un em- 
bargo. 

Se dice que resiste el embargo el subdelegado D. Marcelino 
Vega, invocando órdenes superiores, y el Gobierno de San Juan, 
que, calificando de improcedente la resolución del Juzgado, 
sostiene la jurisdicción de dicha Provincia en la estación Ram- 
blon. 

Sin conocer las razones en que el Gobierno de San Juan y 
el subdelegado fundan su oposición, sin tener á la vista, en 
.una palabra, todos los antecedentes, es imposible poder apre- 
ciar de qué parte está la razón. 

Lo que sí puede anticiparse es, que no hay insensatos en la 
República que se subleven contra la justicia y que si alguna 
vez surgen conflictos de este género es por una mala inteligen- 
cia de las delicadas y difíciles cuestiones que á cada paso se 
presentan en la materia inagotable de jurisdicción y competen- 
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cia. Y más paede anticiparse y es, que el medio de resolver es- 
tos conflictos no es por el empleo de la foerza, no es á sangre 
7 faego, como parece ser hoj una tendencia de moda; sino por 
la disensión y el razonamiento, ocurriendo á la autoridad, á 
cuya disoresion ha confiado la ley misión tan alta, y podría 
aún decir, augusta. 

Sírvase Y. E. ordenar que, al informar nuevamente el señor 
Juez de Sección y el Gobierno de San Juan, en defensa de sus 
jurisdicciones respectivas, remitan á esta Corte todos los ante- 
cedentes que obren en su poder con relación á este asunto. 

Eduardo Costa. 

La Suprema Corte resolvió el reclamo con el siguiente 



AUTO 



Buenos Aires, Noviembre 24 de 1888. 

Visto en el acuerdo : No habiéndose formalizado conflicto de 
jurisdicción, de que pueda conocer esta Corte, y resultando 
además que el Juez de Sección no ha empleado todos los me- 
dios que la ley indica, para llevar á cabo la ejecución de la 
providencia á que se refiere el presente incidente ; vuelvan es- 
t')s antecedentes á dicho Juez, para que procediendo conforme 
á lo solicitado por el Procurador Fiscal en 1'^ Instancia, se di- 
rija al Juez de Sección de San Juan, á fin de que, por su in- 
termedio se lleve á cabo la ejecución de la providencia ordena- 
da, sin que se entienda que esto afecta en nada la cuestión re- 
lativa á los límites jurisdiccionales de las provincias de Men- 
doza y San Juan. 

Y atentoe los términos inconvenientes empleados en el es- 
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crito de foja primera, á qae se refiere ei señor Procurador Ge- 
neral en sa precedente dictamen, se apercibe seriamente por 
ellos á D. Jorge Céspedes. 

RENJAMIN VICTORIGA. — ULADISLAO 
FRUS. — FEDERICO IR ARCAREN. 
— C. S. DE LA TORRE. — SALÜS- 

TUNO j. ZAVALiA (en disidencia). 

En la contienda suscitada por Yega, el Juez de Sección de 
San Juan, después de recibidos los informes del caso, dictó el 
siguiente 

AUTO 

San Juan, Febrero 23 de 1888. 

Vistos 7 resultando : Que D. Marcelino Vega, vecino de esta 
Provincia, se presenta ante este Juzgado promoviendo juicio 
de competencia de jurisdicción y espone : 

Que por contrato con D. Desiderio Aguiar, poseedor de la 
estancia de Acequiones, jurisdicción de esta Provincia, para 
esplotar los bosques que dicha estancia contiene en el parage 
denominado Bamblones, comprendidos en ella, ha estraido del 
paraje referido una cantidad de maderas y leñas que ha llevado 
á la estación Bamblon, para ser cargada en el Ferro -carril j 
conducida á Mendoza, para entregarla, por contrato que tiene 
con los señores Aaron Santowski y D. Carlos £. O'Donell. 

Que, recientemente, encontrándose en la estación referida 
ejerciendo las funciones de subdelegado del departamento de 
Huanacache, dentro del cual se encuentra la estación, se pre- 
sentó el Juez de Paz de Las Heras, provincia de Mendoza, á 
practicar un embargo, por comisión recibida del señor Juez de 
Sección de esa Provincia, de las maderas y leñas que tiene en 
la estación y campo de los Bamblones, cuya diligencia no se 
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practicó, porque él lo impidió complicado órdenes del señor 
Goberaador, de impedir qae aatoridades de Mendoza ejerzan 
actos de jorisdiccion en el departamento en qne es subdelega- 
do, 7 especialmente en los Bambloues, donde, desde poco tiem- 
po, aquellas autoridades pretenden ejercer dichos actos, y don- 
de, desde tiempo inmemorial ejercen jurisdicción las autorida- 
des de San Juan. 

Que el embargo no se llevó á efecto ; pero posteriormente le 
ha comunicado el Gefe de la estación referida, que el adminis • 
trador del Ferro^carril le ha ordenado no permita sacar del re-^ 
cinto de dicha estación esas maderas j leñas de su propiedad, 
en virtud de órdenes verbales del señor Juez de Sección de 
Mendoza. 

Que ha sufrido así un verdadero despojo, cuando se le privó 
de la posesión de esas maderas y leñas de que es propietario, 
sin forma de juicio, paes no ha sido notificado de auto ó sen- 
tencia del Juez de Sección de Mendoza que ordene el . secuestro 
de bienes que estaba poseyendo. 

Que estrajudicialmente ha hecho las averiguaciones del caso 
y ha obtenido los datos que se consignan en autos del Juez de 
Sección de aquella Provincia, en el que consta que tan estraño 
procedimiento es motivudo por solicitud del señor Jorge Cés- 
pedes, quien invoca representación de unos señores Yidela Aran- 
da, quien pidió el embargo de las maderas y leñas, afirmando 
que yo no era poseedor, sino que era agente de D. Desiderio 
Aguiar, con quien litiga ante aquel Juzgado. 

Que la posesión crea en favor del poseedor la presunción de 
tener la propiedad de los bienes poseídos, y subsiste hasta que 
se pruebe lo contrario, y la posesión de las maderas y leñas es 
perfecta, desde el momento que con consentimiento del dueño 
principió á sacarlas, y sin embargo el señor Juez de Sección 
de Mendoza, por la sola afirmación del señor Céspedes, hacien- 
do caso omiso de la presunción legal, y sin observar forma al- 

T. IX 14 
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gana de las autorizadas por la ley de procedimientos, ha ins- 
taurado uno contra mi, comenzando por privarme de la pose- 
sión de los bienes mencionados. 

Qae sobre todas estas irregolaridades del procedimiento está 
la de haber tomado el señor Juez de Sección de Mendoza cono- 
cimiento de un asunto que está fuera del alcance de su juris- 
dicción y que corresponde á este Juzgado por la materia y por 
la vecindad de las personas interesadas ; se trata de bienes si- 
tuados en la provincia de San Juan, y el señor Céspedes y 
sus representados, vecinos de Mendoza y yo vecino de esta. 

Que con estos antecedentes ocurro al Juzgado, pidiendo que, 
previos los trámites legales y declarándose competente para en- 
tender en el procedimiento iniciado en su contra por el señor 
Juez de Sección de Mendoza. Por otrosí pide se solicite in- 
forme del Grobierno de la Provincia, sobre si el paraje los Eam- 
blouHS, donde está la estación Bamblon es territorio de San 
Juan, y delGefe de la estación Bamblon^ sobre la prohibición 
de estraer las maderas y leñas de su propiedad que están en esa 
estación. Con los informes producidos y lo dictaminado por el 
Procurador Fiscal. 

Considerando: i® Que según el informe del Grefe de estación 
Bamblon, á foja 10 vuelta, resulta cierto el hecho de la prohi- 
bición de cargar leñas y maderas estraidas de « El Quemado «^ 
habiendo hecho descargar en esa estación cinco plataformas 
cargadas por D. Marcelino Vega, por orden del administrador 
del Ferro-carril Oeste Argentino, quien la obtuvo del señor 
Juez de Sección de Mendoza. 

2® Que según el informe del Poder Ejecutivo, de foja 36, el 
límite sud de esta Provincia ha sido considerado, y sus autori- 
dades han ejercido jurisdicción, sin contradicción, desde tiem- 
pos remotos, hasta el Árbol Solo 6 Bio Seco, que lleva este 
nombre, estando la estación Bamblon, á más de siete kilóme- 
tros al norte de ese punto, y que, por consiguiente, pertenece 
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á la jarisdiccion de San Juan, jurisdicción reconocida por el 
Exmo. Grobíerno de la Nación, al conceder á D. Desiderio Aguiar 
las construcciones levantadas por la Nación en el Bamblon 
Atrayesado en la jurisdicción de esta Provincia y Gomisionando 
á este Gobierno para poner en posesión al señor Aguiar de di- 
chas construcciones. 

3® Qae la jurisdicción territorial de los jueces de Sección 6 
Federales es ostensiva á toda la Provincia de su nombramiento 
7 dentro de los límites que las autoridades locales la ejercen, 
hasta que el poder encargado de hacerlo los fije permanente- 
mente. 

4® Que ejerciendo Ifts autoridades de esta Provincia jurisdic- 
ción hasta el Árbol Solo, más de siete kilómetros hacia el sud, 
desde donde está colocada la estación Bamblon, es indudable 
que dicha estación está en la jurisdicción de San Juan. 

B"" Que es un principio de jurisprudencia, que tratándose de 
bienes muebles, se presume que es propietario el que tiene la 
posesión, y resultando del informe del Gefe de la estación Bam- 
blon , que las maderas y lenas descargadas en esa estación y 
prohibida su estraccion, las posee D. Marcelino Vega, la pre- 
sunción legítima es que este es el propietario (art. 2412, Cód. 
Civ. ; Fallos de la Suprema Corte, serie 2", t. 14, pág. 95). 

6^ Que los bienes muebles son regidos por las leyes del do- 
micilio del dueño (art. 11, Cód. Civ.) y, por consiguiente, el 
Juez competente para conocer de las reclamaciones que sobre 
ellos hubiere, es el del domicilio de aquel. 

7^ Que estando plenamente acreditado, por la información 
de foja... que el solicitante del procedimiento iniciado, se- 
ñor Céspedes, en representación de los señores Yidela Aranda, 
son vecinos de la provincia de Mendoza, y que D. Marcelino 
Yega es vecino de esta Provincia, el Juez competente para co- 
nocer las reclamaciones sobre los bienes de que se trata es el 
de esta Provincia, estando comprendido el caso en lo dispuesto 
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en el inciso 2^, artículo 2^, ley sobre jurisdicción y competen- 
cia de los Tribunales Nacionales. Por estas consideraciones y 
lo dictaminado por el Procurador Fiscal, fallo declarando com- 
petente á este Juzgado para conocer en las diligencias de em- 
bargo ó prohibición de estraer las maderas y leñas de los Ram- 
blones y estación Bamblon, perteneciente áD. Marcelino Vega. 
Diríjase oficio al señor Juez de Sección de Mendoza para qae 
se sirva inhibirse c!el conocimiento del asunto y remita el es- 
pediente, acompañándole copia autorizada del escrito de foja 2, 
de esta resolución, del informe del Gefe de la estación Bam» 
blon, de foja 10 vuelta, y del informe del Poder Ejecutivo de la 
Provincia. Notifíquese con el original y repónganse los se- 
llos. 

L. Echegaray. 



Auto del Juea Federal de JKÍenúmmm 



Mendoza, Setiembre 19 de 1888. 

Autos y vistos: Considerando: 1° Que la competencia promovi- 
da por el señor Juez de Sección de San Juan se funda : 1^ en la 
circunstancia de que los terrenos de donde han sido estraidas 
las leñas y maderas embargadas por este Juzgado se encuen- 
tran dentro de su jurisdicción ; 2® en la diversa vecindad de 
D. Marcelino Vega, promotor de la indicada contienda de una 
parte, y de los señores Yidela Aranda, representados por D. 
Jorge Céspedes, de la otra; y 3"^ en la calidad de propietario de 
esas maderas que invoca el espresado Vega. 

2® Que en cuanto á lo primero: este Juzgado no puede acep- 
tar como indudable la jurisdicción invocada por el señor Juez 
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exhortante, bailándose, como se halla, pendiente una coestion 
de limites entre esta Provincia y la de San Juan, en la caal se 
comprende parte de los terrenos materia del juicio. 

3® Que á este respecto, no pueden apreciarse, como pruebas 
irrecusables, la sola afirmación del señor Ministro de Gobierno 
de aquella Provincia, ni la declaración que se invoca de su an- 
tigua constitución, que marcaba, como límite sud de su terri- 
torio el lugar denominado el «Árbol solo», pues que ni tai 
punto ha sido designado por ley alguna, como limite de ambas 
provincias, ni él ha sido reconocido por esta. 

i® Que prescindiendo de esto y aún dado el supuesto de que 
los terrenos en cuestión se encuentren en parte comprendidos 
en la jurisdicción de San Juan, la competencia de este Juzga- 
do para decretar el embargo preventivo de las maderas en cues- 
tión, seria, en todo caso, innegable, puesto que se ha aceptado 
por el demandado señor Aguiar, la jurisdicción del infrascrito 
en el juicio de interdicto promovido contra él por el señor Cés- 
pedes, sobre la posesión de dichos terrenos. 

5® Que en tal caso, y siendo el presente juicio un incidente 
de aquel, su conocimiento y decisión corresponde esclnsiva- 
mente á este Juzgado, según se ha declarado por la resolución 
diotada en estos autos á foja 28 vuelta. 

6° Que por lo tanto, ninguna importancia tienen para fun- 
dar la competencia promovida, la propiedad que se invoca por 
Yaga en las maderas embargadas, ni la diversa vecindad de este 
7 los señores Videla y Aranda, porque siendo ellas procedentes 
del inmueble en litigio, cuya posesión se ha declarado en favor 
de estos, por la resolución del enunciado juicio de interdicto, 
este Juzgado procedía con perfecta competencia á su secues- 
tro. 

Por tanto: el Juzgado resuelve no hacer lugar á la inhibito- 
ria solicitada. En su consecuencia, oficíese al señor Juez ex- 
hortante, con transcripción de la presente resolución y de lo 
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espuesto por la parte de Céspedes, y Procurador Fiscal, á los 
efectos del artículo 51 de la ley de Procedimientos. 

Jtuin del Campillo. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 8 de 1889. 
Suprema Corte : 

En vista de todos los antecedentes, puedo hoy decir, que la 
razón está, á mi entender, de parte del señor Juez de Sección 
de Mendoza, en cuanto defiende su jurisdicción en el incidente 
sobre el embargo de las maderas depositadas en la estación 
Bamblon. 

Es este embargo un incidente de la cuestión principal sobre 
interdicto decidida en favor de los señores Aranda, represen- 
tados por Céspedes. En ella, dichos señores Aranda aceptaron 
de plano y sin vacilar, la jurisdicción del Juzgado de Mendo- 
za, y es este por tanto, competente para conocer de todas sus 
incidencias, y muy especialmente, en todo lo relativo al cum- 
plimiento de sus resoluciones. 

No se vé, por otra parte, con qué título D. Marcelino Vega 
haya podido ocurrrir al Juzgado de San Juan, haciendo oposi- 
ción al amparo de la posesión que el Juez de Mendoza había 
decretado en favor de Aranda, en una cuestión en que él, 
Vega, no era parte, ñipara nada había intervenido. 

Debe por lo espuesto, confirmar Y. E. al señor Juez de Men- 
doza en su jurisdicción; y esto bastará, es de esperarse, para 
que el Juzgado de San Juan, preste el debido acatamiento á 
sus resoluciones, toda vez que su concurso le fuere al efecto 
requerido, con arreglo á la decisión de esta Corte, á foja 87. 
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Todo, bien entendido, sin que ello afecte en nada la cuestión 
relativa á los limites jurisdiccionales de las Provincias de 
Mendoza y San Juan, según lo ha declarado Y. E. 

Eduardo Costa. 



Falto de la Suprenu^ €ai>te 

Buenos Aires, Mayo 20 de 1890. 

Vistos: No habiendo en autos anteoedentes para juzgar den- 
tro de qué limites jurisdiccionales existen los terrenos sobre 
los cuales se han practicado los actos que dan lugar al pre- 
sente incidente, y sin que se entienda que ello afecte en ma- 
nera alguna la cuestión que se dice pendiente sobre tal punto, 
entre los Gobiernos de las provincias de Mendoza y San Juan * 
se declara de conformidad á lo pedido por el señor Procurador 
General en su precedente tista, que el Juez competente para 
el conocimiento de este incidente, es el de Sección de Mendoza, 
ante el cual se han tramitado sin oposición y penden los autos 
seguidos entre D. Jorge Céspedes, en representación' de los se- 
ñores Aranda, y D. Desiderio Aguiar, con ocasión de los cuales 
se ha originado el embargo que da lugir á la presente cues- 
tión. Bemítausele en consecuencia los autos, previa reposi- 
ción de sellos, y avísese por oficio al Juez de Sección de San 
Juan. 

BETUAHIN YIGTORIGA. — FEDE- 
RICO IBARGtiRSN. — C. 8. DB 
LA TORRE. — LUIS Y. VÁRE- 
LA.— ABEL RAZAN. 
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CAVBA liXXT 



D. Prcñlan Garda contra la Provincia de Santiago del Estero, 
por entrega de un campo; sobre falta de personería 



Sumario. — La esüepcion que se funda en la falta de justifi- 
oacion del derecho del demandante ^ no tiene el oaráoter de es- 
oepcion dilatoria. 



Caso. — El procarador Coronado, por Don Froilan Qarcía, 
entabló demanda contra la ProTincia de Santiago, para que se 
entregara á su representado un terreno de dos leguas de frente 
sobre el rio Dulce, por tres leguas de fondo, que García había 
comprado á Don Luis Silveti : este á los herederos de Don Mi- 
guel Silveti, j este al Oobierao de la Provincia mencionada, 
en el año 1859. 

Presentó, para fundar su derecho, el decreto, en virtud del 
cual el Gobierno de Santiago hizo la enagenacion, con la soli- 
citud j actuaciones que lo precedieron ; una escritura pública, 
fedia 14 de Mayo de 1887, por la cual venden el referido terreno 
á Don Luis Silveti, Doña Delfina Mercado, Don Manuel, Don 
Miguel, Don Napoleón, Doña Pelfina, Doña Manuela, Doña Ju- 
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lia, Doña Mercedes y Doña Delia Silveti, inyocando la primera 
el carácter de viuda y los demás el de hijos legítimos de Dou 
Miguel Silveti; y finalmente, otra escritura de 22 de Febrero 
de 1888, por la cual Don Luis Silyeti vendió el terreno á Don 
Froilan García. 

Acreditada la competencia originaria de la Suprema Corte, 
por ser García vecino de esta capital, se corrió traslado de la 
demanda. 

El Gobierno de Santiago nombró su representante al Dr. D. 
Justino Obligado, y este, sin contestar la demanda, opuso la 
escepcion de falta de personalidad en el demandante, fundán- 
dose en que no constaba que las personas que se decían herederas 
de Don Miguel Silveti, y en cuyo carácter habían vendido á Don 
Luie Silveti, lo fueran efectivamente, cosa que, por otra parte, 
1M> le «oostaba á ^1 ; y en que era indispensable que se acredi- 
tara el fallecimiento de Don Miguel Silveti, y se exhibiera la 
declaratoria judicial de sus herederos. Pidió que se declarara 
que no estaba obligado á contestar la demanda, mientras di- 
chos requisitos no se cumplieran, con imposición de las costas 
al actor. 

Corrido traslado, lo evacuó el procurador Coronado, presen- 
tando testimonio de un auto del Juez de 1" de Instancia de 
Santiago, de fecha 2i de Octubre de 1889, y por el cual se 
declaran universales herederos de Don Miguel Silveti á las per- 
sonas que vendieron el terreno á don Luis Silveti, hallándose, 
sin embargo, cambiado el nombre de uno de ellos (Carmen por 
Delia). 

Bijo el procurador Coronado que, en presencia del mencio- 
nado testimonio, la escepcion no tenía razón de ser, y corres- 
pondía que se ordenara al representante del demandado con- 
testar derechamente la demanda, con costas. 
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Mercado, qae no constaba ser Comisario de Policía de dicha 
Provincia ; el 3^ por ser sacada la patente después del embargo 
7 estar firmada en 1<^ de Mayo de 1888 en San Martin por D. 
Fidel Lara, qnien en esa fecha se hallaba enfermo en San- 
tiago. 

Que las muías estaban con la marca del deudor Pavetta, lo 
que probaba su dominio ; y que la venta hecha por este, después 
de serle deudor no podía ser sino una simulación, como resulta- 
ba de ser los compradores capataz y peón del mismo, en el 
tráfico de los carros, y no tener aquellos medio alguno de for- 
tuna para haber pagado el precio de 3200 nacionales que se decía 
habían abonado. 

El defensor de Pavetta dijo : que la compra hecha por López 
y Bustos fué anterior á la denunciad embargo hecha pprFrias, 
y que habiéndose encontrado en poder de ellos los carros j 
muías en la fecha del embargo, el artículo 2362 y 2412 del 
Cédigo Civil establecía á su favor la presunción de la propiedad, 
per tratarse d« cosas muebles. 

El Jaez abrió la causa á prueba, debiendo versar sobre la 
propiedad de los objetos embargados. 



Pruebas de los terceristas 



I. Cotejo de la firma de Pavetta puesta al pié del documento 
de foja 1, que los peritos D. Juan Christensen y D. Arcadio 8. 
Diaz declararon ser auténtica. 

n. Declaración de D. Pascual Omarini, gerente de la razón 
P. Omarini y C'^, del Rosario, al tenor del interrogatorio^ foja 
41 9 de siete preguntas útiles, acreedor de Pavetta por 8000 
pesos, más ó menos, habiendo recibido á cuenta 3200 pesos. 
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2* Si la casa P. Omarini y C* facilitó á Bastos y López 3200. 
pesos nacionales. 

C. Qoe lo que había era que un pagaré del valor de 3200 pe- 
sos firmado por Bustos y López faé entregado á los encargados 
Pedro Liberani y C'^ en 8 6 9 de Enero de este año, proTenientes 
de la compra que estos hicieron de 8 carros y 40 malas á so 
deador Pavetta, acreditando la casado Omarini ¿este el impor- 
te de esos carros y cuyo importe mismo cargaron en la cuenta 
de sus encargados, los compradores. 

3* Si los 3200 pesos fueron prestados á Bustos y López para 
comprar á Pavetta 10 carros y 40 mnlos. 

C. Se refiere á lo declarado. 

4* Si Bustos y López efbctuaron esa compra, y la casa de 
Omarini y C'^ pagó á Pavetta la suma de 3200 pesos nacio- 
nales. 

C. Se refiere á lo declarado. 

5* Si López y Bustos tienen firmada por los 3200 pesos ona 
letra á la orden de P. Omarini y C. 

C. Que es cierto y la tiene en su poder. 

6* Si Liberani y G'^ están encargados por Omarini para reci- 
bir de Bustos y López á cuenta de aquella cantidad una suma 
proporcional á la que percibieran por el acarreo de maderas que 
hacen á la casa de Liberani y C" . 

C. Que es cierto. 

7^ Si en esta forma amortizan la deuda los señores Bustos y 
López. 

C. Que es cierto, estando casi todo descontado. • 

8* Si el pago hecho á Pavetta de 3200 pesos á cuenta y orden 
de López y Bastos consta en los libros de la casa P. Omari- 
ni y C-. 

C. Que si constaba. 

III. Informe del Juez de Paz de Loreto: que los 10 carros y 
40 muías que se embargaron estaban en poder de los señores 
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López 7 Bustos, quienes baoiau aoarreo con la mayor parte 
de ellos. 

lY. Declaración de los testigos D« Luis Palappi, comerciante ; 
D. Pedro Liberani, comerciante 7 D. Francisco Togliati, co- 
merciante, al tenor del interrogatorio de foja 63, compuesto 
de 6 preguntas útiles. 

2" Si los 10 carros 7 50 muías embargados son de propiedad 
de Bustos y López. 

Palappi : que los carros 7 muías babían sido tomados por P. 
Omarini 7 C' por cuenta de una deuda de Pavetta, que lo que 
ganaban Bustos 7 López con el servicio que hacían á la casa de 
Liberani era cargado por esta á favor de Omarini, siendo la 
casa Liberani garante de Bustos 7 López ante Omarini. 

Liberani : que se lo ha oido á Pavetta7 á Bustos 7 López. 

Togliati : que se lo ha dicho Pavetta. 

3* Si fueron comprados por Bustos 7 López á Pavetta por 
3200 pesos mucho antes que fuesen embargados. Contes- 
taron : 

Palappi: que 07Ó decir que Bustos 7 López compráronla 
tropa de acuerdo con Omarini, ignora por qué cantidad : que lo 
que le consta es qae lo que ganan Bustos 7 López se carga á 
favor de Omarini. 

Liberani : que sabe 7 le consta. 

Tagliati : que no sabe. 

4' Si P. Omarini del Rosario facilitaron á Bustos 7 López 
aquella cantidad para pagar el valor de los carros 7 muías. 
Contestaron : 

Palappi 7 Liberani : que no saben. 

Tagliati: que cree qae sí, porque P. Omarini 7 C hizo que 
se cargara á cuenta de su casa. 

5' Si Bustos 7 López para atender el servicio del crédito refe- 
rido acordado por Omarini, hacían acarreo de madera á la casa 
de Liberani en Loreto, deduciéndose del flete un valor propor- 
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cional cada mes con el cual iba amortizando la deuda. Contes- 
taron : 

Palappi: qne se refiere á lo dicho. 

Liberan!: que la casa Liberani deposita mensaalmente el 
producto del trabajo á favor de Omarini. 

Tagliati : se refiere á lo dicho. 

6* Si la casa Liberani y C' cuya razón social la forman los 
declarantes, está encargada por Omarini y C^ de descontar á 
Bustos y López ese valor proporcional de lo que percibiesen por 
razón del acarreo de las maderas. 

Contestaron los tres que se refieren á lo dicho. 

7* Si Bustos y López teniendo los 10 carros y 40 muías en el 
acarreo de las maderas fueron embargados por el Juez de Paz. 

Los tres que saben y les consta. 

Liberani fué repreguntado si es cierto que la casa Liberani 
sirvió de garantía con Omarini para López y Bustos. 

G. Que no habían dado garantía formal, que habían dado un 
informe de la buena conducta y laboriosidad de Bustos y López. 



Pruebas de Frias 



I. Interrogatorio de 5 preguntas útiles, á cuyo tenor decla- 
raron los testigos D. Solano Gómez, criador ; D. Juan de Dios 
Flores, jornalero; D. Vicente Rodríguez, labrador ; D. Severo 
Brizuela, criador. 

2* Si Bustos y López han estado siempre al servicio de Pavet- 
ta, en calidad de peón el uno y capataz el otro. 

Qomez: le consta. 

Flores : conoció á López como capataz, y á Bustos lo vio traba- 
jar como carpintero en el Bajo de las Peñas hace algunos 
meses. 
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Rodríguez: los vio el invierno pasado servir como capataz y 
peón de Pavetta en el Bajo de las Peñas. 

Briznóla: hace nn año más 6 menos los conoció en ese carácter. 

3' Si la tropa de Pavetta ha estado siempre á cargo de Bus- 
tos 7 López. 

Gómez: que estaba á cargo de ellos en el tiempo que estuvie- 
ron en su casa. 

Flores: que hace un ano más 6 menos que la tropa estaba á 
cargo de Pavetta no más, siendo López capataz, y el declarante 
peón de Pavetta. 

Rodríguez: que así fué cuando las conoció en el Bajo de las 
Peñas^ hasta que sacaron la tropa sin saber cómo y la trajeroa 
á Loreto. 

Brizuela: se refiere á lo dicho, y que hace como cuatro meses 
trajeron la tropa á Loreto, sin saber cómo se hizo esto. 

4' Si los carros y muías embargados en Loreto formaban 
parte de la tropa de Pavetta. 

Gómez: ignora 

Flores: que eran de Pavetta cuando él trabajaba con él; que 
después oyó decir que las habían comprado Bustos y López. 

Rodríguez: supone que sean de Pavetta porque el capataz de 
él los trajo. 

Brizuela: que ha oído decir. 

5' Si sin embargo de estar los carros y muías en poder de 
López y Bustos, Pavetta como patrón que era, conservaba la 
propiedad de esos bienes. 

Gómez: que en el tiempo que estuvieron en su casa, el año 
pasado, Pavetta era el dueño de la tropa. 

Flores: no sabe. 

Rodríguez y Brizuela: no saben. 

6' Si Bustos y López han trabajado siempre como peones 6 
capataces, y que carecen de bienes de fortuna para poder dispo- 
ner de 32(K) pesos nacionales. 
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Los cuatro testigos absolvieron. 

II. Informe del Juez de Paz de Loreto : que las muías embar- 
gadas fueron pertenecientes á Pavetta; y que uno de los testi- 
gos, D. Ángel Herrero, le significó que eran de la marca de 
Pavetta, y que López al hacerle el embargo nada opuso, si eran 
6 no las muías del susodicho Payetta. 



Fulla fliei JTuea Wmémr^l 

Y vistos : la tercería de dominio interpuesta por los señores 
Niceo Bustos y José M. López, en el juicio ejecutivo iniciado 
por D. Manuel Frias, en contra de D. Francisco Pavetta, del 
examen de autos resulta: que iniciado juicio ejecutivo por Frias 
contra Pavetta, y pedido por el primero se trabara embargo en 
diez carros y cuarenta muías que decía ser del segundo, el 
Juzgado así lo proveyó y mandó, ordenando se trabase el em- 
bargo solicitado en los carros y muías indicadas por Frias, bajo 
la responsabilidad de este, como lo espuso en su escrito de foja... 
de los autos respectivos; que entonces los señores Bustos y 
López se presentaron pidiendo el desembargo de los carros y 
muías embargadas á petición de Frias, alegando para ello que 
eran ellos los verdaderos propietarios de esos carros y muías, 
por compra que de ellas hicieron á Pavetta ; y que, por tanto, 
debía ser responsabilizado el solicitante del embargo, de los 
daños y perjuicios que se irrogasen á ellos como consecuencia 
del referido embargo. Corrido traslado por su orden al ejecu- 
tante y ejecutado, espuso el primero : que no era exacto lo 
aseverado por Bustos y López, pues no era verdad que ellos 
fueran propietarios de los objetos embargados, desde que era 
Pavetta su verdadero dueño, siendo solo Bustos y López meros 
tenedores de aquellos, como peones que eran de Pavetta ; que 
por tanto el Juzgado debía desestimar la tercería interpuesta 

T IX 15 
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tos j López estaban en posesión y uso de los carros y muías ; j 
tratándose de muebles, < la posesión yaie como título », 6 c se 
presume propietario al que las posee ». 

9® Que el hecho de que las muías tuTieran ó conseryaran la 
marca de Pavetta, no basta por sí solo para dar por no existente 
la venta realizada, desde que concurren otras círoustancias que 
patentizan la efectividad de aquella venta. 

10^ Que, por fin, la parte de Frias, no ha probado, como 
probar debía que los objetos embargados á su solicitud y bajo 
su responsabilidad eran aún de propiedad de Pavetta, cuando 
se trabó el embargo. 

11° Que el hecho alegado por Frias de que Bustos y López 
habían sido peón el uno y capataz el otro de Pavetta, nada 
prueba, en contra de la realidad de la venta, desde que la tran- 
sacción que realizaron era perfectamente factible; y por solo 
haber sido peones de Pavetta y al servicio de la tropa en cues- 
tión, no quedaban imposibilitados de cambiar su posición, 
mejorándola por sus propios esfuerzos, como sucedió, sin que* 
por tanto, tal hecho tenga la importancia decisiva que le atri- 
buye Frias para pretender probar la no existencia de la venta 
de los carros y muías embargados. 

Por estos fundamentos y las disposiciones citadas á foja... 
así como las consideraciones concordantes de foja... definitiva- 
mente juzgando, fallo: que debo declarar, como declaro que 
los carros y muías embargados á petición y bajo la responsabi- 
lidad de Frias, eran y son de los señores Niceo Bustos y José 
M. López, debiendo en consecuencia levantarse inmediatamente 
el embargo sobre ellos trabado, y restituirlos á sus verdaderos 
dueños ; siendo á cargo de Frias la correspondiente indemni- 
zación do los daños y perjuicios irrogados á los propietarios de 
los objetos embargados. Así lo pronuncio, mando y firmo en 
este mi despacho del Juzgado Nacional de esta sección, á los 
cinco dias del mes de Setiembre del año mil ochocientos ochenta 
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j ocho. Repuestos que sean los sellos, notifíqaese original y 
arohívese este espediente, caso de no ser reonrrida esta sen- 
tencia. 

P. Olaechea y Álcorta. 



Fulla de ln SupreBifi Cmwim 

Buenos Aires, Mayo 32 de 1890. 

Vistos : Prescindiendo de jnzgar de la aplicabilidad del artí- 
culo dos mil cuatrocientos doce del Código Civil en lo qoe 
respecta á las muías embargadas, y por los demás fundamentos 
de la sentencia apelada de foja ciento diez : se confirma esta sin 
especial condenación en costas por haber habido apelación de 
ambas partes. 

benjamín VIGTORIGA. — FEDERICO 
IBARGÚBEN. — C. S. DE LA TORRE. 
— ABELBAZAN. 
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CAUSA I.XX¥II 



La empresa del Ferro-carril Nordeste Argentino, contra Don 

Higinio Alegre, sobre espropiacion. 



Sumario. — La indemnización por espropiacion, debe ser 
equitatÍTS. 



Caso. — Don Jnlio Pessini, por la empresa del Ferro-carril 
Nordeste Argentino, se presentó esponiendo: qne de acuerdo 
con lo dispuesto por la ley general de espropiacion de bienes y la 
de 3 de Octubre de 1886, que autorizó la construcción de las lí- 
neas férreas desde la Capital de Misiones, hasta Monte Caseros, 
y desde este punto á la Capital de Corrientes, y no siendo sufi- 
ciente la estension de terreno perteneciente á Don Higinio Ale- 
gre, entre los kilómetros 433,008 y 434,003 cuya espropiacion se 
gestionaba ya en otro juicio^ con destino ala Estación, pedía la 
espropiacion de 53.350 metros cuadrados más, y ofrecía dos cen- 
tavos por cada uno, ó sean 1887 pesos, por toda lafraccion, 
precio que reputaba ventajoso para el propietario, atenta la 
condición del terreno que es anegadizo, y lo pagado por otros 
semejantes. 
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Conyocadas las partes á juicio yerbal, el espropiante reprodu- 
jo su oferta. 

El representante del demandado, dijo : que no estaba confor- 
me con la oferta ; 

Que el terreno de que se trata, es apto para la agricultura ; 

Que si bien en las grandes crecientes lo han invadido las 
aguas, esto por ser escepcional, no puede tomarse como antece- 
dente ; 

Que se halla muy inmediato á la población y la espropiacion 
viene á fraccionar el terreno de Alegre ; 

Que la empresa se halla en posesión de la ostensión que quiere 
espropiar, desde que se inició el otro juicio relativo á otra frac- 
ción del mismo terreno. 

El espropiante, dijo: que era cierto lo que se afirmaba respec- 
to de la posesión. 

En la misma audiencia, acordaron los interesados que sumi- 
nistrarían datos al Juzgado dentro del término de seis dias ; el 
espropiado nombró en calidad de perito á Don Cipriano Gastelli, 
y el demandante posteriormente á Don Augusto Yasconcellos . 

A consecuencia de lo acordado en [la audiencia verbal sobre 
presentación de datos, el espropiante ofreció la declaración de 
los siguientes testigos mayores de edad y no comprendidos en 
las generales de la ley. 

Interrogatorio foja 28. 

Preguntados (i'^) cuantos años hace que son vecinos de la loca- 
lidad, contestaron: 

Manuel Ferardo Artabe, que hace 15 años. 

Pedro Noziglia, que hace 10 años. 

Francisco Pereira, que hace como 1 1 años. - 

Ramón Lotero, que desde el año 69. 

Preguntados (S'') si conocen el terreno que se dice de Don Hi- 
ginio Alegre, donde se hacen los trabajos para las obras del 
Ferro-carril, titulado <La Laguna», contestaron. 
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Artabe, que conoce. 

Noziglia, id. 

Pereira, id. 

Lotero, id. 

Preguntados (4*) si saben que dicho terreno tiene parte de 
bañados, piedras y manantiales y una parte de él se anega en 
las crecientes del rio, contestaron : 

Artabe : que tiene piedras ; qae no sabe si tiene manantiales; 
qne suele estar mojado el piso, pero no sabe si proviene de ma- 
nantiales ó de agua que viene de otra parte ; que según las cre- 
cientes, se suele aoegar una parte en el bajo, porque todo el te- 
rreno no se anega, puesto que hay una cuchilla, lo que sabe por 
haberlo visto. 

Noziglia : que sabe que es cierto, porque la ha visto. 

Pereira: que sabe que es cierto, porque lo ha visto, pero no 
puede precisar cuál de las partes es que se anega, por no haber- 
se fijado. 

Lotero : que sabe que es cierto por haberlo visto muchas Te- 
ces ; que la parte que se anega es la baja, que está sobre la la- 
guna. 

Preguntados (5^) si saben que el terreno que va á ocupar 1a 
vía férrea es la menos útil que tiene la propiedad, contesta- 
ron: 

Artabe : que eso no puede decirlo, [porque según paralo que 
se destina, puede ser más 6 menos útil. 

Noziglia: que es el más bajo y es lo único que sabe. 

Pereira : que cree que es el más ordinario del terreno, á lo 
menos el que ha visto donde están haciendo el terraplén. 

Lotero : que es el menos útil, porque como es la parte baja j 
tiene manantiales, se anega. 

El testigo Artabe, preguntado por la parte de Alegre, agregó : 
que los trabajos del Ferro-carril, se empezaron en los Saraudíes 
y fueron abandonados y principiados en los terrenos de Alegre, 
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86gun ha oido decir y es de pública notoriedad, á causa de la 
última creciente, annqae ignora que sea esta la verdadera razón 
del cambio. 

La parte de Alegre pidió que, para corroborar este dicho del 
testigo, se agregara una carta del ingeniero de la empresa, en 
que se manifiesta que como el agua del rio Paraná le dificulta la 
descarga de materiales en el puerto Sarandíes, le pide que le 
permita descargar y apilar maderas y demás materiales en la 
costa sud de la laguna, en terrenos de propiedad de Alegre. 

Esta carta es de fecha 23 de Noviembre de 1888. 

El testigo Noziglia, preguntado por Alegre, agregó: que sabe 
que la traza de la línea va alas faldas de la barranca ; que sabe 
que los trabajos principiaron en el Sarandí, y vio en la última 
creciente que se inundó este paraje, pero ignora por qué razón 
la empresa cambió de traza. 

El testigo Per eirá, preguntado por la misma parte de Alegre, 
agregó : que sabe que la línea va por la falda de la loma, y en 
las crecientes el agua debe llagar hasta muy cerca, lo que sabe 
por haberlo visto ; que sabe que los trabajos empezaron en el 
Sarandí y vio este paraje inundado, así como los durmientes 
qne tenía la empresa, pero ignora si por esta causa se abando- 
naron esos trabajos, para empezarlos en la propiedad de Ale- 
gre. 

£1 testigo Lotero, preguntado por la misma parte, agregó: 
que la traza va por el bajo de la loma que es anegadizo. 

Respecto del cambio del lugar de los trabajos, espuso io mis- 
mo que el testigo anterior. 

A pedido de la parte de Alegre, el Juez de Paz de Posadas in- 
formó: que por ante él se habían realizado las siguientes ven- 
tas: 

En la manzana 161, 48 metros con 300 milímetros de frente, 
por igual de fondo, en 350 pesos, con fecha 24 de Abril 
de 1888; 



234 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Una chacra de 86 metros con 600 milímetros, por 173 metros 
con 200 milímetros, con un rancho de material, en 1500 pesos, 
con fecha 2 de Mayo de 1888; 

21 metros con 250 milímetros por 43 metros con 300 milíme- 
tros 7 nn rancho, en 600 pesos, con fecha 15 de Junio de 1888. 

48 metros con 300 milímetros^ por igual fondo, y un rancho 
de material, en 1200 pesos, con fecha 15 de Junio de 1888; 

En la manzana 116, 21 metros con 250 milímetros, por 43 
metros 300 milímetros, en 350 pesos, en 19 de Jnnio He 1888; 

En la manzana 118, 21 metros con 250 milímetros, por 43 
metros con 300 milímetros, en 100 pesos, en 30 de Jnnio 
de 1888; 

En la manzana 173, 21 metros con 250 milímetros, por 43 
metros con 300 milímetros, en 200 pesos, en 14 de Jnlio 
de 1888; 

En la manzana 75, 21 metros con 250 milímetros, por 43 me- 
tros con 300 milímetros, en 320 pesos, en 14 de Agosto 
de 1888; 

En la manzana 10, una casita y sitio de 21 metros con 250 
milímetros, por 43 metros con 300 milímetros, en 3000 pesos, 
en 28 de Setiembre de 1888 ; 

En la manzana 144, 21 metros con 250 milímetros, por 43 
metros con 300 milímetros, en 200 pesos, en 28 de Setiembre 
de 1888. 

El perito del espropiante, se espidió en estos términos : 



Posadas, ilgosto 7 de 1889. 
Señor Juez Letrado : 

Para el mejor cumplimiento del cargo de perito tasador del 
terreno espropiado para la estación del Ferro-carril Nordeste 
Argentino, me aproximé ante el perito de la parte del señor Ale— 
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gre, 7 después de un cambio de ideas no hemos podido uniformar- 
nos respecto al ralor que puede tener dicho terreno ; por lo que 
paso á hacerlo separadamente. 

Sin embargo de hacer siete años que resido en este pueblo j 
conocer el terreno de que se trata, me constituí á verificarlo 
personalmente á fin de llenar mi cometido debidamente, como 
corresponde y he encontrado: que el terreno es bajo y ubicado en 
la falda de la loma de la misma propiedad, con parte de piedra, 
7 manantiales, que lo hacían por si mismos, inadecuado para 
cultivo y edificaciones, como lo prueba la zanja que he visto y 
q^ne ha tenido que hacer la empresa para desecarlo y ponerlo en 
estado de utilizarlo, y según los datos adquiridos sobre el mismo 
terreno, fui informado que parte de él es anegadizo con las cre- 
cientes periódicas del rio Paraná, en atención á estos anteceden- 
tes y al valor que actualmente pueden tener los terrenos de esas 
condiciones según las transacciones hechas .anteriormente á la 
construcción de' as obras del Ferro-carril Nordeste Argentino, y 
ateniéndome al contenido y letra del artículo 15 de la ley na- 
cional de espropiacion de Setiembre 13 de- 1886, taso el terreno 
á razón de dos centavos moneda nacional de curso legal, el me- 
tro cuadrado, como su valor máximo según mi saber y concien- 
cia. Señor Juez. — A. Vasconcellos. 

Otro sí digo : que no habiendo papel sellado en receptoría, se 
servirá Y. S. hacer lugar á este informe en papel común con car- 
go de reponerse. 

Es justicia. —il. Vasconcellos. 

El perito nombrado por el demandado, se espidió en estos tér- 
minos: 

Señor Juez en lo Civil: 

Cipriano Castelli, perito nombrado en el juicio de espropia- 
cion seguido por la empresa del Ferro-carril Nordeste Argenti- 
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• 

no, contra Don Higinio Alegre, á Y. S. digo: Que con el fin de 
llenar mi cometido, me apersoné al perito nombrado por el ac- 
tor, Don Angosto Vasconcellos, con quien no me fué posible 
arribar á ninguna solución, por la sencilla razón de que el señor 
Yasconcellos, confundiéndolas funciones que le corresponden, 
entiende que es de su deber defender las pretensiones de la par- 
te que le nombró, error del cual no han podido sacarle las con- 
sideraciones que al efecto le hiciera. Por esta razón me too obli- 
gado á dictaminar por separado. 

Los terrenos que la vía en cuestión toma á Don Higinio Ale- 
gre, son los mismos que los señores Santiago y Ramírez, peritos 
en otro juicio de igual naturaleza, tasaron en diez y seis centa- 
Tos el metro cuadrado, precio que puede decirse vil, puesto que 
mucho mayor se ha pagado, no ya por derecho de propiedad, 
sino por meros derechos de posesión correspondientes á terrenos 
que lindan con los espropíados. 

Don Domingo López ha comprado á Don Cayetano González , 
en doscientos reinte pesos moneda nacional, los derechos de po- 
sesión que este tenía á un solar contiguo á sus terrenos y cuya 
propiedad solicitaba en compra de la Municipalidad. 

A yeinticinco y treinta centavos el metro cuadrado, no hay 
quien venda, sea cual fuere la situación del terreno y segura- 
mente no venderá los suyos á ese precio el perito señor Yascon- 
cellos, no obstante haberme sostenido, con un celo digno de me- 
jor causa que los espropiados valen un centavo 6 cuando más 
dos. 

Por otra parte, el terreno es apto para el cultivo, como lo 
prueban las plantaciones que han existido y existen dentro de 
él, y que no es anegadizo lo demuestra el hecho de que la empre- 
sa lo ha escogido recien cuando la creciente estraordinaria del 
año pasado le destruyó los trabajos que tenía hechos en otra 
parte, obligándola á desviar la traza, llevándola por los terre- 
nos de que me ocupo. 
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Por todas estas razones, opino que los terrenos espropiados 
valen, cuando menos, el precio designado á los anteriormente 
sepropiados, dieciseis centavos el metro cuadrado. 

Por tanto : Pido á Y. S. que habiendo por eyacuado mi come- 
tido, se sirra dar por cumplida mi misión en este juicio. 

Es justicia, etc. — C. Castelli. 

El actor, en presencia de los informes periciales, espuso: que 
el nombrado por el espropiado no había tenido en cuenta la clase 
del terreno, sino los que están en el ejido del pueblo, pues como 
lo demuestra la escritura de propiedad foja 41 , el terreno de 
que se trata, fué tomado por anegadizo, y solo una parte de él 
puede servir para la plantación de arroz. 

£1 demandado, espuso: que aunque cree bajo el precio fijado 
por su propio perito, lo acepta, porque es el mismo que se asignó 
en el otro juicio á los terrenos contiguos ; que el terreno no pue- 
de ser anegadizo, como lo demuestra el dicho de los testigos del 
espropiante, según el cual la línea va por la falda de la loma, y 
en cuanto al que ocupa la estación, prueba que no lo es, la carta 
del Ingeniero de la Empresa, que ha presentado ; que el terreno 
á que alude la escritura, puede ser anegadizo en una parte, pero 
no en la que ocupa el Ferro-carril. 

Para mejor proveer, el Juez dispuso que se agregara copia 
de la sentencia pronunciada en el juicio referente á la otra frac- 
ción, 7 que se practicara una inspección ocular. 

En la mencionada sentencia, se fijó el valor del terreno en 16 
centavos el metro cuadrado. 

En la acta de la inspecion ocular, se espresa: que la fracción 
ocupada por el Ferro-carril, se halla en la falda de la loma, á 
uno6 200 metros de la calle de circunvalación del pueblo 7 á 
cuatro cuadras de la plaza principal, 9 de Julio; que el terreno 
es firme, con escepcion de la parte que se halla en la estremidad 
Sudeste, en la ostensión de 200 metros por 50, que es terreno 
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bañado ó manantial, y del que ocupará la TÍa en la parte qne vá 
al puerto, que es igualmente bañado en la estension de 350 me- 
tros por i 5. 

El demandado hizo notar que debido á las escaTacíonesque Tie- 
nen haciéndose fuera del terreno á espropiarse, este se perjudi- 
ca formándole pozos que forzosamente tienen que ser bañados, 
j que se le deja una lonja entre la estación y la laguna; comple- 
tamente inútil. 

El actor hizo notar que en el límite del terreno con la loma, 
sé ha zanjeado, y que el objeto de la zanja era desecar el terre- 
no a utilizarse y evitar el derrame délos manantiales que venían 
déla loma; replicando el demandado que la zanja era hecha es- 
clusivamente para dar curso á las aguas en las lluvias, para que 
vayan al bajo, y que en la loma no hay manantiales. 

Falto del Jíuea Iletrada 

Posadas, Setiembre 19 de 1889. 

Vistos estos autos seguidos por don Julio Fessini, en repre- 
sentación de la Empresa del Ferro-Carril Nord-Este Argentino, 
sobre espropiacion de un terreno, propiedad de don Higinio 
Alegre, ubicado en los suburbios de este pueblo. 

Besultando, que en el mes de Julio ocurrió al Juzgado dicho 
Sr. Fessini, esponiendo: Que la empresa de quien es representan- 
te está facultada, de acuerdo con ]a ley de concesión y contrato 
celebrado con el Foder Ejecutivo de la Nación, en 12 de Junio 
de 1886, para espropiar los terrenos necesarios para la vía fér- 
rea, estaciones, talleres y depósitos á construir de Monte Case- 
ros á Posadas, y no siendo suficiente para la estación, la exten- 
sión por la cual inició juicio su apoderado señor Besoagli, pedía 
la espropiacion de 54350 metros más de tierra, entre los kiló- 
metros 433-008 y 434-003, pertenecientes también al señor 
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Alegre, á cuyo fin depositaba para serle entregado como precio, 
la suma correspondiente á razón de dos centayos metros cna- 
drado, que creía lo equitativo ofrecer, por cuanto el terreno de 
que se trata, queda en un límite de la propiedad de dicho 
señor, siendo inapropiado para la agricultura y edificación, por 
ser la parte más baja de la barranca, y en su mayor parte pie- 
dra, manantiales y cañadas, anegándose con cualquier crecieate, 
7 que, por otra parte, con la obra á construir, se valoriza el 
terreno que le queda; agregando, por último, que esa oferta la 
hace no obstante haber pagado solo un centavo en Monte Case- 
ros, y que, si algún valor tienen hoy la tierras, se debe esclnsi- 
vamente á la línea férrea en construcción, lo que no debe 
tomarse en cuenta, según la ley, para la fijación del precio. 

Convocadas á juicio verbal las partes, el señor Pessini se rati- 
ficó en sus pretensiones, y el señor don Alejandro Mombello, que 
concurrió al acto en representación del señor Alegre, manifestó 
su disconformidad con el precio ofrecido, agregando que, si bien 
el terreno de su representado, en las grandes crecientes, ha sido 
invadido por las aguas, era esto escepcional ; que en nada afecta 
sus condiciones para la agricultura, ni puede tampoco infiuir en 
su depreciación, dada su inmediación á la población. 

Que, á más^ con la espropiacion se fracciona la propiedad, 
como sucede con la otra fracción contigua, cuya espropiacion se 
pidió y con la cual esta forma un solo lote. 

En vista de tal desacuerdo, se procedió al nombramiento de 
peritos que informasen sobre el valor del bien á espropiar, por 
la parte de Alegre, á don Cipriano Castelli, reservándose la de 
la Empresa hacerlo más tarde. 

Acordaron, asimismo, presentar al Juzgado, en el término de 
seis dias, todos los datos que puedan ilustrar la cuestión. 

En este mismo acto, las partes reconocieron hallarse la Em- 
presa en posesión del terreno, objeto de este juicio. 

Conforme lo acordaron, el representante de esta nombró 
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perito á don Augusto Yasconcellos y pidió las declaraciones de 
varias personas (foja 13), para que informaran sobre las condi- 
ciones del terreno, según se espresa en el interrogatorio de 
foja 28. 

El apoderado del senoV Alegre presentó el escrito de foja 18, 
mencionando diversas ventas de propiedades que pueden servir 
para esclarecimiento de los hechos, ventas celebradas ante el 
Juez de Paz, según este lo ha confirmado. 

Los peritos se espidieron á fojas 36 y 37, avaluando don Au- 
gusto Yasconcellos el metro cuadrado á razón de dos centavos j 
don Cipriano Gastelli á 16 (diez y seis). En la junta que con- 
currieron nuevamente, el demandante impugnó el dictamen del 
perito de la contraria, fundado en que había tomado segura- 
mente, como término de comparación, terrenos de diferente 
condición, situados dentro el ejido del pueblo; que el de que se 
trata fué donado por anegadizo, teniendo solo una parte propia 
parala plantación del arroz; que, en consecuencia, no puede 
equipararse con otros y menos con los indicados por el daman- 
dado, por figurar entre ellos muchos con muros, ranchos y 
alambiados. 

Este espresó su conformidad con esta tasación, por ser )a 
misma que hicieron los peritos nombrados en el otro juicio á 
que antes se ha referido, agregando que, si bien concede que en 
ese terreno donado en su origen, hay partes anegadizas, la frac- 
ción á espropiar no lo es, por ser precísamete la falda de la loma, 
lo que se corrobora por la nota del mismo ingeniero de la Em- 
presa que la dirijió, con motivo de la última gran creciente del 
Rio, y por las declaraciones de los testigos presentados por la 
contraria. 

El Juzgado, para mejor proveer, ordenó la agregación del 
testimonio de la sentencia corriente de fojas 76 á 79, é hizo la 
inspección ocular del terreno. 

T considerando: Que si bien, según la ley de 13 de Setiem- 
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bre de 1866, el valor de los bienes á espropiar debe estimarse 
por el que hubiere tenido si la obra no hubiere sido ejecutada, 
ni aún autorizada, no habiendo constancia del valor del terreno 
de que se trata, antes de esa época, debe regularse por el que 
posteriormente pueda tener. 

Que con relación al año 1888, á cuyo? fines recien puede 
decirse se comenzaron los trabajos del Ferro-Carril Nord-Este 
Argentino, los autos ofrecen los siguientes datos para juzgar 
acerca del precio de las tierras en la localidad. La venta hecha 
por don Alfonso G-uerdile i don Pedro Nalia, en Abril, de un 
solar en la mazana 161, sobre la calle circunvalación Oeste, 
según el plano del municipio que se tiene á la vista, de cuarenta 
7 tres metros trescientos milímetros de frente por igual fondo, 
en trescientos cincuenta pesos (fojas 18 y 69), que arroja un 
valor de diez y ocho centavos por metro cuadrado próxima- 
mente. 

La hecha por don A. Mayal á don F. Enrique, en Setiembre, 
de un terreno en la manzana 144, compuesto de veinte y un 
metros doscientos cincuenta milímetros de frente por cuarenta 
7 tres metros trescientos milímetros de fondo, en doscientos 
pesos, á una cuadra de la misma calle. 

La verificada por D. Froilan Pila á D. Dionicio Alvarez, en 
Junio, de otro terreno de igual estension del anterior, en dos- 
cientos cincuenta pesos, por D. Francisco Besoagli á D. Lojeda, 
en Agosto, en doscientos pesos, ubicados ambos en la calle de 
Circunvalación Norte, que arrojan nn precio por metro cuadrado 
superior á veinte y un centavos.' 

Las hechas por D.Francisco Benitez y R. Magaldi, en junio, 
de un solar en la manzana 118 de veintey un metros doscientos 
cincuenta milímetros por cuarenta y tres metros trescientos 
milímetros, en cien pesos y por D. Francisco Besoagli á D. Gr. 
Liani, de otro terreno de igual estension en la manzana 72, en 
125 pesos, que arroja un precio de más de diez centesimos por 
T a 16 
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metro cuadrado ; y por último, la compra hecha por D. Francis- 
co Besoagli á D. Francisco Gaicano de nn terreno con un rancho, 
chacra n^ 3 al Snd de la calle Circunyalacion Sud y á tres cua- 
dras próximamente de nno de los estremos de el en cuestión, 
compuesto de ochenta y seis metros seiscientos milímetros por 
ciento setenta y tres doscientos, en mil quinientos pesos que 
acusa un precio de diez centavos más 6 menos, por metro. 

Que prescindiendo de los otros antecedentes que se enuncian 
de operaciones realizadas sobre propiedades de diferente condi- 
ción y ubicación, resulta que el precio corriente de las sin culti- 
vo, dentro y fuera del municipio, que se asemejan ose hallan en 
parecidas condiciones á las que nos ocupa, no ha bajado de diez 
centavos el metro cuadrado. 

Que es de notarse que la parte de la Empresa no ha hecho 
indicación alguna de transacción que muestre otros resultados ; 
que sus observaciones fundadas en que los terrenos mencionados 
han sido vendidos con muros, ranchos y alambrados carecen de 
razón, desde que ello no se ha demostrado, ni es dable presumirlo, 
puesto que el costo solo del muro importaría una suma mayor 
que lo pagado por cada uno y aún cuando hoy los tuvieran, 
como dice el demandado, lo natural es suponer que han sido 
construidos posteriormente. En la única de las ventas enuncia- 
das que se menciona un rancho no presenta mérito alguno para 
juzgar de su importancia como elemento influyente en el precio 
pagado. 

Que respecto á la otra observación, de no poder equipararse 
ese terreno con otros por ser anegadizos y solo una parte propia 
para plantación de arroz, consta de autos por las declaraciones 
de los testigos Astabe, Noziglia, Pereira y Lotero (f. 29 á 33) 
que todo el terreno no se anega sino la parte de abajo de la loma 
y sobre la laguna, afirmando los tres primeros que la traza de la 
linea vá por la falda de esta, no hallándose contestes en el punto 
principal, cual es la utilidad de la fracción á espropiar y si ella 
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es ó no anegadiza, acerca de lo cual se notan contradicciones 
^asta consigo mismos. 

Tocante á esto, el Juzgado debe agregar sus propias obserya- 
ciones. En la inspección ocular que practicó quedó establecido 
que dicha fracción, conforme se ve en el plano de f . 40, está 
ubicada en la falda de la loma á doscientos metros de la calle 
Circunvalación Este y á ocho cuadras de la plaza principal y 
centro de este pueblo. 

Su suelo es firme, con escepcion de la estremidad bud este en 
la ostensión de doscientos metros por cincuenta, que es bañado 
de manantial y de la parte que ocupará la vía hacia el puente, 
en la ostensión de trescientos cincuenta por quince. 

Que aquello se deba al zanjeo practicado^en el límite con la 
loma, el Juzgado no ha podido darlo por sentado, pues es más 
admisible que esos pateojos han sido hechos para desviar las 
aguas ñuviales que corren de las alturas próximas. 

A más, ateniéndonos á las indicaciones contenidas en dicho 
plano presentado por el demandante, la superficie á espropiar 
no es anegadiza en toda su ostensión, puesto que la línea^azul 
señala el límite de la agua próxima, quedando también compren- 
dida entre esta línea y la bahía una ostensión marcada Barran- 
ca de Piedra, que como el nombre lo indica, es terreno elevado 
y según el infrascrito ha tenido ocasión de notar está fuera del 
alcance de las aguas en su mayores creces. Y si á esto se agrega 
las consideraciones que se desprenden de la nota del ingeniero 
de lia Empresa, señor Liniers, corriente á foja 30, debemos concluir 
que de los cincuenta y cuatro mil trescientos cincuenta metros 
que abarca la porción á espropiar, con las escepciones apunta- 
das que suman quince mil doscientos cincuenta metros de 
terreno bajo, bañado ó manantial, que puede ser cubierto pdr 
las aguas en las grandes crecientes, el resto se halla fuera de 
e^te peligro, sin ser dignas de atención las enunciaciones del 
título de donación, que espresando ser bañado, espresa á la vez 
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ser apto para la plantación de arroz, industria qoe indadable- 
mente no podría plantearse si no se contara con terrenos altos y 
cultivables. 

Que en concepto de lo espuesto, considerando las apreciacio- 
nes periciales, la del perito Yasconcellos se muestra claramente 
muy baja, hallándose la de Castilla más en armonía con la equi- 
dad, concordante también con la estimación que los peritos 
Santiago y Ramírez hicieron uniformemente de la fracción con- 
tigua, según se vé en el testimonio de reducción agregado, que 
forma un solo lote con la que hoy motiva la cuestión. 

Que respecto al mayor valor que debe procurar á la porción 
no expropiada la ejecución de las obras para estación y que el 
demandante quiere se tome en consideración, para la fijación del 
importe de la indemnización, debe darse por compensado con las 
desventajas que acarrea el fraccionamiento, por cuanto al térro* 
no es atravesado y cortado en diferentes partes por el ferro- 
carril, según aparece en el croquis corriente de autos. 

Por estos fundamentos y teniendo en cuenta la parte baja ó de 
bañado que concierna el terreno espropiado y que necesita ser 
mejorada para su empleo, se declara que el valor de la indemni- 
zación que debe abonarse á D. Hinginio Alegre, es la de diez 
centavos cada metro cuadrado de los que se necesitan para com- 
plemento de la estación y vía del Ferro-Carril Nord-Este Ar- 
gentino en el paraje c La Laguna », con más los intereses de la 
cantidad á que asciende la indemnización desde la ocupación 
del terreno hasta el dia del pago, según lo que cobra el Banoo 
Nacional, descontados los que corresponden d la suma deposita- 
da por la Empresa y que el demandado ha podido recibir á su 
arbitrio, dándose por compensado el mayor valor que adquiérela 
fracción no espropiada por la estación á construirse, con el des- 
mérito que sufre por el fraccionamiento. 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley 
de Espropiacion, declárase también que las costas del juicio son 
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á cargo del espropiante, por ser la indemnización que se manda 
pagar superior á la oferta. 

Desglósese y devaélvase al interesado el título de propiedad 
que solicita, dejándose copia de la escritura primitiva, conforme 
lo pide el demandante. 

D. Quiroga. 



WmUm die la Suprema Carta 



Buenos Aires, Ma]roS2 de 1890. 

Vistos : Siendo equitativa según las constancias de autos, la 
indemnización mandada pagar por la sentencia apelada de foja 
ochenta y tres, se confirma con costas dicha sentencia; y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 
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CAVSA 1.XXTIII 



D. Luis 5. López, contra D. Pascual Lobo, por interdicto de 
despojo; sobre cumplimiento de sentencia. 



Sumario. — La restitución ordenada por sentencia en inter- 
dicto de despojo, no debe llevarse defecto, ana vez que antes de 
verificarse, ha sido decidida la cuestión de propiedad y dada en 
sn consecuencia, al demandado la posesión de la cosa. 



Caso. — Don Cipriano Velez por Don Lnis López se presentó 
ante el Juzgado exponiendo : que su representado tiene en el 
departamentode Campo Santo una finca denominada c El Bor- 
do », que limita con otra llamada «La Población », de propie- 
dad de Don Pascual Lobo ; 

Que en esta se practicó hacía cinco años, á solicidud de Lobo, 
un deslinde, fijándose la línea divisoria, y conservando López 
la posesión de todos los terrenos en que estaba, al Norte de la 
mencionada línea ; 

Que después, Lobo entabló acción de reivindicación por error 
en la línea, acción que se tramitaba en el Juzgado de la ^ 
sección ; 
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Que no obstante esta demanda reivindicatoria, y desde antes 
de ella, Lobo ejercía actoi posesorios que perturbaban á López 
en el goce pleno y pacífico de so propiedad, cortando postes de 
los terrenos al Norte de la línea que son de propiedad de López, 
7 en cuya posesión había estado este sin contradicción ; y 
haciendo acarrear un número considerable de carradas de leña 
de la que tenía López cortada para emplearla en sn estableci- 
miento azucarero, y que puede calcularse en 200 á 300 carradas, 
las cuales había vendido en Campo Santo ; 

Que Lobo además, ha alterado la línea divisoria trazada por 
el agrimensor Figueroa haciéndola avanzar hacía el Norte y to- 
mando en consecuencia una fracción de terreno ; 

Que estos hechos constituyen un verdadero despojo, según el 
artículo 2485 del Código Civil, y autorizan al poseedor para de- 
ducir acciones posesorias aún después de ser demandado por ac- 
ción real ; 

Que las carradas de leña de que ha hecho uso Lobo y que 
ascienden á 200, más ó menos, valen á lo menos dos pesos cada 
una; 

Que en cnanto al número de postes cortados y á su valor, lo 
deja al resultado de la prueba ó bien para otro juicio, una vez 
obtenida la condenación en daños y perjuicios ; 

Que de acuerdo con el artículo 2480 del Código Civil entabla 
contra Don Pascual Lobo demanda de despojo y perturbaciones 
en la posesión, y pedía se le condenara á la devolución como 
despojante, al pago de los despojos, daños y perjuicios y 
costas. 

Por impedimentos del Juez de sección, pasó la causa á cono* 
cimiento del suplente Dr. D. José M. Sola; el cual convocó á 
las partes á juicio verbal. 

El demandado opuso la escepcion de litis pendencia y fundada 
en la existencia del juicio reivindicatorío ante el Juez local ; 
escepcion que fué rechazada por el Juez de sección, por senten- 
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oia que la Suprema Corte confirmó por sus fundamentos y por 
ser distinto el presente juicio del de reivindicación. 

En consecuencia, el Juez convocó nuevamente á juicio verbal. 
En este acto el demandado contestó la demanda esponiendo : 

Que son inexactos los hechos en que ella se funda ; que no 
ha habido actos de perturbación, que califiquen el despojo ; que 
toda la leña que esplotaLobo de su finca, es de terrenos de su 
exclusiva propiedad y posesión. 

Que aún cuando fuera exacto el desmonte de postes de la 
finca, ello no importaría desalojar, espulsar, despojar al posee- 
dor, á quien no se le priva que continúe en su posesión. 

Que el acto de cortar leña y madera sin el consentimiento del 
dueño, da lugar á una acción de daños ó á una de robo ó hurto, 
pero no á una acción de despojo (art. 2489 y 2494, Gód. Ciy.). 

Que en consecuencia, la acción deducida debe declararse im- 
procedente con costas, desde que Lobo no puede restituirle á 
López un inmueble que no le ha quitado. 

El actor replicó : que la ley califica entre los actos posesorios, 
la percepción de frutos naturales ó artificiales, y desde que Lobo 
ha percibido los frutos naturales, ha perturbado la posesión en 
que estaba López ; tanto más cuanto que los árboles se consi- 
deran inmuebles. 



nilla diel Jues Vedleral (ad hoc) 



Salta, Marzo 13 de 1889. 

Y vistos estos autos de los que resulta que Don Cipriano 
Yelez, en representación de Don Luis López, de nacionalidad 
argentina, se presenta á foja 8, entablando contra Don Pascual 
Lobo, de nacionalidad chilena, demanda por perturbación en el 
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goce pleno y pacífico de la posesión de la finca denominada < El 
Bordo >, ubicada en el departamento de Campo Santo, consis- 
tiendo esta perturbación en el corte y extracción de madera en 
terrenos que quedan al Norte de la línea divisoria con la « Po- 
blación >, finca de propiedad del señor Lobo, como también en 
el acarreo de un número considerable de carradas de leña que 
el actor tenía cortadas para emplearlas en su establecimiento 
azucarero, que pueden calcularse de doscientas á trescientas las 
que han sido vendidas por el demandado en el mismo departa- 
mento, y en la extracción de postes pura alambrar esa parte de 
teireno, constituyendo tales hechos un verdadero despojo y per- 
turbación en la posesión^ regidos por el artículo 2485 del Código 
Civil, que le faculta para deducir acciones posesorias, aún 
después de ser demandado en acción real por perturbaciones á la 
posesión anteriores á la demanda de reivindicación y posteriores 
á ella, y en el artículo 2480 del mismo Código, fijando un pre- 
cio por cada carrada de leña y dejundo en cuanto al número de 
postes y su valor al resultado de la prueba, ó bien para ob- 
jeto de otro juicio, pidiendo sea condenado el demandado á la 
devolución de lo despojado, daños y perjuicios. 

En la audiencia, el actor fija el número de postes que el de- 
mandado ha hecho cortar, indicando el de trescientos á quinien- 
tos. 

La parte demandada contestando á foja 54, espone la inexac- 
titud de los hechos en que se funda el interdicto de despojo, por 
no haber existido actos de perturbación en la posesión qae lo 
califiquen ; que la leña, cebil y madera que esplota, son de su 
propia finca, entérrenos de su esclusiva propiedad y posesión, y 
observa á la vez la improcedencia de la acción entablada fnn- 
dándose en que, aún suponiendo cierto el hecho del desmonte 
de parte de la finca del actor, no habría despojo, porque en ta- 
les hechos no se manifiesta el acto de desalojar, de espulsar ó 
despojar á la persona que posee el terreno, por cuanto no se 
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impide la continaacion de la posesión, citando en sa apoyo los 
artículos 2487 y 2494 del Código CíyíI. 

Considerando en cuanto á la articulación sobre improceden- 
cia de la acción entablada : que la ley califica como inmuebles 
por su naturaleza, todo lo que está incorporado al suelo de una 
manera orgánica sin el hecho del hombre (art. 2314 del Cód. 

Civ.). 

Que también establece que los frutos naturales y las pro- 
ducciones orgánicas de una cosa, forman un todo con ella (art. 
2329). 

Que están calificados como actos posesorios de cosas inmue- 
bles la percepción de frutos y como frutos naturales, sus pro- 
ducciones orgánicas (art. 2384 y 2424). 

Que la presente demanda es una acción posesoria por per- 
turbación en el goce pleno y pacífico de la posesión por des- 
membración de tales frutos ; resueWo declarando improcedente 
dicha articulación. 

Que de autos consta, por confesión de la parte demandada, 
el hecho de encontrarse el señor López en posesión actual del 
terreno sobre el cual se han cometido los actos de perturba- 
ción demandados, posesión que no ha sido desconocida por el 
demandado. 

Que de la prueba producida sobre los hechos contradictorios 
resulta por las piezas de fojas 57 y 58 que tales actos han te- 
nido lugar dentro del término exigido por el artículo 2493 del 
Código Civil. 

Que por las declaraciones testimoniales que corren en autos 
están plenamente comprobados los hechos de que D. Pascual 
Lobo ha extraído y cortado postes, oebil y leña de terrenos so- 
bre los cuales estaba en posesión D. Luis López, es decir, que 
tales productos han sido cortados y sacados del costado norte 
de la línea dÍTÍsoria de ambas propiedades que pertenece á la 
finca del c Bordo», propiedad del actor. 
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También consta que el señor Lobo ha vendido leña y cebil 
extraída del mismo lugar , pero no se ha justificado en debida 
forma ni el número de carradas ni el número de postes, como 
tampoco el precio. 

Por estos fundamentos definitiyamente juzgando, fallo : de- 
clarando autor de despojo á D. Pascual Lobo, por actos de 
pertnrbacion en la posesión en que se encuentra D. Luis Ló- 
pez, ya mencionados, ordenando el amparo de esta y condenán- 
dole á la doYolucion de los frutos indebidamente percibidos, 
6 en su defecto á la indemnización de ellos una vez justifica- 
dos en cuanto i su cantidad y valor en el juicio correspon- 
diente, con costas, quedando á salvo el derecho de las partea 
sobre la propiedad para ventilarlo en juicio ordinario. Hágase 
saber con el original. 

José M. Sola. 

El demandado apeló y se le concedió el recurso en relación, y 
solo en el efecto devolutivo, con arreglo á lo dispuesto por el ar- 
tículo 335 de la ley de Procedimientos. 

La parte demandante pidió que se librara oficio al Juez de 
Faz de Campo Santo para que diera posesión á López de los ter- 
renos ubicados al norte de la línea tirada por el agrimensor D. 
Eduardo Figueroa, divisoria de las propiedades de López y 
Lobo. 



Aiito del Suem WmdmrmM 



Salta, Abril 15 de 1889. 
Gomo se pide, y líbrese con las inserciones necesarias. 

Sola. 
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En este estado y en 26 de Abril, se presentó la parte de Lobo, 
que había sido notificada del decreto precedente de 22 del mis- 
mo mes, exponiendo : que la de López, no obstante saber qae 
había perdido en definitiva el pleito sobre mejor derecho al ter- 
reno de qae se decía despojado, había sorprendido al Juzgado 
pidiendo la posesión de él. 

Que dejándose á salvo en la sentencia pronunciada en el in« 
terdicto^ el derecho para redamar la devolución del terreno por 
acción reivindicatoria, presentaba testimonio de la sentencia 
dictada por la Cámara de la Provincia, declarando que Lobo es 
dueño absoluto del terreno, que debía entregarse á este y del 
cual ya había sido puesto en posesión. 

Pidió que se revocara el auto que mandaba dar la posesión á 
López, y apeló in subsidium. 

Con esta petición presentó la parte de Lobo: 1° Testimonio 
de la sentencia dictada por el Juez local en el juicio reivindica- 
torio, con fecha 5 de Junio de 1888, y cuya parte dispositiva 
dice así: c Por estos fundamentos legales (f. 96 v.)y otros que se 
omiten, definitivamente fallo: ordenando se restituya al actor la 
fracción de terreno que se disputa y retiene el demandado^ con 
costas, y los frutos desde el dia que se le notificó la demanda, 
(art. 2435, Cód. Civ.). Repónganse los sellos. — Félix J. Ma- 
táis. 

9^ Testimonio de la sentencia dictada en el mismo juicio por 
la Cámara de Justicia con fecha 13 de Marzo de 1889, y por la 
cual se confirma con costas en lo principal, la sentencia de 1* 
Instancia, exonerándolo del pago de costas en dicha instan- 
cia; 

3^^ Testimonio de las actuaciones obradas en el mismo espe- 
diente para cumplir las sentencias citadas y en las cuales figu- 
ra la siguiente acta de posesión : c En este lugar del Bordo á 
veinte y dos dias del mes de Abril de 1889 años, el suscrito 
Juez de Paz Departamental, acompañado de dos testigos de ac- 
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taacioQy me constitaí á este lugar y pose en posesión al Sr. Pas- 
cual del G. Lobo del terreno que se halla al sod de la línea ti- 
rada por los agrimensores señores Asouati j Serrey, en confor- 
midad á lo ordenado por el Sr. Jaez de Letras de la segunda 
sección en fecha 10 del corriente mes, cuya posesión comprende 
la leña, madera y todo lo que contiene dentro del terreno, ha- 
biendo concurrido las partes interesadas á este acto, y en cuyo 
acto el Sr. D. Luis S. López protestó de la posesión que se le 
daba al Sr. Pascual del C. Lobo, por estar tanto su ñuca como la 
del Sr. iiobo sujeta á una estension determinada de terrenos, la 
línea divisoria con este será la que resulte del deslinde epcuya 
constancia firman los interesados con los testigos de que certi- 
fico. — P. del C. Lobo. —Luis S. López. — Testigo, Car /o^ 
Cruz Rufino. — Testigo, Damián C. Ftgueroa. — José 5. AldC' 
rete. Juez de Paz. 



Aui« del Jues Pcderal 



Salta, Abril 27 de 1889. 

Habiéndose resuelto por los Tribunales déla Provincia, según 
se comprueba por los testimonios legales que se acompañan, el 
litigio pendiente sobre la propiedad de los terrenos cuestiona- 
dos: revócase por contrario imperio el decreto de fecha Abril 15 
del corriente año, y líbrese el correspondiente oficio Sr. Juez de 
Paz para que suspenda las efectos del decreto mencionado y sea 
con las inserciones necesarias. 

Sola. 
La parte de López pidió revocatoria de este auto y para el 
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caso qae no se revocara interpaso los recursos de nulidad y ape- 
lación. Dijo: que siendo la jurisdicción federal independiente de 
la de los Tribunales de la Provincia, las providencias que se 
dicten ejecutando una sentencia dada por el Juez Federal, no se 
pueden alterar, porque un juez de Provincia haya dictado igua- 
les ú otras providencias, sin que se promueva como cuestión 
previa la de competencia. 

Que además, entendía que el escrito de revocatoria había sido 
presentado fuera de término. 

El Juez no hizo lugar á la revocatoria y con la misma fecha 
27 de Abril, concedió la apelación, mandando elevar los autos y 
suspender todo procedimiento . 

La parte de Lobo pidió que se ampliara este proveído, espre- 
sándose que la suspensión decretada, comprendía la posesión 
que ya se había mandado dar á López. 



Auto del Jues Fedeml 



Salta, Abril 29 de 1890. 

Ampliándose el auto de fecha 27, entiéndase que queda tam- 
bién en suspenso la orden que se libró al Sr. Juez de Paz del 
departamento de Campo Santo para que suministre la posesión al 
Sr. López, á cuyo efecto líbrese en el día el correspondiente 
oficio con los insertos necesarios, haciéndosele saber. 



Sola. 
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FaIIo de to Sapremii Corte 

Buenos Aires, Mayo 24 de 1890. 

Yistos : Por los f andamentos del anto de foja ciento cuatro 
yaelta : déjase sin efecto la sentencia apelada de foja setenta y 
ocho, declarándose no haber logar á la demanda interpuesta ; y 
se confirma dicho auto de foja ciento cuatro vuelta y el de ciento 
nueve. Bepaestoslos sellos devuélvanse . 



benjamín VIGTORICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— ABEL BAZAN. 
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CAUSA JLXXIX 



Nota del Juez Letrado del Territorio Nacional del Rio Negro, 
sobre la posesión y bienes de menores é incapaces. 



Sumario. — Los jueces letrados de los Territorios Naciona- 
les pueden ordenar á los jueces de Faz que, en cada caso de me- 
nores ó incapaces qne á su juicio requiera la intervención del 
ministerio de menores, les trasmitan las noticias necesarias, 
para poder dictar las medidas que la ley autorice. 



Caso. — Lo esplica el siguiente auto y nota del juez letrado 
del Territorio Nacional del Rio Negro. 



Auto del |ueB leimdo 



Yiedma, Abril 8 de 1890. 

Autos y vistos: Considerando: 1^ Que por varios particulares 
y también por algunos funcionarios públicos se ha impuesto 
verbalmente á este Juzgado del estado lamentable en que se 
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encaentran machos menores diseminados en todo el Territorio, 
y se ha insinuado se tomen medidas en su protección, por ser 
unos huérfanos, otros abandonados por sus padres, y ana parte 
porque estos les dan ejemplos inmorales y escandalosos, y á más 
los privan de la educación conveniente. 

^ Que á falta del Ministerio Público de Menores Oficial, 
incumbe á este Juzgado proceder de oficio en salvaguardia de los 
derechos de los incapaces y velando por el cuidado que la ley 
encarga respecto de la persona y bienes de estos. 

3® Que por el hecho de ser huérfanos no se deben considerar á 
los menores como cosas, para que puedan ser donados ad libitumy 
según tiene informes este Juzgado, que se ha procedido así por 
personas particulares y otras que invisten autoridad, siendo tal 
poder abusivo, y nulo lo obrado en su consecuencia, y que puede 
responsabilizar á sus autores ; y por consiguiente es de ningún va- 
lor y debe tenerse como no hecha toda colocación 6 dación de me-* 
Bores huérfanos verificada por particulares ó por cualquiera au- 
toridad 6 funcionario público, y es obligación de las personas sa- 
bedoras ponerlo en conocimiento de este Jzugado, teniendo todo 
ciudadano el derecho de solicitar su tutela respectiva, puesto que 
nadie puede atribuirse la facultad de gobernar la personado an 
menor huérfano^ ni ejercer las funciones de tutor si no le ha sido 
discernida la tutela por juez competente (art. 377 y 399 del Có- 
digo Civil). 

4^ Que no obstante los derechos que las leyes acuerdan á 
los padres respecto á sus hijos, que es la patria potestad, las 
mismas leyes reglamentan el ejercicio de tales derechos, decla- 
rándolos caducos en los casos que especifican, como es, incurrir 
el padre 6 la madre en la pérdida de la patria potestad, ya por 
esponer 6 abandonar á sus hijos en la infancia, ó porque la ma- 
dre viuda contraiga segundo matrimonio, pudiendo el Juez 
privar de la patria potestad á los padres que tratan á sus 
hijos con excesiva dureza, ó le3 dan consejos ó ejemplos inmora- 
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rales (inciso S"" del art. 306 y art. 307, 308 y 309 del Código 

citado). 

5® Que si por el artículo 25 de la ley orgánica de los 
Tribunales, es obligación de los Jueces de Faz en la Capital 
Federal prestar su cooperación á los defensores oficiales de 
menores, y además ejercer Yigilancia sobre los incapaces y sus 
guardadores, aando cuenta de cualquier circunstancia que recla- 
me su intervención ; debe hacerse ostensiva dicha disposición 
de la ley á este territorio, j con mayor razón si se considera que 
en pueblos de campaña y distantes muchas leguas del asiento de 
este Juzgado, es más frecuente el abuso por llegar débil la acción 
déla ley, y por consiguiente se hace más necesaria la protección 
que el Código establece en favor de los incapaces. Por otra parte, 
siendo aplicables á este Juzgado las disposiciones de la ley 
orgánica citada, artículo 35 de la ley de 16 de Octubre del 84, 
se desprende también comprender á los jaeces de Faz de este 
territorio la obligación antes mencionada, que le es relativa 
además, por ejercer este Juzgado la superintendencia sobre 
ellos. 

For estos fundamentos resuelvo : Que se pase circular, y 
con transcripción de este auto á todos los jueces de Paz de la 
gobernación para que con sujeción á 61, y en su cumplimien- 
to, procedan sumariamente á recoger los menores que estu- 
vieren abandonados por sus padres, ó huérfanos que estén 
desamparados, ó agregados ó cobijados en casas de familias 
indígenas, ú otras que á su juicio se equiparen á estas por su 
absoluta falta de educación y moralidad ; que respecto á los 
incapaces que se encuentran colocados en 3asas de familias dis- 
tinguidas y de buena reputación, se limiten á notificarles la 
obligación que tienen de legalizar su tenencia, recabando de este 
Juzgado la correspondiente tutela dentro de un plazo que les 
acordarán según la distancia y circunstancias, y bajo aperci- 
bimiento de tenérseles por renunciantes del derecho á la tutela 
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qae se les incita, y darán cuenta circunstanciada á este Jnzga- 
áoy con remisión de los obrados ; que respecto á los padres que 
den consejos ó ejemplos inmorales á sus hijos, 6 viadas que 
dilapiden y malgasten los bienes que tienen bajo su administra- 
ción, los amonesten, adyirtiendo y recordándoles el deber que 
las leyes les imponen, y si no se reformaren, leyanten sumaria 
información con citación de ellas y remitan con informe á este 
Juzgado ; asimismo informarán respecto á las viudas que te- 
niendo hijos menores, hayan contraído ó contraigan segundas 
nupcias ; y por último, no permitirán que autoridad alguna 
política ni militar, ni particulares, dispongan de la persona de 
los huérfanos, bajo ningún protesto, recabando el auxilio de la 
fuerza pública en casos necesarios ; y esto se entiende aún con 
los menores hijos de indígenas, los que gozan de iguales dere- 
chos y privilegios que los demás. 

Los incapaces que recogieren, remitirán á esta Capital direc- 
tamente: á los Colegios de los Padres Salesia nos los varones, y 
las mujeres al Colegio de las Hermanas de Caridad y á la orden 
de este Juzgado y especificando las circunstancias de horf andad, 
abandono, ú otro que fuere del caso, y á su efecto solicitarán el 
aaxilio de la Policía local, que se les otorgará precisamente en 
virtud de circular que el señor Gefe dirije al respecto á todos los 
comisarios ; y aún por telégrafo podrán solicitar de este Juzga- 
do los pasajes correspondientes, y la autorización para gastos de 
conducción, especialmente de los huérfanos que por su edad 
requieran se les asocie auna señora ó mujer de respeto. Así 
mismo se les recomienda á los señores Jueces de Paz del terri- 
torio, recuerden y adviertan á los viudos ó viudas que hayan 
quedado con hijos menores, la obligación que les impone el artí- 
culo 296 del Código Civil, de hacer inventario judicial délos 
bienes del matrimonio, y determinarse en él los bienes que 
corresponden á sus hijos ; y en caso de no ser atendidos elevarán 
informe esplicativo á este Juzgado, á los fines á que hubiere 



260 FALLOS DE LA SUPREMA GORTK 

lugar por derecho. Saqúese y elévese copia autorizada de esta 
resolución ante la Exma Corte de Justicia Nacional, para que, 
si eii su ilustrada penetración, tuviere á bien, se sirva prestarle 
su aprobación; y pidiéndole que en su caso, se digne diríjirse 
al gobierno de la Nación : 1^ para que se haga efectiva la asigna- 
ción como á Hospicio de Menores á los colegios de los Padres 
Salesianos y de las Hermanas de Caridad ; 2° para que se auto- 
rice al suscrito para espedir pasages en las mensagerías que 
hacen la carrera entre esta Capital y pueblo Roca para el tras- 
porte de los huérfanos^ y además, se ponga á su disposición un 
reducido fondo de quinientos pesos para responder á los gastos 
que dicha traslación ocasiunase. Y á fin de que el Ministerio 
Fupilar tenga intervención, nómbrase Deft^nsor de Menores ad 
Aoe al ciudadano D. Hilario Furque, que con su aceptación será 
posesionado. — Abraham Arce. — Ante mi: Silvano Otárola^ 
Escribano Secretario. — Es copia fiel del auto de su referencia. 
— Silvavo Olárola, Escribano Secretario. 



IVoto del Jues letrado 



Viedma, Abril 8 de 1890. 

Ál señor Presidente de la Exma Corte de Justicia Nacional, Dr, 
D. Benjamín Victorica. 

Conforme á lo que insinúo en mi memoria de la fecha, tengo 
el honor de adjuntar á Y. E. en copia legalizada, el auto que en 
circular he cieido conveniente dirijir á los Jueces de Faz del 
Territorio, sobre la protección y medidas que deben tomar con 
respecto á los menores y huérfanos diseminados en la goberna- 
ción. Foderosas son las razones que me han decidido ádar este 
paso en beneficio de esos desgraciados. 
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Es público aqaí el proceder abusivo que en tiempos no muy 
lejanos, se hubo obseryado con los menores, arrancándolos á 
Tiya fuerza de los brazos de sus padres, que eran conducidos con 
escolta como una tropilla de bestias y tratados ignominiosa- 
mente, al estremo de preferir las madres desprenderse del cuello 
de sus hijos y arrojarlos al rio, desesperadas, antes que consentir 
en su separación y que fuesen conducidos como majada de cor- 
derinos á otros puntos, á manera del legendario comercio de 
esclavos. 

Si bien es cierto, que bajo la actual administración gaberna- 
tiva han desaparecido tamaños desmanes en está capi tal , pero 
tengo informes que de una manera oculta aún se repiten algu- 
nos casos en los departamentos de campaña y que reclaman me- 
didas enérgicas, pues se me ha manifestado que ya particulares 
y otros prevalidos de la autoridad que invisten, regalan huérfa- 
nos y no huérfanos, como si fuesen arbitros dispensadores y se 
consideran con derecho para disponer á su arbitrio de esos infeli- 
ces, y sin consultar jamás su educación y porvenir. 
, Tan aterrorizadas estaban las clases indígenas, que al ver á 
la autoridad huían y se ocultaban como del enemigo. 

Quizá no me equivoco, si asevero que no hace aún un año que 
recien se les va inspirando confianza. 

Aparte de esto, tengo casi evidencia, según informes verídi- 
cos, que á la muerte de los padres, gran parte de esos huérfa- 
nos que más necesitan protección, se agregan y cobijan al ran- 
cho del indígena vecino, y allí viven en completa desnudez y mi- 
seria, sumidos en la más refinada ignorancia, y siendo testigos 
de impudicios incalificables, y aprendiendo toda clase de vi- 
cios. 

Y otros que no son indígenas, viudos ó viudas, ó casados, que 
hacen vida común con aquellos, que siguen sus costumbres, en 
público concubinato, ó ya dedicadas al hurto, con hijos menores 
de matrimonio, y tres 6 cuatro mancebas, y en la propia casa, 6 
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escandalosamente en otras, y sin acordarse jamás de la educación 
de sas hijos, cuando no tratándolos con escesiva crueldad. 

Quizá algunos viudos y viudas consumiendo la legitima de 
sus hijos menores en bacanales y sosten de vicios, mientras que 
los pobres incapaces, carecen de un pan para alimentarse, y no 
saben lo que es Dios ni lo que es la patria, ni noción tienen de 
ello, ni déla más elemental instrucción. 

Hay aquí en Yiedma, un cómodo y bien regenteado colegio de 
educación y de artes y oficios para los varones y un colegio mo- 
delo de Hermanas de Caridad para las niñas, ambos salesianos j 
donde concurré lo más escogido de las familias, y tienen sus 
puertas abiertas paralas huérfanas y todo menor que lo solicita- 
se, y los reciben y alimentan é instruyen gratuitamente y á sus 
espensaSy sin cooperación alguna del gobierno, y están siempre 
dispuestos á aceptar á cuanto incapaz quiera educarse. 

Por ello he creido un deber dictar las medidas á que se refie- 
re el auto adjunto, pero antes de proceder, esperóla aprobación 
de Y. £. si lo tiene por conveniente, 

y. E. áe podrá convencer de la necesidad de pasajes y fondos, 
que pido se digne obtenerlos para este fin, por cuanto separan, 
5, 10, 20, 40 y hasta 120 leguas de distancia á esta Capital de 
los departamentos, pero que felizmente están lij^ados por men- 
sagerias. 

Reitero á Y. E. las seguridades de mi alta estimación y res- 
peto. 

Dios guarde á Y. E. 

Abraham Arce. 

Silvano Otárola, 
Escribano Secretario. 
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YISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 14 de 1890. 
Suprerna Corte : 

La solicitad del señor Juez Letrado en bien de los menores 
é incapaces, no puede ser más plausible. 

Paréceme, sin embargo, que las disposiciones que ha dictado 
no están en la índole de la administración de jasticia. 

Es la misión délos jueces resolver en cada caso especial, in^ 
terpretando las leyes y haciéndolas cumplir. 

Dictar disposiciones de carácter general: ordenar, por ejem- 
plo, á los Jaeces de Paz^ que recojan los menores abandonados 
por sns padres 6 tutores, y los remitan á tal ó cual estableci- 
miento de beneficencia ; que amonesten á los padres que les dan 
malos ejemplos, y á las viudas que pasen á segundas nupcias sin 
hacer inventario, todo esto y demás de la circular del señor 
Juez, es del resorte del poder encargado de administrar los inte- 
reses de la comunidad. 

La facultad de dictar disposiciones de este género, implica 
por otra parte, el poder de hacerlas ejecutar. ¿Con qué elementos 
obligaría el señor Juez Letrado álos Jueces de Paz al cumpli- 
miento de loque en su circular les ordena? 

Y si tuviera la facultad de dictar disposiciones generales, de 
esforzar su cumplimiento, y de castigar su infracción, habría 
reunido en sus manos una suma de poderes incompatible con los 
principios fundamentales de toda constitución republicana. 

Los males que el señor Juez señala con tanto sentimiento, no 
están circunscritos al territorio de su jurisdicción. 

Son males universales, y de todos los tiempos, y han merecido 
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siempre la solicitud de los poderes, cuya esfera de acción les 
habilita para remediarlos. 

En el presente caso, es al gobernador del territorio á quien 
incumbe dictar las medidas que el señor Juez Letrado echa de 
menos, ya nombrando defensores de menores é incapaces, ya 
estimulando el celo de las autoridades administrativas de su 
dependencia, ya ^finalmente, promoviendo una legislación más 
eficaz. 

Es por esto, mi parecer, que debe Y. E. prevenir al señor Juez 
Letrado^ que deje sin efecto su circular. 

Y en vista de lo que él hace presente, creo que convendría pa- 
sara Y. E. estos antecedentes al señor Ministro deJosticia, 
para que los remitiera al señor Gobernador, al objeto de adoptar 
las medidas que estime más conducentes á mejorar la situación 
de los menores é incapaces dentro de su jurisdicción. 

Eduardo Costa.. 



FaIIo de ln Supremii Corte 



Buenos Aires, Mayo 27 de 1890. 

Yistas estas actuaciones en el acuerdo y oido á su respecto el 
señor Procurador General , la Suprema Corte, resuelve : se c(h 
munique al Juez Letrado del territorio nacional del Rio Negro, 
que debe limitar los efectos de su auto de foja una, á ordenar 
á los Jueces de Faz, le trasmitan en cada caso en que á su 
juicio sea necesaria la intervención del ministerio de meno- 
res, la noticia respectiva, á fin de que pueda proceder á tomar 
las medidas autorizadas por la ley; todo sin perjuicio de lo que 
en adelante se disponga|por quien corresponda ; y álos efectos que 
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hobíese lugar, pásense estas actuaciones en copia al Poder Eje- 
cotivo. 



BENJAMÍN VICTORICA. — FEDERICO 
IBARGÜREN. — G. S. DE LA TORRE. 
— ABEL BAZAN. 



CAUSA JL^XX 



D. León M. Rosenwald contra D. José M. Padilla, sobre inju- 
rias por la prensa; por recurso del articulo 44 de la ley so- 
bre jurisdicción de los Tribunales Federales. 



Sumario. — El recurso del articulo 14 de la ley sobre juris- 
dicción de los Tribunales Federales procede, cuando la decisión 
de los Tribunales locales ha sido contraria al derecho que el re- 
clamante ha hecho valer fundado en una cláusula de la Consti- 
tución Nacional. 



Caso. — D. León M. Rosenwald* presentó á la Suprema Corte 
el siguiente recurso : 
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En 29 de Noviembre de 1887 el señor D. José Padilla ini- 
ció acción en mi contra por supuestas injurias por la prensa. 
Se invocaba para demandarme mi personería como editor del 
diario El Orden y aunque esto no se comprobó, se aceptó por el 
señor Juez del Crimen la acusación en tal carácter, y exijióse- 
meque declarara quien era el autor de los sueltos materia del 
proceso. 

No habiendo en la provincia ley de imprenta que tal obliga- 
ción impusiese á los editores 6 directores de diario, hallábame 
amparado por el precepto constitucional de que: ningún habi- 
tante de la nación argentina será obligado á hacer lo que no 
manda la ley, y en tal concepto me negué al llamado del señor 
Juez del Crimen, incidente en el que por fortuna, fui favorable- 
mente atendido por la Exma. Camarade Justicia de la Provincia. 

El juicio así iniciado en concepto á tratarse de un verdadero 
delito de imprenta, siguió un curso caprichoso y antojadizo 
creando y suprimiendo trámites fundamentales el señor Juez 
de la causa, hasta llegar á la conclusión de que se trataba de 
un delito común al que eran aplicables las disposiciones del Có- 
digo Penal. 

De este estraño fallo, en que se condenaba por un delito co- 
mún, siguiéndose los trámites improvisados para un supuesto 
delito de imprenta, apelé para ante la Exma. Cámara de Justi- 
cia, y en la estensa espresion de agravios que con tal motivo 
formulé, puse en tela de juicio los siguientes puntos: 

1^ Si se trataba de| un delito de imprenta, no habiendo ley 
provincial aplicable al caso sub judice, no podía ser condenado, 
y si lo era, hallábase violado el precepto contenido en el artí- 
culo 18 de la Constitución Nacional según el cual : ningún ha- 
bitante de la nación argentina puede ser penado sin juicio pre- 
vio fundado en ley anterior al hecho del proceso. 

2'' En la misma hipótesis de tratarse de un delito de im- 
prenta, si se me condenaba aplicándose las prescripciones pe- 
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nales comunes, desaparecería la garantía que acuerda á la pren- 
sa el artículo 32 de la Constitución Nacional, cuyos antece- 
dentes establecen del modo más terminante que la imprenta no 
puede someterse á una legislación uniforme emanada del Con- 
greso, sino que ella debe regirse por leyes especiales de carác- 
ter provincial. 

3^ En la hipótesis contraria de tratarse de un delito común, 
argúla con las constancias de autos, que no se habían obser- 
vado los trámites más elementales de los juicios criminales or- 
dinarios. El juicio previo^ fundado en ley anterior al hecho 
del proceso, de que habla el artículo 18 citado, fué reemplazado 
por un remedo de tal, en el que todo fué calculado para arri- 
bar á un fallo fulminante en mi contra. 

No se comprobó la persona del delincuente, no se abrió la 
causa á prueba, y el principio consagrado en el artículo cons- 
titucional precedentemente invocado : es inviolable la defensa 
en juicio de la persona y de los derechos, fué también sacrifi- 
cado por la impaciencia del señor Juez a quo, tan celoso en esta 
ocasión por el rápido cumplimiento de sus deberes. 

A pesar de toda la claridad con que puse de transparencia 
los atentadcs á la Constitución Nacional cometidos en este jui- 
cio, la Eima. Cámara de Justicia ha confirmado el fallo de 1* 
Instancia y me ha denegado el recurso de apelación que para 
Y. E. interpuse, en razón de los principios constitucionales 
comprometidos. 

En esta virtud es que, en uso de la facultad que me concede 
el artículo 229 de la ley federal sobre procedimiento en lo ci- 
vil y criminal, ocurro ante Y. E. directamente á fin de que or- 
dene al Tribunal de esta Provincia, la remisión de los autos y 
^alve Y. E. los principios constitucionales tan despiadada- 
mente hollados en el fallo de la referencia. Será justicia, 
etc. 

León M. Rosenwald. 
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VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 15 de 1889. 



Suprema Corte : 



El artículo 229 de la ley sobre procedimientos de los Tribu- 
nales Nacionales, en que se apoya el señor Bosenwald para ocur- 
rir á V. E., está muy lejos de autorizar el recurso ante esta 
Corte de las resoluciones de los Tribunales de Provincia 

Es posible haya querido referirse el recurrente, al artículo 14 
de la ley de jarisdiccion y competencia de los Tribunales ; pero 
en este caso^ el recurso sería también improcedente . 

De los términos no poco oscuros y confusos de la esposioion 
de los hechos, se colije que se trata en este caso de una con- 
denación por el delito de injurias y el recurrente se queja de 
que se han violado en el juicio los trámites más elementales, 
sin tomarse el trabajo de especificarlos. 

Admitiendo que así sea, ha debido buscar el señor Bosenwald 
el remedio en la esfera de las autoridades locales ; pues es bien 
sabido que la misión de Y. E. no es reparar los errores ó in- 
justicias de los Tribunales de Provincia, sino en ciertos y de- 
terminados casos que prolijamente determina el artículo 14 
antes recordado, y que no comprenden por cierto el pre- 
sente. 

Sírvase Y. E. así declararlo. 

Ediuirdo Costa. 
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Wmlím de ím Snpreaui €)#rte 



Buenos Aires, Mayo 29 de 1890. 

Vistos en el acuerdo: Resultando : Primero. Que en el pre- 
sente caso se ha puesto en cuestión el aloance del artículo trein* 
ta y dos de la Constitución Nacional, discutiéndose si su pre- 
cepto tiene ó no el efecto de inhibir absolutamente al Congreso 
Federal de legislar para toda la Nación sobre la libertad de la 
prensa . 

Segundo. Que la decisión ha sido contraria al derecho que 
se hace valer por el reclamante, fundado en dicha cláusula. 

Tercero. Que por consecuencia, este oaso se halla compren-^ 
dido en la disposición del tercer inciso del artículo catorce de 
la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Fe- 
derales de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres : se declara mal denegada y se concede libremente la ape- 
lación interpuesta, debiendo en consecuencia, traerse los autos 
con el emplazamiento legal para que el apelante esprese agra- 
vios ; y á sus efectos, líbrese el correspondiente oficio. 



BENJAMilf YIGTORICA. — C. S. 
DE LA TORRE. —LUIS Y. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN. 
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CAITSA liXXXI 



El Dr. D, Florentino Vócos por la Oficina B. de Balances de 
Adímna contra D. Syla Monsegur; por cobro yecuíivode 
pesos. 



Sumario. — i^ La anotación de pago de los derechos que se 
cobran, hecha en algnnos libros de la Aduana, desvirtúala ac- 
ción ejeoativa de sn cobranza. 

2® La desvirtúa también la falta de personería con qae la 
gestiona el actor. 



Caso. — ElDr. Yocos inició ejecución contra D. Syla Monse- 
gur por la suma de 8265 pesos con 49 centesimos, en esta for- 
ma í 3779 pesos con 71 centesimos como deuda directa por de- 
rechos atrasados, j 4485 pesos con 78 ceotésimos como fiador de 
los señores E. Prieury C*. 

El título presentado para ejecutar, consiste en dos liquida- 
ciones formadas por la Oficina B de Balances de Registros, fir- 
madas por el interventor déla misma oficina, D. L. S. Boado, 
con el conforme del Contador de la Aduana y el visto bueno del 
Administrador de Rentas. 

La primera de estas liquidaciones, comprende los cargos di- 
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reotos contra D. Syla Monsegar por derecho é intereses corres- 
pondientes á los años i880 á 84; la segunda compréndelos 
cargos de la misma procedencia contra los señores E. Prieur j 
C% correspondientes al año 1885. 

Despachada la ejecución y depositados por Monsegur á la or- 
den del Jaez los 8265 pesos 49 centesimos reclamados, se le citó 
de remate. 

En esta oportunidad, opuso la excepción de inhabilidad del 
título^ y dijo: Que el título presentado no es una liquidación, 
puesto qne esta supone hechos y cifras, de donde resulta la igual* 
dad 6 saldo de una cuenta ; 

Que no es tampoco ina cuenta, porque no espresa el origen, 
cansa 6 motivo de la deuda, sino solo el nombre do tal 6 cual 
buque y la cantidad qne se cobra, como si fuera el buque el deu- 
dor, y el ejecutado su consignatario ; 

Que según los artículos 435, 36 y 37 de las ordenanzas, la 
Oficina de Balances de Registros concluidos, debe hacer el ba- 
lance al registro con todos los antecedentes que ellos mencio- 
nan ; y por tanto, no puede reclamar obligación alguna al des- 
pachante sin justificarle con los propios papeles que le han ser- 
vido para hacer el balance ; 

Que entretanto, y sin decirle cómo y por qué los debe, se le 
cobran en este caso derechos correspondientes á mercaderías 
que le fueron entregadas siete ú ocho años atrás, con todas las 
formalidades que las ordenanzas prescriben ; 

Que el Administrador de Rentas ha d» haber puesto su con- 
forme en los documentos presentados, por sorpresa ó por pensar 
que se trataba de una simple cuenta para presentarla al deu- 
dor, y sujeta á los reparos consiguientes ; 

Que la legislación de Aduana, severa como es, para asegurar 
la renta, limita la acción fiscal y la hace cesar desde el momento 
que las mercaderías han sido entregadas al despachante, no te- 
niendo derecho después de hacéroste reclamo alguno por la falta 
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de pago de derechos, sino al empleado que lo consintió (artícu- 
los i 87 7 siguientes y 434, 433, etc.); 

Que por esto es menester que se presenten todos los anteceden- 
tes de donde resulte la deuda 6 la diferencia, porque puede ser 
de aquellos que no dan acción contra el comerciante 6 de las que 
se prescriben por un término menor que el ordinario de diez 
años; 

Que según la tramitación prescrita por las ordenanzas de 
Aduana para el despacho de mercaderías (citas de artículos á fo- 
ja 25), resulta que es el manifiesto que debe estenderse en pa- 
pel sellado, y que la ley llama original, el que debe la Aduana 
presentar para fundar y acreditar sus derechos. Así resulta de 
la naturaleza de las operaciones y en este sentido es la práctica 
que siempre se ha seguido ; 

Que la necesidad de la presentación de los documentos origi- 
nales, resulta clara y prácticamente del siguiente caso : entre 
los centenares de documentos que presentaba ni despacho en el 
año 1880, figuraban cinco cajonas con diez gruesas de cajas de 
pildoras cada uno y quince cajones más con almanaques; los 
manifestó en forma, pero no los recibió porque se habían que- 
mado en la lancha y esos cajones se rebajaron de los manifiestos 
respectivos. Entretanto en el manifiesto general del buque 
aparecieron esos cajones al darle balance, pero en la tesorería 
no había constancia ni de que hayan pagado los derechos ni de 
que hayan sido exonerados de ellos; y solo se sabrá si es deudor ó 
no trayendo los documentos originales en los cuales debe ha- 
berse hecho constar la rebaja; 

Que por una casualidad ha enconttado entre sus papeles la so- 
licitud que presentó (fojali) con el motivo indicado, y precisa- 
mente consta en ella que los veinte cajones pertenecían al car- 
gamento del buque americano Ancher^ que es el primero que 
figura en la planilla presentada por el Dr. Tóeos, sin que pueda 
afirmar que sean los correspondientes á sus cajones, los dere- 



DE JÜSTICU NAGIOIIAL 273 

0I108 que hoy se le cobran, aunque es probable qu» así sea, no 
pudiendo desaparecer la duda mientras no se exhiba el mani- 
fiesto de despacho original en qae se funda el crédito que se re- 
clama ; 

Que atenta la forma de pagarse los derechos, que fijan los 
artículos i55 7 siguientes de las ordenanzas, la entrega de las 
mercaderías acredita prima facie que el derecho ha sido paga- 
do cuando no está afianzado 6 no pasa de 1 00 pesos, 7 aún re- 
sultando lo contrario, el despachante queda exento de respon- 
sabilidady haciéndose esta efectiva en los empleados que han 
dado logar al hecho (art. i87 á i90) ; 

Que en cuanto á los derechos afianzados, solo lleva consigo 
prima facie, la presunción de la existencia de la deuda, la letra 
que gira la Aduana por su valor, aceptada por el despachante 7 
su fiador, 7 en consecuencia, es ese el único título hábil conque 
pueda ejecutarse por tales derechos ; 

Que consta que la casa Prieur despachaba bajo fianza, pues 
el ejecutante le exige el pago como fiador, 7 probaría en opor- 
tunidad que también é], Monsegur, deapachaba en las mismas 
condiciones ; 

Que en las planillas presentadas por el ejecutante, ha7 solo 
seis partidas que no alcanzan á 100 pesos, de manera que si la 
deuda existe, deben existir también en poder de la administra- 
ción, las letras correspondientes á la casi totalidad de la suma 
que se demanda; 

Que no espresando las letras el manifiesto de despacho á que 
corresponden, si pudiera cobrarse derechos sin exhibirlas, re- 
sultaría que él deudor estaría colocado á la merced del acree- 
dor 7 que no tendría los medios de resistir el segundo cobro que 
se le hiciera ; 

Que no puede decirse que el pago de derechos al contado 6 en 
letras^ puede acreditarse con el recibo que debe otorgar la te- 
sorería de la Aduana, conforme á lo que manda el articulo i81 
T. n 18 
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de las ordenazas, porque este precepto no se cample con todas 
las formalidades establecidas, pues á cansa del exceso de trabajo 
se prescinde de todo detalle^ y solo se consigna la cantidad qae 
se recibe y el nombre del que paga, como se Te en los dos reci- 
bos que acompaña (fojas i3 7 14), comprendiéndose en ellos cen- 
tenares de manifiestos de carga llegada en diversos baques que 
no se nombran, de suerte que los recibos no pueden resistir el 
nuevo cobro; 

Que de aquí se deduce también la necesidad de la presenta- 
ción de los documentos originales, como lo ha establecido la Su- 
prema Corte en la causa del Fisco contra D. Esteban Spinetto, 
y el inferior en la seguida contra D. Mariano Gutiérrez ; 

Que por otra parte, las planillas presentadas no son copia de 
libro alguno de la Aduana ; será á lo más, el resultado de al- 
gunos papeles 6 apuntaciones de mera tramitación, que no son 
los libros fiscales á cuyos asientos se atribuye en general la fuer- 
za de instrumento público ; y la firma de los empleados públicos 
que suscriben esas planillas, no es suficiente para darles un va- 
lor que intrínsecamente no tienen ; 

Que aunque esas planillas tuvieran el carácter de instru- 
mentos públicos, no por eso tendrán fuerza ejecutiva, pues la Su- 
prema Corte ha declarado que solo tienen esa fuerza los instru- 
mentos públicos comprendidos en el artículo 249 de la ley de 
Procedimientos , y en el exhibido por Yócos no lo está ; 

Que aún en el supuesto de deberse lo que se cobra, no habría 
obligación de pagar intereses, mientras no se acreditara el ha- 
ber incurrido en mora como deudor principal y como fiador; 

Que respecto de lo que se cobra por la fianza prestada & la 
casa de Prieur, está exonerado de responsabilidad aunque la 
deuda fuera cierta, en virtud de lo dispuesto por el artículo 623 
del Código de Comercio, y porque se le demanda el pago recien 
después de tres años, cuando el deudor principal se ha retirado 
del comercio y ausentádose del país y cuando no puede hacer 
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efectiva la responsabilidad y el privilegio establecidos en el ar- 
ticulo 169 de las ordenanzas de Aduana. Pidió que no se hiciera 
logar á la ejecución, con costas. 

Corrido traslado, el Dr. Yócos lo evacuó pidiendo que se re- 
chazara con costas la escepcion, dijo: que el artículo 437 de 
las ordenanzas solo dispone que la Oficina de balances de cuenta 
al administrador de las faltas ó defectos que note en los proce- 
dimientos observados por las otras oficinas y que resulten del 
registro que examine para la corrección y penalidades respecto 
de los emplendos ; y en cuanto á los comerciantes, que se les 
exija inmediato abono de lo que adeuden por cualquier causa, 
aunque sea la falta de un empleado que, por lo general, tiene lu- 
gar en connivencia con el comerciante ; 

Que ese artículo no impone á la oficiua una fórmula sacra- 
mental para proceder al cobro, y si ella ha adoptado la forma 
de liquidación especificando la fecha de entrada del buque, el 
número del manifiesto adeudado, el nombre del buque, el núme- 
ro de su registro y el monto de los derechos impagos, ha sido 
para evitar las argucias de los deudores : á la oficina le bastaba 
especificar el número del manifiesto impago y el ano á que cor- 
respondía ; 

Que hace lo menos seis meses que la oficina citó á Monsegur 
para hacerle saber los cargos que resultaban en su contra; con- 
currió varias veces un hermano del deudor como encargado de 
él, que se hallaba en Europa y dos personas más, se impusieron 
y examinaron todo, y acabaron por reconocer la cuenta, pidiendo 
que se les esperara hasta el regreso del deudor 6 hasta recibir 
instrucciones de él ; 

Que mientras esto sucedía Monsegur hipotecaba sus propie- 
dades por más de 600,000 pesos ante el escribano D. Anacleto 
Beata en Diciembre de 1887 y Enero de 1888 y se presentó des- 
pués á la oficina ofreciendo pagar la cuenta, pero exigiéndosele 
on recibo por chancelación de cuentas con la Aduana, á lo que 
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se negó por no considerarlo el ejecutante en sos facultades ; en 
vista de esto, Monsegur pidió el recibo por chancelación al ad* 
ministrador de Aduana, quien le contestó que si la oficina de 
balances se lo daba, él lo TÍsaría ; 

Que después de esto, en la primera quincena de Febrero de 
1888, Monsegur «nagenó sus propiedades por ante el escribano 
Barrenechea ¿ favor de su hermano y de su suegro por más de 
900,000 pesos, negándose en seguida á pagar el crédito que se 
le reclama ; 

Que así, no es cierto que no se hayan dado á conocer á Mon- 
segur los antecedentes de hu deuda, y aunque lo es que tales 
antecedentes no han sido presentados en juicio, ello se debe & 
que no hay necesidad de hacerlo, desde que son instrumentos 
públicos las cuentas sacadas de los libros fiscales y aatorizados 
por el encargado de llevarlos, y desde que la Suprema Corte ha 
declarado ya esto mismo, así como que la acción del fisco para el 
cobro de los derechos de Aduana, es ejecutiva. (Sentencia de 22 
de Marzo de 1887, 1. 10, serie 2") ; 

Que la prueba de que los derechos que se cobran, no han sido 
pagados, está en que no se presenta el recibo que ha debido en 
todo caso otorgarse, conforme al artículo 181 de las ordenan- 
zas ; 

Que la insinuación de que se ha sorprendido al administrador 
de Aduana para que ponga su visto bueno en las planillas pre- 
sentadas, es gratuita, y se destruye con la consideración de que 
esas planillas fueron elevadas al administrador, como consta de 
autos, para que se embargaran las mercaderías de Monsegur, 
caso de existir en la Aduana; 

Que manifestando Monsegur, ofreciendo probarlo, que las 
mercaderías que él despachaba estaban afianzadas, no es ei 
caso del artículo 187 de las Ordenanzas, que responsabiliza á 
los empleados por entrega de mercaderías no afianzadas ; pero 
de todos modos, la responsabilidad impuesta á los empleados, 
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no tiene el alcance de exonerar al deudor, sídó el de asegurar 
el fiel cumplimiento de sus obligaciones, por parte de esos em- 
pleados, y que esto es así, se demuestra con lo preceptuado por 
el artículo i37 que supone faltas por los empleados en el des- 
pacho de mercaderías, y sin embargo ordena el cobro inmediato 
al comerciante de lo que adeude por cualquier causa. 

Que la limitación establecida por el artículo 434en las faculta- 
des de la Aduana, hasta que las mercaderías salgan de ella^ solo 
se refiere á la clasificación y salvu siempre los casos de fraude 
que penan los artículos i025 y i026^ porque el fraude no quita 
ni confiere derechos. 

Que no hay por parte de la Oficina de Balances el deber de 
presentar el manifiesto en papel sellado á que se refiere el 
ejecutado^ puesto que le basta con cualquiera de los cuatro 
documentos que deben presentarse para el despacho y que han 
de ser de un mismo tenor ; siendo de notar á este respecto, que 
en todos los despachos de Monsegur falta ese manifiesto original 
que él reclama. 

Que la oficina, de todos modos, puede tener entera convicción 
de que es efectivo el crédito que reclama, no solo por lo que 
resulta de los demás papeles, sino por las referencias del 
manifiesto general de buques, por la entrada de las mercaderías 
á la jurisdicción de la Aduana, su salida de esta y la no cons- 
tancia del pago de derechos en los libros de Tesorería. 

Que la insinuación hecha por Monsegur de que pueda tra- 
tarse en este caso, de los mismos cajones que no le fueron 
entregados por haberse quemado en las lanchas, y á que se 
refiere cuando ilustra sus doctrinas con un ejemplo, es inadmi- 
sible, pues él sabe que los derechos reclamados, como consta en 
la oficina, provienen de otros artículos que los contenidos en 
aquellos cajones. 

Que la existencia de la mercadería en poder del comerciante 
no demuestra el pago de los derechos, desde que pudo ser entre- 
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gada en confianza; lo hace á lo más presumilley s c^l vo la prueba 
contraria; pero, aún cuando lo demostrara, ello xio concotriría 
á justificar la escepcion de inhabilidad del título ^ t^inica opuesta 
sino la de pago ; y el no haberse hecho mérito d e esta dltjma 
escepcion, demuestra que el pago no se verificó. 

Que siendo exacto, como lo es, que las mercad ejrf as lan podí. 
do ser entregadas aún antes de pagarse los derecli os 6 de firma- 
das las letras según el caso, no es cierto que solo con la letra 
puede comprobarse la deuda de los derechos ; y no paede ser de 
otra manera, desde que la letra frecuentemente es descontada 
y resultaría entonces que la Aduana se desprendería con el des- 
cuento del único título en su favor. 

Que en virtud de la entrega que hace la Aduana del corres- 
pondiente recibo por el importe de los derechos 6 por las letras, 
el comerciante queda garantido contra un segundo cobro, no 
obstante lo que pretende el ejecutado, puesto que en ese recibo, 
como se ve en la muestra presentada por Monsegur, se espresa 
el número de los manifiestos ¿ que corresponden los derechos, 
y en esos manifiestos han sido declaradas las mercaderías por el 
mismo despachante. 

Que las especificaciones que el ejecutado nota de menos en los 
recibos que espide la Aduana, no tienen importancia, porque 
todo se tiene con el número del manifiesto y la espresi^^ ^^^ 
año, que es lo que no permite confundir el despacho cor» i^^^" 
gun otro. 

Que la jurisprudencia citada por el ejecutado, no fí^vorece 
sus pretensiones, pues todo lo que se estableció en \o& oaso 
que cita, fué que los manifiestos parciales no bastan por si- ^^ ^ 
para proceder ejecutivamente contra el comerciante qn^ 
firma, necesitándose los documentos originales, ú otros cor^ ^^^ ' 
bantes. 

Que en ese caso, se trataba de operaciones regulares 
de acuerdo con las Ordenanzas, mientras que en este mb tra& "'^ 
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operaciones irregulares y fuera de los límites de las Ordenanzas 
y en que han desaparecido los documentos originales, resultando 
sin embargo, comprobado el crédito, mediante el balance de 
remoción practicado por la oficina, balance que según el artículo 
437 de las Ordenanzas reemplaza ó equivale á los documentos 
originales estraviados. 

Que además, los mismos jueces que dictaron el fallo citado 
por el ejecutado, dictaron el que se registra en la página 90 del 
tomo 10 de los Fallos de la Suprema Corte estableciendo que es 
procedente la acción ejecutiva del Fisco aún cuando se base en 
una liquidación ó simple planilla demostrativa de los derechos 
adendados. 

Qne por otra parte, los documentos con que se ha iniciado el 
juicio, no dejan de ser ejecutivos, porque no sean copia de los 
libros de la Aduana, desde que no es una copia lo que la ley 
exije sino un estracto de los mismos, como es razonable que 
sea, porque una copia de todos los asientos de los diferentes 
libros que han servido para formular los cargos, sería algo indes- 
cifrable. 

Que el artículo 249 de la Ley de Procedimientos no menciona 
entre los documentos que traen aparejada ejecución, los asien- 
tos de los libros fiscales, porque fué recien el Código Civil, 
posterior á esa ley, el que les dio el carácter de instrumentos 
públicos ; y además la ley especial de Aduana, que es la que 
rige esta materia acuerda á la Aduana acción ejecutiva para el 
cobro de sus impuestos ; el artículo 249 citado no menciona 
tampoco la acción ejecutiva del fletante para el cobro del flete, 
y la Suprema Corte lo ha declarado (pág. 85, t. 5®, 2* serie), 
y lo mismo sucede con otros casos de ejecución que se fundan 
en disposiciones de las leyes de fondo. 

Que los intereses de los derechos los debe Monsegar en vir- 
tud de lo dispuesto por las Ordenanzas (art. 169) sin necesidad 
de más antecedentes que el de no haber pagado su deuda, pues 



j 



280 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



es sabido qae la Aduana no tiene que protestar las letras firma- 
das por sns deudores para que estos incurran en mora, y el 
ndsmo principio rige cuando no se ha dado plazo para el 
pago. 

Que lo alegado por Monsegur para no responder de la fianza 
que constituyó por Prieur no es admisible, puesto que, según el 
artículo 157 de las Ordenanzas, su fianza tiene el carácter de 
solidaria ; no siendo tampoco de aplicación el artículo 623 del 
Código de Comercio porque Prieur, que no es sino una de las 
firmas de que Monsegur se valía para hacer sus desp^ichos en la 
Aduana, tiene bienes y está radicado en el país. 



Falto il«l Juem Federal 



Buenos Aires, Noviembre 14 de 1888. 

T vistos : estos autos ejecutivos iniciados por el fisco de la 
nación, representado por el Doctor Don Florentino Yócos, coaxo 
encargado déla oficina B de Balances, contra Don Syla Monse- 
gur, por cobro de la cantidad de ocho mil doscientos sesenta y cinoo 
pesos con cuarenta y nueve centavos procedente de derechos deim.- 
portacion é intereses devengados hasta el quince de Diciembre de 
mil ochocientos ochenta y siete, adeudados por él, y por la cas^ 
de F. Prieur y compañía, de la que se dice haber sido fiador so- 
lidario, para resolver sobre la escepcion de inhabilidad del título 
opuesto á la ejecución. 

Y considerando : i^ Que la acción ejecutiva de que se tratct* 
se ha deducido únicamente en virtud de las planillas acompaña- 
das á fojas i y 2, que contienen los cargos formulados contr^ 
Monsegur, por la referida oficina de Balances, en la revisacio^ 
que esta ha practicado de documentos atrasados correspondienv. 
tesálosañosi880yl88i. 
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2° Que según resulta de lo informado por la contaduría de la 
Aduana á foja 66, contestando á las preguntas contenidas en el 
oficio de foja 63, dichas planillas no son, ni pueden ser copia 
de los libros de dicha repartición, sino simplemente partidas en 
descubierto, cuyo reparo formula esclusivamente la oficina de 
Balances, sin participación alguna de la administración, en la 
formación del cargo, siendo el gefe de aquella personalmente in- 
teresado en un cincuenta por ciento, de ios cobros que verifi- 
que. 

3® Que esta circunstancia basta por sí sola para demostrar 
que bajo ningún concepto pueden ser considerados como instru- 
mentos públicos, con todos los efectos legales que la ley atribu" 
ye á estos respecto de terceros^ pues solo deben tenerse por ta- 
les las cuentas sacadas de los libros fiscales, autorizadas por e^ 
encargado de llevarlos, conforme al inciso 5®, artículo 979 del 
Código Civil, regla que no admite, por su naturaleza, una 
interpretación ostensiva á otros casos que no estén dentro 
de las condiciones precisas enumeradas en la disposición 
citada. 

4^ Que si bien es cierto que las Ordenanzas de Aduana acuer- 
dan al fisco acción ejecutiva para el cobro de los derechos adeu- 
dados, dicha acción se basa siempre en documentos origi- 
nales que deben contener la firma del interesado suficientemen- 
te autenticada por la intervención de los diferentes funcionarios 
encargados del despacho de las mercaderías, tales como las le- 
tras, los manifiestos y factuias, razón por la cual no es necesa- 
rio que aquellas sean debidamente protestadas, según lo dispone 
el artículo 167 de las Ordf^nanzas, de modo que hacen plena fé 
y prueba contra el que los suscribe sin otro requisito. 

5^ Que según se desprende de los artículos i i 6, 155 y 186 á 
190 de las citadas Ordenanzas, las mercaderías solo pueden salir 
de la Aduana, 6 previo pago de los derechos liquidados, 6 des- 
pués de firmarse $or su importe letras á cuatro meses de plazo^ 
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siendo laresolacion recaída en el manifiesto de despacho, la que 
lo determina, de modo que la presentación de este documento 
es indispensable para conocer la forma en que se ha efectuado 
el despacho y en qae debieron pagarse los derechos correspon- 
dientes, habiendo establecido la jarisprudencia de la Corte Supre- 
ma en el caso del fisco con Estevan Spinetto (t. 4, pág. 284, de 
la 2* serie), que sin esos documentos ú otros comprobantes no 
se puede proceder ejecutivamente. 

6^ Que el principio consagrado en esta decisión lejos de ha- 
ber sido modificado ó revocado por el fallo posterior á que se re* 
fiere el ejecutanteKel fisco contra Santos Golombe, 1. 10, pág. 90 
de la 2' serie), aparece más bien confirmado, pues en dicho fa- 
llo se tuvo á la vista la escritura de fianza otorgada por el ejecu- 
tado y los manifiestos de las mercaderías firmados por él mismo, 
exigidos por ella para mejor proveer, constando de los mismos 
que se giraron letras, las que no fueron aceptadas, y devueltas 
ala Aduana, de modo que procedió en mérito de documentos de 
indiscutible autenticidad para el demandado. 

7^ Qne del informe espedido por la Aduana (corriente á 
f . 66), resulta que el conforme puesto por la contaduría, en las 
planillas acompañadas á fojas 1 y 2, ha sido al solo efecto de dar 
autenticidad á las firmas qne figuran en ellas, quedando por 
consiguiente la autenticidad de los cargos que contienen, bajo 
la sola fé del encargado de la oficina de Balances que, como se 
ha visto antes, aunque representando derechos fiscales es parte 
personalmente interesada en el cobro. 

8® Que si para la misma Aduana las planillas presentadas no 
son instrumentos públicos fehacientes, por no emanar de sus 
oficinas, según lo espresa en el informe antes referido, menos 
puede servir para establecer, prima facie, la evidencia de una 
obligación, que es la base del procedimiento de apremio, contra 
terceros que no han intervenido en su formación, ni tienen en. 
sus manos los medios de controlar la exactitud de sus partidas 
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con 8Q8 propios docamentos despnes de transcurridos tantos años 
desde los actos generadores de esas cuentas. 

Por estos fundamentos y los concordantes del escrito de foja 
18, fallo : declarando inhábil el título con que se ha iniciado 
este juicio para proceder por la vía ejecutiva, no haciendo lugar 
en consecuencia á la ejecución, con costas al ejecutante, con 
arreglo al artículo 277 de la ley de procedimientos. 

Bepónganse las fojas . 

Virgilio M. Tedin. 



WmUm de ki Wmfmmam Cmrim 

Buenos Aires, Junio 10 de 1890. 

Vistos y considerando : Primero. Qne de las enunciaciones 
contenidas en los escritos de fojas ciento diez y seis y ciento 
cuarenta y uno, presentados por el demandante, resulta que en 
algunos de los libros de la Aduana mencionados en dichos escri- 
tos, aparecen anotados como pagados los derechos cuyo cobro se 
persigue en estos antos. 

Segundo. Que cualquiera que sea el carácter que se atribuya 
á esos libros, ellos forman parte de la contabilidad de la Adua- 
na, y sirven, por lo mismo, á desvirtuar las cuentas que se pre- 
sentan como base de esta demanda, á los efectos, al menos, de 
U acción ejecutiva, según lo ha declarado ya la Suprema Corte, 
entre otros casos, en el resuelto con fecha veinte y dos de Agos- 
to de mil ochocientos ochenta y nueve, en autos seguidos por el 
propio demandante con Cruz Medina y compañía. 

Tercero. Que aparte de esto, se nota en las planillas de fojas una 
y dos, que las últimas partidas de la primera y todas las de la se- 
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gunda, corresponden á balances de los años mil ochocientos ochen- 
ta y cuatro y mil ochocientos ochenta y cinco, ácuyo cobro no 
alcanza el encargo del demandante con arreglo al artículo terce- 
ro del decreto del Poder Ejecutivo, de primero de Febrero de 
mil ochocientos ochenta y seis, en el cual funda su persone- 
ría. 

Por estos fundamentos : se declara no haber lugar á la acción 
ejecutiva entablada, y se confirma con costas la sentencia ape- 
lada de foja ochenta y cuatro. Repónganse los sellos, devuélvan- 
se los libros presentados y vuelvan al Juzgado de su proceden- 
cia. 

benjamín VIGTORICA. — FEDERICO 
IBAR6ÚREN. — C. S. DE LA. TORRE. 
— LÜISV. VÁRELA. 
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CAUSA I^XXXII 



D. Eugenio Leotard contra el administrador de Aduana, 

sobre entrega de mereaderias. 



Sumario. — £1 propietario de mercaderías que la Aduana re- 
tiene para averiguar si se trata de un caso de contrabando, no 
tiene derecho para demandar su entrega ante el Juzgado Fe- 
deral por yia de acción contra la Administración. 



Caso. — El dia 9 de Febrero de i889 D. José Lebrero por 
D. Eugenio Leotard se presentó ante el Juez Federal de esta 
Capital, entablando demanda contra el administrador de Adua- 
na, por deyulucion de unos baúles sacados de á bordo del yapur 
Orénoqu^ por un empleado de la Aduana. 

Dijo : Que el señor Leotard había traído de Europa esos 
baúles, siendo propietario de ellos. 

Que el referido empleado de la Aduana invocando órdenes 
del administrador, exigió la entrega de los baúles, á pesar de 
que su dueño no tenía el propósito de desembarcarlos en este 
puerto, sino seguir con ellos para Montevideo. 
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Que ese hecho obligó al señor Leotard á suspender sa viaje 
al paerto Tecino. 

Que no tratándose de asunto en que corresponda primera- 
mente el conocimiento á la Aduana, sino de una formal de- 
nuncia de abuso de autoridad, la causa caía precisamente bajo 
la jurisdicción del Juez Federal. 

Que por tanto pedía se sirviera el Juez ordenar la devolución 
de los baúles, con especial condenación en costas, daños y per- 
juicios. 

Conferido traslado, y resuelto un artículo por falta de perso- 
nería y arraigo, se presentó á contestarlo D. Egberto Sotoma- 
yor en representación del Dr. D. Joaquin Granel, administrador 
de la Aduana de esta Capital. 

Dijo : Que la Aduana es uua rama de la Administración Na- 
cional y que es solo responsable, ante el poder de que depen- 
de, sin serle permitido estar en juicio por no tener para ello la 
personería necesaria. 

Que el Inspector del Resguardo había tenido denuncia de que 
el vapor Orénoque conducía mercaderías para introducirlas de 
contrabando. 

Que algunos baúles se habían trasbordado al vapor Eolo, y 
que los cinco reclamados por el señor Leotard, se pudieron 
encontrar mediante una prolija inspección en la bodega del 
Orénoque y no constaban en el manifiesto del vapor en forma 
alguna, en contravención á lo dispuesto por el artículo 838 de 
las ordenanzas de Aduana. 

Que por tanto, el proceder del empleado aprehensor ha siJo 
ajustado á la ley. 

Que ya otras veces se había tentado introducir mercaderías 
de contrabando en baúles que pueden fácilmente pasar desa- 
percibidos, invocando después la razón de ser de tránsito, lo 
que, por otra parte, no escluye la obligación de manifestar- 
los. 
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Que en el caso subjudice el proceder de la Aduana ha sido 
más que correcto encomiable. 

Que además de esto, había falta de títnlo en el actor como 
dueño de los bultos que reclamaba. 

Que por tanto pedía se sirviera el Juez rechazar la demanda 
interpuesta con especial condenación en costas. 



F«ll« del Jínes Wmúmrmi 

Buenos Aires, Julio 27 de 1889. 

Y vistos estos autos promovidos por D. Eugenio Leotard 
contra el administrador de la Aduana de la Capital sobre en- 
trega de unos baúles, conteniendo mercaderías. 

Y . considerando : 1^ Que según resulta de la esposicion 
contenida en el escrito de demanda, los cinco baúles de que 
se trata fueron bajados del vapor Orénoque^ por un empleado 
de la Aduana, invocando órdenes del Administrador de la mis- 
ma, á pesar de que según el actor no tenía el propósito de de- 
sembarcarlos en este puerto sino seguir viaje con ellos para 
Montevideo. 

2® Que de la contestación de la demanda y de los diarios 
acompañados á fojas 678 resulta que es cierto el hecho de la 
detención de los referidos bultos, cuya medida respondía á la 
denuncia que se le había hecho á la Aduana de que se trataba 
de introducir esas mercaderías de contrabando, iniciando al 
efecto el correspondiente proceso. 

S"" Que según las disposiciones contenidas en el último ca- 
pítulo de las ordenanzas de Aduana, esta repartición tiene ju- 
risdicción para conocer y resolver administrativamente en los 
casos de contrabando y defraudación de la renta por contra- 
vención á sus leyes y reglamentos, estando espresamente auto- 
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rizada para retener las mercaderías que paedan resaltar pe- 
nadas. 

4^ Qae por consiguiente la legalidad de sus procedimientos, 
así como la reparación de los agravios que pudiera haber infe- 
rido con sus resoluciones, solo puede ser buscada y juzgada 
por medio de los recursos establecidos en las ordenanzas ; de 
donde se deduce que no es lícito á las partes, sustraer la causa 
del conocimiento de la Aduana, bajo la forma 6 protesto de una 
demanda ordinaria de entrega de mercaderías, ni á los jueces 
intervenir en sus procedimientos, mientras no les sea some- 
tido el caso en la forma determinada en el artículo 1063. 

Por estos fundamentos : fallo no haciendo lugar á la demanda 
de foja dos con costas al actor, sin perjuicio de que ejercite su 
derecho, como y ante quien corresponda. Notifíquese con el 
original y repóngase las fojas. 

Virgilio M. Tedin . 



WmUm Ú9 la SopreuMi C^rte 



Buenos Aires, ionio 10 de 1890. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas, la sen- 
tencia apelada de foja treinta y ocho vuelta; y repuestos los 
sellos devuélvanse. 

BENJAMÍN TICTORICA. — FEDERI- 
CO IBARGOREN. — C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. TÁRELA • — 
ABEL BAZAR. 
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CAUSA IjXXXm 



D. Luis D'Abreuy D. Juan A. Martínez contra D , Carlos A. 

Pica, por cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario, — El pago de una suma dada, hecho al acreedor, 
debe imputarse al crédito que este ejecuta si no se demuestra la 
existencia de otro crédito. 



Caso. — En 16 de Febrero de 1888, D. Antonio E. Martínez, 
en representación de los señores D'Abreu y Martínez se presen- 
tó ante el Juzgado de Sección esponiendo : 

Que D. Carlos A, Pica adeudaba á sus representados la suma 
de dos mil setecientos pesos moneda nacional, según el pagaré 
qne adjuntaba, suscrito por Pica ; y pidió, á fin de preparar la 
TÍ a ejecutiva, se ordenase comparecer al deudor bajo apercibi- 
miento, á reconocer su firma. 

El pagaré era del tenor siguiente : 

€ Pesos 2700 moneda nacional. — Pagaremos de maneomun 
et insolidum la suma de dos mil setecientos pesos nacionales á 
los^señores D'Abreu y Martinez 6 s/o, á noventa días de la fecha, 

T. IX 19 
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Contestó: Qo6 se negc^ba á reconocer la firma en razón de que 
había sido llamado á absolver posiciones, y que la firma de que 
se trataba no le era personal. 

8* pregunta. Jure cómo es cierto que el absolvente tiene 
comprometida la parte que le corresponde en el pleito con los 
señores Chute y Brooks para pago de varias deudas. 

Contestó : Qae no era cierto. 

Q'* pregunta. Confiese cómo es verdad que los principales 
acreedores del absolvente en el pleito de Chute y Brooks es la 
Sociedad entonces de D'Abreu y Martínez. Caso de negarlo diga 
quién es su principal acreedor. 

Contestó : Que ignoraba. 

10^ pregunta. Jure cómo es cierto que la firma que suscribe 
la presente obligación y que se le pondrá de manifiesto, es de su 
puño y letra. 

Contestó : Que se negaba á contestar porque se trataba de un 
Teconocimiento de firma. 

11* Pregunta. Confiese cómo es verdad que la e scepcion de 
pago deducida á última hora, ha sido sujerida por sus amigos 
íntimos Dr. Spinelliy D. Miguel de Luca, con quienes vive el 
absolvente en calle Corrientes número 907. 

Contestó : Que no era cierto. 

II. Otro pliego de posiciones absuelto por D. C. A. Pica. 

1" Pregunta. Confiese cómo es verdad que la Sociedad que el 
absolvente tuvo con D. Luis D'Abreu fué bajo la razón social de 
Luis D'Abreu y C'*, para solicitar de los poderes públicos de la 
Nación una concesión de Ferro-Carril de Bahía Blanca á Mer- 
cedes de San Luis. 

Contestó : Que esta posición había sido ya objeto de las ante- 
riores que no había considerado pertinente al hecho alegado. 

2* pregunta. Confiese cómo es verdad que la solicitud de 
dicha Sociedad fué rechazada por el Congreso en 1886. 

Contestó : Que consideraba igualmente impertinente la pre- 
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gunta por no tratarse de im hecho particular del absolvente. 

3* pregunta. Confiese cómo es verdad que el absolvente sien- 
do socio de D. Juan F. de la Serna liquidó la Sociedad de los 
negocios en La Plata que tenía con este. Caso de negarlo diga 
quién fué el socio que se encargó de la liquidación. 

Contestó: Que no era cierto, que nunca se liquidó el negocio. 



Prueba del ejecutado 

I. Un interrogatorio de una pregunta útil al tenor del cual 
declara D. Antonio Sirven, comerciante. 

Pregunta. Diga si es cierto que al practicarse con el decla- 
rante los arreglos necesarios para que se hiciese cargo del galpón 
y demás obras existentes en el terreno de su propiedad, situado 
en La Plata, calle 56 entre 9 y 10, se convino fijar á dicho gal- 
pón y obras el valor de un mil pesos moneda nacional, cuya 
cantidad ha satisfecho á D. Luis A. D' Abren por cuenta del pa- 
garé que á favor del mismo D'Abreu y de D. Juan A. Martines 
suscribieron D. Carlos A. Pica y D. Juan F. de la Serna. 

Contestó : Que era cierta la pregunta por lo que respecta á ha- 
ber estipulado la suma de mil pesos nacionales por el galpón, 
cantidad que entregó al [señor D'Abreu ; pero que ignoraba sí 
dicha cantidad era por cuenta de pagaré alguno. El represen- 
tante de D'Abreu y Martínez les hizo las siguientes repreguntas: 

1* Diga si sabe que la Sociedad Pica y Juan F. de la Serna 
compraron en 1885 á los señores D'Abreu y Martínez las exis* 
tencias de un corralón de cal en La Plata. 

Contestó : Que era cierto y le constaba por haber traspasado el 
contrato de arriendo de D'Abreu y Martínez á favor de Serna 

yC«. 
2" Si sabe que los señores Pica ó de la Serna se establecieron 
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en La Plata con ese negocio bajo la razón social de «P^san jp ¿ 
la Serna y C'. 

Contestó: Que era cierto. 

3* Diga si el declarante compró al señor Pica y d^ Ja Serna 
en Julio de 1885, el galpón de madera que la Sociedad, tenfa en 
ese corralón por la suma de 1000 pesos. 

Contestó : Que era cierto. 

II. Un interrogatorio de tres preguntas útiles al l^enor del 
cual declara D. Juan F. de la Serna, oriental, comeroiant^e. 

1* pregunta. Diga si es cierto que en la Sociedad que existió 
entre el declarante y D. Carlos A. Pica recibieron en traspaso 
de D. Luis A. D' Abren y de D. Juan A. Martínez un gralpon y 
varios restos de materiales de construcción que los mismos 
señores tenían establecido en La Plata en terreno de propiedad 
de D. Antonio Sirven, ubicado en la calle 56 entre 9 y lO. 

Contestó : Que era cierto. 

S* pregunta. Diga si es cierto que habiéndose convenido de 
común acuerdo fijar como valor del galpón y materiales la can- 
tidad de dos mil setecientos nacionales, suscribió un pag'aré por 
esta cantidad en unión con D. Carlos A. Pica á favor de los 
espresados señores D. Luis D' Abren y D. Jaan A. IHarti- 
nez. 

Contestó : Que era cierto. 

3* pregunta. Diga si es cierto que por encargo de iD . Luis 
D'Abreu cobró á D. Gregorio Torres, por cuenta de D. Carlos A. 
Pica, la cantidad de setecientos cincuenta pesos nacionales en 
tres partidas de á doscientos cincuenta pesos cada uaa, en los 
meses de Enero, Febrero y Marzo de i 886, habiendo entregado 
sus importes al espresado señor Abren inmediatamente después 
que efectuaba los cobros. 

Contestó: Que no era cierto; que el declarante cobró por 
orden verbal del señor Pica dicha cantidad en dos partidas, una 
de quinientos y otra de doscientos cincuenta pesos, cuya cacti- 
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dad entregó al mismo señor Pica al regreso de este de los esta- 
dios del Perro-Carril. 

La parte de D'Abreu hizo al testigo las siguientes repre* 
guntas : 

1* Si sabe que el cobro hecho por el señor Pica á Torres 
provenía de trabajos como empleado en la línea del Perro-Carril 
á Mercedes. 

Contestó: Qae el cobro se hizo á la empresa Abren, Torres 
y C* y qne creía proTenía de dichos trabajos. 

2* Si el declarante siendo socio del señor Pica recibió de los 
señores D' Abren y Martínez los mil pesos del galpón vendido al 
señor Sirven. 

Contestó: Que efectivamente recibió dicha cantidad, pero 
qne no recordaba si la recibió del señor Sirven ó de los señores 
D'Abreu y Martínez. 

3* Si sabe qne además del importe del pagaré que se ejecuta, 
el señor Pica debe otras samas á D'Abreu por préstamos. 

Contestó : Qne sabía qne había créditos contra el señor Pica 
en los libros, hasta Diciembre del año 84 que faé cuando el 
declarante se separó del escritorio ; pero qne ignoraba si estos 
créditos eran ó no por préstamos. 

4* Si tanto el declarante como el señor Pica, sa socio, asaban 
indistintamente de la firma social J. F. de la Serna y C*. 

Contestó: Que era cierto ; qne la usaban indistintamente. 

III. Un informe del gerente del Banco Nacional de la Capi- 
tal, del que resulta : que el giro de la sucursal de Bahía Blanca, 
número 1901 , de trescientos pesos ala orden de L. A. D'Abreu, 
fué pagado por la Casa Matriz en Enero 3 de 1887 ; que esa 
suma fué entregada en Bahía Blanca por el señor Carlos A, 
Pica, según telegrama recibido de dicha sucursal. 

lY. Un interrogatorio de una pregunta útil al tenor del cual 
declara D. Gregorio Torres, diputado nacional. 

Pregunta. Diga si es cierto que por cuenta de D. Carlos A. 



Á 
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Pica ha entregado á D. Juan F. de la Serna la suma de sete- 
cientos cíncaenta pesos moneda nacional en tres pagos de dos- 
cientos cincuenta pesos cada uno, efectuados en los meses de 
Enero, Febrero y Marzo de 1887. 

Contestó: Que en su escritorio pagó al señor Juan F. déla 
Serna, por encargo verbal del señor Pica al señor Serna y á su 
socio el señor D'AbreUy por dos veces, y en dos recibos, la soma 
de setecientos cincuenta pesos nacionales, correspondiente á tres 
meses de sueldo del señor Pica como empleado en los estudios 
del Ferro-Carril de la Sociedad D'Abreu, Torres y C", desde el 
22 de Diciembre de 1886 á 22 de Marzo de 1887, conforme los 
recibos en poder déla Sociedad, y confirmados por otros recibos 
posteriores de puño y letra del señor Pica, al recibir sus respec- 
tivos sueldos de empleado. 

y. Interrogatorio de una pregunta útil al tenor del cual 
declara D. Jorge Payró, empleado. 

Pregunta. Diga si es cierto que por autorización verbal de 
D. Carlos A. Pica ha pagado por cuenta de este á D. Luis A. 
D' Abren una cantidad de 180 á 220 pesos moneda nacional. 

Contestó : Que era cierto que había pagado esa cantidad, no 
recordando sifué por autorización verbal ó por otro motivo. 

La parte de Abren hizo á este testigo las siguientes repre- 
guntas : 

1^ Diga el declarante si hizo anotaciones en los libros, cua- 
dernos de apuntes del señor D' Abren hasta mediados del año 
1886. 

Contestó : Que era cierto . 

2* Si sabe que D. Carlos A. Pica además de un pagaré con 
que es ejecutado debe además otras sumas al señor D' Abren» 
entre ellas un saldo de mis de mil pesos del negocio del horno 
de ladrillo. 

Contestó: Que ignoraba. 

3* Si sabe que los señores Pica y Juan F. de la Sema eom- 
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piaron á Martínez y D'Abreu las existencias de nn corralón en 
La Plata. 

Contestó: Que ignoraba. 

4* Si sabe que los señores Pica y Serna formaron ana Socie- 
dad, la que giraba bajo la firma J. F. de la Serna y C'*. 

Contestó : Que ignoraba. 



Fall» del Jínea Federal 

Buenos Aires, Febrero 38 de 1890. 

Y vistos estos autos seguidos por D. Antonio Martinez como 
apoderado de los señores Abreu y Martinez contra D. Garlos A. 
Pica por cobro ejecutivo de la cantidad de dos mil pesos nacio- 
nales procedentes del pagaré de foja 1 , de los cuales resalta : 
que en la estación oportuna del juicio el ejecutado opaso la 
escepcion de pago y se recibió la causa á prueba para su debida 
justificación, habiéndose producido la que espresa el certificado 
del actuario (f. 49 ▼.). 

Y considerando: i® Que de la prueba producida por el eje- 
tado, consistente en el testimonio de los testigos D. Antonio 
Sirven, foja 37; D. Juan Francisco de la Serna, foja 41; D. 
Gregorio Torres, foja 50; D. Jorge Payró, foja 60, é informe del 
Banco Nacional, foja 48, no resolta justificada la escepcion ale- 
gada, pues ningano testifica que las entregas de dinero he- 
chas por Pica procedan del pagaré qae motiva esta ejecu- 
ción ; y 

2^ Que por el contrario el hecho de no conservar el eje- 
cutado, recibo del pago, según lo ha confesado, hace presu- 
mir que no lo ha verificado (art. 193, t. I"*, cap. 2°, Cód. de 
Com.). 

Por estas consideraciones, fallo : no haciendo lugar, con eos- 
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tas, á la escepcion de pago, deduoida por D. Carlos A. Pica j 
en consecuencia llévese adelante la ejecacion, hasta hacerse 
trance y remate de los bienes embargados, para el completo 
pago del capital, intereses y costas. Repóngase los sellos. 

Ánd/rés Ugamza. 



Wmiím de la Suprema C^rte 

fiaenos Aires, Junio 10 de 1890. 

Vistos y considerando: Que de la nota del Banco Nacional, 
corriente á foja cuarenta y ochj, como de las afirmaciones con- 
tenidas en la quinta pregunta del interrogatorio de foja ciento 
setenta, resulta comprobado el abono hecho por el demandado 
á los ejecutantes, de la suma de trescientos pesos moneda 
nacional. 

Que no se ha justificado por los últimos, la existencia de otro 
crédito contra el ejecutado que el resultante del pagaré de foja 
primera ; y debe, en consecuencia, dicho abono imputarse á este 
documento. 

Por estos fundamentos, se declara: que debe llevarse adelante 
la ejecución iniciada, por el valor del espresado pagaré de foja 
primera, deducción hecha de la suma de los trescientos pesos 
enunciados, quedando en estos términos modificada la sentencia 
apelada de foja noventa y siete vuelta y debiendo abonarse por 
las partes las costas causadas en ambas instancias hasta el 
presente, en el orden en que se hayan producido. Repónganse los 
sellos y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORIGA. — FEDERICO 
IBARGÜREN. — G. S. DE LA TOR- 
RE. — LUIS V. TÁRELA. — ABEL 
BAZAN. 
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CAV8A liXXXIT 



D. Gabino Chanteyro contra la Provincia de Buenos Aires; 
sobre reivindicación y pago del valor de unas tierras. 



Sumario. — i^ En la acción de reivindicación y pago de va- 
lor de tierras qne se dicen propias, el actor debe demostrar la 
existencia del dominio á so favor, ó de sus causantes. 

2^ Las provincias paeden oponer á la acción de reivindica- 
clon, la adquisición del dominio operada por la prescripción, j á 
la de cobro de pesos la prescripción liberatoria. 



Caso. — D. Gavino Chanteyro ocurrió ante la Suprema Cor- 
te demandando á la Provincia de Buenos Aires, á fin de que se le 
indemnizara del valor de las tierras de su pertenencia que su 
gobierno hubiera vendido, y á la devolución de aquellas que no 
hubiesen sido enagenadas. 

Dijo : Qne los antecedentes de su demanda se encuentran en 
un espediente seguido ante el Gobierno de la Provincia deman- 
,dada, con motivo de un reclamo que se basaba en una donación 
hecha á favor desús antecesores el año de 1637; 

Que según los testimonios otorgados por el Escribano de 6o«- 



300 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

bierno de la Provincia, agregados (f . 2 y 37) al espediente ca- 
ratulado « Gavino Chanteyro y otros, sobre ioforniacion>, el 
8 de Febrero de 1638, el Gobernador D. MendodelaCueyay Be- 
navidez hizo merced al General D. Juan de Tapia y Vargas de 
unas tierras vacas en la Cañada Honda, á 22 leguas de la ciudad 
de Buenos Aires, una antes de llegar al rio de los Arrecifes, de 
esta banda, en el camino de Córdoba, tomando por frente la Ca- 
ñada Honda, desde donde pasa el Camino que va á CUile hasta 
donde desagua la dicha cañada en el rio de los Arrecifes y por 
esta banda hasta tocar con el rio Areco; dando ambos rios por 
frente lo que dicha cañada tiene desde su nacimiento en el ca- 
mino que va á Chile hasta su desaguadero cañada abajo (pasado 
el camino que va á Córdoba) en el dicho rio de los Arrecifes; 

Que esta donación fué debidamente determinada á solicitud 
de ély de acuerdo con los títulos presentados, por el Departamen- 
to de Ingenieros de la Provincia (Informe de foja 38 vuelta, y 
plano de foja 41, espediente citado) ; 

Que su personería para gestionar estos derechos, se encuentra 
acreditada como consta del auto declaratorio dictado por el Juez 
de i* instancia Dr. D. Honorio Martel que se encuentra en el 
mismo espediente citado (f. 114); resultando de ese auto que el 
General D. Juan de Tapia y Vargas reconoció en su testamento 
como hija legítima y heredera á doña Isabel Matías Tapia, ca- 
sada con Felipe Herrera de Guzman ; 

Que en el mismo espediente (f . 110), se halla la partida de 
bautismo de doña Dominga Juana Mariana Herrera Guzman, 
hija de doña Isabel Matías Tapia; y además las siguientes: de 
matrimonio (f. 50), de doña Mariana Herrera y Guzman con D. 
Juan de Sosa, de los cuales nació (partida de foja 51) doña 
María Martina ; la de matrimonio (f. 52)de doña María Martina 
Sosa conD. Vicente Ferreyra Padrón; la de bautismo (f. 53) 
de D. Juan Manso Padrón, hijo de aquellos; la de ma- 
trimonio (f. 56 y testimonio de f. 78) de D. Juan Manso Padrón 
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7 doña María Rosa Monsalvo ; la de matrimonio (f. 58) de D. 
Manoel Gbanteyro y doña Pascuala Padrón, bija de D. Juan 
Manso Padrón ; y finalmente la de bautismo (f. 53) de Gavino 
José Gbanteyro hijo de los anteriores, habiendo el Ministro de 
Gobierno de Baenos Aires (f. 126), reconocido la personería 
del actor como sucesor directo del General D. Jaan de Tapia y 
Vargas ; 

Que establecida su personería y la merced remuneratoria 
ot-orgada á favor de uno de sus antepasados, la adquisición y pér- 
dida de los derechos que ella confiere son regidos por las leyes 
vigentes en la época en que se hizo ; y como la cédula rf>al fe- 
chada enGuadalajara, A 24 de Agosto de 1546, establece que los 
repartimientos de tierra son perpetuos para los agraciados y sus 
sucesores, se sigue que sus derechos á reclamar las tierras áque 
se refiere la demanda es hoy tan completa y perfecta como el que 
tenía su antepasado el General de Tapia y Vargas en la época 
en qne la demanda se hizo ; 

Que'fundado en la citada cédula, así como en los principios de 
de derecho, según los cuales nadie puede enriquercerse á costa 
agena y debe restituirse lo que se ha recibido indebidamente, exi- 
ge la indemnización por las tierras que se han vendido, porque 
desde qne una ley especial atribuía al General de Tapia y Var- 
gas y sus sucesores, el dominio perpetuo de los terrenos en 
cuestión, es evidente que al enagenar el gobierno lo ageno con- 
traía la obligación de restituir el precio á su legítimo dueño ; 

Que su derecho á pedir la devolución de las tierras no enage- 
nadas, se funda en uñ título cuya legitimidad no puede po- 
nerse en duda, desde que él fué otorgado por el Estado mismo, 
existiendo constancia de él en los archivos de la Provincia. 

Conferido traslado de la demanda, la contestó en representa- 
ción de la Provincia demandada* el Dr. D. Juan José Montes 
de Oca, pidiendo que se la rechazara con costas. Para fundar su 
petición se refirió á antecedentes existentes en un espediente se- 
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guido por el demandante ante la Corte de Justicia de Baenos 
Aires, relativo á un terreno lindero con el qne ahora reclama, y 
en otro espediente seguido por el propio demandante ante el Go- 
bierno de la misma Provincia; y solicitó que dícLos espedientes 
se pidieran al Gobierno. 

La Suprema Corte no hizo lugar á este último pedido por 
cuanto los antecedentes que se mencionaban obraban en poder 
del demandado y era á su cargo presentarlos, esplicando sucin- 
tamente los hechos y escepciones en que se base la contesta- 
ción. 

En seguida el mismo representante de la Provincia demanda- 
dada presentó los espedientes seguidos ante el Gobierno y ante 
la Corte, y espuso: 1® Que los terrenos á que se refiere la de- 
manda sOn los mismos que pertenecieron á los Padres Belermi- 
tas, desde antes de 1668 y que por sucesivas enagenaciones han 
pasado hasta sus dueños actuales ; 

2* Que el General Tapia y Vargas no hizo la mensura de los 
terrenos á que se refiere la merced de 1633, ni tomó posesión de 
ellos; requisitos indis^pensables para la consumación del contra- 
to; porque sin la tradiccion no hay transferencia de domi- 
nio ; 

3^ Que la merced invocada os una de las muchas que se hi- 
cieron en aquella época y quedaron sin efecto por el abandono 
de los agraciados, como lo prueba el hecho de haber pasado á 
lus Padres Belermitas y á los que sucedieron en la propiedad ; 

4^ Que no puede existir en el presente caso aocion reivindica- 
toria ni ninguna otra, desde que no se ha probado que los terre- 
nos en cuestión fueron adjudicados á doña Isabel Matías Tapia, 
hija del General Tapia y Vargas, de quien desciende el de- 
mandante ; 

5® Que además, existe el largo trascurso de tiempo (244 
años), que ha extinguid o por la prescripción cualquiera acción, 
real ó personal, délos herederos del General Tapia y Vargas. 
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Conferido traslado de los espedientes acompañados el deman- 
dante lo eyaonó esponiendo : que nada encontraba en ellos que 
se opusiera á sn derecho, notando que en los informes del Depar- 
tamento de Ingenieros (f • 38 v. j 140) solo se opone contra la 
donación que es demasiado considerable la ostensión de tierra, 
para ser concedida llamándola un pedazo de tierra vaca ; y las 
diversas denominaciones anteriores y posteriores á la de sn an- 
tecesor ; 

Que la primera consideración no tiene peso alguno, sise atien- 
de al ínfimo valor de la tierra en la época de la donación y aún 
después de ella ; y lo mismo sucede con la segunda, porque esas 
donaciones son posteriores 6 anteriores á la del General Tapia y 
Vargas ; 

En el primer caso, serían nulas, pudiendo los interesados 
ocurrir al Estado para ser reembolsados de lo que hubiesen da- 
do al adquirirlas, pues no se concibe que habiendo el fisco tras- 
mitido la propiedad á perpetuidad, según la cédula real de 24 de 
Agosto de 1546, en el año 1638, pudiera después trasmitirla 
válidamente. En el segundo caso, es de tenerse en cuenta que 
con anterioridad á la donación del General Tapia y Vargas se 
hicieron muchas que caducaron por falta de cumplimiento de 
los requisitos indispensables establecidos para su validez ; y es 
de presumirse que tales donaciones quedaron sin efecto, desde 
que no se afirma su subsistencia ; 

Que no es exacto que el donatario no haya cumplido con las 
obligaciones de mensurar la tierra y que no haya tomado pose- 
sión de ella, no pudiendo afirmarse que así haya sido por solo la 
circunstancia de no existir actualmente las constancias de ta- 
les hechos, y debiendo presumirse que ellos se cumplieron y no 
que fueron omitidos ; 

Que además, existe la constancia de la toma de posesión y de 
haber el General Tapia y Vargas poblado las tierras formando 
en ellas importantes establecimientos, los cuales debieron ser 



/• 
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tan valiosos que avaluadas las tierras en 300 pesos para el pao-o 
de la media anata en 1637 y 1638, sirvieron en 1648 para fundar 

nna capellanía que instituyó el albacea del General Tapia y 
Vargas, por valor de 3000 pesos; establecimientos ubicados el 
uno de aquel lado y el otro de este del rio Areco; 

Que no es exacto que el donatario y sus sucesores hayan perdido 
sus derechos por el abandono de la tierra, pues el abandono no 
tenía por efecto hacer caducar la merced. Las mercedes tenían 
por objeto remunerar los servicios 6 crear una fuente de renta 
exigiendo el pago de ciertos derechos 6 contribuciones ó. f aror 
de la Corona de España, y no era el abondono lo que producía sa 
caducidad, sino la falta de pago de los impuestos inherentes í 
ellas ; constituyendo esta falta de pago, según la cost umbre, 
una omisión de los requisitos indispensables para su ^validez; 

Que por lo demás, no es cierto que las tierras hay sin sido 
abandonadas, ni consta que ellas fueran ocupadas por los Pa- 
dres Belermitas; y en todo caso, estos Padres boIo habría, o ocu- 
pado una mínima parte de ellas; siendo de notar que no podrían 
haberlo hecho sino por donación, que tendría el vicio de wm rtlidad 
por referirse á tierras ya donadas á perpetuidaxi al Genex*al Ta- 
pia y Yargas para sí y para sus herederos y sucesores ; 

Que respecto de la personalidad del demandante, en el escri- 
to de demanda se ha espuesto la manera cómo ella se ha j ostifi- 
cado, habiendo además sido reconocida por el Gobierno d.^ £ae- 
ñor Aires (f. 124, autos agregados) ; 

Que la prescripción opuesta por la parte demandada, no es 
procedente; en primer lugar, porque según los terminan <le la 
real cédula fechada en Guadalajara á 24 de Agosto de -1546, 
todos los repartimientos de tierra tenían el carácter de per- 
petuos; lo que vale decir, que esas tierras eran impresoxipt^i- 
bles. En segundo lugar, porque según las leyes anterioires a/ 
Código Civil, la prescripción no se operaba ni en contra ni en 
favor del fisco, demostrando claramente lo primero las leyes 
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i\ título 17, partida 2", y 6» y 7% título 29, partida 8s 
(Véase citas f. 29) ; y aún admitiendo que la prescripción se 
operase contra el fisco, de ello no se sigue que existiera en favor 
del fisco y en contra de los particulares. No hay ley espresa que 
la establezca y en ausencia de la ley debe ocurrirse á los princi- 
pios generales del derecho, segan los cuales la prescripción no 
es de derecho natural sino de derecho positivo ; por coya razón 
y porque constitaye una escepcion, es evidente que solo puede 
aplicarse en los casos espresambnte determinados ; 

Que si por el hecho de ser admisible la prescripción contra el 
fisco, hubiera de considerarse procedente en favor de él como de- 
recho correlativo^ el Código Civil se habría limitado á declarar- 
la procedente contra el fisco, lo cnal no ha hecho, pues espresa- 
samente ha declarado que ella puede ser opuesta por el mismo 
fisco. 



Fallo de la Supream Corte 



Buenos Aires, Junio 10 de 1890. 

Vistos estos autos traídos ante esta Suprema Corte de Justicia 
por demanda de D. Gavino Chanteyro contra el Gobierno de la 
Provincia de Buenos Aires, sobre reivindicación de unas tierras 
y pago del valor de'otras de que dice estar en parte en posesión 
dicho Gobierno y en parte haber enagenado á terceros. 

Besulta de su examen : Que las tierras en cuestión, ubicadas 
al Norte de esta Capital entre los rios Arrecifes yAreco, déla 
Provincia de Buenos Aires, lugar de la Cañada Honda, según los 
límites y designaciones contenidas en la escritura que en copia 
corre de fojas doscientos veinte y dos vuelta á treintay tres del es- 
pediente administrativo agregado á los presentes, fueron adjudi- 
cadas en merced con fecha ocho de Febrero del año mil seis- 

T. IX 20 
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cientos treinta y ocho, por el entonces Gobernador y Capitán 
General de las Provincias del Bío de la Plata, al general Don 
Jaan de Tapia de Vargas, de qnien se dice sucesor á. titulo 
universal el demandante. 

Que á la maerte de dicho Tapia y Vargas, hecha liquidación 
y partición de sus bienes, dichas tierras fueron adjudicadas en 
propiedad en pago de la dote^ arras, mitad de gananoialesj 
quinto en que había sido mejorada, á su segunda esposa Dona 
Isabel Frias Martel, quien instituyó sobre ellas en el ano mil 
siescientos cuarenta y siete una capellanía de valor de tr-es mil 
pesos que redimió en el año siguiente de mil seiscientos cnair^nta 
y ocho por el pago de su valor, liberando consiguienteizieiite y 
adquiriendo de nuevo el libre dominio y propiedad de las t^ierras 
mencionadas. (Documentos de fojas ochenta y cinco y primera 
combinados del primer cuerpo de autos remitidos por la O a ría 
Eclesiástica). 

Que en seguida, y sin que aparezca con precisión lafecba, 7 
solo sí que fué antes del año mil setecientos sesenta y aobOf 
pasaron ellas á poder de la Compañía de Padres Belermi^^^^' 
existente á la sazón en estas Provincias, los cuales las pos 07^^" 
ron durante varios años, retrovertiendo á su disolución al éLo" 
minio del Estado, del cual por traspasos sucesivos desde m^^ 
ochocientos veinte y dos, veriñcados los primeros en suba^^^ 
público, han llegado hasta sus actuales poseedores. (Informe d^ 
foja 190 del espediente administrativo). 

Que interpuesta la presente demanda y corrido traslado iff 
ella, el representante del Gobierno demandado la ha contestado 
refiriéndose en general á las constancias y escepciones prodaci* 
das en los espedientes agregados, oponiendo el ningún efecto de 
la merced acordada á Tapia de Vargas por la imposibilidad de 
su ubicación en el terreno dentro de los límites y especificacio- 
nes del título respectivo, como por la falta de tradición y ningu- 
na posesión de Vargas en los terrenos en cuestión ; la carencia 
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en todo caso de todo título sobre los mismos, en lo que se refiere 
al demandante, por no haber acreditado este qne ellos fueron 
adjudicado? á la hija del concesionario Doña Isabel Tapia de 
Vargas, úe quien hace derivar á título de descendiente sus dere- 
chos ; 7 finalmente, la prescripción de sus acciones ya reales ya 
personales por su abandono é inacción durante el largo espacio 
de doscientos cuarenta y tantos años. 

T considerando : Que justificad os perlas enunciaciones del do- 
cumento relacionado de foja ochenta y cinco del espediente 
mandado agregar ad effectum videndi por decreto de foja 
cuarenta y seis vuelta, que las tierras en cuestión fueron adju- 
dicadas en propiedad ala muerte de Don Juan de Tapia de Yar- 
gas á su cónyuge supérstite Don Isabel Frias Martel, quedando 
ellas por efecto de tal adjudicación fuera del patrimonio de los 
hijos y demás descendientes de la primera unión de dicho Tapia 
de Vargas, de que procede por línea recta el demandante, ha 
tenido este necesidad de justificar para fundar debidamente la 
acción entablada y probar el dominio de los bienes reclamados, 
no solamente su título de heredero del primer adjudicatario de 
ellos, sino también sus derechos sucesorios á los bienes de la se- 
gunda esposa de aquel, ácuya familia es completamente estraño. 

Quenoha acreditado sin embargo^ ni aún afirmado, tener título 
alguno de sucesión á los derechos de la espresada Doña Isabel 
Frias Martel. 

Que el ningún derecho de parte de los descendientes del pri- 
mer matrimonio de Tapia de Vargas, á los bienes reclamados, 
resulta además no solo de las indicaciones del documento antes 
citado de foja ochenta y cinco, sino también y especialmente de 
las contenidas en la escritura de fundación capellánica de foja 
primera del mismo espediente, en la cual se declara instituir 
dicha fundación no sobre aquellos bienes, como equivocadamen- 
te se pretende por el actor, sino sobre una chacra llamada de La 
Matanza, estraña á este litigio y una de las hipotecadas en la 
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anterior fandacion y liberadas en seguida por Doña Isabel Frias 
Martel, que se espresa por los otorgantes haber vuelto al dominio 
de la familia de Tapia de Vargas por donación de aquella, y una 
estancia en el rio de Areco habida por compra á Don Antonio 
Gómez de Saravia, es decir, á título particular y completamente 
estraño al derivado de los derechos de Tapia de Vargas, que boy 
se invocan, y de ninguna aplicación á los terrenos de aquel. 

Que la ninguna razón que da el demandante acerca de las di- 
versas trasmisiones que han debido operarse en la propiedad y 
posesión de estos bienes entre los múltiples y numerosos descen- 
dientes del primitivo adjudicatario de ellos, ano haber queda- 
do desde so origen fuera del patrimonio común; el abandono en 
que por el contrario se han hallado por parte del actor como de 
sus causantes por el espacio considerable de doscientos 6 más 
años; y la ignorancia misma, finalmente, del primero acerca de 
sus pretendidos derechos, de los cuales, según su propia confe- 
sión ha venido á apercibirse solo por la publicación oficial hecha 
en los Registros Estadísticos de la Provincia de Buenos Aires de 
la merced acordada á su remoto ascendiente Don Juan de Tapia 
de Vargas, son otros tantos hechos que concurren á demostrar 
que en ningún momento, esos bienes se han hallado en el domi- 
nio de las familias de sus ascendientes. 

Que estas consideraciones bastan y sobran á demostrar el 
ningún derecho del reclamante sobre los terrenos en cuestión y 
la improcedencia en consecuencia de la acción entablada. 

Que aún cuaido así no fuera, el resultado del litigio no puede 
ser diverso del punto de vista de la escepcion de prescripción 
alegada por el representante del Gobierno de la Provincia de 
Buenos Aires. 

Que, en efecto, es una regla universal de derecho y un precep- 
to espreso de ley que pueden prescribirse todas las cosas que están 
en el comercio, á no haber una disposición especial en contrario. 

Que lo es igualmente, que pueden adquirir por prescripción 
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todos aquellos contra quienes se puede adquirir por la misma vía. 

Que el Estado, las Municipalidades y todas las demás perso- 
nas jurídicas, públicas 6 privadas, siendo susceptibles de adqui- 
rir, de enagenar, de contraer obligaciones y de ejercer por el 
ministerio de sus representantes todos los actos que no les sean 
espresamente prohibidos, no pueden quedar exentos de aquellas 
reglas, y las legislaciones positivas en general así lo consagran 
espresamente. 

Que no se comprendería por otra parte, por qué el Estado 
como las Municipalidade.s, que por las leyes anteriores como por 
las vigentes, podían y pueden perder sus cosas por proscripción, 
7 que á la vez tienen privilegios singulares y especiales de que 
carecen las personas naturales, estarían sujetos en lo que res- 
pecta á aquel modo de adquisición, á una legislación distinta. 

Que si el Estado no pudiese además prescribir por sí mismo, 
no estaría impedido sin embargo, de hacer valer la prescripción 
ganada personalmente por sus sucesores» ni inhibido por consi- 
guiente, de oponerla en el presente caso. 

Que estas conclusiones son de mayor fuerza aún aplicadas á 
la prescripción liberatoria opuesta á la acción personal deduci- 
da por el cobro del valor de los terrenos enagenados por la Pro- 
vincia demandada, pues ella no descansa en otro fundamento ni 
exige otro requisito que el mero silencio é inacción del acreedcr 
durante el tiempo marcado por la ley para el efecto. 

Por estos fundamentos que hacen innecesario apreciar las 
demás escepciones deducidas en estos autos: se declara no haber 
lugar á la demanda interpuesta y absuelta en consecuencia de 
ellaá la Provincia de Buenos Aires. Notifíquese con el original, 
repóngase el papel, y en oportunidad devuélvanse los espedien- 
tes agregados. 

BENJAMÍN YICTORICA. — FEDERICO 
IBARGÜREN.— G. S. DE LA TORRE. 
—LUIS V. VÁRELA.— ABEL RAZAN. 
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CAUSA IaKX\Y 



D. Carmelo Araoz y D. Juan F. Alvarez, contra D. Francisco 
Durando por cumplimiento de un contrato ; sobre compeienr 
da. 



Sumario, — No resultando claramente dentro de qué limite^ 
jurisdiccionales está el lugar señalado para el cumplimiento de 
nna obligación, la autoridad competente para conocer exi el 
juicio relativo, es la del domicilio real del deudor. 



Caso. — En 30 de Abril de 1886, D. Carmelo Ar&oz pox- si, y 
en representación de D.Francisco Alvarez se presentó al Ju^zga- 
do de Sección entablando demanda contra D. Francisco I>iirand, 
por cumplimiento de un contrato celebrado conteste pskxa la 
venta de 600 bordalesas de vino, y por indemnizacioa <1 e los 
daños 7 perjuicios resultantes de la inejecución de dicbo con- 
trato. 

Decía que aún cuando el demandado residía en Cataos a^iro a, el 
contrato, suprema ley para las partes, según los fallos de la 
Serie 2^ tomo 4% página 26 y tomo 6^ página 23, establecía 
en su artículo l'^ que Durand debía entregar el vino en ia 
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estación San Pedro, del Ferro Carril Central Norte, y en el 
artículo 5® qae ellos debían firmar pagarés por el importe 
del vino, de manera qae establecía de una manera espresa el 
lagar para sucamplimiento, resaltando de esto qae la autoridad 
competente para entender en la demanda era el Juez de ese lugar. 

Que la estación San Pedro pertenecía á la Proyincia de San- 
tiago, y por el arreglo de límites celebrado entre el Gobernador 
Gallo y el de Catamarca pasó á ser de esta el territorio que se 
estendía al Oeste de la vía férrea en la espresada estación. 

Que los wagones que debían contener los cascos de vino tenían 
que estar colocados sobre la vía, quedando por consiguiente en 
territorio de la Provincia de Santiago, según el arreglo de lími- 
tes, aunque la propiedad del terreno perteneciera ala Nación. 

Acompañó á la demanda, entre otros documentos, el contrato 
celebrado con Durand, cuyo artículo 1^ dice: cEl señor Durand 
vende á los señores Araoz y Alvarez 500 bordalesas de vino... 
puesto en wagones de la estación San Pedro ». 

El artículo 5^ dice : c Al firmar este contrato, los señores 
Araoz y Alvarez entregan tres pagarés... representando el valor 
de la cantidad de vino, etc. ». 

El contrato está fechado en Santiago. 

Citado el demandado para presenciar las declaraciones de los 
testigos ofrecidos con el objeto de acreditar el fuero federal por 
la distinta nacionalidad de las partes, manifestó que declinábala 
jurisdicción del señor Juez Federal de Santiago y que se some- 
tería solamente á la del Juez Federal de Catamitrca, que era su 
jaez natural, en virtud de tener su domicilio en aquella pro- 
vincia. 

En rebeldía del demandado, se procedió á examinar los testi- 
gos presentados, que declararon que Durand era francés y residía 
en Catamarca y los demandantes argentinos . 

Para mejor proveer, el Juez dio vista al Fiscal quien se espi- 
dió diciendo : 
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Que el Jaez debía hacer lagar á la excepción de incompetencia 
dedacida por Dnrand. 

Qae era an principio general de jurisprudencia práctio^L axte 
el actor debía seguir el fuero del reo, como también que el Juei 
competente para conocer de una demanda, era el del lug^x del 
domicilio del demandado, exceptuando el caso de un corx^venlo 
espreso délas partes para dejar sin efecto estos precep-feos de 
la lej. 

Que no era exacto que la e&tacion San Pedro pertenece s. «xa á 
la provincia de Santiago, ni menos que por el hecho de C0E::ft.^raer 
una obligación en un lugar dado, pudiera el que la contra. X^ ser 
demandado en otro punto que en el de su residencia. 

Que las resoluciones de la Suprema Corte invocadas pox los 
demandantes no tenían aplicación al caso, pues versaban ^obre 
casos 7 objetos distintos. 

Falto del Juea Federal 

Santiago, Octubre 31 de 188^. 



Y visto : el juicio iniciado por los señores Don Carmelo 
y Don Francisco Alvarez, argentinos, contra Don Francisco 
Durand, estrangero, por falta de cumplimiento á un contrato, 
é indemnización de daños y perjuicios, en el incidente sob J^^ 
competencia de este Juzgado para conocer de dicho juicio^ 
resulta : que los demandantes para constatar la competencia d^ 
este Juzgado ofrecieron sumaria información de testigos par^ 
acreditar la distinta nacionalidad de las partes; que además s^^ 
distinta vecindad queda constatada de autos, diligencias d^ 
foja... 

Y considerando : Que el Fuero Federal puede surtir por razon> 
de las personas : 1® por su distinta nacionalidad, y 2^ por su dis^ — 
tinta vecindad ; y por razón de la materia, cuando se trata áG 
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asuntos que por sn naturaleza, caen bajo la jurisdicción de la 
Justicia Nacional, por estar espresamente regidos por la Cons- 
titución 6 las Leyes del Congreso. 

Ahora bien, en el presente caso, la demanda entablada por los 
señores Araoz y Alvarez, rocinos de esta Provincia, contra Don 
Francisco Durand, vecino de la de Catamarca, cae, sin duda al- 
guna, bajo la jurisdicción de los Tribunales Nacionales, tanto por 
ser las partes de distinta nacionalidad, según resulta de la infor- 
mación de foja... cuanto por ser de distinta vecindad, es decir, 
vecinos de distintas Provincias ; pero no basta probar que el 
caso cae bajo la jurisdicción nacional, sino que es necesario, 
además, probar, que es este Juzgado el competente para cono- 
cer de la demanda de que se trata. Para sostener esta tesis, los 
demandantes afirman que el contrato debía cumplirse en esta 
Provincia, y que siendo esta la voluntad espresa de las partes, 
con arreglo á ella, es el Juzgado Nacional de esta Provincia el 
que debe conocer de la demanda. T habiendo corrido en vista 
estos autos al Procurador Fiscal, para mejor proveer, este fun- 
cionario opina que este Juzgado es incompetente para conocer de 
esta demanda, por no ser exacto el hecho aseverado por la de- 
manda, acerca de que las partes estipularon categóricamente 
qne el lugar del cumplimiento del contrato, sería esta Provincia. 
Examinado el contrato acompañado áfoja... celebrado entre los 
señores Araoz y Alvarezy D. Francisco Durand, resulta que su 
artículo I"* estatuye que el vino se entregaría en los wagones de 
la estación San Pedro. 

Ahora bien, según el artículo 1^ del arreglo de límites cele- 
brado entre esta Provincia y la de Catamarca y aprobado por la 
ley de esta Provincia de 31 de Agosto de 1881, la línea diviso- 
ria de ambas Provincias, es la línea férrea. Quiere decir, que 
el vino se entregaba eu los wagones, que estando situados sobre 
la línea férrea^ quedaba en territorio nacional y no de esta Pro- 
vincia. 
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Así, pues, la regla general á aplicarse al caso subjudice, para 
determinar la competencia del Juzgado que debe conocer de la 
presente demanda, es la de qne el actor debe seguir el fuero del 
reo ; desde qne no hay estipulación alguna de las partes que 
haga escepcion de esta regla. Siendo^ pues, el demandado 
Dnrand yecino de la Provincia de Gatamarca, resulta OTidente 
que el Juez competente para entender en esta demanda es el 
Juez Nacional de aquella Provincia. Por estas consideraciones 
7 las concordantes de la vista fiscal de foja... declaró que este 
Juzgado no es competente para conocer de esta demanda ; 
debiendo, por lo tanto, ocurrir los demandantes donde corres- 
ponda. Hágase saber y repóngase los sellos. 

• 

P. Olaecheay Akorta. 



Fallo de la Supreaia Corte 

Buenos Aires, Junio 12 de 1890. 

Vistos : No resultando claramente que el lugar señalado para 
la ejecución de la obligación demandada^ ubique dentro de los 
límites jurisdiccionales de la Provincia de Santiago, y de con- 
formidad á lo dispuesto por los artículos cien y setecientos no- 
venta y siete del Código Civil : se co afirma con costas el auto 
apelado de foja cuarenta y una y repuestos los sellos devuél- 
vanse. 

benjamín YICTORICA. — FEDERICO 
IBARGCREN.— C. S. DE LA TORRE. 
— ABEL BAZAN. 
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CAUSA I.XXXTI 



D. Florentino Barros contra D. José Vasquez y D. Manuel' 
Diaz ; sobre posesión de una finca. 



Sumario. — La posesión dada judicialmente por consenti- 
miento de quien no era poseedor, no perjudica la que tiene el 
poseedor verdadero que no fué parte en el juicio. 



Caso. — El dia 1^ de Mayo de 1889, D. Manuel Mendizabal, 
en representación de D. José Yasquez, se presentó ante el Juez 
Federal y demandó á D. Manuel Diaz que le había Tendido la 
finca calle San Juan número 1452, según escritura de 16 de 
Julio de 1888 que acompañó, para que se le condenara á darle la 
posesión de dicha finca, ó á rescindir la venta y pagarle perjui- 
cios que estimaba en 7000 pesos. 

Dijo que la causa pertenecía al Juez Federal por ser oriental 
Vasquez y argentino Diaz. 

Acreditada la competencia y conferido traslado, Diaz contes- 
tó que estaba conforme con que se diera la posesión, no pu- 
diéndolo hacer él personalmente por estar impedido. 



316 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Auto del JTuea Federal 

Buenos Aires, Abril 11 de 1889. 

Y vista la presente demanda entablada por D. Manuel Men- 
dizabal , en representación de D. José D. Yazqaez contra D. 
Manuel Diaz, sobre posesión de la finca calle de San Juan nú- 
mero 1542, 7 considerando que el actor y demandado se encuen- 
tran de acuerdo sobre el derecho que asiste al primero para to- 
mar posesión de la espresada finca . 

Por estos fundamentos, y en vista de la escritura acompa- 
ñada, dése la posesión que pide el recurrente, de la finca calle de 
San Juan número 1542, comisionándose al efecto al Oficial de 
Justicia, D. Manuel Barragan, por ausencia del titular, quien 
procederá á cumplir este mandato, asociado del secretario ú 
otro escribano en su lugar. Repensase la foja. 

Andrés Ugarriza. 

En 2 de Abril se dié por el Oficial de Justicia la posesión ha- 
ciendo reconocer á Vázquez como propietario por la inquilina 
doña Manuela B. de García. 

En 8 de Abril, después de desglosados y devueltos los títulos 
á Vázquez, se presentó doña Manuela B . de García diciendo: 

Que jamás había sido inquilina de D. Manuel Diaz, que apa- 
rece como vendedor, sino de D. Florentino Barros, único pro- 
pietario que ha conocido ; 

Que pedía se hiciera llegar á conocimiento del Sr. Barros to- 
do lo concerniente á la enagenacíon y posesión en cuestión, 
suspendiendo todos los procedimientos para ^ evitar cualquier 
perjuicio á su locador ; 
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Conferida vista á Vázquez y notificado D. florentino Barros, 
se presentó este ante el Juzgado Federal, esponiendo : qae el tí- 
tulo ex.hibido por Vázquez, por no estar inscrito, ni haber 
precedido los informes de las oficinas de hipotecas y contribu- 
ción directa, no era un título traslativo de dominio ; 

Que hasta la fecha había estado en tranquila posesión de la 
finca que Diaz no había podido vender, porque nunca ha sido 
propietario ni ha tenido posesión de ella ; 

Que el asunto era ajeno á la jurisdicción del Juez Federal, 
por señor Diaz argentino y no oriental ; 

Que por esteno deducía el interdicto de retener, pidiendo so- 
lo se dejara sin efecto la resolución que mandaba dar posesión 
al espresado Vázquez, con especial condenación en costas. 

Acompañó: 1^ Una tarjeta del cura de la Parroquia de la Con- 
cepción, de la caal resulta, que según la afirmación de dicho cu- 
ra, D. Manuel Diaz figura en la partida de matrimonio como 
natural de esta capital ; 

2^ Un telegrama que dice ser de un hijo político de D. Ma- 
nuel Diaz, que contiene esta s palabras : c Es argentino, pero 
figura como oriental voluntario». 



Falto del Jimb Federal 



Buenos Aires, Abril 39 de 1889. 

Autos y vistos: Resultando que la posesión que se ordenó dar 
á D. José D. Vázquez por el auto de foja once fué de común con- 
sentimiento de las partes que intervinieron en el juicio, ásaber, 
el mismo Vázquez como actor y D . Manuel Diaz como deman- 
dado ; que las resoluciones judiciales solo tienen fuerza y valor, 
contra y á favor de las partes que han intervenido en el juicio 
que las ha motivado ; que de la esposicion de doña Manuela B. 
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de García y del escrito de D. Florentino Barros, resulta C[ae la 
casa cnya posesión se mandó dar á favor de Yazqnez, no estaba 
en posesión de Diaz, que consintió en esta diligencia, sino en la 
de Barros, quien ha puesto la inquilina que ocupa actualmente 
la casa ; que en este concepto no puede llevarse adelante la me- 
dida dictada por el auto de foja once sin afectar los derechos 
del actual poseedor, que no ha sido parte ni ha intervenido en el 
juicio en que se dictó dicho auto : por estos fundamentos se de- 
clara que el alcance del auto de foja li vuelta, no comprende 
en ningún caso los derechos que pretende tener D. Florentino 
Barros, respecto del cual deben mantenerse las cosas en el es- 
tado actual 7 quedando á salvo los derechos del demandante 
para entablar las acciones que creyera corresponderle contra 
él, en la forma y por ante quien corresponda. Hágase saber y 
repóngase la foja. 

Andrés ügarriza. 



Falto de to Supreaia €mw$m 



Buenos Aires, Junio 12 de 1890. 

Vistos : Por sus f andamentos, se confirma con costas el auto 
de foja veinte y cinco. Repuestos los sellos devuélvanse. 

benjamín YIGTORICA. —FEDE- 
RICO IBARGtiREN. — G. S. DE 
LA TORRE. — ABEL BAZAN . 
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CACSA liüIXXYII 



/). Benito L, ñamayon contra D. Mariano López y el Dr. Feliz 

Pújalo^ sobre desalojo de un campo. 



Sumario. — i"" El defecto de un título que es coman al de- 
recho del demandante y del demandado, no puede hacerse va- 
ler por este contra aquel. 

2^ En el caso de contratar dos personas sobre un mismo obje- 
to, una con el mandatario y otra con el mandante, y de no po- 
der subsistir los dos contratos, debe prevalecer el que sea de 
fecha anterior. 

3® La prioridad de la ocupación, tratándose del derecho per- 
sonal de gozar de la cosa, es de ningún efecto, respecto de 
aquel á quien se le trasmitió con anterioridad. 



Caso. — En 12 de Abril de 1887 se presentó ante el Juez de 
Sección de Santa Fé D. José M. Echagüe, en representación de 
D. Benito L. Bamayon, esponiendo : 

Que de los documentos públicos que acompañaba constaba 
qne su representado había adquirido en 28 de Enero de 1886 
(escritura de foja 11), del Dr. D. Juan Y. Lalanne, un terreno 
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de campo ubicado al norte de la ciudad de Santa Fé, entre \a 
antigua y nueva línea de fronteras, denominado € Belgra^uo > 
compuesto de nna área de veinte y tres millones, novecientas 
noventa y ocho mil quinientos noventa y dos metros oi:iadra^ 
dos; lindando por el norte, con el arroyo Pantanoso ; por el si^id^ 
con más campos de su representado; por el oeste con el Etio &a^ 
lado, y por el este con el campo conocido por de los oficia^ 
les. 

Que dicho campo había pertenecido originariamente ^l Te^ 
niente Coronel D. Juan Pedro Jobsen, quien lo hnbo en x^ema-' 
neracion de sus servicios militares, del Exmo. Gobierno d. ^ San^ 
ta Fé, en 15 de Octubre de 1870 (escritura de foja 1). 

Que por trasmisiones sucesivas, el mencionado campo ^vino á 
poder de D. José Gregorio Lezama (escritura de foja 7 v^jt^lta), 
quien lo trasmitió al Coronel D. Máximo Bedoya, por la d « foja 
8 vuelta, en 15 de Octubre de 1883; y este al causante de sa 
parte, en 28 de Junio de 1886 (escritura de foja 9 vuelta^ • 

Que cuando el señor Ramayon trató de tomar posesión del 
campo, encontró que lo ocupaban los señores D. Mariar» o Ijo- 
pez y el Dr. D. Félix Pujato, con haciendas y demás 2l<3 cesó- 
nos de un establecimiento rural ; á los cuales su represa intado 
había exigido por repetidas veces le manifestaran por qué c^slussl, 
en qué calidad y con qué título se encontraban poseyecft <io el 
campo, asegurándoles que estaba dispuesto á respetar e^s sk po- 
sesión, siempre que fuese debidamente justificado el títixlo en 
que ella se fundaba; pero que no tan solo se habían neg^^^do á 
ello los señores López y Pujato, sino que por reiteradas ^^eces 
habían instigado á su representado á que deduzca en juic^xo las 
acciones que le acuerda la escritura de foja 11. 

Que en mérito de lo espuesto entablaba formal demand» eon- 
tra los señores López y Pujato por desalojo del campo en cues^ 
tion, pidiendo se condenase solidariamente á los demandados 
al pago de arrendamientos, costas y costos y daños y peixjii^' 
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cios ; reservándose el derecho de desistir del JQioio si los de- 
mandados justificasen debidamente la ocupación del campo qne 
la motivaba. 
Acompañó á la demanda los siguientes docamentos : 

I. Escritora de propiedad otorgada en 15 de Octubre de 
1870, por elEimo. Gobierno de Santa Fé á favor del Tenien- 
te Coronel D. Juan Pedro Jobsen, de nn terreno ubicado en el 
departamento de la Capital, en el c Fuerte Belgrano» com- 
puesto de 32.000.000 de varas cuadradas, lindando por el norte 
con el arroyo Pantanoso ; por el sud, en parte con D. Mariano 
Cabel, por el este con el mismo, y por el oeste con el Rio Sa- 
lado; 

II. Testimonio de una escritura de venta otorgada en la ciu- 
dad de Santa Fé, en 20 de Marzo de 1872, ante el escribano D. 
Silvestre Sienta, por el Teniente Coronel D. Juan Pedro Job- 
sen á favor de D. Régulo Martínez, del campo á que se refiere 
la escritura anterior ; 

III. Testimonio de escritura pública de venta otorgada por 
ante el escribano público D. Silvestre Sienra, en 16 de Octu- 
bre de 1869, por D. Mariano Cabal á favor de D. Régulo Mar- 
tínez de un campo al norte de la ciudad de Santa Fé, ubicado 
en el c Rincón Grande > compuesto de tres leguas cuadradas, 
contiguo por el norte con el concedido al comandante Jobsen; 

lY. Testimonio de un contrato de sociedad celebrado en Bue- 
nos Aires en 3 de Agosto de 1870, ante el escribano D. Pantaleon 
Gómez por D. Régulo Martínez y D. José Gregorio Lezama, y 
disolución del mismo en 23 de Setiembre de 1877. 

Por disolución esta sociedad, D. José Gregorio Lezama 
quedó propietario del campo en cuestión, vendiéndolo en 23 
de Setiembre de 1882 al Dr. D. Diógenes J. de TJrquiza ; el que 
á su vez vuelve á venderlo al señor Lezama en 1® de Setiembre 
de 1883. En 15 de Octubre de 1883 el señor Lezama otorgó es- 
critura de venta á favor del coronel D. Máximo J. Bedoya ; 

T. IX 21 



l 
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I 



este lo vende en 28 de Junio de 1884 al Dr. D. Juan Y. Lalan- 
ne, el que á su vez otorga esoritnra de venta á favor de D. Be- 
nito L. Ramayon en 28 de Enero de 1886. 

y. Testimonio de protocolización del título de propiedad de 
D. Benito Bamayon en la ciudad de Santa Fé, en 9 de Febreio 
de 1886. 

VI. Certificado de nacionalidad espedido por el CónsuV Ixv- 
glés en Buenos Aires, de fecha 23 de Setiembre de 1874, Pla- 
ciendo constar que D. Benito L, Bamayon es subdito de Sa 
Magestad británica ; y un testimonio de poder especial otor- 
gado por Bamayon á favor de D. José María Echagüe. 

La competencia del Juzgado se acreditó por la diversa nacio- 
nalidad de las partes. 

Corrido traslado de la demanda D. Manuel López ZcLmora, 
por los señores López y Pújate, la contestó pidiendo su rechazo 
con costas y esponiendo: 

Que como resultaba de los contratos públicos de airx^eniák- 
mientoque acompañaba, D. Yalentin Coochet, apoderado espe*- 
cial del coronel D. Máximo J. Bedoya, dio en arrendamiento á 
D. Yalentin Lauterio en 10 de Noviembre de 1884 el campo 
cuyo desalojo y entrega pretendía D. Benito Bamayon; y que 
en 14 de Julio de 1885 el arrendatario Lauterio transfíxió so 
contrato de arrendamiento á sus representados, quienes desde 
ese momento entraron á poseer y usufructuar el campo, esta- 
bleciendo en él una cría de ganados que aún conservaban • 

Que al examinar los títulos que presentaba el demandan t^e ha- 
bía observado que la propiedad de ese campo había siafrido 
muchas mutaciones sin que ninguno de sus adquirentes b^J' 
entrado en posesión de él. 

Que según esas escrituras, si bien aparecía de ellas, qu^ ^I 
coronel D. Máximo J. Bedoya, á cuyo nombre se celel>ró el 
contrato de arrendamiento, vendió el terreno en Buenos A-i^^ 
á D. Juan Y. Lalanne el dia 28 de Junio de 1884; y este úUi- 
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mo Tendió á su Tez el mismo terreno, también en Buenos Aires 
al demandante D. Benito L. Bamayon el dia 28 de Enero de 
1886, estas dos Tontas habían sido protocolizadas en Santa Fé, 
recien el 9 de Febrero de 1886, y qae por consiguiente, la tra- 
dición para adquirir el dominio, aún cuando no se había Toriñ- 
cado todaTÍa, no podía tampoco realizarse sino desde esta últi* 
ma fecha, siendo también desde ese momento que esa Tenta po- 
día afectar á terceras personas. 

Que así lo dispone el artículo 1211 del Código CítíI que dice, 
que si en un contrato hecho en el estrangero, se trasmite el 
dominio de un bien raiz situado en territorio del Estado, la tra- 
dición de ese bien raiz no puede hacerse con efectos jurídicos 
hasta que ese contrato sea protocolizado en el mismo Estailo, 
por orden de Juez competente, produciendo efectos jurídicos 
solamente desde ese momento. 

Que aún cuando en este artículo se hablaba de contratos ce- 
lebrados en el estrangero, la Suprema Corte, tomando en con- 
sideración la autonomía de cada uno de los Estados que compo- 
nen nuestra Bepúbiica, resolvió que era aplicable á las proTin- 
cias argentinas la prescripción del Código CítíI que mandaba 
protocolizar los contratos de transferencias de bienes raices ce- 
lebrados en paises estrangeros, y que la protocolización de esas 
escrituras en la Provincia en que se encuentre ubicado el bien 
raiz, y de las otorgadas en otra provincia, era necesaria para 
la tranquilidad del comercio y la seguridad de los contratos 
(serie 2", tomo 4"", pág. 456, y tomo b"*, pág. 18, Fallos de la 
Suprema Corte). 

Que además de esto y según lo dispone el artículo 1498 del 
Código Civil, celebrado un contrato de arrendamiento y enage- 
nada la finca arrendada por cualquier acto jurídico, la locación 
subsistía durante el tiempo convenido. 

Que esta disposición de nuestro Código, concuerda con el ar- 
tículo 1743 del Código francés, y con las doctrinas sostenidas 
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por los más notables comentaristas franceses, citando al res- 
pecto la de Aubry et Ban, Troplong, Pothier, Laurent y otros. 

Que siendo esta la jurisprudencia creada al respecto por 
nuestra ley vigente, y siendo auténticos y de fecha cierta los 
contratos de arrendamiento que acompañaba, solo quedaría á 
resolverla cuestión siguiente: 

Celebrado por el apoderado do D. Máximo J. Bedoya el con- 
trato de arrendamiento á favor de D. Valentín Lauteiro en 10 
de Noviembre de 1884, y habiendo vendido Bedoya el 28 de 
Junio del mismo año á D. Juan Y. Lalanne, causante del señor 
Bamayon, es decir, cuatro meses después de esa venta, ¿sería 
válido ese contrato de arrendamiento y obligaría tanto al ven- 
dedor Bedoya como & sns compradores ? 

Que esta cuestión quedaba añrmativamente resuelta en el es- 
tudio que dejaba hecho respecto de la protocolización en el lu- 
gar Jonde está situado el bien raiz, de las ventas hechas en el 
estrangero 6 en otra provincia. 

Que aún cuando el contrato de arrendamiento celebrado por 
D. Yalentin Couchet, mandatario del coronel Bedoya con D. 
Valentín Lauteiro, hubiera sido celebrado algún tiempo des- 
pués de la escritura por la cual ahora aparecía Bedoya ven- 
diendo el terreno en cuestión al señor Lalanne, no por eso 
aquel contrato perdía su validez, sino que muy al contrario 
obligaba al mandante Bedoya y á sus sucesores en el terreno 
arrendado. 

Que para que cese el mandato en relación al mandatario y á 
las terceras personas con quien ha contratado, es necesario que 
ellos hayan sabido ó podido saber la cesación del mandato ; y 
que es obligado el mandante, en relación al mandatario, á todo 
cuanto este hiciese, ignorando sin culpa, la cesación del man- 
dato, y en relación á terceros, cuando ignorando también, sin 
culpa la cesación del mandato, hubiesen contratado con el man- 
datario (art. 1964, Cód. Civ.), siendo este el caso en cuestión. 
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Que para qne perdiese su validez el contrato público de arren- 
damiento celebrado por el mandatario de Bedoya con posterio- 
ridad á la Tenta hecha por este, eri necesario é indispensable 
qne este, ó hubiera comunicado á su apoderado ó mandatario 
la enagenacion que había hecho, 6 que la escritura en que 
constaba esa enagenacion hubiese sido protocolizada en la Pro- 
Tincia en que se encontraba el bien raiz para darle así una pu- 
blicidad legal y par:, que el vendedor pudiese hacer con efec* 
tos juridicos, la tradición del bien vendido, tradición que 
hasta la fecha no se había hecho (artículo 1211 del Código 
Civil). 

Qne como la protocolización de las escrituras otorgadas suce- 
sivamente á favor de Lalanne y de Ramayon habían tenido lu- 
gar en Santa Fé recien en 9 de Febrero de 1886, empezaron 
recien desde esa fecha á producir efectos legales contra terce- 
ros ; y que como el contrato de arrendamiento en forma pú- 
blica y por tanto con fecha cierta, fué celebrado en 10 de No- 
viembre de 1884, es decir, quince meses antes de la protocoli- 
zación, el contrato de arrendamiento era anterior al dominio que 
Bamayon pudiera tener en el inmueble arrendado, el contrato 
de arrendamiento subsistía durante los diez años de término 
convenidos en él, según lo dispone el artículo 1488 del Código 
Civil. 

El Juzgado abrió la causa á prueba, siendo los hechos á 
probar los alegados por las partes. 

El demandante no produjo prueba alguna. 

El demandado produjo la siguiente : 

Una copia legalizada de las diligencias judiciales practicadas 
ante el Juzgado de 1* Instancia en lo Civil de Santa Fé por D. 
Yalentin Lauteiro, sobre consignación de las anualidades ven- 
cidas correspondientes al arrendamiento del campo del Coronel 
Bedoya. 
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F«ll« del JTues de Seeeien 

Rosario, Enero 20 de 1888. 

Vistos estos autos sobre desalojo de un campo, situado en 
esta proTincia hacia la parte Norte, denominado c Belgrano > , 
iniciados por Don Benito Ramayon, contra Don Mariano López 
y Don Félix Fujato, resulta: 

Que por las diversas escrituras de venta, corrientes de foja 1 
áfoja 17, esta propiedad se transfirió sucesivamente del Gobier- 
no de la Provincia, al actual demandante. 

Que con fecha 28 de Junio de i 884 (f, 9 vuelta), se verificó la 
escrituración á favor deLalanne por Bedoya, y Lalanne transfi- 
rió entonces, esta propiedad al señor Bamayon en 28 de Enero 
de 1886 (f. íi). • 

Que en 9 de Febrero de i886, fueron recien protocolizadas 
conjuntamente estas diversas y anteriores escrituras (f . i2). 

Que en iO de Noviembre de 1884, es decir á más de los cuatro 
meses de la enagenacion hecha por Bedoya del campo materia 
de esta cuestión en favor de Lalane, Don Valentín Gouchet, ha- 
ciendo uso del poder conferido á su favor por Bedoya en 10 de 
Diciembre de 1882 (f. 22), da en arrendamiento este mismo 
campo á Don Yalentin Lauteiro, por el término de diez años y 
demás condiciones allí estipuladas (f. 24 vuelta). 

Que con fecha 14 dé Julio de 1885, Lauteiro transfiere me- 
diante la suma de tres mil pesos, su contrato de locación á los 
demandados (f. 25). 

Que abierta la causa á prueba, solo se ha producido la de 
las consignaciones hechas por los demandados, en favor de Be- 
doya, del pago de dos anualidades por arrendamientos, de que 
instruyen las diligencias de foja 44, y cuya consignación fué 
rechazada por Bedoya, manifestando no ser acreedor de los de- 
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mandantes 6 sea los consignantes, pues ningan contrato lo 
ligaba con ellos. 

Y considerando: i^ Qae en los contratos hechos en el estran- 
gero cuando por ellos se trasmite el dominio de bienes raices, la 
tradición de estos no puede hacerse con efectos jurídicos, hasta 
que ellos (los contratos) se encuentren protocolizados por orden 
de Juez competente (art. 1211 del Gód. Giv.). 

2® Que por diversos fallos de la Suprema Corte, esta pres- 
cripción referente á la protocolización de documentos estrange- 
ros, se ha hecho ostensiva á los celebrados en una provincia es- 
traña de aquellas en que se encuentran ubicados los bienes rai- 
ces que se transfieren (serie 2*, t. 4'', pág. 456, j t. 5^, 
pág. 18). 

S"" Que en el caso de la cuestión, tanto los títulos de Bedoya, 
como los de Ramayon, han sido recien protocolizados en 9 de 
Febrero de 1886, produciendo recien tambgien desde esa fecha 
los efectos jurídicos á que la ley y la jurisprudencia establecida 
se refieren. 

4'' Que el arrendamiento como un acto emanado del dominio, 
no puede ser constituido sino por aquel que sea dueño de la cosa 
dada en locación en la acepción lata de ese término jurídico, se- 
gún se desprende de los artículos 1510, 1512 y 1513 del Código 
Civil. 

5® Que no encontrándose cumplidas en la época en que se 
realizó el contrato de arrendamiento entre Gouchet y Lanteiro 
las prescripciones legales invocadas en los dos primeros consi- 
derandos, ese contrato era ineficaz en el caso subjtidice, con 
relación al demandante, en mérito de la prescripción legal tam- 
bién enunciada en el considerando anterior. 

6'' Que por otra parte y considerados los títulos antes de la 
protocolización, en la fepha del contrato de locación, ya la pro- 
piedad que lo motivaba había salido del poder del mandante de 
Couchetque efectuó ese contrato, no pudiendo en consecuencia 



328 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

dftrla en arrendamiento, puesto qae voluntariamente se despren- 
dió de ese bien cediéndolo en favor del causante de Bamayon, 
libre de todo gravamen* como en la misma escritura se de- 
clara. 

7® Que además^ aún en la hipótesis de un contrato doble por 
el mandatario y el mandante sobre la misma cosa, no pudiendo 
ambos subsistir ó contrariándose entre sí como en el caso pre- 
sente sucede, prevalece el que fuere de fecha anterior, según lo 
establece el artículo 1943 del Código Civil, siendo cueste caso 
lu venta de Bedoya de fecha anterior al contrato de locación, 
circunstancias que por consiguiente vienen á dar mayor vigor al 
contrato de venta sobre el de arrendamiento, puesto que el pri- 
mero fué sin gravamen y el segundo lo constituye. 

8° Que la validez del contrato de locación que invoca la par- 
te demandada, es evidente que sus efectos no tienen alcance al 
comprador de buena fé que adquiere la cosa no tan solo igno- 
rando la existencia de esa locación sino también llevando á cabo 
su contrato con anterioridad al otro por el cual la cosa compra- 
da se grava^ como sucede en la actualidad, pues que como el au- 
tor del Código Civil lo dice comentando el artículo 1498, es 
necesario que el comprador conozca la existencia del arrenda- 
miento para que este sea respetado. 

9® Que desde el momento en que Bedoya se desprendió del 
bien raiz materia de la cuestión, dándolo en venta al causante 
de Ramayon, no pudo ya Bedoya disponer en ningún sentido de 
esa propiedad, siendo en consecuencia nulo el arrendamiento he- 
cho en virtud de un poder que aún cuando conferido con ante- 
rioridad, se efectuó ese arrendamiento mucho después de ven- 
dido aquel campo, es decir, después que ya este no pertenecía á 
Bedoya. 

10® Que si se admitieran los principios sustentados por la par- 
te demandada de ser válido el contrato de locación por haber 
sido celebrado á mérito de un poder espedido oportunamente y 
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no revocado y del oual el mandatario Couchet hizo aso, vendría 
á contrariarse el principio general de derecho de que nadie pue- 
de enriquecerse en perjuicio le tercero, proclamando la posibili- 
dad de que puede arrendarse, cosa de la cual no es dueño, teo- 
rías insostenibles y factibles de producir los mayores abu- 
sos. 

i i® Que el hecho de la consignación de las dos cuotas de 
arrendamientos verificada por los demandados, ante la justicia 
de provincia, en nada influye tampoco para mejorar el título del 
arrendamiento, pues que á su invalidez con respecto al deman- 
dante, se agrega la ineficacia de ella, desde que impugnada por 
Bedoya y no habiendo recaído sentencia que la declare legal, no 
posee fuerza jurídica, según el artículo 759 del Código Ci- 
vil. 

12° Que no obstante todo lo anterior, tendente á destruir la 
validez del contrato de arrendamiento, este como verificado á 
mérito de un poder no revocado, debe conceptuarse respecto á 
las demandados como celebrado con buena fé y en consecuencia 
no como litigante temerario. 

Por estos fundamentos, fallo : declarando que Don Félix Fu- 
jato y Don Mariano López, se encuentran en el deber de deso- 
cupar y desocupen el campo materia de este litigio, en el térmi- 
no de treinta dias, contados desde que la presente quede eje- 
cutoriada, quedando á salvo los ^derechos de las partes, para 
ejercitarlos contra quien corresponda. 

Hágase saber con el original y repónganse los sellos adeu- 
dados. 

G . Escalera y ZuviHa. 
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PaIIo de la Supreana Cmrtm 

Buenos Aires, Junio 14 de 1890. 

Vistos : Siendo coman al derecho de los demandados y deman- 
dante en esta causa, el defecto de oportuna protocolización del 
título de sus respectivos causantes, y no pudiendo en consecuen- 
cia los primeros hacer valer contra el último aquel defecto, cual- 
quiera que sea su importancia, más de lo que este podría hacerlo 
valer á su vez contra ellos, lo que obliga á prescindir de la 
apreciación de tal hecho en la decisión de la causa. 

Y considerando: Que con arreglo ala disposición del artículo 
mil novecientos cuarenta y tres del Código Civil, en el caso 
de contratar dos personas sobre un mismo objeto, una con el 
mandatario y otra con el mandante, y de no poder subsistir 
ambos contratos, debe prevalecer el que sea de fecha anterior 
entre ellos. 

Que no se ha desconocido en el caso, la anterioridad de la 
trasmisión de la propiedad del terreno en cuestión al deman- 
dante ó su respectivo causante. 

Que la prioridad de su ocupación por los demandados es de 
ningún efecto respecto á aquel, por referirse á un derecho úni- 
camente personal de goce, según así resulta del artículo tres mil 
doscientos setenta y cinco del Código citado, el cual dispone que 
el acto jurídico por el cual una persona trasmite á otra el dere- 
cho de servirse de una cosa, después de haber trasmitido este 
mismo derecho á un tercero es de ningún valor, abstracción 
hecha de que la última haya entrado ó no á ocupar primera- 
mente la cosa, y aún cuando tal hecho se haya realizado, según 
agregantes textos que sirven de fuente á dicho artículo. 

Por estos y los fundamentos concardantes de la sentencia 
apelada de foja ochenta y tres: se confirma ella con costas en 



DE JCSTICU NAaONAL 331 

cuanto ordena el desalojo por los demandados del campo reda- 
mado en la demanda, se señala para su verificación el término de 
noventa días, j se deja á salvo el derecho de aquellos para re- 
clamar contra quien corresponda. Repóngase los sellos y de- 
vuélvanse. 

benjamín VICTORIGA. — FEDERICO 
IBARGtiREN. — G. S. DE LA TORRE. 



CAUSA I4XXXTIII 



D. Diego Gómez, contra Benedetti y Belhnt, después D. Rei^ 
naldo Gauna, su sucesor; por cobro de pesos. 



Sumario. — No aludiéndose en la suma demandada, á mone- 
da especial, sino á moneda nacional, es con esta que debe 
ordenarse el abono de aquella. 



Caso. — En 18 de Mayo de 18S5 se presentó ante el Juzgado 
de Sección de Catamarca D. Javier Castro, en representación 
de D« Diego Gómez, esponiendo : que su representado afianzó 
ante el Oobierno de Catamarca á los señores Benedetti y Bello- 



V 



\ 
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ni para responder de los valores que como rematadores ^^ ^^ 
esplotacion de bosqnes debían pagar al erario público. 

Que á consecuencia de esta fianza y á requerimiento ^el 
Contador de la ProTincia^ tuvo que abonar la suma de ochocien- 
tos cinco pesos con dos centavos moneda nacional, suma de one 
se habían hecho deudores morosos los señores Benedetti j 
Bélloni. 

Que á objeto de verificar estos pagos, tuvo que hacer an viaje 
de su domicilio á la ciudad de Gatamarca, que le ocasionó gas- 
tos 7 perjuicios que estimaba en la suma de 55 pesos moneda 
nacional, j también otros gastos judiciales causados por la 
falta de pago de sus afianzados. 

Que hechos por su representado todos los gastos y dilig-encias 
necesarias para cubrir el crédito de la Sociedad c Benedetti f 
Belloni», en liquidación, no había podido conseguir de dichos 
señores el pago de lo que con tal motivo se le adeudaba , y por 
lo cual demandaba á los señores Benedetti y Belloni pstx-a que 
fueran condenados al pago de la suma de novecientos once 
pesos con setenta y seis centavos valor de la cuenta que sacom- 
pañaba^ con más los intereses y las costas y costos del j nicio. 
Acompañó á la demanda los siguientes documentos : 
Una copia simple, sin firma, de una cuenta de siete psk.r-tidas 
por valor de 911 pesos 66 centavos moneda nacional pasada 
por D. Diego Gómez á los señores Benedetti y Belloni, &ti esta 
forma : 

Pagado á la Tesorería por saldo 407.89 

A Zueco, pagaré 397.13 

Zueco, costas 5.64 

Id., abogado 12 > 

Pasage y estadía en Catamarca 28 > 

Gastos de comisión 6 > 

Desatención en sus negocios 55 » 

911.66 
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Una copia legalizada espedida por el Secretario del Juzgado 
de Sección qne contipne: 

lo Copia de nna carta de 9 de Abril de 18S5 suscrita por D. 
Alberto David por poder de los señores Ganna j Belloni en 
liquidación, dirijida á D. Diego Gómez, diciendo que tienen qne 
revisar y arreglar las cuentas para determinar el saldo qne 
reclama ; 

2^ Copia de una letra por valor de quinientos pesos naciona- 
les girada por Benedetti y Belloni, á favor del Gobierno de la 
Provincia en 11 de Mayo de 1884, aceptada por D. Diego Go-^ 
mez y pagada por intermedio de los señores Zueco Herma- 
nos; y 

S"" Copia de un recibo firmado en 23 de Mayo de 1885 por 
los señores Juan y Pablo Zueco en ((ue hacen constar haber 
recibido deD. Diego Gómez la cantidad de trescientos noventa 
y siete pesos con trece centavos, por chancelación de sus cuentas 
con los señores Benedetti y Belloni. 

Un recibo sin fecha de la Tesorería General de la Provincia 
de Catamarca del que consta h aber sido oblada en ella y á su 
requerimiento por D. Diego Gómez la suma de pesos 407.89 
centavos moneda nacional por saldo de cuenta que debían sus 
afianzados Benedetti y Belloni por la esplotacion de bosques. 

Una cuenta de Mayo 23 de 1885 por valor de cinco pesos con 
sesenta y cuatro centavos, pasada por el Escribano D. José M. 
Bobin por las diligencias sobre reconocimiento de firma en nna 
letra contra D. Diego Gómez. 

Una cuenta de doce pesos nacionales pasada por el Dr. Santa 
Coloma á los señores Zueco Hermanos, por dos escritos pidiendo 
el reconocimiento de la firma de Diego Gómez, Mayo 23 de 
i885. 

Una cuenta por veinte y ocho pesos con diez centavos pagada 
por D. Diego Gómez por pasage y estadía en la ciudad de Cata- 
marca, Mayo 23 de 1885. 



334 FALLOS DE LA SUPRBMA CORTE 

La competencia del Juzgado se acreditó por la diversa naci^ 
nalidad de las partes . 

Cooferido traslado de la demanda, D. Amadeo Baños pot^* 
Bomualdo Gatina, representante de la Sociedad Bened^\i\\ ; 
Belloni la contestó pidiendo su rechazo con costas. 

Dijo : Qne negaba el crédito que se cobraba á sus representa- 
dos sin reconocer ninguna de las partidas de la cuenta presenta- 
da por valor de novecientos once pesos con sesenta y seis ce ütavos. 

Que era cierto que el señor Gómez afianzó á los sefioies 
Benedetti y Belloni^ de quien su representado era sucesor, en 
un contrato que dichos señores celebraron con el Gobleriio de 
la Provincia para el cobro del impuesto de esplotaciou de 
bosques ; pero que Benedetti y Belloni abonaron al tesoro pio- 
vincial las sumas á que estaban obligados sin dar lugar á que 
se exijiera por ellos al señor Gómez. 

Que si Gómez había hecho algún pago como fiador, lo Ixabia 
hecho indebidamente, por cuanto la sociedad Benedetti y^ Be- 
lloni primero y después el señor Gauna, habían pagado Inte- 
gramente las sumas que adeudaban al Estado por compra del 
referido contrato. 

Que se había estraviado una encomienda de dinero qua su 
representado remitió de la estación San Pedro en Diciem'bre de 
1884 para el abono de la última mensualidad que se debía, 
resultando después que dichji encomienda había sido entregada 
á la Tesorería de Catamarca, y que Gómez si pagó esa m^ensua- 
lidad ú otra cualquiera podía pedir su devolución á la 3?esore- 
ría que había cobrado dos veces . 

Que por las mismas razones^ no reconoce la cantidad qne 
aparecía pagada á Zueco hermanos por el pagaré retir&do del 
Banco, ni las partidas relativas á gastos de escribano, consulta 
de abogado, pasage, gastos, y mucho menos la partida que se 
consignaba por desatención de los negocios del señor Gómez par^ 
atender á las obligaciones que le imponía la fianza. 
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Y qne, en el supuesto que Gómez hubiera sido exigido con 
justicia para el pago de cantidades de que era fiador y que 
tenían ya abonadas sus representados, tampoco tendría derecho 
para cobrar las referidas partidas. 

El Juzgado abrió la causa á prueba, siendo á probar los 
siguientes puntos : 1^ Efectiyidad de las partidas de la cuenta 
de foja 3 y la legitimidad del crédito que ella representa contra 
la Sociedad demandada ; 2"* Si esta ya había chancelado sus 
cuentas sobre el particular en el Tesoro de la Provincia ; 3^ Si 
los pagos y demás gastos de la referencia, fueron 6 no indebidos 
por parte de Gómez. 

Producidas las pruebas se dictó el siguiente 



Falto del Juea Federal 

Gatamarca, Agosto 3 de 1887. 

Vistos estos autos seguidos por D. Segundo Salado, en repre- 
sentación del ciudadano argentino D. Diego Gómez, contra el 
subdito italiano D. Romualdo Gauna, representado por D. Ama- 
deo Barros, sobre devolución de la r antidad de novecientos once 
pesos sesenta y seis centavos moneda nacional (Him/ixdii ^06) 
de la cuenta de foja 3, abonados en virtud de una fianza con sus 
intereses correspondientes; de los cuales resultan los hechos 
siguientes. 

1^ En el mes de Febrero de 1884 los señores Benedetti y 
Belloni, causantes de Gauna, negociaron con el gobierno de la 
Provincia, la percepción del impuesto sobre esplotacion de bos- 
ques, por la cantidad de seis mil cincuenta pesos nacionales oro 
(S ^^P/o. 6,050), que la sociedad debía abonar en doce dividendos, 
representados por igual número' de letras descontables en esta 
Sucursal del Banco Nacional, bajo la fianza solidaria de Gómez. 
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(Informe y cuentas de la Contaduría General á fojas d9, 115, 
116y 119 é interrogaciones 1% 3* y 4", fojas 139 y 140 vuelta). 

^ En virtud de tal contrato, fué que aquellos giraron las 
enunciadas letras á cargo de este, quien las aceptó, heoho lo 
cual fueron descontadas en el Banco, á lo menos diez de ellas ; 
encargando de común acuerdo á los señores Zueco hermanos 
para su chancelación á sus respectivos vencimientos : siendo á 
cargo de los girantes la provisión de fondos para todo ello. (In- 
terrogaciones citadas 5*, 6* y 7* á fojas 145 y 146, contrato de 
foja 148). 

3^ Realizada así esta negociación, principiaron á efectuarse 
los pagos, al parecer sin trepidación alguna, hasta Noviembre 
en que el Gobierno de la Provincia tuvo que abonar la letra 
correspondiente á este mes, á causa de que sus contratantes 6 
encargados no habían ocurrido á verificarlo, lo que dio por 
resultado diversos requerimientos sobre el particular, que 
concluyeron por dirigirse contra el fiador Gómez. (Letra de foja 
135; cuenta y oficios de Tesorería General á fojas 136, 137 y 
138, é interrogaciones id. 8* á foja 148 vuelta). 

4^ Este que no conocía el estado de las cuentas de la refe- 
rencia trató de dar algunos pasos en el sentido de que se escla- 
reciesen ; pero viéndose urgido tanto por la Tesorería de la Pro- 
vincia como por los señores Zueco hermanos, creyó de su deber 
como tal fiador, abonarles los saldos que respectivamente le 
cobraban ; los mismos que trató de repetir de sus afianzados, 
con sus intereses y gastos ocasionados con tal motivo. (Carta, 
Letra y recibos fojas 4, 5 y 6; duclaraciones de fojas 83 vuelta, 
87^ 92 vuelta, 96 y 106 vuelta ; reconocimiento de fojas 104 y 
105; interrogaciones 9* á foja 150; 

5^ Mas, como es tos eludiesen el pago hasta verificar la exacti- 
tud de las cuentas, y como tampoco comunicasen su resultado, 
concluyó Gómez por requerirlos, quienes se han opuesto á ello 
tachando de indebida en todas sus partes la cuenta aludida de 
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foja 3, lo que dio origen al presente pleito, en el que tampoco se 
ha podido obtener su esclarecimiento. (Demanda de foja 10 
7 8U contestación de foja 73; interrogaciones 10* á la 13* de 
foja ISOynelta j 151^ con los documentos en ellos menciona- 
dos). 

T considerando: 1® Que ya se le tenga á Gómez como mero 
fiador solidario de los causantes de Gauna, ó como aceptante de 
las letras de cambio, en uno y otro caso quedaría subrogado en 
los derechos del acreedor ó tenedor de dichas letras, una Tez 
verificado su pago, para repetir contra sus afianzados ó jurantes, 
siempre que para ello no se le hubiese hecho la correspondiente 
provisión de fondos. (Art. 767, 768 y 771, 2003, 2013, 2029 y 
2030 del C6d. Civ. y art. 794 y 798, 824 y 826, 880, 882 y 911 
del Gód. de Com.). 

2^ Que esta obligación por parte del deudor es ostensiva 
además de lo que por él se hubiese pagado con sus intereses 
legales, á la indemnización de todo perjuicio sobrevenido por 
motivo de la fianza ó garantía. (Art. cit. 2030 del Gód. Civ. y 
794delCód. de Com.). 

3"* Que si bien es cierto que la fianza concluye por la extinción 
de la obligación principal, como lo alégala parte del demanda* 
do; para ello debía tenerse por subsistente mientras no acredi- 
tase sa extinción, como no ha podido probarlo, no obstante los 
esfuerzos que ha hecho en este sentido ; y de consiguiente mal 
puede oponer á su afianzado la escepcion de pago indebido. (Ar- 
tículos 2035, 2036 y 2042, C6d. Civ. cit.). 

4** Que en lo referente á las costas y demás gastos á que se 
refieren las partidas 3* y subsiguientes de la cuenta de foja 3 es 
digno de notarse que ninguna de ellas ha sido una consecuencia 
necesaria de la fianza 6 aceptación de las letras, puesto que esos 
gastos se habrían evitado, si Gómez, al ausentarse, hubiese de- 
jado un encargado que atendiese sus compromisos y el curso de 
las negociaciones de la referencia; asi es que aquellos tampoco 

T. IX 22 
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deben serle imputables á su demandado, no obstante su efectivi- 
dady constante de autos. (Art. 2030 cit.). 

Por tanto y omitiendo otras consideraciones, fallo : conde- 
nando á D. Romualdo Gauna al pago dentro de diez dias^ de las 
dos primeras partidas de la cuenta de foja 3, que se le cobran 
6 sean ochocientos cinco pesos dos centavos nacionales oro , con 
más sus intereses de Banco á contar desde el TeintinucTe de 
Marzo de mil ochocientos ochenta y cinco, fecha de la carta en 
que su demandante Qomez le dio aviso y requirió el reintegro de 
la enunciada cuenta ; sin especial condenación en costas. Hágase 
saber con el original y devuélvanse los documentos exhibidos, 
dejando constancia en autos. 

Joaquin Quiroga. 

Pallo 4le I» Suprem» C«rie 

Buenos Aires, Junio 14 de 1890. 

Vistos : Aceptando las consideraciones aducidas en la senten- 
cia apelada de foja ciento cincuenta y una vuelta, en lo que 
respecta al pago de las partidas primera y segunda de la cuenta 
de foja tres, que aparece haber sido verificado por el deman- 
dante requerido á ello por el acreedor, con el competente docu- 
mento de crédito; pero atendiendo á que, ni la referida cuenta de 
foja tres, ni la demanda aluden á moneda especial, refiriéndose 
ambas simplemente á moneda nacional : se confirma en los capí- 
tulos apelados dicha sentencia, con declaración de que la suma 
mandada abonar, [debe entenderse puramente á moneda na- 
cional. Bepuestos los sellos devuélvanse. 

benjamín VIGTORIGA. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — C. 8. DE LA TOR- 
RE. -> ABEL BAIAN. 
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CAV8A IiXXXI.%' 



D. Tomás R. Sánchez contra D. Pedro San Germes, sobre 

cumplimiento de un contrato de compra. 



Sumario. — La acción dírijida á que se cumpla on contrato 
de compra es personal, j no procede contra el antecesor del 
vendedor. 



Caso. — D. Tomás B. Sánchez se presentó ante el Juzgado, 
«sponiendo : 

Que por escritura pública de 22 de Setiembre de 1883, 
pasada ante el escribano D. Pedro García, doña Carmen Arga- 
ñarás de Armesto por sí y en representación de sus hijos me- 
nores Bamon, Ciriaca, Arcángel y Eladio Armaste, esposa la 
primera é hijos legítimos los otros de D. Telésf oro Armesto^ le 
Tendió una finca situada al sud de la ciudad de Santiago en el 
lugar denominado Contreras, compuesta de 18 cuadras cuadra- 
das con 98 centesimos ; 

Que este terreno fué vendido áD. Telésforo Armesto, causan- 
te de sus herederos porD. Pedro San Gormes, según escritura de 
29 de Noviembre de 1877 pasada ante el escribano D. Emilio 
Villar ; 
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Que mensurado el terreno á solicitud de Armesto, resultó qae 
solo tenía 17 cuadras con 48 centésioMS, siendo aprobada la 
mensura en 30 de Setiembre de 1878 ; 

Que de estos hechos tuvo conocimiento con mucha posterio- 
ridad ásu compra j habiendo rnclamado á la viuda de Armesto, 
le entregó los doeumcntos respectivos, que así como los títulos 
de propiedad, se encuentran en el archivo del Banco Hipotecario 
Nacional; 

Que según lo espuesto, éntrelo vendido por San Germes & Ar- 
mesto j por este á él, hay una diferencia en menos de una y me- 
dia cuadra cuadrada que el vendedor San Germes está obligado 
á reintegrarle, á lo que se resiste no obstante tener terrenos 
linderos con el que vendió ; 

Qne la resistencia de San Germes es infundada, pues por el 
contrato de compra-venta el vendedor trasmite al compr^^dor el 
dominio de la cosa vendida con todos los derechos y aooiones 
que le pertenecen, y en consecuencia los herederos de Armesto, 
continuadores de su persona, le han trasmitido con la vexmta, el 
derecho de exigir de San Germes la reintegración de la área 
vendida; 

Que entregando una ostensión menor que la espresadsk en la 
escritura, San Gormas no ha cumplido con sus obligaciones de 
vendedor que le impone el artículo 4409 del Código Civil . 

Pidió que se condenara al demandado á la reintegrac^iondel 
terreno y al pago de las costas. 

Conferido traslado, contestó San Germes la demanda, pidien- 
do que no se hiciera lugar á ella con costas. Dijo : Que eran exac- 
tos los heohos mencionados en la demanda,y que, aunque no 
fundará en ello su defensa debe espresar para demostrar 1& cor- 
rección de su proceder, que una vez que resultó de la m.ensara 
practicada, que el área vendida no tenía la estension coxisigna- 
da por error suyo en la escritura, hizo una disminución pr opor- 
cional en el precio; cosa por otra parte que es de presa joai^se si 
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se tiene presente que ni Armesto ni sus herederos le hicieron 
reclamo alguno en el largo lapso trascurrido entre lósanos 1878 
y 1883; 

Que no existiendo en nuestro derecho cí?il ni en el procesal, 
la acción de reintegración á que alude la demanda, ni compi- 
tiéndole al actor la acción reivindicatoria^ por cuanto nunca ha 
tenido el dominio de la cosa reclamada, no ha podido intentar 
más acciones que las que pudieran transferirles legalmente sus 
causantes en virtud del contrato de venta; 

Que habiendo vendido él á Armesto una área mayor que la 
que tenía 6 quería vender, con indicación de un precio único y no 
á t nto la medida, Armesto tenía derecho de reclamarle una 
vez conocido el error, ó la disminuoíon proporcional del precio 
pagado ó la resolución del contrato (art. 1344, 45, 46^ 47y 1045, 
Cód. Civ.) ; 

Que Armesto conoció el error padecido en cuanto á la osten- 
sión un año próximameute después de la venta, cuaíndo te apro- 
bó la mensura en 30 de Setiembre del 78, sin que hasta el dia de 
su muerte en 188S reclamara ni judicial ni estrajudicialmente 
la disminución del precio ó la resolución del contrato ; 

Que el actor no puede sustituirse en más derechos que los 
que sus causantes tenían, y los derechos que hoy invoca, 
han quedado prescritos por no haber sido ejercitados en el pla- 
zo legal ; 

Que en efecto, la acción para pedir la rescisión del contrato ó 
la disminución del precio pagado, se prescribe en dos años, cuan- 
do ha habido dolo, error, etc., contados desde que se conoció el 
error, dolo, etc. (art. 1045 y 4030, Cód. Civ.) ; 

Que en caso necesario probaría que Armesto conoció el error 
en el área, en Setiembre de 1878, yqoe tu muerte ocurrió en 
1882 sin que ejercitara su derecho; 

Que independientemente de esto, el demamdante mismo ha- 
bría dejado prescribir sn derecho desde que compró en 22 de 
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Setiembre de 1883 y ha presentado su demanda en Setiembre 
de 1888, 6 sea después de cíncu años. 

Contestada la demanda, el Juez confirió con calidad de para 
mejor proveer ) un nuevo traslado alas partes, por su orden. 

En esta oportunidad, el demandante insistió en sus anterio- 
res peticiones, espresando que la acción que había deducido era 
la acción emtiy que corresponded todo comprador para exigir la 
entrega de la cosa tal como fué vendida; acción que es sin duda 
alguna procedente en este caso, en lugar de la de disminución 
del precio ó resolocien del contrato, desde que^ por poseer a 
vendedor terrenos contiguos al vendido, está en la posibilidad de 
completar el área que vendió ; 

Que no es exacto que Armesto hubiera podido pedir la resci— 
sien del contrato, porque esto solo puede hacerse cuando la 
superficie resulta mayor que la espresada y el comprador tiene 
que pagar un precio mayor también, pero no cuando la superfi- 
cie es menor y menor el precio (art. 1346 y 47); 

Que aún admitiendo que procediera la rescisión, no hay entre 
esta y la reintegración, analogía alguna, de suerte que pueda 
oponérsele prescripción de dos anos ; y si lo que se quiere es 
equiparar la reintegraron con la acción de disminución de pre- 
cio, debe notarse que esta última acción no se prescribe á los 
dos años. 

Evacuando este nuevo traslado el demandado, manifestó que 
desistía de la escepcion de prescripción que había opuesto, pero 
insistía en que la demanda debía rechazarse. Dijo : que segua 
nuestras leyes, la enagenacion de bienes inmuebles debe hacer- 
se indispensablemente con estos dos requisitos : la escritura pú- 
blica y la tradición; la primera con objeto de comprobar el 
acuerdo de voluntades entre los contratantes y la segunda con 
el objeto de trasmitir el dominio ; 

Que en el presemte caso, los contratantes, esto es, San Gor- 
mes y Armesto, otorgaron la escritura perfectamente válida. 
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espresando que el terreno vendido tenía nna superficie de 18 
cuadras con 98 centesimos ; 

Que los mismos^ para efectuar la tradición, hicieron practi- 
car una mensura con la cual se conformaron j fué judicialmente 
aprobada j en la que se estableció definitivamente que el terre- 
no vendido no tenía la estension que espresaba la escritora de 
venta, sino 17 cuadras con 46 centesimos ; 

Que existían así dos actos públicos, perfectamente válidos j 
eonocidos por el demandante, desde que compró á los sucesores 
de Armesto, y con los cuales se habían conformado las dos par- 
tes contratantes ; 

Que en presencia de estos dos actos, era indudable que el 
que debía prevalecer era el segundo, ó sea la mensura, por- 
que su fecha era posterior á la del otro, j porque en él el acuer- 
do de los contratantes introdujo una modificación á las enun- 
ciaciones de la escritura ; 

Que así, la superficie enagenada por San Gormes á Armesto, 
no había sido de 18 cuadras y 98 centesimos, sino de 17 cuadras 
7 46 centesimos ; 

Que por otra parte, la acción de reintegración deducida no es 
autorizada por la ley^ como ya lo ha espresado ; el código esta- 
blece que las acciones á que da lugar la compra-venta, son las 
que tienden á pedir la entrega de cosa y precio, resolución del 
contrato y disminución proporcional del precio, sin mencionar 
la reintegración, sin duda con el intento de constltar la estabi- 
lidad de la propiedad ; 

Que el actor ha confundido los efectos de la venta en general 
con los que tienen las que hace el fisco provincial, que por dis- 
posición espresa de una ley, conviene con loa compradores en 
que en oaso de faltar algo del terreno vendido, no disminuye el 
precio, sino que reintegra lo enajenado; lo cual se produce 
como queda dicho,, en virtud de una eonveneien que no ha me- 
diado en el caso de que se trata. 
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Vmülm del Jíuea Federal 



Vistos estos autos seguidos por Don Tomás R. Sánchez, ciu- 
dadano argentino, contra Don Pedro San Germes, ciudadano 
francés, sobre reintegración de una zona de tierra ; de su exa- 
men resultan los siguientes hechos : 

En 29 de Noviembre de 1877, Don Pedro San Gormes, vendió 
á Don Telésforo Armesto un terreno compuesto de diez y ocho 
cuadras cuadradas y noventa y ocho centesimos de otra, la que 
fué piensurada en 1878, y resultó tener solo diez y siete cuadras 
cuadradas y cuarenta y ocho centesimos de otra, siendo la men- 
sura aprobada en 30 de Setiembre de 1878, de conformidad de 
partes. 

En 1883, el 22 de Setiembre, la viuda del referido Armesto, 
por sí y por sus hijos menores, vendió á Don Tomás R. Sán- 
chez, el terreno que Armesto compró á San Germes. 

Después de esto, en 1888, Sánchez exije que San Germes le 
integre la superficie de terreno que vendió á Armesto, es decir ^ 
que le de una cuadra y media que faltan, para que el terreno en 
cuestión tenga las diez y ocho cuadras cuadradas y noventa y 
ocho centesimos de otra. 

ontestando San Germes la demanda, reconócela verdad de 
los hechos alegados por Sánchez, en cnanto á que, es efectiva- 
mente cierto que vendió á Armesto las diez y ocho cuadras cua- 
dradas y noventa y ocho centesimos de otra, y que, de la men- 
sura de 1878, resultó tener solo diez y siete cuadras cuadradas 
y cuarenta y ocho centesimos de otra ; pero desconoce el dere- 
cho con q^ue Sánchez le exige su reintegración. 

La parte de Sánchez, funda su acción en la disposición de 
los artículos 1346 y 1409 del Código Civil, según los cuales 
piensa él, que en vez de pedir una disminución proporcional del 
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precio, puede pedir como lo hace, una superficie de terreno igual 
á lo que faltaba para completar las diez y ocho cuadras cuadra- 
das j noventa y ocho centesimos de otra. 

Entiende el actor, que no escluyendo la disposición del artí- 
culo 1346, la exigencia de uua prestación semejante, no hay ra- 
aon para pensar que ella no quepa dentro del espíritu de la ley. 
á la que cree atribuirle una interpretación correcta al ejercitar 
su acción en la forma en que lo hace. 

San Germes, contestando los argumentos aducidos «por San- 
chez, sostiene la improcedencia de la acción intentada, fundado, 
por una parte, en que la acción que podrían ejercitar Armesto y 
Sánchez estaba proscrita, y por otra, en que lo único que po- 
dría pedir Sánchez, es una disminución proporcional del precio, 
y no superficie alguna de terreno, puesto que la ley no lo auto- 
riza á ejercitar uua aecion tal, como la que el actor denomina 
de reintegración. 

Haciendo la réplica Sánchez^ espone que la interpretación 
dada al artículo 1346 del Código Civil, por San Germes, no es 
la natural y correcta, sino la que le da él, y para pensarlo así, 
se funda en que, si la mente del legislador hubiera sido la 
de eseluir cualquiera otra acción no autorizada por el mismo, su 
texto hubiéralo así espresado, diciendo, por ejemplo, que solo 
ó únicamente podría hacerse valer la acción que autoriza y no 
ninguna otra. 

No sucediendo así, y teniendo en cuenta la circunstancia de 
tener San Germes terreno contiguo al que vendió á Armesto, 
cree perfectamente fundada su tesis. 

Duplicando San Germes, sostenía á su vez, que esa acción 
carecía de fundamento alguno legal y para aseverarlo así se 
fundaba en que había que tener en vista la existencia del juicio 
de mensura verificada para hacer la tradición del terreno 
vendido, como acto complementario de la compra-venta, para 
juzgar del derecho que asistía á Sánchez. 
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Vallo de la SvpreHMi Corte 

Buenos Aires, Junio 17 de 1890. 

Vistos : Haoiéndose derivar la acción deducida á foja primera 
del contrato do compra-venta celebrado entre la sucecion de 
Don Telésforo Armesto j Don Tomás B. Sánchez ; j siendo 
data acción puramente personal entre comprador y vendedor, no 
lia pedido ella dirijirse contra Don Pedro San Qermes, que no 
es el vendedor á Sánchez. Por estos fundamentos, se confirma 
en lo principal la sentencia apelada de foja cuarenta y cuatro, y 
se revoca en cuanto exime de las costas al actor, declarándose 
que ellas son á su cargo. Bepuestos los sellos devuélvanse. 



BEriJAMIIf VIGTORiGA. — FEDERICO 
IBABGÚREII. — LUISV. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. 
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CAUSA X€ 



D. Gregorio Villarreal eontra dona Juana Rodríguez, por reí- 
vindica^non; sobre jurisdicción y procedencia de la de- 
manda. 



Sumario.'^ i"" Siendo estrange ros todos los actoreá y sus 
cedentes y argentino el demandado, procede la jurisdicción fe- 
doral. 

2^ Mientras no se hayan pagado por el demandante las cos- 
tas en qae fué condenado en ei juicio posesorio, no puede darse 
curso al que entabla sobre reivindicación. 



Caso. — En 15 de Mayo de 1889, D. Gregorio Villarreal, 
acompañando los instrumentos de cesión de acciones y derechos 
de los hijos y herederos de doña Adelaida Yaqueiro de Rolin á la 
herencia de D. Antonio B. Yaqueiro, propietario de an terreno 
sito en la calle Ministro Inglés número 955^ entre las calles de 
Santa-Fé y Grñemes, entabló demanda de reinndicacion contra 
doña Juana Bodrignez , que decía haberse apoderado indebida- 
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mente de una parte de dicho tesreno, y pidió se le comdenara á 
la restitución del inmueble usurpado, con los daños j perjui- 
cios, j costas. 

Acompañó á más de los instrumentos públicos de cesión de 
derechos otorgados, uno por D. Octavio Bellini en representación 
de doña Eusebia Eulalia Rolin de Tineira, de D. Juan A. Bolin, 
doña Gabriela Bolin de Onetti y doña Clara María Bolin de Ne- 
grees en i 2 de Diciembre de i 887, ante el escribano D. Do- 
roteo Pinero, de La Plata ; y otro en Dolores en 27 de Febrero 
de 1889 ante el escribano, D. José María Benvenuto por el mis- 
mo Bellini como representante del tutor de los menores hijos 
de doña Adelaida Yaqueiro de Bolin llamados Juan de Dios, 
Gentil, Carlos, Antonio, Cándida, Leopoldino y Pedro Rolin. 
Tarios otros documentos tendentes á demostrar la propiedad 
de D. Antonio Yaqueiro sobre el terreno mencionado. 

Acreditó que el caso correspondía á la jurisdicción federal por 
la diversa nacionalidad del demandante y demandado. 

Conferido traslado, D. Joan Bodriguez opuso la excepción 
de incompetencia. 

Dijo: queD. Gregorio Yillarreal ejercitaba un derecho cedido 
de los herederos Rolin y Yaqoeiro, y por consiguiente, tenía que 
seguir el fuero de estos, según lo establecido por el artículo 8^ 
de la ley de jurisdicción y competencia délos tribunales nació- 
nales y lo resuelto por la Suprema Corte en sus fallos, sérre2*, 
tomo 4*, página 3i5 y tomo 8^, página 32^; 

Que además, el juicio que ahora se intentaba, se hallaba radi- 
cado ante la justicia ordinaria, porque el antecesor de Yillarreal 
promovió ante aquella varios juicios en su contra y entre ellos 
un interdicto de recobrar la posesión que perdió con costas, y 
una demanda de reivindicación en la que se declaró sin persone- 
ría al representante de los herederos ; 

Que, igualmente, el representante de los cedentes del Sr. 
Yillarreal no había aún pagado las costas del juicio posesorio, 
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j no podía esta comenzar el petítorio sin haber concluido aquel» 
según lo prescribe el artículo 2486 del Código Giril ; 

Pidió que el Juzgado se declarara incompetente, y en caso 
contrario, que se la eximiera de contestar la demanda hasta tan- 
to se le satisfacieran las costas del juicio posesorio. 

Conferido traslado, la parte de Yillarreal pidió el rechazo de 
la escepcion de incompetencia y de la pretensión de no contes- 
tar por razón de las costas del juicio posesorio. 

Dijo: que los oedentes de Yillarreal eran todos ciudadanos 
brasileros, como resultaba de los instrumentos públicos acum- 
. panados á la demanda ; 

Que, según la misma esposicion de la demandada, resultaba 
que no había joicio radicado ante la justicia local, pues el jui- 
cio posesorio estaba concluido y nada tenía que ver con este, j 
el de reivindicación quedó sin efecto por haberse declarado qae 
el que lo entabló no tenía personería para hacerlo ; 

Qae la falta de pago de costas de un juicio posesorio no se 
halla comprendido en la prescripción del artículo 2486 del Códi- 
go Civil y en todo caso no constituye escepcion dilatoria de las 
que la ley nacional de Procedimientos admite como únicas en su 
artículo 73. 

FaIIo úml Jvea federal 

Buenos Aires, Julio 12 de 1889. 

Y vistos estos autos en lo relativo á la escepcion de incompe- 
tencia del Juzgado, deducida por el demandado y considerando: 

i® Que del documento público de foja 8 y del testimonio de 
los testigos D. José Bedriñana y D. Toribio I. Zarate, foja 32, 
resulta que tanto los cesionarios como el cedente son ciudada- 
nos estrangeros y la demandada argentina, que es lo que ha 
acreditado y fundado el fuero federal. 
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2® Qne no se ha prologado la jurisdicción de los tribunales 
ordinarios, porque segnn lo asevera la misma parte demandada 
el juicio de reivindicación á que alude no se radicó ante esa au- 
toridad, habiendo por el contrario sídole desconocida la perso- 
nería . 

3® Que respecto á no haber satisfecho Yillarreal las costas á 
que se dice fué condenado en el jnicio posesorio & que se refiere, 
no constituyendo tal hecho ninguna de las escepciones dilato- 
rias autorizadas por la ley, no hay para qué considerarla. 

Por estos fundamentos : fallo, no haciendo lugar con costas á 
la escepcion deducida y en consecuencia contéstese derechamen- 
te la demanda dentro del término legal. Repóngase los sellos, 
notificándose original. 

Andrés Ugarriza. 



YISTA DBL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Boenos Aires, Agosto 26 de 1889. 

Suprema Corte: 

Sírvase y. E. confirmar la sentencia recurrida, cuyos funda- 
mentos son, á mi juicio, perfectamente exactos y ajustados á la 
ley. 

Eduardo Costa. 



Fallo de to SvinroHMi €mwtm 

Buenos Aires, Junio 19 de 1890. 

Vistos : atento el mérito de la información producida á foja 
sesenta y una y por los fundamentos del auto apelado de foja 
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cuarenta y cuatro en lo que respecta á la escepcion de incompe- 
tencia deducida á foja treinta j siete: se confirma dicho auto ; 
7 considerando en lo relativo á la escepcion de incontestacion 
por falta de pago de las condenaciones impuestas en el juicio 
posesorio á que alude descrito citado: que cualquiera que sea el 
carácter que deba atribuirse á dicha escepcion, la demanda es 
improcedente, con arreglo á lo dispuesto en el artículo dos 
mil cuatrocientos ochenta y seis del Código CítíI : se revoca & 
este respecto dicho auto declarándose que no procede la de- 
manda mientras no se verifique el cumplimiento de las condicio- 
nes antes referidas ; y repuestos los sellos, devuélvase. 

FEDERICO IBARGtREN. — C. S. DE 
LA TORRE. — ABEL BAZAN. 



CAUSA XCI 



Criminal contra A. García^ por desacato ; sobre jurisdicción. 



Sumario. — La apelación en las causas criminales seguidas 
ante los jueces de los territorios nacionales por delitos comunes, 
corresponde á la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de la 
Capital. 
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Caso. — Del Juzgado del territorio del Bio Negro, se remitió 
en apelación nna cansa criminal seguida contra A. Qarcía por 
desacato. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR OEEIERAL 

Buenos Aires, Junio 16 de 1890. 

Suprema Corte : 

El desacato de que se acusa al procesado D. A. Qarcía es un 
simple delito común, y su conocimiento corresponde en apela- 
ción, en consecuencia, á la Cámara correspondiente en lo Crimi- 
nal (art. 25 7 33 del Cód. deProced.). 
• 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 19 de 1880. 

De conformidad con lo espuesto por el señor Procurador Qe- 
neral en su precedente vista, j atenta la naturaleza de la causa 
que ha dado origen & este proceso, se declara que la Suprema 
Corte es incompetente para conocer en él, y remítase con oficio 
á la Exma Cámara de Apelaciones de la Capital en lo Criminal. 



benjamín VICTORIGA. — FEDBRIGO 
IBARGÚREN. — G. S. DE LA TORRE. 
— LUIS Y. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 



T. IX S3 



FALLOS DE. LA StlíltBHA CORTE 



CAI78A XCII 



I 
^ 



El Dr. D. Florentino Vóco$ por la Oficina B de Batemees de 
Aduana, contra D. Franklin S. Ropes; por cobro ejecutivo 
depesos. 



Sumario. — La anotación de pa^^o délos derechos qne se co- 
liran hecha en algunos libros de la Aduana, desvirtúa la acción 
ejecntira de sn cobranza. 



Caso. — El Dr. Ti'xsoa inició ejecacioo como eacatgado de la 
Oficina B. de Balances de Begistros contra D. Frantlin S. 
Bopes, por la snma de 1537 pesos con 91 centavos, resultante 
de nna llqaidacion practicada poi la misma Oficina con el con- 
forme de la Administración de Rentas Nacionales. 

Despachada la ejecución, el ejecntado depositó en el Banco 
Kacional á la orden del Juzgado la soma reclamada, y se le ci- 
tó despnes de remate. 

En esta oportODÍdad opuso las escepciones de inhabilidad del 
título y de pago. 

Para fundar la primera, dijo : Que solo traen aparejada eje- 
cacion en los actos en la Aduana, los documentos originales fir- 
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mados por los empleados encargados de autorizarlos ó espedir- 
los; 

Qae el manifiesto de Aduana, produce acto válido, cuando 
consta que ha sido despachado por la oficina respectiva y tiene 
á su pié, firmado por el Oefe, el decreto á que se refiere el artí- 
culo 416 de las ordenanzas, de € despáchese después de satisfe- 
chos los derechos» ; 

Que entretanto el documento con que se ha iniciado la ejecu- 
siony^no contiene sino una operación aritmética para establecer 
el monto de los derechos, pero no contiene la constancia de que 
esos derechos se adeuden efectivamente ; 

Que además, el título presentado no reúne los requisitos exi- 
gidos por el inciso 5® del artículo 070 del Código Civil ; 

Que para ejecutar en este caso, ha debido presentarse cuenta 
estractada de los libros de Aduana y autorizada por el oficial 
encargado de llevarlos ; 

Que por estas razones, es inhábil el documento conque se eje- 
cuta. 

Para fundar la escepcion de pago, dijo: Que está espresa- 
mente prohibido por el artículo 116 de las Ordenanzas, que se 
entregue el manifiesto despachado sin que sean satisfechos pri- 
meramente los derechos de Aduana, ó que estos estén afianza- 
dos; 

Que el artículo 187 hace responsable al empleado de la alcai- 
día 6 resguardo, que entregara las mercaderías antes d^l pago 
de los derechos, como asimismo los artículos 188 y 189; todo lo 
cual demuestra que la mercadería no puede estraerse de la 
Aduana sin previo pago de los derechos, y que los empleados 
son los únicos responsables de su abono cuando se infringen ta- 
les disposiciones; 

Que el pago de los derechos se justifica, no con el recibo por 
ellos, sino con la existencia de las mercaderías en casa del co- 
merciante, y el desfalco de los derechos, lo ejecuta el empleado, 
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desde que no puede entregar la mercadería sin que hayan sido 
satisfechos ; 

Que así, la escepcion de pago resulta fundada en las disposi- 
ciones citadas. 

Pidió que declarándose admisibles las escepciones opuestas, 
no se hiciera lugar á la ejecución y se le entregara el dinero de- 
positado, con imposición de costas al ejecutante . 

Conferido tiaslado, lo contestó eIDr. D. Florentino Yócos, pi- 
diendo que se rechazaran las escepciones y se mandara llevar 
adelante la ejecución. Dijo: Que en primer lugar, los escepcio- 
nes opuestas son escluyentes una de otra, y esto demuestra la 
sin razón con que se invocan ; 

Que la oficina á su cargo, de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 437 de las Ordenanzas de Aduana, ha formulado los 
cargos que resultan contra el deudor, á mérito de la revisaciony 
balances que practica; y esos cargos son el resultado de parti- 
das ó asientos en descubierto que arrojan los balances según los 
elementos de comprobación con que se practican; 

Que los artículos 435, 36 y 37, disponen que se exija de los 
comerciantes el inmediato abono de lo que resulten adeudar al 
Fisco por cualquier causa ; 

Que el Fisco tiene por la ley acción ejecutiva para cobrar lo 
que se le adeuda por derechos de Aduana é intereses, y éntrelos 
créditos del Fisco figuran los provenientes de operaciones irre- 
gulares ó de deudores morosos, á los cuales aluden los artícu- 
los 436 y 37 de las Ordenanzas, fijando la forma en que ha de 
efectuarse el cobro ; 

Que este cobro no se rige por el artículo i 16 citado por el 
ejecutado, sino por el 437 ; 

Que así, es inoficioso averiguar en qué forma hizo el deudor 
los despachos ; puesto que, si los hizo al contado, de ello no re- 
sultaría ni la inhabilidad del título ni de pago; y si fueran á 
plazo, habrían ya vencido con exceso los cuatro meses que fija el 
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artíoolo i 56^ desde que hace ya Tarios años que se hicieron los 
despachos ; 

Qae según el mismo artículo 437 antes citado, la oficina á su 
cargo, no debe exhibir otra cosa que el resultado del balance que 
haya practicado, resultado que contiene la liquidación presen- 
tada; 

Que por otra parte, no se ha alegado por el deudor la falsedad 
del cargo, y si lo hubiese hecho, la oficina demostraría la ver- 
dad del mismo ; 

Que la autenticidad del documento con que se ejecuta, resul- 
ta de que está él autorizado por el Interyentor técnico nombra- 
do por el Gobierno, D. Luis S. Boado y por el Administrador de 
Aduana ; 

Que el resumen de las cuentas y operaciones que la oficina 
practicó, autorizado por el citado interventor, tiene la fuerza 
de instrumento público, según lo dispuesto en el artículo 979, 
inciso 5*» del Código Civil.. (Serie 2% tomo 10, página 90). 

Bespecto de la excepción de pago^dijo: Que un pago que re- 
sulte comprobado según se dice, por la ley y no por la entrega 
del dinero acreditado con el recibo, no se esplica'; 

Que el artículo li6 de las Ordenanzas, no dice, como se pre- 
tende, que no puede entregarse el manifiesto despachado, sin 
que sean primeramente satisfechos los derechos adeudados 6 
que se encnentren afianzados, y aunque lo dijera, de ello no se 
seguiría forzosamente que por la entrega del manifiesto despa- 
chado se hubiesen pagado los derechos, porque bien pudo el 
empleado, faltando á su deber, entregar el manifiesto despacha- 
do, sin que se hubiesen pagado aquellos ; y bien pudo el comer- 
ciante, sin este pago, defraudar al iSsco recibiendo las merca- 
derías ; 

Que cuando las ordenanzas responsabilizan á los empleados 
por la entrega de las mercaderías sin el previo pago de .derechos, 
no entiende por ello librar al comerciante de ese pago; 



I 



358 FALLOS DE LA SUI^REMA CORTE 

Qae se demuestra con solo enunciarla la falta de razón de la 
pretensión de que el pago se prueba por la sola existencia de las 
mercaderías en casa del comerciante. 



Fallo del Jues Wmdmwmí 

Buenos Aires, Noviembre 16 de 1888. 

Y Tistos estos autos ejecutiros iniciados por el Fisco de la Na- 
ción representado por el Dr. D. Florentino Yócos, como encar- 
gado de la oficina B de Balances, contra D. FranUin S. Ro- 
pos, por cobro de la cantidad de mil quinientos treinta y siete 
pesos moneda nacional con noventa y un centavos, procedente 
de derechos de importación y comiso que se dice adeudar desde 
el veinte y uno de Setiembre de mil ochocientos ochenta y uno, 
é intereses desde esa fecha hasta el ocho de Noviembre de mil 
ochocientos ochenta y siete, para resolver sobre las escepciones 
de inhabilidad del título y pago opuestas en el escrito de foja 3. 

Y considerando: i"" Que ambas escepciones tienen su funda- 
mento en las mismas constancias del espediente, lo que hace 
innecesario el trámite de la prueba. 

2* Que según el artículo 979, inciso 5®, del Código Civil, solo 
pueden considerarse como instrumentos públicos las cuentas 
sacadas de los libros fiscales autorizadas por los encargados de 
Ueyarlos, de cuyo carácter seguramente no participa la plani- 
lla de foja 2 que ha servido de título á esta ejecución, pues se- 
gún se desprende de la misma esposicion del ejecutante, conte- 
nida en el escrito de foja 37, dicha planilla no es otra cosa qae 
el resultado del balance practicado por la oficina ejecutante de 
documentos atrasados cuyas condiciones de autenticidad para 
establecer obligaciones de terceros, son desconocidas. 

3® Que si bien es cierto que el Fisco goza del privilegio de la 
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acción ejecutiva para el cobro de derechos adeudados, esto solo 
80 entiende en cuanto la existencia del crédito esté justificada 
por los documentos originales que las Ordenanzas de Aduana 
determinan, donde necesariamente debe constar la firma del 
obligado, á la cual la ley atribuye suficiente autenticidad para 
acordar dicha acción por la sola intervención de las oficinas y 
funcionarios encargados de tramitarlas, como sucede respecto 
de las letras de Aduana , que no necesitan ser protestadas para 
producir tales efectos. 

4^ Que según se desprende de los artículos li6, 155 y 186 
á 190 de las Ordenanzas, las mercaderías solo pueden salir de 
la Aduana, ó previo pago de los derechos liquidados^ ó después 
de firmarse por su importe letras á cuatro meses de plazo, lo 
que se determina por la resolución recaida en el manifiesto de 
despacho, de modo que la presentación de este documento es 
indispensable para conocer la forma en que debieron pagarse 
los derechos correspondientes, habiendo establecido la juris- 
prudencia de la Corte Suprema en el caso del Fisco con Esto- 
van Spinetto (tomo 4^, pág. 246 de la 2* serie), cque sin estos 
documentos ú otros comprobantes no puede precederse ejecuti- 
vamente», porque como fácilmente se comprende, según la re- 
solución que debe recaer en el manifiesto de despacho, conforme 
al artículo 116 de las ordenanzas de Aduana, la entrega de las 
mercaderías al comexoiante constituye á su favor una presun- 
ción de pago al contado, ó de haberse firmado las letras á que 
se refiere el artículo 1 55, siendo necesario esplicar satisfacto- 
riamente la omisión de estos requisitos, para proceder contra 
el comerciante por otros medios. 

5® Que siendo inhábil el título para proceder ejecutivamen- 
te, es inútil ocuparse de la escepcion de pago, fundada tan solo 
en la presunción antes mencionada, debiendo este punto tener 
su amplia discusión en el juicio ordinario que puede promover 
la oficina de Balances, si viere convenirle. 
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Por estos f andamentos y concordantes del escrito de foja 31, 
fallo: no haciendo lugar á la ejecución, con costas al ejecntante, 
en conformidad á lo dispuesto en el artículo 277 de la ley na- 
cional de Procedimientos, debiendo devolverse al ejecutado la 
cantidad depositada en calidad de embargo. Repónganse las 
fojas. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de ím ñwkprmmam Cowtm 

Buenos Aires, JqUo 19 de 1890. 

Vistos : Por los fundamentos aducidos en el primero y se- 
gundo considerandos de la resolución de fecha diez del corriente 
mes, que se agregará en copia á los presentes, dictada en los 
autos seguidos por el demandante contra Don Syla IdLonsegur, 
y el mérito de la esposicioo del propio demandante, contenida 
en el escrito de foja ciento diez y seis de dichos autos , con re- 
ferencia á los presentes : se confirma con costas, la sentencia 
apelada de foja cuarenta y dos, y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín YICTORIGA. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — G. S. DB LA TORRE. 
— LUIS Y. VÁRELA. 
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CAUSA XCIII 



D* Juana Espinosa, por tercería de dominio en la ejecución 
de D. Julián Molina, contra^D. Antonio Cafferata y D. Lázaro 
Multedo; sobre defecto legal en la demanda. 



Sumario. — La falta de presentación de los documentos en 
los que se funda la demanda, no constituye escepcion dila- 
toria. 



Caso. — El Dr. D. Pedro F. Sánchez, por D'' Juana Espi- 
nosa, dedujo en la ejecución de D. Julián Molina contra D . 
Antonio Cafferata y D. Lázaro Multedo, tercería de dominio, 
fundado en que su representada era la propietaria del terreno 
que se había embargado como de propiedad de los ejecutados. 

Dijo en su escrito : que los títulos que acreditan el dominio 
de D* Juana Espinosa corren agregados á un espediente de 
mensura que tramita por ante el Juzgado Civil de 1" Instancia 
de la ciudad de Goya, razón por la cual no los acompañaba ; 
pndiendo dicho espediente pedirse ad effectum videndi. 

Corrido traslado, el ejecutante, sin evacuarlo, opaso la escep- 
cion dilatoria por defecto legal en el modo de proponer la 
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demanda. Dijo : que la tercerista no había producido el titalo 
que demuestra su dominio^ como lo requiere el artículo 73» 
inciso 4®, de la ley de Procedimientos,' y á pesar de que el 
artículo 301 de la misma ley exije que la tercería de oposición 
escluyente ha de fundarse precisamente en el dominio de los 
bienes embargados; 

Que la Suprema Corte había interpretado en este sentido el 
espíritu del artículo 301 citado (causa iOi, tomo XX, pági- 
na 366). 

Pidió que se declarase no estar obligado á contestar la de- 
manda mientras los títulos no se presentasen, con costas al 
actor. 

Conferido traslado de la escepcion, la contestó el actor pi- 
diendo que fuera ella rechazada con costas. Dijo: Que pesando la 
carga de la prueba sobre el actor, es este el que debe presentar 
lo que considere conveniente para acreditar su derecho, sin que 
el demandado tenga la facultad de exijirle que la presente, pues 
debe limitarse á esperarla y á obtener su absolución en el caso 
en que no sea presentada; 

Que la loy determina por regla general que la prueba debe 
presentarla el actor en el término que para ello se abre después 
de contestada la demanda; 

Que la misma ley prescribe, para el caso en que sea posible^ 
que se presenten con la demanda los documentos que la funden ; 
pero esta disposición, qoe es la contenida en el artículo iO de 
la Ley de Procedimientos, no se refiere á la forma de la demanda, 
de la cual se ocupa el artículo 57 de la misma ley; 

Que todo lo que aquel artículo dispone, por otra parte, es que 
no se admitirán al actor después de la demanda los documentos 
que debió presentar con ella; 

Que por lo demás, el precepto del artículo iO estaba cumplido, 
desdé que no siendo posible la presentación de los títulos, se 
había indicado el lugar en que se encuentran. 
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Falto del Jues Federal 



Corrientes, Octubre 29 de 1889. 

Vistos y considerando: Que solo hay defecto legal en la de- 
manda cuando no se han cumplido ó llenado los requisitos que 
prescribe el artículo 57 de la ley nacional de Procedimientos, 
entre los que no figura la presentación de documentos que ha- 
yan al derecho del actor. 

Que lo único que la ley exije es que se haga mención de ellos 
con la indiTÍdualidad posible sobre lo que de ellos resulte y el 
archivo, oficina pública ó lugar donde se encuentren, como se 
ha hecho en el presente caso, diciendo que los títulos que 
acreditan el derecho alegado corren agregados á un espediente 
que se tramita por ante el Juzgado de i'' instancia de Goya. 

Que no es el mismo caso recordado por el escepcionante, pues 
en él no se indicaba dónde se encontraba la escritura hipoteca- 
ria á que se refería, la que por otra parte, no acredita el dominio 
de la cosa, como lo exije el artículo SOi, ley citada. 

Que la Suprema Corte ha resuelto en diversos casos que la 
no presentación de documentos no justifica una articulación de 
defecto legal, no teniendo esta omisión otro defecto que el 
señalado en la última parte del artículo 10 de la ley de Proce- 
dimientos. 

Por esto, no ha lugar con costas á la escepcion deducida en 
el escrito de foja... y contéstese derechamente el traslado 
decretado. 

E. S. Lujambio. 

El ejecutante dedujo los recursos de revocatoria y apelación; 
y para fundar el primero, dijo: 



i 
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Qae el auto del Jnez sería perfeutamente correcto sí no se 
tratara de ana demaadn de tercería; 

Que siendo esta clase de demandas de un carácter especial j 
teniendo por la le? la virtod de suspender la ejecución, debía 
considerárseles sometidas á reglas especiales, ; por eso el artf- 
oalo 301 déla ley de Procedimientos dispoue que la tercería de 
dominio debe fundarse en el dominio ; 

Qne por eso también la Suprema Corte había establecido ea 
el fallo que cít'^ al oponer la escepciou, que do podía deducirse 
tercería de dominio sin la presentación del título de pro- 
piedad . 

Corrido traslado, lo contestó el tercerista pidiendo que no se 
hiciera lugar con costas á la pretensión del ejecutante. Dijo: 

Que las tercerías debían sustanciarse por los trámites del juicio 
ordinario, y era así de aplicación lo dispuesto por et articulo 
iO de la Ley de Procedimientos; 

Qne si la pretensión del actor fuera atendida,* se pondría al 
propietario cuyo bien hubiera sido embargado indebidamente, 
en el caso d« no poder deducir tercería, nada más que por no 
poder presentar con su demanda el título de propiedad; 

Qne el fallo uitado de la Suprema Corte recayó en un caso en 
qne el tercerista no había cumplido con designar como lo manda 
el artículo 10, el lugar donde se encuentra el título, es decir, tsn 
un caso en que este no podía presentarse despees de Is demanda, 
por no haber sido acompañado á ella, ni espresádose en ella 
el lugar donde se encontrara. 

Corrientes, NoTÍembre 11 de 1889. 

Ko se hace lugar á la revocatoria por las razones espaestaa 
•en el precedente escrito, la que por otra parte es improcedente. 



Y 
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pues no se trata de un auto paramente ioterloeutorio. En con- 
secaencia, concédese la apelación solicitada^ remítanse los autos 
en la forma de estilo, emplazándose á las partes para que se pre- 
senten á estar á derecho ante la Suprema Corte en el término 
de tres dias. 

Lujambio. 

Fallo de la Suprenaa Corte 

Buenos Aires, Junio 21 de 1890. 

Vistos : No constituyendo escepcion dilatoria, con arreglo á 
la jurisprudencia establecida por esta Suprema Corte, la falta 
de presentación de los documentos en que se funda la demanda ; 
y por los fundamentos concordantes del auto apelado de foja 
Tointe y tres Tuelta: se confirma con costas dicho auto; y re- 
puestos los sellos devuélvanse. 

BBNJAHUf VICTORIGA. — FEDERICO 
IfiARGÚREN.— C. S. DE LA TORRE. 
— ABEL BAZAN. 
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CAUSA XCI¥ O 



D. Gabriel Céspedes, contra elDr. D. Mantíel D. Pizarra; 

sobre consignación. 



Sumario. — La cuestión sobre una consignación de arriendos, 
cuya validez se pone en duda por estarse discutiendo la estensíon 
de la c«8a arrendada, no tiene razón de ser, una vez que se ha 
dictado sentencia fijando esta última, y se ha ampliado la con- 
signación con arreglo á lo resuelto por dicha sentencia. 



Caso. — D. Gabriel Céspedes se presentó ante el Juez de la 
Fedanía deBio Ceballos, consignando & la orden del Dr. Pizarro, 
cuarenta pesos moneda nacional, importe de un cuatrimestre 
vencido el 30 de Agosto de i 887, de arrendamiento de un 
terreno, fundado en que el Dr. Fizarro se había resistido á 
recibirlo, alegando que la suma á pagarse debía ser mayor si 
Céspedes había de continuar ocupando todo el campo, sobre lo 
cual había cuestión pendiente ante el Juzgado Federal. 

El Juez de Faz se declaró incompetente y Céspedes^ en con- 
secuencia, ocurrió ante el Juez Federal en 31 de Diciembre de 
i887, haciendo ante él la consignación, y pidiéndole se sirviera 

{*) Esta causa fué vista por la Suprema Corte en 31 de Junio de 1890. 
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declarar que, sin perjuicio de lo que 8e resolviera en el pleito 
pendiente entre las mismas partes, respecto del área que debía 
comprender el contrato de arriendo celebrado por ellas, su obli- 
gación solo comprende la cantidad consignada por un cuatri- 
mestre, 7 una cantidad igual por los que vencieren en adelante, 
todo con sujeción al referido contrato. 

El Juez Federal declaró que le correspondía conocer en el caso, 
en virtud de que la suma consignada procede del arrendamiento 
de un campo de propiedad del Dr. Fizarro, sobre cuyo aumento 
existía pleito pendiente ante su Juzgado ; y confirió vista á la 
parte del Dr. Fizarro. 

El Dr. D. Julio Deheza, por el Dr. Fizarro evacuó ja vista 
conferida, pidiendo en primer término que se mandaran testar 
los conceptos que reputaba injuriosos contenidos en el escrito de 
Céspedes ; y en cuanto á la consignación, dijo : 

Que para que fuera válida, se requiere que comprenda la tota- 
lidad de la suma exigible, los intereses vencidos, los gastos 
liquidados, y una cantidad cualquiera para loa ilíquidos ; lo cual 
no había hecho Céspedes, pues él no sabía cuánto tenía que 
pagar, porque la cantidad puede ser mayor ó menor según quien 
pierda 6 gane el pleito pendiente; 

Que además, ya habían vencido dos cuatrimestres cuyo impor- 
te no podía ser menor de 80 pesos, sin que pudiera conocerse 
fijamente por la misma razón de depender del pleito pendiente ; 

Que por otra parte, el incidente sobre consignación no podía 
ifer resuelto sin prejuzgar en el juicio sobre aumento de alquiler. 
Pidió que se declarara estemporánea é improcedente la con- 
signación. 
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Fallo del JuoB JFedeMl 

Córdoba, Marzo 19 de 1888. 

Autos 7 vistos : la solicitud de D. Gabriel Céspedes pidiendo 
se declare con fuerza de pago la consignación de cuarenta 
pesos depositados en el Banco Provincial á la orden de este 
Juzgado, correspondiente á un cuatrimestre de arrendamiento 
de un terreno del Dr. D. Manuel D. Pizarro ; á mérito de lo 
alegado por ambas partes. 

Y considerando : i® Que para que sea válido el pago por con- 
signación, es necesario que concurra en cuanto á su objeto todos 
los requisitos sin los cuales el pago no puede ser válido (art. 758 
del C6d. Civ.). 

^ Que el pago debe ser hecho del total de la suma que se 
debe sin estar obligado el acreedor á recibir pagos parciales 
(art. 756, 742 y 673 del C6d. Civ.). 

S'' Que consta de autos que el señor Céspedes adeuda al señor 
D. Manuel D. Pizarro no solo á esta fecha sino también á la en 
que se presentó á este Juzgado, dos cuatrimestres de arrenda- 
miento 6 sean ochenta pesos moneda nacional. 

4^ Que esta suma es el mínimo aún sin tener en cuenta que 
puede resolverse en la cuestión principal, sub judice, que sea 
más la suma á que ascienden dichos cuatrimestres sobre los 
que nada se prejuzga. 

5^ Que siendo mayor la suma adeudada, el acreedor tiene 
derecho de alegar como lo hace, el no estar obligado á recibir 
pagos parciales. 

Y considerando respecto de las frases irrespetuosas que 
emplea el señor Céspedes contra el Dr. Pizarro : que ellas lo son 
efectivamente, pues el calificativo qué envuelven importan 
en el concepto público algo que menoscaba el crédito y la repu- 
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tacion de la persona á quien van dirijidas; cuyos conceptos por 
otra parte no han podido servir como un resorte de defensa para 
el que los profiere ; dichas palabras deben testarse como igual- 
mente algunas de las empleadas por el abogado del Dr. Fizarro 
al acusar aquellas. 

Por estas consideraciones y otras omitidas: se resuelve no hacer 
lugar al pago por consignación que se pretende, como igual- 
mente que deben testarse por Secretaría los conceptos que el 
infrascrito ha indicado al Secretario. Hágase saber y repón- 
ganse los sellos y devuélvase el documento de depósito al soli- 
citante. 

C. Moyano Gacitúa. 



ACLARACIÓN 

Córdoba, Abrü 7 de 1888. 

Vista la solicitud de aclaración de la anterior sentencia se 
declara: que dicha resolución es con costas al señor Céspedes, y 
que por una omisión del escribiente, inapercibida del infras- 
crito, no se ha consignado en ella dicha condenación. 

* 

C. Moyano Gacitúa. 



Wmilo de ím Suprenu» Corte 

Buenos Aires, Junio 21 de 1890. 

Yistos : Atento lo resuelto por esta Suprema Corte con fecha 
cuatro de Junio de mil ochocientos ochenta y nueve en el juicio 
seguido entre estas mismas partes sobre reducción del área de 

T. n S4 
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campo arrendada 6 aumento del valor del arriendo ; y atendien- 
do á que por escrito de foja Teinte y una el demandante ha 
asentido á la sentencia recurrida ampliando en los términos 
requeridos por esta, la consignación hecha en estos autos, lo 
cual deja sin razón de ser esta cuestión: devuélvanse sin más 
trámite al Juzgado de su procedencia á los efectos á que hubiese 
lugar ; y repónganse los sellos. 

BENIAMIN VICTORICA. — FEDERICO 
IBARGtiREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— ABEL RAZAN. 



CAUSA X€T 



Criminal contra Á.M. Delfino, sobre contrabando y adulteración 

de documento público. 



Sumario. — Resultando del sumario la existencia de an de- 
lito común conexo con el de contrabando, lo actuado respecto 
de este último separadamente del otro delito, es nulo. 



Caso. — Resulta de los siguientes documentos : 
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Buenos Aires, Abril S9 de 1889. 

Señor Contador Interventor D. José M, Rodríguez. 

Comunico á Yd. que de la confrontaoiou hecha en el mani- 
fiesto general y consular de la barca francesa Marte que forma- 
lizó su entrada el dia 25 del corriente, registro 1138, procedente 
de Amberes, consignada al señor A. M. Delfino, resultan no 
manifestados en el manifiesto general, 18 barriles de la marca 
D. T. con los números siguientes : 223-223 bis, 224-224 bis, 
225-225 bis, 226-226 bis, 227-227 bis, 228-228 bis y 229/34 
conteniendo loza de barro. Este caso se encuentra previsto y 
penado por los artículos 51, 905, 1025 y 1026 de las Ordenan- 
zas de Aduana. 

Dios guarde á Yd. 

Nicolás Pereira. 



RESOLUCIÓN DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 

Buenos Aires, Julio 4 de 1889. 

Yistos y considerando : Que resulta comprobado que no cons- 
tan en el manifiesto general del vapor Marte los diez y ocho bar- 
riles loza de que se da cuenta en el parte de foja... 

Que el hecho de que consten en una de las copias del mani- 
fiestOy lejos de ser una circunstancia atenuante, lo es agravante 
en el presente caso, por cuanto la manifestación de los espresa- 
dos barriles se ha hecho subrepticiamente, según lo espuesto 
por el Tenedor de Libros de la oficina de contabilidad de la Al- 
caidía que ha originado el espediente número 1059 que está 
agregado al presente. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 17 de 1890. 

Suprema Corte : 

Si la agregación sabrepticia á que se refiere el señor adminis- 
trador en su resolución de foja 4 ha de ser considerada un de- 
lito común, conexo con la defraudación de la renta, la disposi- 
ción del artículo 1060 de las Ordenanzas, es perfectamente 
aplicable al presente caso, y deben volver estos autos al Juz- 
gado de Sección, para que las dos acciones sean instruidas y 
resueltas por un solo y mismo juicio . 

Ahora bien ; que la manifestación ó agregación es subrepticia, 
paréceme indudable, puesto que se trata de adulteración de un 
documento de carácter público, delito previsto y castigado por 
las leyes generales. 

El mismo administrador así lo entendió sin duda, al mandar 
desglosar el espediente agregado al objeto de continuar el jui- 
cio instaurado hasta su terminación. 

No aparece que este juicio haya sido iniciado siquiera, no 
obstante haber trascurrido ya cerca de un año . 

No es esto, empero, una razón para que haya de ser defini- 
tivamente abandonado, tanto más, cuanto que el mismo acu- 
sado lo requiere, esperando encontrar en él su justifica- 
ción. 

En mérito del espediente agregado, pienso por lo espuesto^ 
que debe Y. E., dejar sin efecto la sentencia recurrida, vol- 
viendo los autos al Juzgado de Sección á los objetos antes in- 
dicados. 

Eduardo Costa. 
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Fallo de te Suprom» €)mwim 



Buenos Aires, Junio 2ld de 1890. 

Vistos : De conformidad oon lo dispuesto por el artículo mil 
sesenta de las Ordenanzas de Aduana, y por lo que resulta del 
espediente agregado, y lo pedido por el señor Procurador Ge- 
neral, se deja sin efecto la sentencia apelada de foja... y de- 
vnélyanse estos autos al Juzgado de su procedencia á los efec- 
tos del artículo citado. Repónganse los sellos . 



benjamín YICTORICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — G. 8. DE LA TOR- 
RE. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
RAZAN. 
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CAUSA XCTI 



D. Nicasio ValdeSy contra D. Pedro Á. Gómez; sobre cobro de 

daños y perjuicios. 



Sumario. — Habiéndose prescÍDdido en i* instancia de ave- 
riguar nn hecho conducente á la decisión de la cansa, debe de- 
jarse sin efecto la sentencia 7 recibirse la cansad prneba del 
hecho referido. 



C¿uo. — Enl2deNoTÍenibredei888 D. Nicasio Yaldes se 
presentó ante el Juzgado de i* Instancia en lo CítíI, á cargo del 
Dr. D. Emilio Giménez, esponiendo: que en 8 de Octubre había 
Tendido, por la suma de i 5,000 pesos, áD. Adolfo Amaré una ye- 
gua de carrera, de raza rusa, llamada hoy c Paloma», antes clTlo- 
pka», de su propiedad, que tenia para su cuidado y mantención 
en el c Stud Independencia» 6 cEcurfe Chaoabnco », de D. Pe- 
dro A. Qomez. 

Que habiendo sido la venta con pacto de deberse entregar la 
yegua el 29 de Octubre, so pena de quedar nula, fué ese día con 
el comprador Amaré para recibirse y hacerle entrega de la ye- 
gua, pero no pudo porque D. Ernesto Boero, encargado del 
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stud se uegó á ello, sin poderlo coúTencer de la injusticia de su 
negativa, 

Boero opuso que tenía orden de D. Pedro A. Gómez de no 
entregar á nadie la 'yegua, y esto lo confirmó con una acta la- 
brada ese mismo dia en la comisaría SS'', donde Yaldes ocurrió 
en busca de protección por su derecho desconocido: esa acta fué 
firmada en presencia de Amaré pot Boero y Yaldes, haciendo 
constar que Yaldes había ido con Amaré al stud para efectuar 
la entrega de la yegua, y que esta no se hizo por la orden reci- 
bida del Sr. Gómez. 

Que el Sr. Gómez confirmó la manifestación de Boero en la 
Comisaría, á donde fué el mismo dia, diciendo que la yegua que- 
daba en el stud bajo su responsabilidad. 

Que al dia siguiente, 30 de Octubre, Gómez tratando de elu- 
dir su responsabilidad, lo demandó ante el Juez de Paz de Mon- 
serrat por cobro de una cuenta imaginaria que no debe, prove- 
niente de gastos de cuidado y mantención de la yegua. 

Que Gómez, aún siendo acreedor de esa cuenta, no podía ha- 
cerse justicia por sí mismo; pero que no la era, porque el dia 
29, en presencia del Sr. Amaré y otras personas, se pidió á Boero 
para pagarla en ese instante la cuenta de la yegua, y esta as-, 
oendía á una suma quince veces menor de la que cobra hoy Gó- 
mez ante el Juez de Paz. 

Dijo que por la negativa de la entrega quedó anulada la ven- 
ta, siendo Gómez responsable de este perjuicio; que además 
la retención de la yegua en el stud sin hacerla correr, que es su 
destino, la desconceptúa en el buen nombre que goza en el hi- 
pódromo y en el sport, y hace perder á su propietario las utili- 
dades que producirían las carreras, cuyos perjuicios, fuera del 
precio de 15,000 pesos, estima en la suma de 25,000 pesos. 

Que por todo esto entablaba demanda contra D. Pedro A. 
Gómez para que fuera condenado por razón de daños y perjuicios, 
al pago de la suma de 40,000 pesos y al de las costas del juicio. 
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Acompañó á la demanda: 1^ Un certificado de raza de la ye- 
gua, firmado por el propietario Sinizin, con su traducción ; 

2^ Dos documentos impresos, al parecer en idioma ruso, sin 
traducción ; 

3^ Tina boleta de compra de D. Adolfo Amaré por la snma de 
i5,000 pesos de la yegua c Paloma» ex «XJlopka», de 8 de 
Octubre de i888, en papel simple ; 

¥ Un recibo fecha 1<» de Diciembre de 1887, firmado por D. 
Pablo Colombo por la suma de 25,000 pesos, pagados por D. 
Nicasio Valdes por dos yeguas oscuras de trote ; 

5® Un recibo, fecha 9de Octubre de 1888, firmado porD. Er- 
nesto Boero por la suma de 100 pesos á cuenta de mayor canti- 
dad pagados por Yaldes, por cuidado y mantención de su yegua 
c Paloma », por los meses de Setiembre y Octubre de 1888. 

Conferido traslado de lademanda, D. Luis Esquivel, por D. 
Pedro A. Gómez, declinó de la jurisdicción ordinaria, alegando 
que la causa correspondía al fuero federal por ser argentino 
Yaldes, y oriental el demandado Gómez. 

Conferido traslado de la escepcion, Yaldes aceptó la declina- 
toria, y el Juez de 1* Instancia remitió los antos al Juez Fede- 
fal de la Capital. 

Ante el Juez Federal, D. Nicasio Yaldes reprodujo la deman- 
da por daños y perjuicios, y alegando que el demandado Gó- 
mez seguía reteniendo la yegua, con grave deterioro déla, mis- 
ma, amplió la demanda pidiendo la entrega de esta por vía de 
reivindicación, y solicitó, de acuerdo con los artículos 2786 7 
2788 del Código Civil, y 55 inciso 5« del Código de Procedi- 
mientos Nacionales, el secuestro de la yegua, para que le fuera 
entregada, previo reconocimiento pericial de su estado. 

Conferido traslado, el procurador Esquivel contestó la de- 
manda, pidiendo su rechazo con costas. 

Dijo: Que Yaldes adeudaba y adeuda todavía al Sr. Gómez el 
importe de la mantención, cuidado y otros gastos de la yegaa, 
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cuyo pago no había podido conseguir estrajadicialoiente ; 

Que en 6 de Noviembre de 1888 lo demandó ante el Juez de 
Paz de la Sección 15*^ por la suma que adeudaba con los gastos 
acrecidos ; 

Que tan lejos estaba de retener la yegua, que al entablar la 
demanda pidió al Juez de Faz se nombrara un depositario, tra- 
bando embargo sobre el animal en garantía del crédito que co- 
braba ; 

Que no entraba á averiguar si la venta á Amaré era real ó 
simulada, pero que de la no entrega á este de la yegua en el dia 
convenido, no era responsable el Sr. Gómez; 

Que Boero, encargado del stud, al negarse á entregarla, obe- 
decía ala orden general que tenía del Sr. Gómez de no entregar 
ningún animal sin su orden espresa; 

Que Yaldes habría podido arreglar todo si se hubiese preo- 
cupado de liquidar sus cuentas con Gómez, habiendo tenido para 
ello todo el tiempo que corrió desde el 8 de Octubre, en que dice 
haber hecho la venta á Amaré, hasta el 29 del mismo, y no ocur- 
riendo el preciso dia 29 al encargado para sorprenderlo, y ar- 
rancarle la yegua sin satisfacer previamente los gastos ; 

Que la demanda ha sido formulada, después de haber sido 
Tal des demandado ante el Juez de Faz, y con el propósito de 
buscar beneficios indebidos. 

Respecto de la suma pedida de 40^000 pesos, observó: Que sí, 
según la boleta de venta, debía haber entregado el 29de Octubre 
la yegua al Sr. Amaré, no podía haber ganado desde entonces 
25,000pe8os con una yegua que ya no era suya, y que no podía 
creer que Yaldes vendiese en 15,000 pesos un animal que tenía 
seguridad que le iba á proporcionar 40,000 pesos de beneficio; 

Que la demanda, en todo caso, debió haberse limitado á pedir 
los 15,000 pesos y que se quedara Gómez con la yegua, ó á que 
esta se vendiera en remate y le fuera pagada la diferencia, y no 
exigir la fabulosa suma que pide; 
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Que él no ha resistido, ni resiste la entrega de la yegua, y es- 
tá pronto á entregarla previo pago de lo que le debe ; 

Que en cuanto á la ampliación de la demanda y secuestro pe- 
dido, estaba conforme con este, siempre que el embargo respon- 
diera al pago de lo que se le debía. 

En otrosí 'pidió que el Juzgado de Paz de la Sección 15* infor- 
mara sobre la exactitud de las referencias hechas, con un testi- 
monio de la causa . 

Con esta contestación, se llamaron autos y se dictó el si- 
guiente. 

WmUm del Summ Fedenü 

Buenos Aires, Febrero 15 de 1889. 

Autos y vistos : la presente demanda iniciada por D. Ni- 
casio Yaldes contra D. Pedro A. Gómez, sobre indemnización 
de daños y perjuicios, de cuyos antecedentes resulta que la ac- 
ción entablada se dirige á obtener la reparación de daños y per- 
juicios resultantes del hecho de que, habiendo vendido el actor 
la yegua de carrera denominada c Paloma», en la suma de 
i 5,000 pesos nacionales, con obligación de entregarla al com- 
prador el 29 de Octubre último, no había podido realizar la ven- 
ta porque no se le había permitido sacarla del Stud Indepen- 
dencia, donde estaba en pensión, lo cual le habla originado los 
perjuicios cuya indemnización reclama del dueño de dicho esta- 
blecimiento, Sr. Gómez ; y considerando : 

V Que según resulta déla demanda y su contestación, tanto 
actor como demandado están conformes en que, la yegua c Pa- 
loma » no ha salido del stud, por falta del pago de la manten- 
ción y demás gastos que ha ocasionado; 

2^ Que siendo un derecho reconocido por la ley el que ejerci- 
taba el demandado al resistir la entrega de la yegua, puesta por 
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8U dueño á sn guarda, mientras no le fuese satisfecha la deuda 
proveniente de su cuidado j mantención, los perjuicios que pu- 
dieran resultar del ejercicio de este derecho no pueden serle im^ 
putadoSy de acuerdo al articulo 1071, Código Civil. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo á los artículos 3939 á 
3941» fallo : no haciendo lugar á la acción entablada por D. Ni- 
casio Yaldes, y en su consecuencia, repuestos que sean los sellos 
archívense los autos. 

Andrés Ugarríza. 



WmHm de la Svpreaia €«rte 

Buenos Aires, Junio S6 de 1880. 

Vistos : Afirmando el demandante haber solicitado oportuna- 
mente del demandado 6 su admistrador, la presentación de la 
cuenta adeudada al primero para su abono en el acto ; y habér- 
sele negado no obstante ello, y sin dar motivo alguno, la entrega 
del animal á que se refiere lademanda, hecho denegado de con- 
trario y conducente á la decisión de esta causa, que el Juez de 
Sección ha prescindido de averiguar : déjase sin efecto la sen- 
tencia de foja treinta y una vuelta ; y de conformidad al artícu- 
lo doscientos siete de la Ley Nacional de Enjuiciamiento, de- 
vuélvanse estos autos al Juzgado de su procedencia, á fin deque 
se proceda á la recepción de la prueba enunciada y resuelva en 
su mérito lo que corresponda. Bepénganse los sellos. 

benjamín VICTORICA. — FEDERICO 

IBARGtiREIl. — C. 8. DE Lk TOR- 

« RE. — LUIS Y. YAREU. — ABEL 

RAZAN. 
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CAV8A XC¥II 



D. Nicolás Camiglia, capitán de la balandra nacional ínAdal- 
gisa », contra el capitán del vapor « Sieily » ; sobre nu^ 
lidad de un laudo. 



Sumario. — 1"^ De las lesoluoiones de peritos arbitradores 
sobre choques y abordages, no procede el recurso de apelación 
ante el Juez Federal. 

2^ Los arbitradores no están sngetos á formalidad alguna 
para formar juicio, y la falta de notificación de proTidencias dic- 
tadas con ese motivo, no es causa de nulidad del laudo. 



Caso. — En 26 de Octubre de 1887 D. Nicolás Carniglia, 
patrón y dueño de una parte de la balandra nacional Adalgisa^ 
otorgó la siguiente protesta: 

Dijo : que con el buque de su mando se encontraba fondeado, 
con la luz de ordenanza, elevada como á tres metros del bauprés, 
en la barra de este Puerto, esperando que del vapor inglés 
Pascal le recibieran el cargamento que conducía, consistente en 
trescientos quince cajones de carne conservada, tomados de 
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trasbordo del pailebot nacional Jímn Antonio^ por cuenta de los 
señores O'Connor y C* de esta plaza. 

Que en la madrugada del dia de hoy, y siendo como las tres 
6 tres y media, el esponente apercibió nn gran vapor en marcha 
de salida y con dirección al buque de su mando. 

Que encontrándose el vapor á una corta distancia de la 
Ádalgisa y navegando siempre en dirección á esta, toda la 
tripulación empezó á gritar en señal de alarma, ordenando el 
eeponente al mismo tiempo filar cadena para alejarse; pero 
esta maniobra fué inútil, pues el vapor que llevaba el ancla 
suspendida á la serviola de estribor^ vino á embestir á la balan- 
dra por el costado de estribor, agarrándola la uña del ancla un 
poco más arriba de la línea de notación, descociéndole la obra 
viva de largo á largo y sacándole el escoben. 

Que en esta situación, gritaron al vapor que parase la 
máquina, pues el buque pasaba á pique, pero haciendo caso 
omiso siguió su marcha. 

Que en este estado y hacieudo el buque mucha agua, empe- 
zaron á achicarla con la bomba, baldes y otros elementos de que 
disponían á bordo, y siendo esta operación imposible, resolvió 
de común acuerdo con toda la tripulación, para salvación co- 
mún del buque, carga y vida, alijar el buque, procediendo 
inmediatamente á sacar carga del costado donde había recibido 
la avería y arrojándola al agua. 

Que una vez hecho esto, se hizo á la vela con dirección hacia 
la Boca á efecto de poner allí el buque fuera de peligro y dar 
cuenta de lo ocurrido. Por tanto, viene el compareciente, en 
salvaguardia de sus derechos, á entablar formal protesta contra 
el mencionado vapor Sicily^ su capitán, tripulantes, propieta- 
rios, armadores, ó contra quien más corresponda en derecho, 
por todas las pérdidas, averías, daños, perjuicios, gastos, costos 
y costas que en mérito de lo que deja espuesto puedan orijinarse, 
reservándose el derecho para ampliar la presente en caso nece- 
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Bario; y pide qne de esta se notifique á los Agentes en esta 
plaza^ del mencionado vapor. En su testimonio y leida que le 
fué, se ratificó en su contenido, así la otorgó y firma con los 
testigos D. Agustin Burzaco y D. Demetrio A. Seguí, vecinos, 
mayores de edad, capaces para testificar y de mí conocimiento, * 
de que doy fé. Esta sigue inmediatamente á la número cuatro- 
cientos cuaienta y seis otorgada en el dia de ayer al folio tres- 
cientos cincuenta y cuatro vuelta. En este estado, manifestó no 
saber escribir, haciéndolo por él, á su ruego, por ante mí, D. 
Tomás Bey. — Tomás Rey. — Testigo: Á, Burzaco. — Testigo: 
D. A. Seguí. — Hay un sello. Ante mí : Pedro Q. LarrosUy Escri- 
bano nacional de marina. Hay una nota al margen que dice : En 
la misma fecha notifiqué por cédula á los señores Johnston y 
C% Agentes en esta plaza del vapor inglés Sicilt/y en la calle de 
Reconquista número doscientos siete. Conste. — Larrosa. — 
Concuerda con la escritura matriz de su referencia que pasó 
ante mí y queda en el Rejistro respectivo á mi cargo, al que me 
remito. A pedido del otorgante, espido el presente, que firmo y 
sello en el lugar y fecha de su otorgamiento. — Pedro Q. 
Larrosa, Escribano nacional de marina. 

Con esta protesta Carniglia inició el juicio arbitral de averías 
contra el capitán del Sicily, que fué citado por edictos. 

Se presentó D. Samuel Johnston, de la casa Johnston y C", 
que dijo que ignoraba por completo lo referente al asunto, pero 
que sin que importara admitir cargo alguno en contra del 
capitán del Sicüy, asumía su personería para la constatación 
del daño que se denunciaba. 

En consecuencia, se procedió á establecer el compromiso ar- 
bitral en la forma siguiente : 

1» Nómbrase perito arbitrador, por parte del actor, á D. Fe- 
lipe Frassinetti y por el capitán, á D. Juan Siches, quienes, en 
caso de discordia, darán cuenta al Juzgado para que este nom- 
bre el tercero ; 
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2^ Fíjase el plazo de sesenta dias hábiles para laudar, pu- 
diendo prologarse este término en caso de que dentro de él no 
regresara á este puerto el vapor Sicily ; 

3** Pagará la multa de cuatrocientos pesos moneda nacional 
aquel de los interesados que no cumpliera con las medidas 
indispensables para la realización de este compronyso ; hacién- 
dose fiadores solidarios, por la parte del capitán, los señores 
Johnston y por la de Garniglia, los señores Bouvier, Desimone 
7 C% de esta plaza. 

S. S. aprobó lo convenido mandando se agregue el sello que 
corresponde, que se notifiquen los fiadores del capitán Carniglia 
7 que se lleve todo á debido efecto, firmando la presente ante mí, 
de que do7 fó. — Tedin, — Eduardo S. Scoiti. — Samuel Johm-- 
ton. — Johnston y C". — Rouvier^ Desimone y C*, — Ante mí; 
Tristan María A Imandos. 

En 18 de Enero los arbitros constitu7eron el tribunal arbi- 
tral y ordenaron varias diligencias que se ejecutaron, tomando 
también declaraciones, sin notificarse á las partes las providen- 
cias relativas. 

£n 8 de Marzo comunicaron al Juez que había surgido el caso 
de discordia, 7 fué nombrado como tercero D. Atilio Barilari, 
qnien con los demás arbitros resolvió nombrar, como único 
arbitro para averiguar el agua que ha7 á una media milla al 
Este del Pontón Vanguardia, 7 en el mismo momento la que 
hay á dos millas rumbo Sud de este primer punto, al piloto de 
la Armada nacional D. Juan González. 

Todo esto tampoco fué notificado á las partes. 

Espedido el informe del citado piloto, los arbitros prove7e- 
Ton que considerando suficientes las pruebas producidas, se 
señalara el dia para laudar.. 

Esta providencia no fué notificada. 

En 19 de Marzo de 1888 se dictó el siguiente: 

T. IX 25 
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estoy seguro que le sujirió de seguir viaje* que el abordaje 
había sido insignificante; que no era prudencia anclar para 
examinar lo ocurrido, y que aprovechase el tiempo para salir, 
tanto más en un vapor de la magnitud del Sicily; el comandante 
aceptó el consejo. 

5^ T era muy natural qae habiendo regresado al Plata, y 
notificada la protesta del daño causado, se haya obstinado en la 
negativa de culpabilidad, no solo por los daños causados, sino 
también por ser marino de conciencia, no habiendo detenido su 
marcha sobre el punto después de la embestida para prestar el 
auxilio que en semejantes casos se deben todos los hombres 
leales y generosos. 

Por consiguiente, yo estoy seguro de que él se obstinó en la 
negativa, por consejo de su práctico, cuyo carácter imperioso 
bien ha podido observarse cuando se presentó á declarar ante el 
Tribunal arbitral, que le debió reconvenir por sus poco urba- 
nas contestaciones; 

6* De las esplícitas declaraciones del patrón de la Adalgüa 
y de la de sus tripulantes, ambas circunstanciadas claramente, 
resulta que el Sicily fué el que embistió ; el patrón estaba 
sobre la cubierta, conoce á ojos cerrados todos los vapores que 
llegan ala Barra, está desde hace veinte y tres años trabajando 
en el tráfico desde la ribera á la barra, describió donde se halla- 
ba anclado el Sidlj/y la dirección que llevó después de levar 
anclas, en fin ; tiene tal seguridad de que fué el Sicily el que 
embistió, como la misma seguridad tiene desque se hallaba á 
bordo de su balandra, es hombre incapaz de mentir; de espe- 
riencia no común como patrón, y que no inculpa á nadie si no 
está seguro de ello ; hombre concienzudo, que si hubiese dudado, 
no habría espuesto lo que ha declarado ; 

7* Si en el ánimo recto y en la conciencia pura de mí contra- 
dictor distinguido señor Biches existiese duda sobre la cer- 
teza de si el Sicily fué el que embistió á la Adalgisa, con la 
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Última praeba demostrada, esa duda quedará desvanecida. 

El escándalo hecho por el señor González, confirma qne el 
Sieily podo haber seguido la ruta desde el punto en que estaba 
anclado, hasta el paraje en que también lo estaba la Adalgisa, 
por consiguiente, no hay duda ninguna que el Sieily embistió á 
la Balandra, y que por lo tanto, su comandante es culpable y 
responsable de todos los daños y averías sufridas por la Adalgi- 
$a y su cargamento ; 

8® Mi honorable contradictor podrá observarme que la Adal- 
gisa pudo también haber sido embestida por alguno de los 
vapoTcitos que frecuentan la barra, pero séame permitido re- 
chazar esa inducción que no puede ser: primero, porque el 
patrón es hombre incapaz de mentir, conoce el Sieily como la 
balandra de su mando ; segundo, si la embestiada hubiese sido 
causada por un vaporcito de la barra, no habría podido el patrón 
confundirlo con una mole como la del Sieily, tan conocido por él. 

¿Qué patrón de los que trafican en los vaporcitos que van de 
la ribera á la barra, que haya embestido una balandra, tan 
conocidas todas entre sí, que puede decirse que casi son de una 
misma familia, deja de acudir al punto á prestar la asistencia 
debida en semejante caso? No es posible que se encuentren 
hombres tan perversos; por consiguiente, no es admisible esa 
inducción sin fundamento. Alabo mucho la idea del señor Siches 
de aceptar los escándalos hechos por el señor González, y tengo 
confianza en que, del resultado dé los mismos, él se convenza de 
que la embestida de la Adalgisa y los daños que ha sufrido ella 
y su cargamento son todos por culpa del comandante del Sieily; 
por lo tanto, confio que su recta conciencia quedará así resguar- 
dada y su convicción unida á la mia, para condenar al coman- 
dante del Sieily j ó quien lo represente, para que pague confor- 
me á derecho todos los daños sufridos por la balandra Adalgisa 
y su cargamento, como también todos los gastos del juicio y 
los honorarios arbitrales sin escluir ninguno. Termino con el 
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firme convencimiento que el tercer perito arbitrador señor D. 
Atilio Barilari, en caso de discordia, que no lo creo, apreciará 
favorablemente mis conclusiones y condenará como es de derecho 
al comandante del Sicily. 

£1 arbitro señor D. Joan Siches, espuso : Que se encontraba 
diametralmente en oposición al señor Frassinetti, y para fundar 
sus opiniones respecto á la verdad de los hechos que se despren- 
den del espediente seguido al efecto, fallaba y laudaba en la 
forma siguiente: 

1^ Que la protesta del patrón de hi Adalgisa deja establecido 
dos puntos: unOy que cuando fué embestido tenía una luz de 
ordenanza elevada como á tres metros arriba del bauprés, y el 
otro, que fué embestido como á las tres 6 tres y media de la 
madrugada ; 

2^ Que para dejar plenamente probado que al formular su 
protesta el patrón de la Adalgisa no sabía qué vapor era el que 
lo había embestí lo, nos bastará su propia declaración, dada 
tres meses después del suceso, y que corre á foja dos de las 
declaraciones y dice así : c Que fué al Resguardo de la Capital 
para averiguar qué vapores habían salido esa noche, y allí le 
manifestaron : que habían salido dos vapores, uno el Ohio, que 
salió de dia, como á las siete de la tarde, y el otro el Sicily que 
fué despachado á las doce de la noche ; que estos son todos los 
datos que tiene para suponer que fué embestido por el Sicily ». 
Como se vé, no puede ser esta declaración más categórica ; 

3^ Analizando lo que dice al respecto el otro testigo, Eugenio 
Scandrini : c Que los motivos que tiene para suponer que fuera 
el Sicily, el que chocó contra la balandra, son haber averigua- 
do en tierra que dicho vapor había sido despachado la noche 
antes á las doce y que también había sido despachado el Ohio^ 
como á las siete de la tarde del mismo dia »; 

4^ Que en ambas declaraciones se apoya la demanda, ó se 
funda este litis ; triste demanda por cierto, cuando no se han 
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podido presentar en tres meses de tiempo desde que occnrrió el 
choque, otros testimonios en apoyo de la suposición del deman- 
dante; 

5"^ Queda por lo tanto bien establecido que al demandar el 
patrón de la Adalgisa al capitán del vapor Sicily, lo hizo supo- 
niendo que él era el del choque, pero no porque lo fuese; 

6'' Veamos qué medios se han empleado para evidenciar con 
la claridad que el caso requiere, que el vapor Stci/y fué el de la 
colisión, con esdusion de todo otro vapor : Una nota pidiendo á 
la oficina de ultramar y cabotaje, que corre á foja quince, para 
que diga qué vapores salieron 6 se despacharon el dia veinte y 
cuatro, y fué contestada, que el vapor francés Pravence y el 
Ohio ; y otra pidiendo el agua que había en la barra de esta 
rada en la noche del veinte y cinco, de las doce á las tros y media 
del dia veinte y seis de Octubre, y mandaron precisamente lo que 
no precisamos, que es el agua viva en los dias veinte y cinco y 
veinte y seis durante el dia ; 

7° Siendo necesario á toda costa esclarecer el punto que los 
tripulantes de la Adalgisa ignoraban, es que se procedió á 
tomar declaraciones á los tripulantes del vapor Sicily que 
estaban á bordo en el viaje del supuesto choque, y estos dejaron 
constatado de un modo que no deja lugar á duda los puntos 
siguientes: € Que no hubo choque, y que el vapor salió entre 
tres y cuatro de la madrugada del dia veinte y seis, en este 
orden : Carpintero, que á las cuatro, poco más ó menos ; primer 
piloto, que á las cuatro de la mañana ; capitán, de tres á cuatro 
de la mañana ; práctico, que á las tres poco más ó menos, lo que 
dá un promedio, de á las tres y treinta. Como este es el único 
punto que tiene analogía con la hora que según el patrón de la 
Adalgisa recibió la colisión, demostraremos con datos positivos, 
que al Sicily le fué imposible aproximarse, sin antes varar, al 
lugar donde estaba fondeada la balandra Adalgisa, y para ello 
nos valdremos de los mismos datos que nos suministran en sus 
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declaraciones, el patrón y el marinero de la referida balandra, 
únicos declarantes de la tripulación de este buque. El patrón en 
su declaración de foja dos, dice : t Guando fui embestido, 
estando fondeado en la barra esterior á una distancia de tres 
millas 7 medía más al sud de la dirección que corre la canal, 
que para espresar bien su idea sería como al sud -este del Pon- 
tón Vanguardia». 

Como esta posición está bien definida, d^be aceptarse como 
fondeadero de la Adalgisa^ y no podrán tacharnos de parciales . 
La posición del vapor dejaremos que la sitúen los mismos 
tripulantes de la Adalgisaj interesados como están, por el daño 
sufrido, en que no se falseen los hechos. 

El patrón declara á foja tres, c que la balandra se hallaba al 
Sud del yapor, la tarde última antes de producirse el choque, 
como á dos millas largas de distancia » ; tenemos pues este dato 
precioso. Ambos buques estaban Norte-Sud, distancia dos 
millas largas. 

Nos falta otro dato que lo suministrará el declarante Eugenio 
Scandrini; dice así : € Que el paquete que supone ha sido el que 
embistió, se hallaba cerca del vapor Vanguardia »• Gomo cerca, 
no determina una distancia precisa, ocurriremos á los tripulan- 
tes del vapor, que ellos debían también saberlo. 

Preguntado el capitán del Sicily qué posición tenía respecto 
del Vanguardia, contestó: que menos de un cuarto de milla al 
Este de dicho buque (foja diez). 

Preguntado el práctico á qué distancia estaba del Pontón 
Vanguardia, contestó : € que como á una milla ó milla y media » . 
Antes de concluir este punto, debo decir : que habiendo ido el 
práctico á bordo del Sicily cerca de la hora de la puesta del sol, 
no es estraño que, no teniendo un interés particular en fijar su 
posición, haya estimado la distancia en algo más que el capitán, 
que la debía conocer mejor. Pero fuese de ello lo que fuere, 
podremos dar gracias á los datos suministrados por ambas par- 
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tes, para determinar una posición bastante aproximada de 
ambos bnqaes en la noche del veinte y cinco al veinte y seis, 
y son los siguientes : Para que no se me tache de parcial, pondré 
el máximum de la distancia al Este del Vanguardia, dado por el 
práctico, que es de una y media milla, que llamaremos situación 
del vapor, y corriendo desde este punto una línea recta al Sud, 
distancia de dos millas, situaremos á la balandra, y en seguida 
leeremos el informe del perito D. Juan González, y las decla- 
raciones de los tripulantes del Sicily, que declaran que no podía 
salir porque les faltaba el agua; y, quedará probado matemáti- 
camente que el vapor Stctly, con vainte pies de calado (declara- 
ción del práctico y del capitán), no podían ir á donde el escanda- 
lio marca dos pies menos de agua que es donde se hallaba 
fondeado el Adalgisa. 

Además, para que el capitán de la balandra en su declaración, 
de foja tres, esclamara que en veinte y tres años que tiene de 
navegación en esta playa, c no ha visto nunca un buque como el 
vapor Sicily hacer una navegación desviándose al Sud de la 
canal, para seguir viaje al esterior >, era necesario que estuvie- 
ra muy ofuscado para no buscar en otra parte el buque que le 
había inferido el daño. 

Al principio el hallado de la luz que el patrón dice tenía 
suspendida á tres metros del bauprés (en la protesta) *, el mari- 
nero cuando declara, la dá en cubierta, y el patrón en su decla- 
ración de foja tres lo afirma y agrega : c y el respectivo vigía 
sobrecubierta, lo que dice podrá comprobarlo oportunamente ». 

Ya hemos visto como lo ha comprobado, declarando tanto él, 
como el marinero, que no había el tal vigía, porque no es la cos- 
tumbre tenerlo. 

El patrón declara á foja tres, que se hallaba sobre cubierta 
cuando oyó un grito que partía del vapor y contestó creyendo 
que era un buque que pasaba; y en su declaración citada dice 
que subió en cubierta cuando su vigia dio el grito de alarma. 
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Ahora bien: ¿á quién debemos creer? AI patrón que nos dice 
que tenía el vigía á bordo, y que este dio el grito de alarma, 6 
al patrón que dice que los gritos de alarma partieron del vapor ? 
porque nos dice también en su esposicion que tenía un vigía de 
guardia, y en su declaración niega que tuviese, porque no es la 
costumbre. 

Pregunto ; ¿es posible que si el farol de la Ádalgisa estuvie- 
se encendido hubiese ocurrido ó snctsdido una colisión? ¿á qué 
respondían los gritos de los del v.apor (porque ya sabemos que 
la Ádalgisa no tenía vigia) sino á haberse encontrado debajo 
de la proa con un buque que no tenía luz, porque de tenerla, 
no había por qué gritar. 

Ya que hemos llegado á las luces, bueno será leer los regla- 
mentos que hablan al respecto sobre la navegación del Plata y 
sus afluentes en los artículos 1 ^ y 8®. 

Para terminar diré que no siendo este un caso previsto por 
el Código^ condeno al patrón de la balandra Ádalgisa al pago 
de todos los gastos de este proceso, por litigante temera- 
rio. 

£1 perito señor Atilio Barilari, considerando llegado el caso 
de resolver la discordia producida en este acto entre los peritos 
señores Frassinetti y Siches, en su carácter de arbitro tercero 
en discordia, falla y lauda en la forma siguiente: 

1^ Que de las declaraciones del patrón de la balandra Ádal- 
gisa y del marinero de la misma, esta se encontraba fondeada 
á tres y media millas al sud de la canal, parage al que no ha 
podido llegar el vapor Sicily por su mucho calado» 

2"^ Que del informe pericial hecho por el señor D. Juan Gon- 
zález, resulta una diferencia de fondo mayor entre el calado del 
vapor Sicily y el purage en que se encontraba el Ádalgisa, 

3^ Que esta sola circunstancia hace imposible poder consi- 
derar al vapor Sicily autor del choque habido entre uno y otro 
buque. 
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4° Que de las declaraciones evacuadas por el capitán, pri- 
mer piloto, maquinista y práctico del vapor Sidly, está probado 
que este ha estado varado esperando el agua suficiente para 
ponerse en viaje, lo que demuestra también que si se hubiera 
desviado de la canal con rumbo al sud, habría encallado antes 
de llegar adonde {^e hallaba anclada la Ádalgisa^ por encontrar 
menos agua, lo que está probado que existe, no solo por los in- 
formes periciales que actúan en este espediente, sino también 
porque consta á los conocimientos de los arbitros, personas 
competentes para apreciar esta circunstancia. 

Por estos fundamentos, fallo y laudo absolviendo al vapor 
Sicily de esta demanda en la que se le imputa la culpabilidad 
de haber embestido á la balandra Adalgisa el dia veintiséis de 
Octubre á las cuatro de la mañana en la rada exterior de Bue-: 
nos Aires, condenando al patrón de la balandra Adalgisa, D. 
Nicolás Carniglia, al pago de todos los gastos causados en este 
juicio. 

Felipe Frassinetti. — Juan Siches, — 
Atilio S. Barilari. — Ante mí : 
Juan C. Almandos. 



Carniglia interpuso los recursos de nulidad y apelación. 

Dijo que no se había notificado á las partes una sola provi- 
dencia, y habían laudado sin esperar que estuviera reunida 
toda la prueba ofrecida, y que debía producirse, lo que él no 
había podido saber por falta de notificación. 

Observó también el importe de los honorarios que pedían los 
arbitros, diciendo que eran excesivos. 

Conferido traslado, contestó el señor Johnston que los arbi- 
tros no se hallan sometidos á ninguna regla de procedimientos, 
y los nombrados con arreglo al compromiso arbitral habían pro* 
cedido según su leal saber y entender, representando cada ar- 
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bitro á la parte por la que había sido nombrado, de manera 
que esta pado conocer las pruebas producidas ; que por lo de- 
más, el lando estaba basado sobre la violación del reglamento 
de Policía fluvial, cometida por el patrón de la Adalgüa, segua 
declaración de su patrón, y sobre la imposibilidad de qne el va- 
por Sicily con 20 pies de calado, hubiere podido ir donde estaba 
la balandra, según el informe del perito González ; por lo qne 
nada habría podido adelantarse con otras pruebas. 
Pidió el rechazo de los recnrsos. 



Fallo 4ímí JTueB Federal 



Buenos Aires, Julio 4 de 1888. 

Y vistos para resolver sobre los recnrsos de apelación y nu- 
lidad deducidos por el patrón de la balandra Ádalgisa, contra 
el laudo pronunciado por peritos arbitradores en el juicio de 
averías iniciado por dicho patrón, contra el capitán del vapor 
inglés Sicily, con ocasión de un choque habido entre ambos 
buques. 

Y considerando : i® Que ambos recursos se fundan en que 
los señores arbitros han pronunciado su laudo sin haber notifi- 
cado á las partes una sola de sus resoluciones interlocutorias, 
sin esperar á que estuviera reunida la prueba ofrecida, y sin 
haber hecho conocer su resolución, dándose por satisfechos con 
la prueba producida. 

2® Que respecto de la apelación debe observarse, que según 
lo dispone el artículo 1429 del Código de Comercio, el Tribunal 
arbitral llamado á conocer en todas las cuestioncb procedentes 
de choques 6 abordajes, debe precisamente componerse de pe- 
ritos arbitradores, es decir de personas provistas de los cono- 
cimientos especiales para decidir sobre las causas que hayan 
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dado Ingar al choque, esto es, sobre impericia, negligencia 6 
falta de obseryancia de los reglamentos marítimos, usos y práo- 
ticas del lugar, de quien haya sido el causante. 

3® Que de esta circunstancia se desprende claramente que 
no puede haber recurso de apelación de resoluciones de esa na- 
turaleza, porque su admisión importaría someter al conoci- 
miento del Juzgado el fondo de las cuestiones ventiladas ante 
el Tribunal arbitral, y decididas por él, contrariamente álos 
motivos y propósitos de la disposición antes citada. 

4^ Que esta doctrina ha sido admitida por la Suprema Corte 
en el caso de la compañía Rio de la Plata, propietaria del vapor 
Guaraní, contra el capitán Watson, de la barca Fivers ofMari'' 
treal y de los señores Shaw hermanos, contra el capitán de la 
barca Hypathia. 

Y considerando, en cuanto al de nulidad : 

5^ Que en la ley nacional de Enjuiciamiento no hay disposi- 
ción alguna estableciendo los trámites que deben seguirse ea 
el juicio arbitral ó reglamentando los procedimientos de los 
Tribunales arbitrales, debiendo por consiguiente ocurrirse á las 
leyes preexistentes, para rebolver las cuestiones que se susciten 
al respecto, en conformidad á lo dispuesto en el artículo 377 de 
la ley antes citada. 

6^ Que según la ley 23, título 4®, partida 3*, los arbitradores 
c son alvedriadores y comunales amigos que son escogidos para 
librar las contiendas etc., en cualquier manera que ellos tuvie- 
ran por bien» ; de donde se ha deducido, como un principio ge- 
neral, que no están sujetos á formalidad alguna, para formar 
su juicio y pronunciar su laudo, con tal que lo hagan sobre los 
puntos comprometidos y dentro del término de su jurisdic- 
ción. 

7* Que por consiguiente, los motivos alegados referentes úni« 
camente á la falta de notificación á las partes, de providencias 
que los arbitros aún han podido prescindir de dictar, no es mo- 
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tivo legal, cuando por otra parte, ni se insinúa siquiera que ha- 
yan procedido dolosamente, y se vé que han recogido todos 
los elementos de conyiocion que creyeron necesarios para lle- 
nar su cometido . 

Por estos fundamentos, no ha lugar, con costas, á ninguno de 
los recursos interpuestos á foja veinte y cinco. Notifíqnese con 
el original, y repónganse las fojas, sin más trámite. 

Virgilio M. Tedin. 

Fallo de la Suprema Ciarte 

Buenos Aires, Junio 26 de 1890. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia recurrida de foja cuarenta y tres. Repuestos los sellos, 
dcTuélTanse. 

BEIUAMín VICTORICA. — FEDERI- 
CO IBARGÚREN. — C. S. DB LA 
TORRE. — LUIS V. TÁRELA. — 
ABEL BAZAN. 
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CAUSA XC¥III 



rña Eltna C. de Ferreyra, y después su cesionario D. Lisan- 
dro Labal^ contra D. Francisco MerneSj por reivindicaron; 
sobre falta de personería. 



Sumario. — La escepcion dilatoria de falta dp personería, 
debe referirse al título que invoca la persona para gestionar, y 
no al derecho qne fonda la demanda. 



Caso. — D. José J. Arias, por Doña Elina G. de Ferreyra, se 
presentó manifestando : 

Qne en el año 1866, D. Saturnino Ferreyra, padre legítimo 
del esposo de su poderdante, compró en remate público entre 
otros bienes, un fundo ubicado en la ciudad destruida de Men- 
doza, cuartel 12, manzana 5*, lindando al sud con calle pública 
y el convento de Mercedarios, al este con la testamentaría de 
D. Manuel Balderrama, al norte con la de D. Antonio Boqui, y 
al oeste con calle pública, tomando posesión judicial de él se- 
gún consta de los documentos corrientes de fojas 4 á 16. 

Qu^ si bien ese sitio no figura inventariado entre los bienes 
de D. Saturnino Ferreyra, forma parte de su sucesión, á la que 
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tiene derecho su representada como esposa de D. Francisco 
Terreyra, y como madre de una hija de este, según consta de 
testimonios agregados á otro espediente en que su representada 
es parte ; y como está facultada por el Juzgado para reclamar 
cualquier bien que pertenezca á la sucesión de Ferreyra, y D. 
Francisco Mernes detenta actualmente el inmueble citado, ve- 
nía, fundándose en los artículos 2758, 2772 y 2450 del Código 
Civil, á entablar contra este señor formal demanda de reivin- 
dicación, para que se le condenara en definitiva á la entrega del 
fundo^ con los frutos producidos durante el tiempo de la reten- 
ción y al pago de las costas del juicio ; reservándose el derecho 
de ampliar la demanda. 

D. Francisco Buisuarez, por D. Francisco Mernes, contestan- 
do al traslado que le fué conferido^ opuso escepcion de incom- 
petencia de jurisdicción, fundándose en qn^ la señora Ferreyra ' 
es argentina y Mernes español, y pidiendo la remisión del es- 
pediente al Juez de Sección; lo que se hizo con 7a conformidad 
de la contra-parte. 

Acreditada la competencia de la justicia federal, D. Lisan- 
dro Labal, cesionario de los derechos de la señora Ferreyra^ se 
presentó manifestanndo : 

Que por el documento que acompañaba (de foja 61 á 62], coas- 
taba que había comprado á Doña Elina de Ferreyra las accio- 
nes y derechos que tenía como heredera de su finado esposo D. 
Francisco Ferreyra en la sucesión de su padre D. Saturnino 
Ferreyra, con la obligación de seguir lab gestiones pendientes, 
hasta tanto se hiciese cargo de ellas. 

Que por eso la señora Ferreyra había iniciado el juicio de 
reivindicación contra Mernes y él venía á proseguirlo, reprodu- 
ciendo la demanda deducida. 

D. Francisco Buisuarez, contestando al traslado que le fué 
conferido, opuso escepcion de falta de personería^ fundándose 
en que de la demanda y de los documentos que la acompañan 



i 
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no resalta se haya dado á la señora Ferrejra posesión de la he- 
rencia del que decía ser su esposo, y esa posesión es indispen- 
sable cuando se invocan derechos sucesorios, para dar peí sone- 
ría á la mujer casada, según los artículos 3412 y 3414, Código 
Civil, á fin de que pueda ejercer las acciones que dependen de 
la sucesión ; y que no pudíendo por esa razón ejercerlas la se- 
ñora Ferreyra, tampoco puede ejercitarlas su cesionario el señor 
Labal. 

Lisandro Labal, contestando al traslado que le fué conferido, 
dijo : 

Que debía rechazarse la escepcion, ordenando contestase de- 
rechamente, porque á él no le falta personería desde que tie- 
ne acreditado su título de cesionario ; porque siendo así, la es- 
cepcion opuesta no puede ser dilatoria y sí perentoria y estas, 
comprometiendo el fondo del juicio, obligan á una contestación 
derecha. 



Fallo del Jíuea Federal 

Mendoza, Junio 23 de 1889. 

Vistos y considerando : Que la escepcion de falta de persone- 
ría opuesta por el demandado, con el carácter de dilatoria, se 
funda únicamente en la circunstancia de no haberse acreditado 
en autos que la señora Elina C. de Ferreyra haya obtenido la 
posesión de la herencia de su esposo, deduciéndose de ello, en 
consecuencia, que siendo los derechos cedidos los que ha here- 
dado de este, el demandante, como cesionario de ellos, care- 
ce en todo caso de personería legal, á falta de tal compro- 
bante . 

Que la espresada escepcion, que se halla autorizada por el 
artículo 73 inciso ^ de la Ley de Procedimientos en el carácter 
T. n 26 
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indicado, se refiere al título que invoca la persona para gestio- 
nar, y no al derecho que funda la acción de la demanda . 

Que esta doctrina se encuentra también consagrada por la 
Suprema Corte, especialmente en el fallo contenido en el tomo 
14, página 313 de la serie 2^ 

Por tanto: no se hace lugar, con costas, á la escepcion dedu- 
cida ; debiendo, en consecuencia, contestarse derechamente la 
demanda. Hágase saber original y repóngase el papel . 

« 

Juan del Campillo. 

Fallo de la Suprema Caerte 

Buenos Aires, Junio 28 de 1890. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja setenta y cuatro. Bepuestos los sellos, devnél- 
Tanse. 

benjamín VICTORICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — C. S. DE LA TOR- 
RE. — LUIS V. VÁRELA . ABEL 

BAZAN. 
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CAUSA X€IX 



D. Sebastian Triaca, contra D. Jaime Bauds; sobre interdicto 

posesorio. 



Sumario. — Una mensura protestada j no aprobada, no 
interrumpe la posesión anterior. 



Caso. — D. Sebastian Triaca se presentó ante el Juzgado Fede- 
ral de Entre Bios, esponiendo : que estando en quieta posesión 
de un terreno ubicado en la ciudad del Paraná entre las calles 
Gualeguaychú, cenia que linda por el Sud^ y la del Diamante 
qne lo limita por el Este, lindando por el Oeste con terrenos de 
D. Sebastian GoU, ha sido despojado de parte de su propiedad 
por D. Jaime Baucis, que se introdujo en ella por medio de un 
cerco que la atraviesa de calle á calle, comprendiendo 75 varas 
de frente por todo el fondo. 

Que obtuvo la ocupación del terreno por compra que de él 
hizo á la parroquia, propietaria de una legua de frente sobre el 
rio Paraná por media legua de fondo, según consta del docu- 
mento otorgado en 16 de Setiembre de 1778 por la señora de 
Larramendi. 
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Qae en 1885 se practicó la mensura del terreno poniéndoseles 
mojones de piedra que aún existen, operación que se aprobó 
por la Municipalidad sin objeción alguna, como todo consta en 
el espediente que sigue ante dicha corporación para obtener la 
escrituración. 

Que en el boleto que le otorgó la Curia, se le permitió la ocu- 
pación hasta que pagara los terrenos y los adquiriese en pro- 
piedad. 

Que quiso pagarlos y la Municipalidad se negó á recibir el 
precio, por cuyo motivo se presentó en 1886 ante el Juzgado de 
1*^ instancia, oblando el importe, siendo obligada la Municipali- 
dad á recibirlo, según lo demuestra el espediente de consigna- 
ción seguido por la Escribanía de D. Manuel Calderón. 

Q'iie verificado el pago, pidió la escrituración y se decretó por 
el Consejo Deliberante en Noviembre de 1888, debiendo verifi- 
carse de conformidad con la mensura practicada y aprobada. 

Que solicitó la escrituración de la Corporación Municipal en 
virtud del arreglo que esta había celebrado con la Iglesia en 
17 de Junio de 1884, reconociendo como de propiedad particu- 
lar los terrenos que cualquiera de las partes contratantes hu- 
biese enagenado anteriormente, sin que puedan desconocerse los 
derechos á los compradores, y que en lo sucesivo los terrenos 
serían escrit'jrados por la Municipalidad. 

Que cuando debía precederse á la escrituración se recibió una 
nota del Juez de 1** instancia ordenando la suspensión de ella 
á solicitud de D. Jaime Baucis. 

Que cuando esperaba conocer la acción en virtud de la cual 
se hubiera espedido la citada orden de suspensión, se encontró 
con que D. Jaime Baucis había pedido en Noviembre la mensura 
judicial del terreno que dice pertenecerle y con cuya operación 
invadió el de su propiedad. 

Que protestó de esta operación, según costa del testimonio que 
presenta. 
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Qae antes de obtener resolución alguna en la mensura* Bau- 
cis cercó el terreno que había hecho medir, contra cuyo des- 
pojo protestó también según la escritura inserta en el periódico 
que presenta. 

Que cualquiera que sea el título de Baucis ó el derecho que 
pueda tener á poseer el terreno mensurado, no ha podido pri- 
Tarlo sin previo juicio, de la posesión que legítimamente había 
adquirido, y por lo tanto, entabla contra D. Jaime Baucis 
demanda de interdicto para recobrar la posesión de que ha sido 
despojado, debiendo mandarse levantar el cerco, con imposición 
de las costas al demandado. 

Presentó el demandante : 

i° Copia del boleto á que queda hecha referencia, y que 
dice así : 

€ En virtud etc., etc., concedo áD. Sebastian Triaca, de este 
vecindario, mayor de edad, la ocupación de tres terrenos de pro- 
piedad de esta Iglesia, el primero que consta de ciento cincuenta 
varas de frente, por cuarenta de fondo, y linda por el norte con 
la calle Gualeguaychú, por el sud con la calle Diamante, por el 
este con las calles espresadas y por el oeste con terreno de D. 
Sebastian Coll ; el segundo que consta de ciento sesenta y seis 
varas de frente á la calle Gualeguaychú y con fondo hasta la calle 
Federación, y linda por el norte con calle Federación, por el 
sud calle Gualeguaychú, por el este, calle por medio, con D* 
María N. y por el oeste D. Santos Velasco ; el tercero que consta 
de una cuadra de frente, con fondo hasta el pié de la barranca, 
donde empiezan los terrenos de aluvión, y linda por el norte con 
dicha barranca del rio Paraná, por el sud calle innominada, por 
el este calle San Martin y por el oeste calle Buenos Aires. El 
ocupante se obliga & ocuparlos desde luego, debiendo abonar 
por el primero la suma de sesenta pesos fuertes moneda de ley, 
por el segundo la suma de doscientos pesos fuertes moneda de 



406 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

ley, y por el tercero la suma de doscientos pesos fuertes moneda 
de ley, en el término de cuatro años, 6 antes^ á su elección ; j 
yo el Gura Párroco de esta ciudad me obligo á estender á su 
favor la escritura pública de venta, tan pronto como haya 
satisfecho los precios estipulados. En fé de lo cual firmamos 
en dos ejemplares del mismo tenor, para nuestro respectivo 
resguardo, en esta ciudad del Paraná, á los veintiocho días del 
mes de Julio de mil ochocientos ochenta v tres, ante los testi- 
gos D. Ramón Corral y D. Qoiterio Echavarría, vecinos y 
mayores de edad. — Sebastian Triaca. — Clementino Bal- 
cala. » 
Es copia: 

Clementino Balcala. 

S^ Una escritura pública de fecha 22 de Noviembre de 1888, 
conteniendo la protesta formulada por D. Sebastian Triaca con 
motivo de la mensura practicada por el agrimensor D. Teodoro 
Yidaechea, con fecha 21 del mismo mes y año, por orden judi- 
cial y á solicitud de D. Jaime Baucis. 

3® Tin número del periódico La Opinión en el cual aparece 
inserta una escritura pública de fecha 19 de Enero de 1889, y 
en la cual D. Sebastian Triaca protesta contra el cerco cons- 
truido por Baucis y á que alude la demanda. 

Acreditada la competencia del Juzgado por ser italiano el 
demandante y argentino el demandado, el Juez convocó á las 
partes á juicio verbal. 

En este acto, el actor reprodujo su demanda. 

El demandado espuso: Que debía rechazarse la demanda con 
costas y así lo pedía ; 

Que el terreno de que Triaca se cree despojado, no ha estado 
desde mucho tiempo atrás ó nunca sometido á su posesión ; 

Que ese terreno pertenece actualmente á los menores Felipe 
y Mercedes Baucis, quienes lo poseen por medio de su padre 
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legítimo 7 lo hubieron por adjudicación que de él se les hizo con 
otros bienes, en la testamentaría deD. Gregorio F. de la Puente 
7 su esposa ; 

Que de la Puente lo hubo por compra de D. Domingo Comas 
en Ma7o de 1875, 7 este de D. Liborio Pere7ra en Marzo del 
mismo ano; 

Que tanto los actuales dueños como sus antecesores habían 
estado siempre en posesión del terreno; 

Que esta posesión la acreditan además de los testigos que 
presentará, la mensura 7 línea para cercar, pedida ala Munici- 
palidad en 1884, mensura que se practicó en 1886, 7 en la que 
Triaca manifestó más 6 menos lo siguiente : que en el caso que 
la Municipalidad reconociese derechos á ese terreno, á los hijos 
de Baucis, protestaba; lo que, como se ye, no importa una opo- 
sición formal; 

Que en la mensura que se dice practicada por Triaca com- 
prendiendo todo 6 parte del terreno en cuestión, no había tenido 
interyencion alguna 7 ni siquiera noticia de ella. 

El actor replicó : Que en yista de la actitud asumida por las 
partes solo la prueba demostrará cuál de ellos tenía la razón; 

Que ni el demandado ni sus causantes tuyieron jamás posesión 
del terreno hasta que la obtuyo el demandante; 

Que tratándose de una acción posesoria escusaba toda discu- 
sión sobre los títulos del demandado, porque estos solo podían 
darle el derecho de poseer, pero no la posesión del terreno. 

Fallo del JTues Weúerml 

Paraná, Marzo 16 de 1889. 

Y yistos resulta: Que D. Sebastian Triaca se presenta contra 
D. Jaime Baucis, deduciendo interdicto de retener la posesión 
de un terreno de forma triangular situado al este de la ciudad 
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y comprendido entre las calles Diamante por el sad y Gruale- 
gnaycbú por el este, limitado al oeste por nn terreno qae perte- 
neció áD. Sebastian Goll. Dice: que obtuvo la ocupación de 
ese terreno por compra que hizo á la parroquia en 1883, según 
el documento de foja... 

Que en 1885 hizo mensurar el terreno colocándose en él 
mojones que aún existen, siendo aprobada dicha operación por 
la Municipalidad, sin oposición. 

Que tratando de pagar el terreno á la Municipalidad j ha- 
biéndose esta negado á recibir el precio, ocurrió en 1886 al Juez 
de 1* instancia quien obligó á dicha corporación á aceptarlo. 

Que debiendo proceder á escriturársele según resolución del 
Consejo Deliberante, se suspendió el acto por haberlo ordenado 
así el Juez de 1" instancia á pedimiento de Baucis. 

Que al investigar la causa de esta resolución encontró que 
Bducis había solicitado la mensura judicial del terreno que 
dice pertenecerle con cuya operación le invadió el terreno po- 
seído por él, por cuya razón tuvo que protestar. 

Que sin aprobarse esta mensura Baucis procedió á alambrar 
el terreno de su pretensión encerrando dentro de él una porcioa 
de 75 varas de frente por todo el fondo de calle á calle del que 
él posee; por lo que entabla demanda para recuperar la pose- 
sión de que ha sido despojado. 

Baucis contesta negando que Triaca haya estado jamás en 
posesión del terreno disputado ; afirma que él pertenece á sus 
hijos menores Felipe y Mercedes, por herencia de su finada madre 
D" Mercedes Puente de Baucis, quien á su vez lo heredó de su pa- 
dre D. Gregorio F. de la Puente, según consta de las hijuelas 
respectivas, habiéndolo este adquirido por compra que hizo en 
Mayo de 1875 á D. Domingo Comas, quien á su vez lo había 
comprado á Liborio Pereira. 

Que tanto él como sus antecesores habían estado siempre en 
pcsesion del terreno, señalándose entre otros actos que la deter- 
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minan, la mensura pedida por él en 1884 y practicada en 1886, 
en la qne Triaca se limitó á manifestar que en el caso que la 
Municipalidad reconociese derechos al terreno á sus hijos (los 
de Baucis) protestaba ; lo que no importa una oposición for- 
mal ; que en vista de esta pedía se rechazara con costas la 
demanda. 

T considerando : Que en todo interdicto es de cargo del actor 
probar su posesión en el inmueble en que se dice perturbado 
ó de que ha sido totalmente escluido ó despojado. 

Que de la prueba rendida resulta que el último acto poseso- 
rio de Triaca en el terreno cercado por Baucis fué la mensura 
practicada á instancia suya en 29 de Agosto de 1885; pues el 
testigo D. Alejo del Castillo nada declara sobre la posesión de 
Triaca; Toríbio Coronel, Josefa Yicú y Luis Gaboto se refieren 
á montones de piedra existentes en el terreno muchos años 
antes que se hiciese esa mensura, los que, según los dos prime- 
ros, debieron ser puestos allí por orden de Triaca, por haberles 
dicho este que iba á ser su veciuo, y el último nada sabe sobre 
el origen de esa piedra ; y Perini solo declara haber visto los 
mojones que se enuncian en la demanda. 

Que esta posesión la perdió Triaca en 15 de Diciembre de 
1886, fecha en que entró Baucis á poseer el terreno disputado, 
mediante la mensura que hizo practicar por el Agrimensor 
Gervasio Yenzain, foja 83, y que el mismo demandante confiesa ; 
porque la posesión se pierde cuando el que la tenía deja que 
otro la usurpe, entre en la posesión de la cosa y goce de ella 
durante un año, sin que el anterior poseedor haga durante ese 
tiempo acto alguno de posesiou ó haya turbado al que la usurpó 
(art. 2456 del Código Civil), no siendo necesario que el usurpa- 
dor ocupe constantemente el inmueble, pues la posesión, una vez 
tomada, se retiene y conserva por la sola voluntad (art. 2445, 
Código citado). 

Que la mensura de Baucis no deja de ser un acto posesorio 
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por no haber sido aprobada desde que la ley no exije tal requi- 
sito para que tenga ese caráoter, ni por la manifestaoion qne 
Triaca hizo en el acto de la operación de que si la Municipalidad 
reconocía derechos á Baucis en el terreno él protestarla; pues 
que esa esposicion como cualquiera protesta formal, solo demos- 
traría el disentimiento de Triaca ; pero la posesión puede to- 
marse aún contra la voluntad del antiguo poseedor, y si este ó 
un tercero no producen nuevos actos posesorios que la estorben 
ó interrumpan durante un año, esa posesión así tomada merece 
el respeto y la protección de la ley. 

Que por la misma razón, el pago de impuestos fiscales, aún 
dado el caso que los certificados de foja... se refiriesen al inmue- 
ble cuestionado, no puede presentarse como prueba de estar en 
posesión (Aubry y Rau, § 179 De to Posesión). 

Que habiendo perdido Triaca la posesión del terreno por el 
trascurso de dos años y cinco meses dorante los cuales* lo ha 
ejercido el demandado sin contradicción, como queda demostra- 
do, resulta que no ha probado el fundamento de su acción. 

Por estas consideraciones y sin hacer mérito de la prueba 
rendida por ser innecesaria: no se hace logar á la demanda, 
quedando en libertad el actor para ejercitar los derechos que 
creyese tener ; con costas. Hágase saber con el original y repón- 
ganse los sellos. 

M. de T. Pinto, 

D. Sebastian Triaca apeló y se le concedió el recurso en 
relación. 

Elevados los autos, la Suprema Corte confirió vista al Defen- 
sor de pobres é incapaces, quien espuso : que se había demos- 
trado en autos, que si Triaca tuvo la posesión del terreno 
materia de este juicio, la perdió en 15 de Diciembre de 1886, 
fecha en que Baucis entró á poseerlo. 

Que habiendo trascurrido más de dos anos desde que se pro- 
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dnjo este hecho sin que el autor hiciera acto alguno de posesión 
ni turbara la del demandado, no ha podido entablar acción 
posesoria alguna; desde que solo lo pueden hacer aquellos ouya 
posesión no sea menor de un año, según el artículo 2473 del 
Código Civil; 7 menos ha podido deducir el interdicto de retener 
la posesión, que requiere que el demandante se halle en actual 
posesión según el artículo 327 de la lej de Procedimientos. 

Que por esto, pensaba que debía confirmarse por sus funda- 
mentos la sentencia recurrida. 



WmUo úm Im Supremii Cmwtm 

Buenos Aires, Julio 1* de 1890. 

Vistos : No pudiendo acordarse á la mensura practicada á 
solicitud de Don Jaime Baucis en el terreno en cuestión, el 
efecto de interrumpir la posesión anterior constante de autos 
7 reconocida en la sentencia apelada^ tenida por el demandante 
Don Sebastian Triaoa, por cuanto dicha mensura fué protestada 
en el acto ante la autoridad correspondiente, lo fué también en 
seguida por escritura pública, j no ha sido finalmente aprobada, 
habiendo dado lugar á un juicio que se halla actualmente pen- 
diente : se revoca la sentencia apelada de foja noventa 7 cuatro, 
declarándose obligado al demandado, de conformidad al artículo 
dos mil cuatrocientos noventa 7 cuatro del Código Civil, á 
restituir al demandante la posesión del inmueble en cuestión, 
con levantamiento del cerco que dá lugar á la demanda, con las 
costas del juicio. Repónganse los sellos 7 devuélvanse. 

BENJAHIN VIGTORIGA. — FEDERICO 
IBARGtiREN. — G. S. DE LA TORRE. 
ABBL RAZAN. 
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CAUSA. C 



El Dr. D. Florentino Vócos, por la Oficina B de Balances de 
Aduana, contra E. Galli y C% por cobro y'ecutivo de pesos ; 
sobre inhabilidad de una fianza. 



Sumario. — La fianza por derechos de aduana prestada en 
documento otorgado ante la oficina de sumarios, no necesita de 
otra escrituración, para poderla hacer efectiva. 



Caso. — El Dr . Yócos se presentó ante el Juzgado esponien- 
do: que ios señores E. Galli j G% como fiadores de la extingui- 
da firma comercial de S. B. Garre adeudan al fisco por derechos 
aduaneros atrasados, j correspondientes al año i882 la suma 
de 4381 pesos moneda nacional con 45 centavos, con sus intere- 
ses calculados hasta el 25 de Octubre de i887, según se detalla 
en la planilla que acompaña. 

Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 437 de 
las Ordenanzas de Aduana, pedía se ordenara á Galli y C* el 
pago de la suma espresada, dentro de tercero dia, j bajo los aper- 
cibimientos de derecho, protestando recibir en cuenta justos y 
legítimos pagos, si los hubiese. 
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Presentó una liquidación de los derechos adeudados por mer- 
caderías importadas en 30 de noviembre de 1882 por el vapor 
CóngOy por D. B. Garre, cenia fianza de Galli y C", con el si- 
guiente resumen : 

Derechos de importación $ 3363 J6 

Intereses al 25 Octubre 87 c 1017,39 

Suma... g 4381,15 

Esta liquidación está firmada por el Interventer de la Oficina 
B. de balance de Begistros, señor L. S. Boado; tiene un con- 
forme firmado J. Y. Bodriguez ; j el visto bueno del adminis- 
trador de Bentas Nacionales. 

£1 Juez mandó que se intimara á Galli y C% el pago de la 
suma reclamada, dentro de tercero dia, bajo apercibimiento. 

Trabado el embargo en mercaderías que ofrecieron los ejecu- 
tados, se les citó de remate. 

En esta oportunidad opusieron la escepcion de inhabilidad 
del título. Dijeron : que la Aduana pretendía que eran fiadores 
de D. B. Garre y no se había presentado testimonio de la escri- 
tura de fianza^ de conformidad con lo que prescribe el artículo 
112 de las Ordenanzas de Aduana. Que ellos no habían firmado 
tal escritura y desde luego, no había título hábil para ejecutar. 
Que la Aduana nunca les había dado participación e.i la trami- 
tación de giros ó letras en el carácter de fiadores de Garre por 
los derechos que se reclaman, lo que prueba que en realidad no 
han sido considerados como tales fiadores. Pidieron que no se 
hiciera lugar á la ejecución. 

Conferido traslado, pidió el Dr. Yócos que no se hiciera lugar 
con costas á la escepcion opuesta. Dijo : que consta de los libros 
de la Aduana, que las mercaderías cuyos derechos se reclaman, 
fueron despachadas por Garre con la fianza de Galli y C*. 

Que la presentación de la escritura de fianza, es innecesaria 
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desde que los balances qae practica la oficina B tienen que ajus- 
tarse á lo prescrito en el artículo 437 de las Ordenanzas j pro- 
cederse en consecuencia y desde que las cuentas extraídas de los 
libros fiscales por el encargado de llevarlos merecen fé en juicio 
(t. XIX, pág. 90, Fallos). 

Que nada importa que á los demandados se haya dado ó no 
intervención en los giros á que se refieren, pues nada más debía 
averiguarse sino que Garre despachó las mercaderías con la 
fianza de ellos. 

El Juez recibió la causa á prueba para que se justificara el 
carácter de fiadores que se atribuye á los ejecutados. 

El ejecutante presentó el manifiesto de despacho de las mer- 
caderías, cuyos derechos se reclaman ; y un escrito presentado 
al administrador de Rentas Nacionales por D. B. Garre pro- 
poniendo como fiadores suyos para la importación á los señores 
Gallí y C", con arreglo á las Ordenanzas. Este escrito tiene la 
fecha de 30 de Enero de 1882, y está firmado por E. Galli y G\ 
En dicho escrito recayó un decreto del Administrador de Rentas 
de fecha 4 de Febrero de 1882 aceptando la fianza propuesta y 
mandándolo pasar á la oficina de sumarios para que proce- 
diese como corresponde. 



Falto del Summ Federal 

BuBDOs Aires, Mayo 18 de 1889. 

T vistos : el presente juicio ejecutivo seguido por'D. Floren- 
tino Yócos, encargado de la oficina B de Balances, en represen- 
tación del Fisco Nacional, contra £. Galli y C"", por cobro déla 
cantidad de cuatro mil trescientos ochenta y un pesos de curso 
legal con quince centavos, que espresa la planilla de foja 1<^ 
como fiador de la extinguida firma comercial J. B. Garre que la 
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adeudaba por derechos de importación de mercaderías introdu- 
cidas en el vapor Congo en el mes de Noviembre de mil ocho- 
cientos ochenta y dos. 

Considerando: Que citado de remate el deudor ha opuesto la 
excepción de inhabilidad del título, fundándola únicamente en 
que el representante del Fisco no había presentado testimonio 
de la correspondiente escriturado fianza que debió otorgarse en 
conformidad al artículo 112 de las Ordenanzas de Aduana, y no 
la presentaba porque no había firmado tal escritura, deduciendo 
de allí que no hay título habilitante para ejecutarle como tal 
fiador. 

Que en el término de prueba el representante del Fisco ha 
presentado el manifiesto original de foja 33, que justifica la 
importación efectuada por Garre, origen de la deuda y el docu- 
mento de foja 34 en que £. GalliyC", se constituyen fiadores 
del citado Garre por los derechos correspondientes á las impor- 
taciones de ese año. 

Que en presencia de ese documento no es posible- dudar de la 
existencia de la fianza en que se funda la ejecución, pues el 
artículo 111 de las Ordenanzas de Aduana solo exije que el pro- 
puesto como fiador firme el manifiesto en los casos de fianza 
parcial, ó un documento ante la oficina de sumarios en los casos 
de fianza por todas las importaciones del año, artículo 112, 
debiendo observarse que en el caso subjudice se han cumplido 
además las formalidades prescritas en el artículo 113 de las 
mismas. 

Que en tales condiciones el documento de foja 34 es un verda- 
dero instrumento público como son las letras de Aduana que no 
necesitan del reconocimiento de la firma ni del protesto para 
producir sus efectos, porque la intervención de funcionarios 
públicos caracterizados ante quienes se estienden 6 autorizan ó 
aceptan, aseguran suficientemente su autenticidad, de modo que 
hace plena fé en juicio, mientras no sea argüido de falso, en 
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conformidad á lo dispuesto en el artículo 993 del Código Civil • 
Por estos f andamentos: fallo no haciendo lugar á la escepcion 
opuesta, j en su consecuencia mando llevar adelante la ejecu- 
ción hasta hacer pago al acreedor del capital, intereses y las 
costas del juicio^ en conformidad al artículo 277 de la ley na- 
cional de enjuiciamiento. Repóngase las fojas. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 3 de 1890. 

Yistos: Constando la fianza de los demandados E. Galli y 
Compañía, del escrito de foja treinta y cuatro que aparece sus- 
crito por ellos, y del decreto de aceptación recaido al pié de dicho 
escrito, y no habiendo sido por tanto, necesaria en el caso, la 
escrituración de la fianza en otra forma. Por esto, los funda- 
mentos de la sentencia apelada de foja cuarenta y seis, y de 
conformidad además, á lo dispuesto por los artículos mil no- 
vecientos ochenta y siete, y dos mil seis del Código Civil: se 
confirma con costas dicha sentencia. Bepónganse los sellos j 
devuélvanse los autos. 

BENJAMÍN VICTORIGA. — FEDERICO 
IBARGÚREN.— C. S. DE LA TORRE. 
—LUIS V. VÁRELA.— ABEL BAZAN. 
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CAUSA. CI 



£>• Lucio Doncel contra D. Bartolomé Delmonle; sobre obligacum 

contraída á moneda nacional oro. 



Sumario. — Las obligaciones contraídas á moneda nacional 
oro, antes de la ley sobre curso legal, pueden ser chanceladas en 
billetes de cnrso legal por su valor escrito. 



Caso. — D. Lucio Doncel se presentó ante el Juzgado Fede- 
ral del Rosario y espuso : 

Que D. Bartolomé Delmonte celebró en 2 de Noviembre de 
ISifó un contrato de arrendamiento con los señores Salaverry y 
liandiá, por el cual estos le dieron en arrendamiento la casa 
situada en el Rosario y conocida por el Hotel Argentino. 

Que el plazo del contrato era de cinco años, y el precio es de 
310 pesos nacionales oro durante los cuatro primeros años. 

Que como es notorio, él había comprado á Salaverry y Man- 
diá la finca locada, no pudiendo presentar los títulos por no te- 
serlos actualmente en su poder , y por cuya razón presenta un 
Tecibo de la Contribución Directa. 

Que Delmonte no le había pagado el mes de Febrero (de 



tí 8 FALLOS DB LA MJPREMA CORTE 

1887), 7 le debía así 310 pesos naoionales oro por el alqailer 
vencido; por caja suma pedía se librara anto de solvendo, préyio 
reconocimiento de la firma de Delmonte puesta en el contrato. 

Presentó el actor : 1® El contrato de arrendamiento á qne 
alude la demanda. En el artículo 1® de él se espresa que Sala- 
Torry j Mandiá dan á Delmonte la casa por cinco años en arren - 
damiento. El artículo 2® dice así : c D. Bartolomé Delmonte 
acepta en un todo el contenido del artículo qne antecede y se 
compromete á pagar de alquiler mensual á los propietarios, la 
sama de iresdentos diez pesos nacionales oro durante los cua- 
tro primeros años y cuatrocientos trece pesos con treinta y tres 
centavos de la misma moneda, durante el quinto año ; paga- 
deros al fin de cada mes, en esta ciudad de Buenos Aires ». 

2° El recibo del impuesto de Contribución Directa, á que 
también alude la demanda, por el año 1885. 

Acreditada la competencia del Juzgado por ser argentino el 
demandante y estrangero el demandado, se mandó citar á este 
para el reconocimiento de su firma. 

Notificado el demandado se presentó en 1** de Abril mani- 
festando que no había resistido el pago del alquiler del mes de 
Febrero, que no había efectuado porque Doncel no le había co- 
brado como acostumbraba á hacerlo ; que consignaba 620 pe- 
sos moneda nacional por los meses de Febrero y Marzo para 
que se pusieran á disposición del propietario ; con lo cual de- 
bía tenerse por cumplida su obligación, condenándose en cos- 
tas á Doncel, que había iniciado sns gestiones sin motivo. 

Conferida vista de la consignación, la parte del demandante 
pidió que se rechazara^ obligando á Delmonte á pagar la dife- 
rencia entre la moneda nacional oro estipulada en el contrato, 
y la moneda de curso legal « 

Dijo : Que la pretensión del demandado se fundaba sin dada, 
en la disposición del artículo 3^ de la ley de 15 de Octubre de 
1885. 
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Que aonque esta disposioion faToreoiera aquella pretensión, 
sobre ella está la Constitución Nacional, cuyo artículo 17 ga- 
rante la inviolabilidad del derecho de dominio. 

Que no es necesario sin embargo, hacer argumento de la in* 
constitncionalidad de la ley, cuando existen otras razones para 
hacer resaltar la justicia de la demanda. 

Que el artículo 3^ citado, aunque no fuera inconstitucional 
como lo es, sería inaplicable en el caso. 

Que en efecto la ley de 15 de Octubre de 1885 recayó sobre 
los decretos del Poder Ejecutivo^ de Enero del mismo ano, y 
en especial sobre el de 9 de Enero, cuyo artículo 2® autorizó al 
Banco Nacional para suspender la conversión de sus billetes 
durante dos años; como este plazo se vencía en Enero de 1887 
y no era probable que los Bancos pudieran convertir, se san- 
cionó en 916 de Noviembre de 1886 una ley facultando al Poder 
Ejecutivo para prorogar si lo creyera necesario, el plazo de in- 
Gonversion, con cargo de dar cuenta en las primeras sesiones 
del próximo período legislativo. 

Que de acuerdo con esto el Poder Ejecutivo dictó su decreto 
de Diciembre 24 de 1886, ampliando por dos años la inconver- 
sion. 

Que así, ni la ley de 96 de Noviembre importa prorogar los 
efectos del valor escrito para las obligaciones á moneda nacio- 
nal oro, según lo había establecido el artículo 3^ de la ley de 
15 de Octubre de 1885, ni tampoco lo ha hecho el decreto de 
Diciembre 24; pues ambas disposiciones se limitan á estender 
por dos años el beneficio de la incon versión, sin decir una pa- 
labra de la manera cómo habían de cumplirse las obligaciones 
á moneda nacional oro. 

Que dicha ley de 1885 fué dictada para aprobar los decretos 
de Enero de 1885 ; y como estos se dictaron para solo dos años, 
aquella ley no tenía tampoco más alcance, cesando todos sus 
efectos al terminar ese plazo. 
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naoioDal oro en qae fué estipulado el contrato de foja una, j 
la moneda de curso legal en quo se querían abonar los arrenda- 
míen tos. 

» 

T considerando : 1^ Que por el artículo segundo del contra- 
to de foja una se estipuló que el locatario abonaría como pre- 
cio del arrendamiento la cantidad de trescientos diez pesos na- 
cionales oro por mes, pagaderos al vencimiento de cada uno de 
estos. 

S"" Que la ley dictada por el Congreso en quince de Octubre 
de mil ochocientos ochenta y cinco, establece en su artículo ter- 
cero que las obligaciones anteriores á la fecha de los decretos 
del Ejecutivo d^ la Nación de Enero y Marzo del mismo año, 
contraidas á moneda nacional oro, pueden ser chanceladas en 
billetes de curso legal por su valor escrito. 

S"" Que la obligación de Delmonte se contrajo en dos de No- 
viembre de mil ochocientos ochenta y tres, por cuya circuns- 
tancia cae bajo el imperio de aquella ley. 

4^ Que según el texto claro de dicho artículo, solo se escep- 
túan de la disposición recordada, las obligaciones contraidas con 
designación de moneda especial, las cuales podrán chancelarse 
en moneda de curso legal por su valor corriente en plaza el úíjl 
de su vencimiento. 

5^ Que es indudable, dado el texto claro y terminante del 
artículo tercero ya citado, que las obligaciones contraidas sim- 
plemenie á oro pueden ser solventadas en billetes, por su va- 
lor escrito, á menos que además lleven la cláusula espresa de 
que deban abonarse en moneda especial, como argentinos, me- 
dio argentinos ú otras semejantes. 

6** Que este es el sentido claro y natural de dicho artículo, 
sin que sea lógico hacer la distinción que pretende el deman- 
dante desde que es un principio de hermenéutica legal que no 
se debe interpretar lo que no tiene necesidad de interpreta- 
ción. 
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7o Que ni la exactitud de los considerandos que preceden, ni 
la constitucionalidad de la ley de Octubre del ochenta j cinco 
ya citada, pueden ponerse en tela de jaicio, desde que el más 
alto tribunal en el orden judicial ha aceptado ya dicha ley y 
fijado jurisprudencia al respecto^ declarando que las palabras 
oro efectivo y sonante, agregadas á la designación de la mo- 
neda estipulada^ así como las de oro sellado ú oro metálico que 
88 emplean comunmente en los contratos á oro c se han hecho 
necesarias y de uso común en el comercio para establecer de 
una manera inequívoca que la intención de las partes era es- 
cluir de la obligación el pago en billetes de papel, 6 en cual- 
quiera otra moneda que no sea oro efectivo », lo cual demues- 
tra que en concepto de la Corte Suprema Nacional, la obliga- 
ción, contraída simplemente á oro debe solventarse en billetes 
por su valor escrito, á menos que lleve espresa la cláusula de 
abonarse en oro efectivo y sonante, oro sellado, oro metálico 
ú otras designaciones semejantes. (Causa de D. Eugenio Pérez 
del Cerro con los esposos Yigneau, fallada en Julio i7 de 1886; 
7 Causa, de 20 del mismo mes y año, sobre un asunto aná- 
logo). 

8^ Que según lo prescribe el Código Civil en su artículo sete- 
cientos sesenta, el acreedor que impugnare una consignación y 
fuese vencido en la oposición que formule, debe abonar los gas- 
tos del depósito y las costas judiciales. 

Por estos fundamentos y definitivamente j uzgando, fallo ; 
no haciendo lugar á la demanda con los gastos de depósito y 
costas judiciales que serán á cargo del demandante ; y declaro, 
en su consecuencia, válidas y legales las consignaciones efec- 
tuadas por D. Bartolomé Delmonte, de los alquileres devenga- 
dos desde el mes de Febrero inclusive del año anterior, hasta 

« 

Noviembre del mismo, también inclusive. Notifíquese con el 
original y repónganse los sellos. 

Calicoto Lassaga. 
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Fallo de ln Suprepi» Corte 

Buenos Aires, Julio 3 de 1890. 

Vistos: Habiéndose Terificado las diversas consignaciones 
hechas en estos autos bajo el imperio de la ley de catorce de 
Octubre de mil ochocientos ochenta y cinco, en virtud de la pro- 
roga de sus preceptos sancionada por la de veinte j cinco de 
Noviembre de mil ochocientos ochenta y seis y de lo dispuesto 
por el artículo octavo del decreto del Poder Ejecutivo de Di- 
ciembre veinte y cuatro del mismo año . Por este y los funda- 
mentos de la sentencia apelada de foja cincuenta y una: se con 
firma con costas dicha sentencia, y repuestos los sellos devuél- 
vanse. 

benjamín YICTOKICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — G. S. DB LA TOR- 
RE. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
RAZAN. 
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CAVSA CU 



D. Augusto Estevanaux contra D. Manuel J. de la lorre\ 
sobre indemnización de daños y perjuicios. 



Sumario. — No resultando jnstiñoados los perjuicios que se 
reclaman, ni la falta de posesión de la que se hacen deriyar, de- 
be absolverse al demandado de la acción interpuesta sobre in- 
demnización de aquellos. 



Caso. — D. Augusto Esteyanaux se presentó ante el Juzgado 
Federal de La Plata, esponiendo: que en 1876 compró á de la 
Torre una isla de su propiedad en el partido de Zarate, con 
montes, poblaciones, etc., dándole en parte de precio un pagaré 
á su orden, á cuatro meses por 10,000 pesos papel de entonces ; 
Que al yencimiento de este plazo, de la Torre no lo había puesto 
aún en posesión del bien comprado á pesar de lo cual le exigió el 
pago, promoyiendo un litis cuyo resultado fué que tuyo que abo- 
nar la cantidad con sus intereses, é invertir una crecida suma en 
costas 7 gastos^ sufriendo perjuicios por no haber cortado mon- 
tes, por haber adquirido millares de plantas para colocar en la 
isla, cosa que no pudo hacer, porque recien hacía tres meses á 
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que se le dio la posesión y no plena, pues no se ha mensurado 
la ostensión comprada, lo que le impide practicar algunas obras 
indispensables. 

Que en el juicio á que ha aludido, se dejaron á saWo sus dere- 
chos para deducir las acciones que hoy instaura. 

Pidió que se condenara á D. José Manuel de la Torrea pagar- 
le la cantidad de 4000 pesos con intereses y costas. 

Posteriormente el actor amplió su demanda por 1000 pesos 
moneda nacional^ como importe de un corte de maderas de la is- 
la que dijo haber practicado D. Miguel Reines, encargado del 
demandado durante el juicio á que se ha referido. 

Acreditada la competencia del Juzgado por ser francés el de- 
mandante y argentino el demandado, se corrió traslado de la 
demanda. 

La contestó por de la Torre, el Dr. D. Narciso Sosa, esponien- 
do: Que su representado Tendió hace tiempo al actor una isla 
situada en el rio Paraná contigua á otra propiedad del mismo, 
en la suma de 10,000 pesos moneda corriente de la provincia de 
Buenos Aires ; 

Que Esteyanaux tomó inniediatamente posesión, construyen- 
do un rancho, esplotándola, y tuyo á su cuidado á un individuo 
llamado José y á su muger María, cuyos apellidos no recuerda, 
pero sabe que viven en el Tigre ; 

Que como el precio fué aceptado por de la Torre en un pagaré 
firmado por Estevanaux y este no lo abonara, vióse obligado á 
ejecutarlo; y si el demandante tuvo con este motivo que pagar 
gastos, no fué sino por su culpa; 

Que es incierto pues, que de la Torre haya dejado de cumplir 
el contrato de compra-venta, como son inciertos los perjuicios 
que se reclaman ; 

Que respecto de la ampliación de la demanda, debía decir que 
D. Miguel Beynes no ha sido autorizado por el demandado para 
cortar las maderas existentes en la propiedad de Estevanaux; 
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Que Beynes es vecino de aquel, 7 si ha hecho ayances sobre 
él f ando del actor, de la Torre es ageno á ellos . Pidió que se re- 
chazara con costas la demanda. 

Se recibió después la causa á prueba sobre los siguientes pun- 
tos: 

i^' Si se tomó ó no posesión de la cosa Tendida en el momento 
de la venta. 

2® Si la resistencia del pago del pagaré de iO,000 pesos se 
fundaba en la falta de posesión ó entrega de la isla. 

S"" T finalmente, sobre si D. Miguel Beynes era empleado 6 
procedió por orden del demandado. 

Solo el demandado produjo prueba y es la siguiente: 

Declaraciones de los siguientes testigos mayores de edad y no 
comprendidos en las generales de la ley. 

Interrogatorio de foja 57 

Preguntados (2*), si desde el año i876 cuando de la Torre 
vendió á Estevanaux ]a isla de las Cañitas, este entró en pose- 
sión de ella, contestaron : 

Julio Sagaata. — Que es cierto y lo sabe por haber estado en 
esa fecha en casa de Estevanaux . 

Gervasio Farias. — Que es cierto y le consta porque en su 
presencia de la Torre le manifestó á Estevanaux que no era ne- 
cesario que él fuese personalmente á la isla i decir á los árboles 
y alas pajas que Estevanaux era el dueño, con lo cual Esteva- 
naux se dio por recibido, diciendo que demasiado bien conocía 
las Cañitas. 

Miguel Beynes. — Que sabe que en 4876, un viejito alemán 
pasó y entró & esa isla, habiendo dicho alemán estado cuando 
esto tuvo lugar, en la isla de Estevanaux llamada los Borbones, lo 
que sabe por haberlo visto. Agregó: que jamás ha sido emplea* 
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do de de la Torre ni ha tenido contrato ninguno con él ; qu e no 
ha cortado nunca madera en la isla do las Gañitas por orden de 
de la Torre. 

D. Angosto Esteyananx manifestó qne recusaba á este testigo 
por ser contrario suyo j estar ocupando lo qne le pertenece co- 
mo socio ó quintero de de la Torre . 

Honorio González. — Que no sabe fijamente si es desde el 
año 76 qne Estevanaux está en posesión de esa isla, por cuanto 
ignora la fecha en que de la Torre se la vendió. 

Manuel Aiscurani. — Que es cierto j lo sabe porque en ese año 
76, D. Juan Vázquez le compró á Estevanaui algunas plantas 
de sauce de la isla, lo que sabe por haber estado con el compra- 
dor cuando fué á recibir la madera; que sabe también por Án- 
gel Giménez, que Silvio Sosa compró á Estevanaux una leña de 
esa misma isla. 

Preguntados (3*), si D. Miguel Beynes ha sido alguna vez 
empleado de de la Torre, contestaron : 

Sagasta. — Que no lo sabe ni lo ha oido decir. Agregó: que 
sabe que desde el año 76, Estevanaux ha vendido madera déla 
isla de las Gañitas, y le consta por documentos privados que tie- 
ne 7 por haber cargado personalmente esa madera paraD. Sil- 
vio Sosa; que D. Miguel Beynes no ha cortado nunca madera 
de esa isla. 

D. Augusto Estevanaux manifestó que tachaba á este testigo, 
porque el año 77 cuando se embarcaron maderas de la isla de 
las Cañitas, por orden de de la Torre, Sagasta fué nombrado 
depositario de la isla j no cumplió con su deber. 

En el mismo acto manifestó el demandante Estevanaux: qne 
la venta de la isla le fué hecha por de la Torre el año 76, y seis 
meses después recien se la fueron á embargar, y él se presentó 
al Juzgado con motivo de la protesta del pagaré : que de los 
montes desocupados de Gañitas, vecinos á su quinta, no ha ven- 
dido ni un palo ; que solo ha vendido lo que era suyo. 
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Farias. — Qae nnnoahaoido deoir qne Beynes haya sido em- 
pleado de de la Torre, conociendo á aquel desde la guerra del 
Paraguay ; que ha oido decir que Esteyanauz Tendió áD. Silvio 
Sosa leña de las Gafiitas. 

Estevanaux dijo: que recusaba á este testigo por haber sido 
procurador de de la Torre y haber seguido la ejecución contra 
él ; y que tambieu fué representante de aquel en el juicio que 
siguió ante el Juez de Faz de Zarate por perjuicios. 

González. — Que ignora qne Beynes haya sido empleado de 
de la Torre. Agrego : Que por el mismo Estevanaux sabía qne 
este tomó posesión de las Gañitas^ y ha conocido una población 
del mismo, en dicha isla. 

Aiscurani. — Que Beynes no ha sido nunca empleado de de la 
Torre, lo que sabe por habérselo oido al mismo Beynes. 

Posiciones absueltas por D. Augusto Estevanaux. 

Pliego de foja 45 

Preguntado (1*) cómo es cierto que de la Torre le vendióla 
isla de las Gañitas en el año de 1876 ante el Escribano Público 
de Zarate. 

Contestó : Que es cierto. 

Gomo es cierto (2*) que en 1"^ de Abril de 1885 fué notificado 
ante el Juez de Paz de Zarate de la apelación deducida por de la 
Torre, negando fuera cierto que el absolvente no había poseído 
la isla de las Gañitas desde 1876 para en adelante. 

Gontestó: Qne es falso. 

Cómo es cierto (3*) que en 17 de Abril de 1883 se presentó 
ante el Juez de Paz de Zarate demandando á de la Torre por in- 
demnización de daños y perjuicios ocasionados según él por la 
falta de entrega de la isla de las Gafiitas. 

Gontestó : Que es cierto. 
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Cómo es cierto (i*) que la acción qne hoy pone ante el Juzga* 
do Federal es la misma que fué contestada por de la Torre ante 
el Juez de Faz de Zarate de 18 de Abril de i8S3. 

Contestó : Que era cierto. 

Cómo es cierto (5^) que el Juez de Zarate no hizo lugar á la 
demanda por daños y perjuicios á que se refiere la pregunta 
anterior y que tal resolución le fué comunicada en 28 de Abril 
de 1885. 

Contestó: Que se refiere á la sentencia inyocada. 

Cómo es cierto (6*) que en las declaraciones de testigos reci- 
bidas últimamente en Zarate el absolyente hizo observaciones 
acerca de ellas, hallándose presente el Dr. Sosa y qne tales 
observaciones se consignaron por pedido suyo. 

Contestó : Que es cierto. 

A solicitud del demandado se pidió al Juez de Paz de la Exal- 
tación de la Cruz el espediente sobre posesión é indemnización 
de daños, seguido ante el de Zarate por las mismas partes. Re- 
sulta de dicho espediente qne en 17 de Abril de 1883, Esteva- 
nanx se presentó ante el Juez de Paz pidiendo que de la Torre 
lo pusiera en posesión de la isla que le había vendido en 1876, 
y le indemnizara los perjuicios que la falta de ella le había 
ocasionado. De la Torre contestó que cree que Estevananx ha 
tenido la posesión desde la venta, pues nada le ha impedido 
tomarla, siendo la isla vecina á otra del mismo demandante ; 
qne así lo demuestra el largo tiempo trascurrido y el haber el 
mismo Estevanaux poblado en la misma isla; qne por su parte 
jamás se ha opuesto á que tomara posesión y si no la hnbiera 
tomado, sería porque no ha querido ; que la demanda es* impro- 
cedente por lo mismo, en cuanto á los perjuicios. 

El Juzgado de Paz dictó la siguiente sentencia: 
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Zarate, Abril 38 de 1883. 

Oido lo espnesto por el demandante y en Tirtnd de manifestar 
el demandado no haberle dado la posesión á aqnel, según así se 
desprende del acta procedente, el Juzgado reconoce á D. Aagnsto 
Estevenauz el derecho que tiene para pedirla. 

En sn virtud, intímese á D. Manuel J. de la Torre lo ponga en 
posesión, fijándose para ello el término de yeínte dias que corre- 
rán desde la fecha de la notificación. 

En cuanto á lo demás que solicita en la acta de foja primera, 
no ha logar por ahora. 

E. Echevarría. 



Recurrida esta resolución por Esteyanaux por la no condena- 
ción á la indemnización de daños, para ante el Juez de i* Ins- 
tancia del Departamento de la Capital de la Provincia de 
Buenos Aires, dicho Juez dictó la siguiente sentencia : 

La Plata, Febrero 12 de 1885. 

Autos 7 vistos: para resolver en grado de apelación, resultan- 
do que por la sentencia de foja 40, se manda dar á Estevenaux 
la posesión por él solicitada, no haciéndose lugar á lo demás que 
pide, lo que en manera alguna implica el rechazo de esas mis- 
mas peticiones, á las que no se ha accedido en calidad áepor 
ahora, y pudiendo el apelante hacer uso en oportunidad del 
derecho que crea tener; por esto^ se confirma la resolución 
apelada de foja 7 vuelta, y previo pago de costas y reposición de 
sellos, devuélvase al Juzgado de su procedencia. 

J. Barraquero. 
N. Miró. 
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En el mismo juicio se presentó D. Gervasio Farias en repre- 
sentación de de la Torre manifestando que Estevanaax había 
estado en posesión de la isla desde que la compró, pero que ella 
le había sido embargada en el juicio ejecatiyo sobre cobro del 
pagaré por su precio, j estaba depositada; que así, correspondía 
suspender lo resuelto hasta que se levantase el embargo. 

Con estos antecedentes y el alegato de bien probado del do- 
mandado, se dictó el siguiente 



FaII« del Juea Federal 

La Plata, Febrero 23 de 1888. 

Vistos estos autos seguidos por D. Augusto Estevenanx 
contra D. Manuel José de la Torre, sobre indemnización de 
daños 7 perjuicios, resulta: 

Que en tres de Abril de 1886 Estevenanx ocurre al Juzgado 
demandando á Latorre por la suma de cuatro mil pesos naciona- 
les, en que estima los perjuicios sufridos por no haberle este 
puesto en posesión de una isla situada en el partido Zarate, que 
le compró el año 1876. Posteriormente, y antes de contestada, 
amplió su demanda en la cantidad de mil pesos más, valor de 
un corte de maderas que por orden de Latorre acababa de 
efectuarse en esa isla. Contestando el demandado, afirma que 
Estevenanx tomó posesión de la isla inmediatamente de afeo- 
tuarse la venta, j niega todos y cada uno de los hechos funda- 
mentales de la demanda. Recibida la causa á la prueba, solo el 
demandado la ha producido y ella consiste en las posiciones de 
fojas 45 á 49, puestas al actor y en la testimonial que corre de 
foja 57 á foja 66. 

T considerando : 1® Que negados por el demandado los hechos 
en que se funda la demanda, corresponde al actor la prueba» 
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debiendo aquel ser absuelto si este no probase esos hechos. (Ley 

1% tit. 14,Part.S*). 

2® Que Estevenaiix no ha producido ni intentado producir 
prueba alguna para justificar su acción, y por el contrario, de 
la rendida por el demandado resulta comprobado que dicho 
Esteyenaax está en posesión de la isla en cuestión desde el año 
4876, época en que fué vendida (declaraciones de los testigos 
Julio Sagasta, de fojas 58 á 60, Gerónimo Farias,61 vuelta y 62, 
y Manuel Ascarain, foja 65) y además que existe litispenden- 
cia, como consta del espediente agregado, iniciado ante el Juez 
de Paz de Zarate en Abril de i 883, en que se deduce la misma 
acción instaurada ante este Juzgado y procedente de la misma 
causa y lo confirma la confesión de Estevenaux al absolver la 
cuarta posición del pliego de foja 45. 

Por estas consideraciones, fallo absolviendo áD. José Manuel 
de la Torre de la presente demanda, siendo á cargo del actor 
todas las costas del juicio. Bepónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin. 

Falto de ím Supreata Carie 

Baenos Aires, Julio 3 de 1890. 

Vistos : Por los fundamentos relativos á la falta de justifica- 
ción por el demandante de los perjuicios reclamados, y á la 
posesión en que resulta haber estado el mismo del terreno áque 
se refiere la demanda, desde el año mil ochocientos setenta y 
seis: se confirma con costas la sentencia apelada de foja ochenta 
7 tres, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VIGTORIGA. — FEDERICO 
IBARGtREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— LUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
T. IX 28 
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CAUSA €111 



D. Félix Delfino contra D. Ambrosio Galvano, por cobro de 

pesos ;jobre término probatorio. 



Sumario. — i^ El auto declarando que no ha corrido el tér- 
mino probatorio, es apelable. 
2^ La acefalía del Juzgado, justifica la declaración anterior. 



Ca^o. — D. Félix Delfino obtuvo en la testamentaría deD. 
Telmo Delfino la cesión de las existencias, derechos y acciones 
comerciales de este. 

El auto del Juez de la testamentaria que la concedió, dice 
así: 

Corrientes, Mayo 16 de 1887. 

Vistos : De acuerdo con lo solicitado y los dictámenes del 
Ministeriode Menores y Agente Fiscal, se aprueban en cuanto 
hubiere lugar en derecho la liquidación y cuenta partí cionaria, 
corrientes de fojas 136 á 140, interponiendo el Juzgado la auto- 
ridad que inviste para su mayor validez, declarando, como se 
pide, que abonadas las hijuelas, quedará D. Feliz Delfino dueño 
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de todas las existencias restantes j de los derechos j acciones de 
la casa comercial que giraba el finado D. Telmo Delfino j que 

Ni 

todo el pasivo queda asa cargo. 

Pase este espediente á la Tesorería de la Provincia para el 
pago de los derechos de herencia que corresponde á los hijos 
naturales, j fecho dése á los interesados los testimonios que so- 
licitaren. Bepónganse los sellos. — A. Amadey. — Ante mí: 
Vicente Ruidiaz. 

En i9de Enero dei889, D. Desiderio Onieva con poder ge- 
neral de D. Félix Delfino, acompañando una cuenta corriente de 
la casa de D. Telmo Delfino con D. Ambrosio Galyano se pre- 
sentó al Juzgado de Sección de Corrientes y demandó áOalva- 
no para que fuese condenado á pagar el saldo que en su contra 
arrojaba dicha cuenta^ de 217 fuertes 78 centesimos ó sea 225 
pesos 39 centesimos moneda nacional oro ó su equivalente en bi- 
lletes, intereses y costas. 

Acreditó que el caso es de jurisdicción Federal por ser D. 
Telmo y D. Félix Delfino argentinos, y D. Ambrosio Galvano 
italiano. 

Conferido traslado de la demanda, Galvano opuso primera- 
mente un artículo de falta de personería, que fué rechazado, 
fundado el artículo en que Delfino no había probado que habían 
sido satisfechas las hijuelas de la testamentaría de D. Telmo 
Delfino, que era la condición á que estaba subordinado el dere- 
cho de cesionario de las acciones y existencias comerciales de 
aquel. 

En seguida contestó la demanda, negando la deuda, y alegan- 
do que los contratos excedentes de 200 pesos no pueden probar- 
se siuó por escrito. 

£1 Juez abrió la causa á prueba por auto de 21 de marzo de 
1889 por 30 dias, que fué notificado el 22 del mismo mes. 

En 13 de Mayo de 1889 el apoderado de Delfino hizo presente 
al Juzgado que no había podido evacuarse la diligencia de prue- 
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ba lelativa á la compulsa de libros por haber estado acéfalo 
el Juzgado, por renuncia del Juez Dr. Luna y enfermedad del 
nuevo Juez Dr. Lujambio. 

Pidió : 1^ Se declarase suspendido el término de prueba du- 
rante el tiempo que el Juzgado estuvo en acefalía. 

2"^ Se señalara nuevo diapara el nombramiento de los pe- 
ritos que debían hacer la compulsa. 

3*^ Se agregaran á los autos dos documentos que presentó. 

i^ Se reiterara un oficio al Juez de Paz de San Boque. 



Fallo del Juez Federal 

Corrientes, Mayo 13 de 1889. 

En virtud de lo espuesto, téngase presente que no se compu- 
tarán en el término de prueba los dias de acefalía del Juzgado 
por las causas espresadas. Y no habiendo tenido lugar lo man- 
dado en el auto del 2 de Abril, señálase á ese efecto el dia i5 del 
corriente á las 3 p. m. Al 3® y 4"^ punto como se pide. 

Lujambio. 

La parte de Galvano alegando que se había prorogado el tér- 
mino de prueba sin audiencia de ella, después de estar yencido 
el de 30 dias designado por el auto de 21 de Marzo, apeló del 
fallo anterior. 

Auto del Juea Federal. 

Corrientes, Majo 16 de 1889. 

No habiéndose concedido por el auto de que se recurre pró- 
roga del término de prueba, sino una declaración de que en di- 
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cho término no deben computarse los dias de acefalía del Juz- 
gado con motivo de la jubilación del Dr. Luna y los de enfer- 
medad del proTeyente: no ha lugar al recurso por no existir la 
cansa que lo motiya ; debiendo por tanto estarse & lo proveido 
en dicho auto, señalándose para la audiencia el 20 del corriente 
á las «{ p. m. 

Lujambio. 

D. Victor Süyero, con poder de Galvano, ocurrió en 1* de Ju- 
nio con recurso de hecho ante la Suprema Corte, la que después 
de pedido y recibido el informe del Juez Federal espidió el si- 
guiente : 



Auio de I* Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 27 de 1889. 

Vistos en el acuerdo : Siendo apelable por su naturaleza el 
auto reonrrido: se declara mal denegado el recurso y se concede 
en relación, debiendo en consecuencia remitirse los autos por 
el Jaez de Sección con noticia de los interesados. 

benjamín y IGTORIG A. — FEDERI- 
CO IBARGÚREN. — G. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 



Fallo de la Supreata Carie 

Buenos Aires, Julio 8 de 1890. 

Vistos : atentas las causales en que se basa el auto recurrido 
de foja treinta y seis vuelta y las espuestas en el auto de foja 
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tmnta y ooho vaelta : se confirma aquel con costas y repaestos 
los sellos, deyuélyanse. 



benjamín VIGTORICA. — FEÜE-" 

RICO IBARGÚREN. G. S. DE 

LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA 
— ABEL BAZAN. 
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i 
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Sumario. — El recurso del articulo 14 de la ley sobre juris- 
dicción de los Tribunales Federales procede, cuando la decisión 
de los Tribunales locales ha sido contraria al derecho que el re- 
clamante ha hecho valer, fundado en una cláusula de la Constitu- 
ción Nacional 265 

CAUSA LXXXI 

£1 Dr. D. Florentino Vócos por la Oficina B de Balances de 
Aduana contra D. Syla Monsegur ; por cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario. — 4^^ La anotación de pago de los derechos que se 
cobran, hecha en algunos libros de la Aduana, desvirtúa la acción 
ejecutiva de su cobranza. 

2^ La desvirtúa también la falta de personería con que la 
gestiona el actor 270 

CAUSA LXXXII 

D. Eugenio Leotard contra el administrador de Aduana, sobre 
entrega de mercaderías. 
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Sumario. — El propietario de mercaderías que la Aduana re- 
tiene para averiguar si se trata de un caso de contrabando, no 
tiene derecho para demandar su entrega ante el Juzgado Federal 
por via de acción contra la Administración 285 



CAUSA Lxxxm 

D. Luis D'Abreu y D. Juan A. Martinez contra D. Carlos A. 
Pica, por cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario. — Ei pago de una suma dada, hecho al acreedor, 
debe imputarse al crédito que esle ejecuta si no se demuestra la 
existencia de otro crédito 289 



CAUSA LXXXIV 

D. Gabino Cbanteyro contra la Provincia de Buenos Aires ; 
sobre reivindicación y pago del valor de unas tierras. 

Sumario, — !<> En la acción de reivindicación y pago de valor 
de tierras que se dicen propias, el actor debe demostrar la exis- 
tencia del dominio á su favor, ó de sus causantes. 

2^ Las provincias pueden oponer á la acción de reivindicación, 
la adquisición del dominio operada por la prescripción, y á la de 
cobro de pesos la prescripción liberatoria 299 

CAUSA LXXXV 

D. Carmelo Araoz y D. Juan F. Alvarez, contra D. Francisco 
Durand, por cumplimiento de un contrato; sobre competencia. 

Sumario. — No resultando claramente dentro de qué limites 
jurisdiccionales está el lugar señalado para el cumplimiento de 
una obligación, la autoridad competente para conocer en el juicio 
relativo, es la del domicilio real del deudor 310 
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CAUSA LXXXVI 

PftgiOM 

D. Florentino Barros contra D. José Vasqaez y D. Manuel Díaz; 
sobre posesión de una finca. 

Sumario, — La posesión dada judicialmente por consentimien- 
to de quien no era poseedor, no perjudica la que tiene el posee- 
dor verdadero que no fué parte en el juicio 315 

CAUSA LXXXVU 

D. Benito L. Ramayon contra D. Mariano López y el Dr. Félix 
PujatOy sobre desalojo de un campo. 

Sumario. — I"" El defecto de un título que es común al dere- 
cho del demandante y del demandado, no puede hacerse valer 
por este contra aquel. 

2^ En el caso de contratar dos personas sobre un mismo obje- 
to, una con el mandatario y otra con el mandante, y de no poder 
subsistir los dos contratos, debe prevalecer el que sea de fecha 
anterior. 

3^ La prioridad de la ocupación, tratándose del derecho perso- 
nal de gozar de la cosa, es de ningún efecto, respecto de aquel á 
quien se le trasmitió con anterioridad 349 

CAUSA Lxxxvra 

D. Diego Gómez, contra Benedetti y Belloni, después D. Rei- 
naldo Gauna^ su sucesor; por cobro de pesos. 

Sumario. — No aludiéndose en la suma demandada; á moneda 
especial, sino á moneda nacional, es con esta que debe ordenarse 
el abono de aquella '• 33i 

CAUSA LXXXIX 

D. Tom&s R. Sánchez contra D. Pedro San Gormes, sobre cum- 
pliiniento de un contrato de compra. 

T. IX 89 



450 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Págiau 

Sumario. — La acción dirijida á que se cumpla un contrato de 
compra es personal, y no procede contra el antecesor del vende- 
dor 339 



CAUSA XC 

D. Gregorio Villareal contra doña Juana Rodríguez, por reivin- 
dicación; sobre jurisdicción y procedencia de la demanda. 

Sumario. — 1° Siendo estrangeros todos los actores y sus 
cedentes y argentino el demandado, procede la jurisdicción fe- 
deral. 

i^ Hientras no se hayan pagado por el demandante las costas 
en que fué condenado en el juicio posesorio, no puede darse 
curso al que entabla sobre reivindicación 348 



CAUSA XCI 

Criminal contra A. García, por desacato; sobre jurisdicción. 

Sumario. — La apelación en las causas criminales seguidas 
ante los jueces de los territorios nacionales por delitos comunes, 
corresponde á la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de la 
Capital 352 

CAUSA XCII 

El Dr. D. Florentino Vócos por la Oficina B de Balances de 
Aduana, contra D. Franklín S. Ropes ; por cobro ejecutivo de 

pesos. 

Sumario. — La anotación de pago de los derechos que se co- 
bran hecha en algunos libros de la Aduana, desvirtúa la acción 
ejecutiva de su cobranza 354 
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CAUSA xcni 

Piginat 

D* Juana Espinosa^ por tercería de dominio en la ejecución 
de D. Julián Molina, contra D. Antonio Cafferata y D. Lázaro 
Multado ; sobre defecto legal en la demanda. 

Sumario, — La falta de presentación de los documentos en 
los que se ftinda la demanda, no constituye escepcion dilatoria. • . 361 

CAUSA XCIV 

D. Gabriel Céspedes, contra el Dr. D. Manuel D. Pizarro ; sobre 
consignación . 

Sumario. — La cuestión sobre una consignación de arriendos, 
cuya validez se pone en duda por estarse discutiendo la estension 
de la cosa arrendada, no tiene razón de ser, una vez que se ha 
dictado sentencia fijando esta última, y se ha ampliado la consig- 
nación con arreglo á lo resuelto por dicha sentencia 366 

CAUSA XCV 

Criminal contra A. M. Oelfino, sobre contrabando y adultera- 
ción de documento público. 

Sumario. — Resultando del sumario la existencia de un delito 
común conexo con el de contrabando, lo actuado respecto de este 
último separadamente del otro delito, es nulo 370 

CAUSA XCVI 

D. Nicasio Valdes, contra D. Pedro A. Gumez ; sobre cobro de 
daños y perjuicios. 

Sumario. — Habiéndose prescindido en 1* instancia de averi- 
guar un hecho conducente á la decisión de la causa, debe dejarse 
sin efecto la sentencia y recibirse la causa á prueba del hecho re- 
ferido • 376 
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CAUSA xcvn 

Páffúaa 

D. Nicolás Carniglia, capitán de la balandra nacional Adalgüa^ 
contra el capitán del vapor Sicily ; sobre nulidad de un laudo. 

Sumario. — 1® De las resoluciones de peritos arbitradores so- 
bre choques y abordages, no procede el recurso de apelación ante 
el Juez Federal. 

i^ Los arbitradores no están sujetos á formalidad alguna para 
formar juicio, y la falta de notificación de providencias dictadas 
con ese motivo, no es causa de nulidad del laudo 382 

CAUSA XCVIÍI 

Doña Elina C. de Ferreyra, y después su cesionario D. Lisandro 
Labal, contra D. Francisco Mernes, por reivindicación; sobre 
falta de personería. 

Sumario. — La escepcion dilatoria de falta de personería, debe 
referirse al titulo que invoca la persona para gestionar, y no al 
derecho que funda la demanda 399 

CAUSA XCIX 

D. Sebastian Triaca, contra D. Jaime Baucis ; sobre interdicto 
posesorio. 

Sumario, — Una mensura protestada y no aprobada^ no inter- 
rumpe la posesión anterior 403 

CAUSA C 

El Dr. D. Florentino Vócos, por la Oficina B de Balances de 
Aduana, contra E. Galli y C, por cobro ejecutivo de pesos ; sobre 
inhabilidad de una fianza. 

Sumario, — La fianza por derechos de aduana prestada en do- 
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camento otorKado- ante 1. oficina de sumarios, no necesita de*^" 
otra escnluracion, para poderla hacer efectiva 412 

CAUSA CI 

D. Lucio Doncel, contra D. Bartolomé Oelmonte ; sobre obli- 
gaaon contiaida á moneda nacional oro. 

5««Mrío -- Las obligaciones contraidas á moneda nacional 

l^iil^JT ^ '"''" '""** ''*«*•' P''e'»«« ««' chanceladas en 
billetes de curso legal por su valor escrito 417 

CAUSA en 

ínrf^'Jl.— *" ^'*'''"*« «O"»" D- Manuel J; de la Torre; sobre 
indemnización de daños y perjuicios. 

r*JZ^'**''".T '*'' ™««'»«°<»o justificados los periuicios que se 
reclaman, n, la falta de posesión de la que se hace derivar, debe 
aosoiverse al demandado de la acción interpuesta sobre indemni- 
zación de aquellos 425 

CAUSA cin 

««."' ^f* "!^'^'"' ""•*" "• ^^^''^ Galeano, por cobro de pe- 
sos; sobre término probatorio. 

n.^T*^' —'*' ^'*"** ''«'Clarando que no ha corrido el término 
probatorio, es apelable. 

2- La acefiílía del Juzgado, jostífica la declaración anterior. ... 434 
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Ahordages. — Véase : Peritos arbitradores. 

Acdon. — La dirigida á que se cumpla un contrato de compra, es per- 
sonal y no procede contra el antecesor del vendedor. Página 
339. 

Acdon qeaiHva. — La anotación de pago de los derechos que se 
cobran, hecha en algunos libros de aduana, desvirtúa la acción 
ejecutiva de su cobranza. Páginas 270 y 354. 

Acdon personal. — Véase : Acdon. 

Acdon rdvindicatoria. — Véase : Rdvindicadon. 

Acefalia del Juzgado. — Justifica la declaración de que no ha corrido 
el término probatorio. Página 434. 

Aduana. — Véase : Acdon ejecutiva. 

Alquileres. — Al encargado judicial de cobrar los que se hallan en li- 
tigio, procede que se le conceda el auxilio de la fuerza pú- 
blica para el ejercicio de su cometido. Página i 74. 

Apelación. — En las causas criminales seguidas ante los jueces de los 

T. IX 30 
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territorios nacionales por delitos comunes, corresponde á la 
Cámara de Apelaciones en lo criminal de la Capital. Página 
352. 

Apelación, — Véase : Peritos arbitradores. 

Arbüradores. » No están sujetos á formalidad alguna para formar jui- 
cio, y la falta de notificación de providencias dictadas con 
ese motivo, no es causa de nulidad del laudo. Página 382. 

Arbitro. — Cesada la causa por la que se pidió el reemplazo del arbi- 
tro tercero, queda sin efecto el nombramiento del reempla - 
zante. Página 24. 

Asesinato. — Véase : Estradicion. 

Auto. — El que impórtala ejecución de otro consentido por las partes, 
debe ser confirmado. Página 171. 

Auto apelable. — Lo es el que declara que no ha corrido el término 
probatorio. Página 434. 

Auto apelable. — Véase : Gravamen irreparable. 



Banco de la Provincia. — Sus privilegios, prescindiendo de la cues- 
tión relativa á su existencia, no pueden hacerse valer, no ha- 
biendo quiebra del deudor. Página 150. 

Billetes de curso legal. —- Véase : Obligación. 



Cámara en lo Criminal de la Capital. — Véase : Apelación. 
Causa civil entre estrangeros. — Véase : Inhibitoria. 
Cesión dvil. — Véase : Justicia Federal. 
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Choques. — Véase : Periiot arbitradares. 

Citación de eviccion. — Véase : Competenría. 

Comiso. — Véase : Error. 

Compañia anónima. — Aquella cuya existencia y formación aparece 
autorizada por leyes de una Provincia, se considera á ios 
efectos del fuero como ciudadano vecino de esa Provincia^ 
aunque su directorio esté constituido y funcione en el estran- 
gero. Página 32. 

Competencia. — Establecida debidamente la del Juzgado Federal y ra- 
dicado ante este el pleito, la participación espontánea que la 
Provincia de la vecindad del demandante citada de eviccion 
procede á tomar en defensa del demandado, no hace cesar 
la jurisdicción de dicho Juzgado. Página 483. 

Competencia. — No existiendo antecedentes para juzgar dentro de qué 
limites jurisdiccionales está situado el punto en que se ha 
practicado un (arto, debe considerarse como juez competente 
para conocer en el incidente surgido de dicho acto, el que 
conoció sin oposición, de la causa que lo motivó. Página 203. 

Competencia. — No resultando claramente dentro de qué limites juris- 
diccionales está el lugar señalado para el cumplimiento de 
una obligación, la autoridad competente para conocer en el 
juicio relativo, es la del domicilio real del deudor. Página 310. 

Competencia. — Véase: Justicia Federal. 

Compra. — Véase : Acdon; Dominio, 

Conjueces de la Suprema Corte, — Acuerdo nombrándolos para el año 
1891. Página i 0. 

Consigncunon. — La cuestión sobre una consignación de arriendos 
cuya validez se pone en duda por estarse discutÍ4>ndo la es- 
tensión de la cosa arrendada, no tiene razón de ser una vez 
que se ha dictado sentencia fijando esta última, y se ha am* 
pliado la consignación con arreglo á lo resuello por dicha 
sentencia. Página 366. 

Contrabando. — El propietario de mercaderías que la Aduana retiene 
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para averiguar si se trata de ub caso de contrabando, no 
tiene derecho para demandar su entrega ante el Juzgado Fe- 
deral por vía de acdon contra la Administración. Página 
285. 

Contrabando. — Véase : NuHiad. 

Contrato. — En el caso de contratar dos personas sobre un mismo 
objeto, una con el mandatario y otra con el mandante, y de 
no poder subsistir los dos contratos, debe prevalecer el que 
sea de fecha anterior. Página 319. 

Contrato de compra. — Véase : Acción. 

Cosa comprada. — Véase : Dominio. 

Costas. — No siendo escusable el error por el cual se ha ocurrido á 
tribunal incompetente, las costas del incidente de declinato- 
ria de jurisdicción, deben ser de cargo del demandante. Pá- 
gina i 46. 

Costas. — Véase : Juicio posesorio. 



D 



Daños. — Véase: Espropiacion. 

Declinatoria de jurisdicción. — Véase : Costas. 

Defecto. — El de un titulo que es común al derecho del demandante 
y del demandado, no puede hacerse valer por este contra 
aquel. Página 319. 

Delito conexo. — Véase : Nulidad. 

Derechos de Aduana. — Véase ; Acción ejecutiva ; Fianza. 

Documentos. — Véase : Escepcion dilatoria. 

Domicilio real. — Véase : Competencia. 

Dominio. — La compra seguida de posesión, contra la que no se jus- 
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tífica vicio de nulidad 6 fraude, prueba el dominio de la cosa 
comprada. Página 218. 

Dominio. — Véase : Beimnáicacion, 



E 



Endoso. — Véase : Justicia Federal. 

Error. — La invocación del que no resulta ser manifiesto é imposible 
de pasar desapercibido, no exime de la pena de comiso. Pá- 
gina 43. 

Error. — Véase : Costas. 

Escepcion dilatoria. — No tiene el carácter de tal, la escepcion que se 
funda en la falta de justificación del derecho del demandante. 
Página 2i6. 

Escepcion dihUoria. — No la constituye la falta de presentación de loa 
documentos en los que se funda la demanda. Página 361. 

Escepcion dilatoria. — La de falta de personería debe referirse al ti- 
tulo que invoca la persona para gestionar, y no al derecho 
en que funda la demanda. Página 399. 

Escrituración. — Véase : Fianza. 

Espropiacion. — En la indmenizacion no debe incluirse el importe de 
arriendos posteriores á la desposesion, que el espropiado te- 
nia derecho á cobrar, según contrato, si no hubiese tenido 
lugar la espropiacion. Página 92. 

Espropiacion. — La indemnización en ella debe ser equitativa. Pá- 
ginas 103 y 230. 

Espropiacion. — En la de una finca, para estímar el valor del terreno^ 
debe atenderse al fijado á propiedades situadas en condicio- 
nes análogas, espropiadas anteriormente. Página 178. 

Espropiacion. — Los daños que no son el resultado de ella ó se elimi- 
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nan por medio de obras que toma á su cargo el espropiante, 
no hace parte de la indemnización. Página 190. 

Estradicion. — El delito de asesinato, está incluido en la ley de es- 
tradicion. Página 124. 

Estradidan. ^ La nota de requisición del procesado espedida por el 
juez de la causa, equivale al mandato de prisión. Página 124. 

Estradicion. — No presentando el sumario vicios estemos de forma, 
siendo probada la identidad del requerido y la competencia 
del Juez requirente, procede la concesión de la estradicion. 
Página 124. 

Estrangeros. — Véase : Justicia Federal. 

Evicdon. — Véase : Competencia. 



Falla de personeria. — Véase : Escepdon dilatoria. 
Fecha anterior. — Véase : Contrato. 

Fianza. — La prestada por derechos de aduana en documento otor- 
gado ante la oficina de sumarios, no necesita de otra escritu- 
ración, para poderla hacer efectiva. Página 412. 

Fuero. — Véase : Compañía anónima ; Justicia Federal. 

Fuerza pública. — Véase: Alquileres. 



G 



Graüámen irreparable. — Lo trae el auto no haciendo lugar al desis- 
timiento de la petición sobre nombramiento de arbitro ter- 
cero en reemplazo del nombrado por estar ausente. Pá- 
gina 24. 
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H 



Hecho conducente. — Véase : Prueba . 



Ibargúren^ O" D. Federico. — Acuerdo honrando la memoria de este 
Señor Ministro de la Suprema Corte. Página 5. 

Impuestos inconsMueionales. — Véase : Justicia Federal. 

Imputación de pago. — Véase : Pago. 

Incapaces. — Véase : Jueces Letrados. 

Inhibitoria. — Es improcedente la deducida en causa civil entre dos 
estrangeros, aunque sean vecinos de distintas provincias. Pá- 
gina 29. 

Interdicto de despojo. — La restitución ordenada por sentencia, en un 
tal interdicto, no debe llevarse á efecto una vez que antes de 
verificarse, ha sido decidida la cuestión de propiedad y dada 
en su consecuencia al demandado la posesión de la cosa. 
Página U6. 



Jueces Federales. — Véase : Justicia Federal. 

Jueces Letrados. — Los de los territorios nacionales pueden ordenar á 
los Jueces de Paz que, en cada caso de menores ó incapaces 
que á su juicio requiera la intervención del Ministerio de Me- 
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ñores, les trasmitan las noticias necesarias para poder dictar 
las medidas que la ley autorice. Página 256. 

Jueces Letrados. — Véase : Apelación. 

Jueces suplentes. — Acuerdo designando los abogados que han de de- 
sempeñar sus funciones durante el año 1891. Página 6. 

Juez competente. — Véase : Competencia. 

Juicio posesorio. — Mientras no se haya pagado por el demandante las 
costas en que fué condenado en el juicio posesorio, no pue- 
de darse curso al que entable sobre reivindicación. Página 
348. 

Justicia de paz. — Véase : Sellos. 

Justicia Federal. — El endoso de un pagaré hecho después de la quie- 
bra del firmante, debe ser reputado como una cesión civil, y 
en tal caso, si el cedente y el demandado son argentinos, la 
cobranza de él no corresponde al fuero federal. Página 38. 

JhMtida Federal. — Las demandas sobre devolución de impuestos pa - 
gados, fundadas en la inconstilucionalidad de estos, corres- 
ponde al conocimiento en primera instancia de los jueces fe- 
derales. Página 112. 

Justicia Federal. — Siendo estrangeros todos los actores y sus ceden- 
tes, y argentino el demandado, procede la jurisdicción fede- 
ral. Página 348. 



Laudo. — Su faltn de autorización por el escribano, no constituye un 
vicio de nulidad de aquel. Página 17. 

Laudo. — Véase : Arbitradores. 

Libros de aduana, — Véase : Acción ejecutiva. 

Limites jurisdicciotialeá. — Véase : Competencia. 
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M 



Mandante. — Véase : Contrato. 

Mandatario. — Véase : Contrato. 

Mandato de prieion. — Véase : Estradicion. 

Menores, — Véase : Jueces letrados. 

Mensura. — La protestada y no aprobada, no interrumpe la posesión 
anterior. Página 403. 

Mercaderías retenidas. — Véase : Contrabando. 

Ministro de firia. — Acuerdo nombrándolo para la de 4890-91. Pá- 
gina 9. 

Moneda especial. — Véase : Obligación. 

Moneda nacional. — Véase : Obligación. 

Moneda nacional oro. — Véase : Obligación. 



N 



Nota de requisición. — Véase : Estradicion. 

Notificación. — Véase : Arbitradores. 

Nulidad. — Resultando del sumario la existencia de un delito común 
conexo con el de contrabando, lo actuado respecto de este 
último, separadamente del otro delito, es nulo. Página 370. 

Nulidad de laudo. — Véase : Arbitradores ; Laudo. 
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O 



Obligación. — No aludiéndose en la obligación demandada á moneda 
especial, sino á moneda nacional, es con esta que debe 
ordenarse el abono de aquella. Página 331 . 

Obligación, — La contraida á moneda nacional oro, antes de la ley 
sobre curso legal, puede ser chancelada en billetes de curso 
legal por su valor escrito. Página 417. 

Ocupación. — La prioridad de la ocupación, tratándose del derecho 
personal de gozar de la cosa, es de ningún efecto, respecto 
de aquel á quien se le trasmitió con anterioridad. Página 
319. 

Opiniones prqvdiciales. — Véase : Recusación. 



Pago. — El de una suma dada hecho al acreedor, debe imputarse al 
crédito que este ejecuta, si no se demuestra la existencia de 
otro crédito. Página 289. 

Perito tercero. — Nombrada como tal una persona que el Juzgado es- 
time con la suficiente competencia para el asunto no hay ra- 
zón para reclamar de su nombramiento, no probándose lo 
contrarío. Página 100. 

Peritos arbitradores. — De sus resoluciones sobre choques y aborda- 
ges, no procede el recurso de apelación ante el Juez Federal. 
Página 382. 

Perjuicios. — No resultando justificados los que se reclaman^ ni la 
falta de posesión de la que se hacen derivar^ debe absolverse 
al demandado de la acción interpuesta sobre indemnización 
de aquellos. Página 425. 
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Posesión. — La dada judicialmente por CDnsenlímiento de quien no era 
poseedor, no perjudica la que tiene el poseedor verdadero 
que no fué parle en el juicio. Página 315. 

Posesión — Véase : Dominio ; Mensura ; Perjuicios. 

Prescripción. — Véase : Reivindicación. 

Presentación de documentos. — Véase : Documentos. 

Prioridad de ocupación. — Véase : Ocupación. 

Privilegios. — Véase : Banco de la Provincia. 

Procuradores fiscales ad hoc. - Acuerdo nombrando los abogados que 
han de desempeñar sus funciones durante el año 1891. Pá- 
gina 6. 

Propiedad, — Véase : Interdicto de despojo. 

Prueba. — Habiéndose prescindido en primera instancia de asignar un 
hecho conducente á la decisión de la causa, debe dejarse sin 
efecto la sentencia y recibirse la causa a prueba del hecho 
referido. Página 376. 



Q 



Quiebra. — Véase : Banco de la Provincia. 



R 



Recurso ante la Corte. — Véase : Suprema Corte. 

Recurso del articulo 14. — Véase : Suprema Corte. 

Recusación. — Es causa de ella el haber el juez avanzado opiniones 
prejudiciales sóbrela cuestión, en otro juicio habido entre el 
demandado y el causante del demandante sobre los mismos 
derechos que se ponen en tela de juicio. Pagina 11. 
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Beivindicacion. — En la acción de reivindicación j pago del valor de 
lierras que se dicen propias, el actor debe demostrar la exis- 
tencia del dominio á su favor ó de sus causantes. Página 
299. 

Reivindicación. — Las provincias pueden oponer á la acción de rei- 
vindicación, la adquisición del dominio operada por la pres- 
cripción y á la de cobro de pesos la prescripción liberatoria. 
Página 299. 

Reivindicación. — Véase : Juicio posesorio . 

Reposición de sellos. — Véase : SeUos. 

Requisición. — Véase : Estradicion. 



Secretario de feria. — Acuerdo nombrándolo para la de 1890-91 . Pá- 
gina 9. 

Sellos. — No procede la reposición de sellos en lo actuado en espe- 
dientes seguidos ante la justicia de paz, traidos á la justicia 
federal como antecedentes de la causa. Página 108. 

Sentencia. — Véase : Interdicto de despojo ; Prueba, 

Sociedad anónima. — Véase : Compañía anónima. 

Suprema Corte. — En las causas en que no se ha puesto en cuestión 
la inteligencia de alguna prescripción constitucional, ley del 
Congreso ú otro acto de autoridad ejercida en nombre de la 
Nación, no procede el recurso de las sentencias de los tribu- 
nales locales para ante la Suprema Corte Federal. Página 52. 

Suprema Corte. — El recurso del artículo 14 de la ley sobre jurisdic- 
ción y competencia de los tribunales federales, procede, cuan- 
do la decisión de los tribunales locales ha sido contraria al 
derecho que el reclamante ha hecho valer, fundado en una 
cláusula de la Constitución Nacional. Página 265. 
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lérmino probatorio. — Véase: Acefalia del Juzgado ; Auto apela- 
ble. 

Titulo defectuoso. — Véase : Defecto. 

Tribunal incompetente. — Véase : Costas. 

Tribunales locales. — Véase : Suprema Corte. 
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